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CXXXI 

Sumario: — PCuando las presunciones legales están en con- 
tra de la modificación introducida por el confe- 
sante calificando su confesión, éste debe probar 
aquella; pero cuando le sean favorables, la prue- 
ba de la falsedad de la modificación correspon- 
de á la contra-parte. 

2° Procede la exoneración de las costas cuando 
se ha tenido razón para resistirse á hacer lo que 
se demanda y que después se ordena. Y la exo- 
neración de las de segunda instancia procede 
también cuando resulta modificada en parte la 
sentencia recurrida. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á siete días de Abril 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en su 
Sala de Acuerdos el señor Presidente y los señores 
Vocales titulares del Superior Tribunal de Justicia, 
tomaron en consideración la causa seguida por el 
procurador don Martín Miranda en representación del 
Banco Territorial de Corrientes contra don Antonio 
J. Ruiz sobre escrituración de un contrato de com- 
pra-venta, traída en apelación de la sentencia defini- 
tiva dictada el primero de Octubre de mil ochocien- 
tos noventa y seis por el Juzgado de 1^ Instancia en 



^\ 



Digitized by 



Google 



— 6 — 

lo Civil y Comercial de la circunscripción de esta 
Capital, corriente de fojas setenta y ocho á ochenta 
y dos vta. del expediente respectivo. 

Hecho el sorteo para fijar el orden de votación, 
resultó que los señores Jueces debían hacerlo en el 
siguiente : Dres. Balbastro, Aquino, Sayanca, Osuna, 
Luna. 

El Ministro Dr. Balbastro dijo : 

Hechos: Don Martín Miranda, por el Banco Te- 
rritorial de Corrientes, se presentó ante el Juzgado 
de lo Civil exponiendo : Que don Antonio J. Ruiz 
celebró verbalmente un contrato con don Nicanor 
Molinas, representante del Banco Territorial, por el 
cual compró éste á aquél, «una finca y su correspon- 
diente terreno.» Precio : veinte mil pesos nacionales, 
de los que se entregaron diez y ocho mil al vende- 
dor, según consta del recibo que se adjunta. Pide, en 
virtud del derecho en que se apoya, que, dándose por 
entablada la demanda, se condene oportunamente á 
don Antonio J. Ruiz, á que otorgue la escritura res- 
pectiva, bajo apercibimiento de resolverse la obliga- 
ción en el pago de pérdidas é intereses y devolución 
consiguiente del precio recibido, con costas. Corrido 
traslado, don R. Lindor Delfino por el demandado, 
evacuándolo, expone : Que es verdad que su repre- 
sentado vendió, no « la finca y su correspondiente 
terreno», sino solamente el terreno, cuyos linderos 
expresa. No entró en la venta el casco de la casa 
vieja que está en el mismo terreno, pues quedó con- 
venido que cuando ésta se demoliera, dispondría 
Ruiz de los materiales y que hasta ese momento po- 
dría usarla ó alquilarla. Confiesa la cantidad recibida. 
Expone, además, que su representado no vendió todo 
el terreno, reservándose en la parte norte y este una 
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fracción, siendo así que la parte vendida es la que 
forma esquina, de veinte varas de frente á la calle 
Independencia por treinta y cinco sobre la de Salta. 
Si no se ha cumplido lo estipulado, es por el Banco, 
que no ha pagado los dos mil pesos que faltan del 
precio, apesar de las gestiones hechas, y concluye 
declarando que su poderdante está dispuesto á hacer 
la escrituración de venta, siempre que al mismo tiem- 
po se abonen los dos mil pesos que se adeudan del 
precio, siendo entendido que la venta no comprende 
el casco de la casa sino simplemente el terreno en la 
extensión que deja manifestada. Pide se resuelva así, 
con costas. Abierta la causa á prueba, se produce 
por la parte del demandado la que corre agregada á 
los autos, alegando las partes sobre su mérito y lla- 
mándose autos. Resuelto previamente un incidente 
sobre la agregación de unas diligencias probatorias 
llegadas después de los alegatos, se dictó sentencia 
condenando á don Antonio J. Ruiz á otorgar, dentro 
de diez días, á favor del Banco demandante y previo 
pago de los dos mil pesos del precio aún adeudado, 
la escritura de venta del terreno en las condiciones 
manifestadas por el vendedor, sin costas. Apelada 
esta resolución por el representante del Banco y con- 
cedido el recurso libremente, se tramitó en forma en 
esta instancia, llamándose, por último, autos, con lo 
que esta causa se halla en estado de resolver. 

Los demás señores Camaristas expresaron su con- 
formidad con la precedente relación de los hechos. 

Acto seguido, el Tribunal planteó las cuestiones 
siguientes : 

/* ¿ Es justa la sentencia apelada ? 

2^ ¿ A quién corresponde cargar con las costas ? 
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A la primera cuestión, dijo el Dr. Balbastro : 
Las partes están conformes en que el terreno ven- 
dido y á que se refiere el recibo de foja sesenta y 
tres es el situado en la esquina de las calles Salta é 
Independencia, por el precio de veinte mil pesos na- 
cionales, y difieren tan solo en cuanto á la extensión 
de la parte que da á la última calle citada, sostenién- 
dose por el actor que fué de todo el frente, y por el 
demandado únicamente de veinte varas á contar des- 
de la esquina. Difieren también en que no entró en 
la venta del terreno el casco de la casa en él existente, 
hecho afirmado por el demandado y negado por el 
actor. Deben resolverse aisladamente estas dos cues- 
tiones. 

El demandado confiesa la ubicación del terreno 
vendido, pero expone que la venta no versó sino so- 
bre parte de él, reservándose al este una fracción, así 
como se reservó al norte otra, hecho este último que 
ha sido confesado por el actor al entablar su acción. 
¿A quién corresponde la prueba? ¿Qué clase de con- 
fesión es la del reo? Es indudablemente una confesión 
calificada, desde que se reconoce la verdad del hecho 
sobre que se discute, pero se restringe la intención 
del contrario. Es, además, individua, puesto que la 
circunstancia añadida no puede separarse del hecho 
preguntado. En efecto. El demandante dice que el 
demandado le vendió un terreno situado en la esqui- 
na de las calles Salta é Independencia, dando su ex- 
tensión. El demandado confiesa que hubo la venta 
del terreno de la referencia, pero no en la extensión 
designada. En la confesión individua, cuando el ad- 
versario del confesante quiere aprovecharse de ella, 
tiene que probar la falsedad de la modificación. Esta 
falsedad debe probarse ya, por el confesante ya por 
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su adversario, según que la calidad añadida tiene ó 
nó contra sí la presunción de derecho (Caravantes, 
n° 845, tom. 2°, pág. 180). El recibo de foja setenta y 
tres habla de un terreno vendido para el Banco Te- 
rritorial. Como un terreno puede venderse por partes, 
la confesión en este caso no tiene en contra la pre- 
sunción juris. Pero supongamos que la tenga. Aún 
así, en nuestro caso no la tendría, pues el actor con- 
fiesa que la venta no versó sobre todo el terreno; que 
el vendedor se reservó parte de él en el lado que mi- 
ra al norte. Luego la palabra terreno del recibo ya 
no se refiere á todo él, sino á parte. ¿Cómo, pues, de- 
cir que al usarse de ese término, debe entenderse que 
fué á todo lo vendido y no á la parte confesada por 
el reo? No existe, pues, como se ve, la presunción 
requerida. La prueba, por tanto, de la falsedad señala- 
da está á cargo de la parte actora, quien no ha justi- 
ficado en este sentido en modo alguno su afirmación, 
y entonces debe estarse á lo que resulta de la expo- 
sición del demandado; y, en este sentido, considero 
ajustada á derecho la sentencia apelada. Dentro de 
los límites confesados por el demandado, se halla 
una parte edificada, y se sostiene por éste que no en- 
tró en la venta, pues «quedó convenido que ella con- 
tinuaría de propiedad del señor Ruiz, para que en ca- 
so de ser derribada pudiese disponer de los materia- 
les, y mientras no fuese derribada pudiese disponer 
de ella usándola ó alquilándola, etc.» Aquí las pre- 
sunciones de derecho están en contra de la cualidad 
añadida. En efecto. Tratándose de la venta de un 
terreno, la casa es un accesorio, pues según el art° 
2328 del Cód. Civ., son cosas accesorias aquellas 
cuya existencia y naturaleza son determinadas por 
otra cosa, de la cual dependen, ó á la cual están ad- 
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heridas. Las cosas que natural ó artificialmente estén 
adheridas al suelo, son cosas accesorias del suelo 
(art^ 2331, Cód. cit.). Los edificios son sólo acceso- 
rios del suelo. (Nota del Codificador al art^ 2313.) 
Según el art® 1409, el vendedor debe entregar la 
cosa vendida libre de toda otra posesión y con todos 
sus accesorios^ etc. Luego, si el vendedor sostiene 
que lo accesorio no entró en la venta, debe probarlo. 
Solamente con la declaración de un testigo, se ha 
pretendido justificar este extremo; testigo que ade- 
más de ser singular, es pariente del que lo presenta 
dentro del grado en que la ley supone sospechosa 
su deposición. Resulta, pues, improbado, y por lo 
tanto, pienso que en este caso debe modificarse la 
sentencia apelada. Voto en este sentido. 
El Camarista Dr. Aquino manifiesta : 
Que el Dr. Balbastro al exponer su opinión con 
motivo de la presente cuestión, encuentra que la con- 
fesión hecha por el vendedor señor Ruiz es calificada 
é indivisible y que, por lo consiguiente, no es dable 
admitir de ella una parte y desechar la otra. Este 
concepto, á juicio del exponente, es un error, pues la 
confesión aludida es perfectamente divisible, porque 
el hecho nuevo agregado es separable del hecho con- 
fesado. 

En efecto, se trata en esta cuestión de saber si 
la propiedad, objeto del contrato de venta, es todo 
el frente del terreno sobre la calle Independencia ó 
solamente es una fracción de ese frente. Sirve de ba- 
se á esta demanda el recibo otorgado por el vende- 
dor, cuya autenticidad fué reconocida en legal forma, 
y en el que el firmante declara haber recibido una 
cantidad de dinero como parte del precio del terreno 
que le vendió al demandante. Ambas partes están 
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de acuerdo en reconocer que la propiedad de que se 
trata es la que está ubicada entre las calles Salta é 
Independencia de esta Capital, y sólo hay divergen- 
cia en cuanto al casco de la casa y el frente hacia la 
calle última. Ocurre preguntar, si cuando un vende- 
dor en el recibo del dinero menciona que ese dinero 
es el precio de un terreno, de un campo ó de una ca- 
sa que ha vendido, ¿cómo debe entenderse esa ex- 
presión ? 

Es claro que por lo mismo que se trata de una 
cosa que puede someterse á la división material, que 
la venta puede abarcar la totalidad de la cosa ó una 
fracción solamente, que una cosa es la unidad y otra 
la fracción, se debe entender la expresión aludida de 
que la venta abarcaba la totaHdad del terreno que 
queda determinado en los autos- Cuando un compra- 
dor dice, en términos inequívocos, que vende un cam- 
po ó una casa, no puede entenderse, en el sentido es- 
tricto del derecho, que lo vendido es una fracción, 
porque eso no resulta de la expresión del vendedor, 
de suerte que, lo legal, lo lógico, es, que cuando el 
vendedor no ha restringido en el recibo que otorgó 
el objeto vendido, la presunción de derecho milita 
contra el confesante, por cuanto la reserva que ale- 
ga en la demanda no puede desprenderse de los tér- 
minos del recibo á que se ha hecho referencia. 

Más aún : al contestar á las posiciones puestas 
por el demandante sobre si es verdad que le vendió 
el terreno situado entre las calles ya mencionadas, 
confiesa que es cierta la venta en la suma de veinte 
mil pesos, pero agrega, como restricción, que se re- 
servó la parte que linda con la propiedad de su se- 
ñora madre, hacia la calle Independencia. 

Esta confesión, como se ve, es calificada, y como 
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el hecho confesado es la venta del terreno ya deter- 
minado, lo agregado, que es la reserva que el ven- 
dedor ha hecho, es una circunstancia nueva, es un 
hecho completamente separable, y, por consiguiente, 
la prueba de la restricción, de la modificación, está á 
cargo del confesante, y en toda confesión dividua se 
reputa como absoluta ó simple, si el confesante no 
prueba la circunstancia con que modificó su dicho. 
Caravantes, Procedimientos Judiciales, tom, 2^, pág. 
180. Este autor pone el siguiente ejemplo : t Alguien 
confiesa haber vendido una casa, pero añade que lo 
verificó con el pacto in-diem^ ó bien confiesa que re- 
cibió una cantidad de dinero en préstamo, pero aña- 
diendo que ya la satisfizo, podrá el colitigante acep- 
tar la confesión sobre el hecho de la venta ó del re- 
cibo del dinero y exijir que el confesante pruebe la 
circunstancia de haberse verificado aquélla con el 
pacto expresado, ó de haber satisfecho la cantidad 
mencionada, echando sobre el confesante la carga 
de la prueba. La razón de ésto consiste, como en el 
caso en discusión, en que siendo la cualidad añadida 
(la reserva) separable del negocio principal (la venta), 
no es parte del mismo, y al que alega un hecho nue- 
vo y separado, le corresponde probarlo.» Autor cit. 
tom. 20, pág. 181. 

En el mismo sentido se expresan Reus (tom. 2®, 
pág. 33) y Manresa (tom. 2^, pág. 311). 

Ocurre exactamente la misma cosa cuando las 
preguntas mencionan si es verdad que tal terreno se 
vendió con cincuenta varas de frente á la calle tal, 
que decir simplemente la cosa, sin mencionar ningu- 
na dimensión. La restricción del confesante, en am- 
bos casos, envuelve necesariamente una circunstan- 
cia perfectamente separable, y como tal le incumbe 
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la prueba de la modificación hecha. Como se alude 
anteriormente, la presunción legal que se desprende 
de los términos del recibo de los dies y ocho mil pe- 
sos y de la confesión calificada, que no ha sido justi- 
ficada, es, que la venta abarca la totalidad de la pro- 
piedad aludida, y sólo por la declaración expresa del 
demandante debe excluirse la parte del terreno donde 
tiene su cochera el demandado, hacia la calle de Sal- 
ta. En tales consideraciones se funda el exponente 
para opinar, que la confesión hecha por el demanda- 
do señor Ruiz es divisible, y que, por consiguiente, 
debe modificarse la resolución de primera instancia 
por injusta^ debiendo comprender la yenta todo el 
frente del terreno hacia la calle Independencia, y voto 
en este sentido. 

El Ministro Dr. Sayanca expuso : 

Que su opinión era, con la del Dr. Balbastro, que 
se trataba de una confesión indivisible, y que, por 
consecuencia, la prueba de lo agregado por el de- 
mandado, y que calificaba su confesión, correspondía 
al actor si pretendía valerse de lo favorable de ésta. 
La circimstancia calificativa no puede separarse aquí 
del hecho confesado del contrato verbal de compra- 
venta : es un solo y mismo hecho, calificado; no hay 
un hecho nuevo, distinto é independiente. El deman- 
dado confiesa que de la propiedad porque se le de- 
manda vendió tanta parte, menos de la que se pre- 
tende. Esta confesión es indivisible, y es el actor que 
debe probar que no demanda demás, sino lo justo, lo 
que le corresponde, lo convenido. 

Ahora bien, cuando las presunciones de derecho 
están en contra de las modificaciones introducidas por 
el confesante calificando su confesión, éste debe pro- 
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baria destruyendo la prueba que de su falsedad haga 
su contrario, y aún cuando éste no la produjese: las 
presunciones/wm deben siempre destruirse por aquel 
á quien afectan. En el caso presente, pienso, también 
de acuerdo con el Dr. Balbastro, que no hay presun- 
ciones legales contra el demandado. Estas tendrían 
que fundarse en el recibo de foja sesenta y tres, por 
el cual se declara haberse recibido una cantidad á 
cuenta del valor del terreno vendido; tal antecedente, 
que desprendido de un instrumento de contrato ten- 
dría la presunción de una venta ad corpus^ no la tie- 
ne resultando de un mero recibo referente al contra- 
to mismo; este recibo prueba el contrato de venta de 
un terreno, pero de él no se deduce nada sobre su 
área. 

Pero aún suponiendo que autorizara una presun- 
ción, ésta quedó destruida por la confesión del mis- 
mo actor, que reconoce que una fracción del terreno 
quedaba excluida de la venta. Así, pues, si la pala- 
bra t terreno» empleada no se refería á toda la pro- 
piedad, en lo que conviene el mismo actor, no sé 
porqué deberíamos aceptar como la verdadera la 
fracción que indica éste sin probar que era la vendi- 
da, y en contra de lo aseverado por la parte deman- 
dada. 

No habiendo el actor probado que compró todo 
el terreno que pretende, debe estarse á lo confesado 
por el demandado, única prueba producida, expon- 
táneamente y contestando la demanda. 

Voto, pues, por la modificación propuesta sobre 
inclusión de lo edificado, respecto de lo que no ha 
habido discrepancia de opiniones, y por la confirma- 
ción en lo demás de la sentencia apelada. 



Digitized by 



Google 



— 15 — 

El Dr. Osuna manifiesta que se adhiere al voto 
igualmente del Dr. Balbastro, y el Dr. Luna al del 
Dr. Aquino. 

Respecto á la segunda cuestión establecida, el 
Dr. Balbastro dijo : 

En cuanto á la exoneración de las costas al de- 
mandado de primera instancia, creo, como la senten- 
cia apelada, que su imposición no procede, pues 
aquél no incurrió en mora, por haber tenido razón 
para resistirse á la escrituración, según queda resuel- 
to en la cuestión anterior. Respecto á las de esta ins- 
tancia, no siendo aplicable en este caso lo dispuesto 
en el art® 299 del Cód. de P., por haberse modifica- 
do la sentencia apelada, pienso que cada parte debe 
cargar con las causadas y las comunes á prorrata y 
voto en este sentido. 

Los demás señores Ministros manifestaron con- 
formidad con este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí Secretario, de que doy fé. 



SENTENCIA 



N^ 9. Corrientes, Abril 7 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja setenta y ocho, modificándose 
en lo referente al edificio, que también debe consi- 
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derarse comprendido en la venta. Repuestas las fo- 
jas, devuélvanse. 

Ricardo Osuna 

Lorenzo J. Aqüino — Alberto Balbastro 

Félix Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CXXXII 



Sumario:— 1° Debe considerarse como autor principal á 
aquel cuya acción ha sido directa é inmediata en 
la comisión del delito y participación de sus re- 
sultados. 

2° Confirmada la sentencia, debe serlo con cos- 
tas. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á siete de Abril de 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en su Sala 
de Acuerdos el señor Presidente y los señores Voca- 
les titulares del Superior Tribunal de Justicia, toma- 
ron en consideración la causa criminal por robo se- 
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guida de oficio contra Juan Ojeda y Pablo Valen- 
zuela y por infidelidad en la custodia de presos con- 
tra Teodoro Romero, traída en apelación por habér- 
sele concedido este recurso al defensor del procesado 
Ojeda, de la sentencia definitiva expedida por el Juez 
de 1^ Instancia en lo Criminal y Correccional de la 
circunscripción de esta Capital, del veinte y ocho de 
Julio del año próximo pasado, corriente á fojas se- 
tenta y cinco y siguientes del expediente respectivo. 

Verificado el sorteo para fijar el orden de vota- 
ción, resultó que los señores Jueces debían hacerlo en 
el siguiente: Dres. Aquino, Balbastro,' Osuna, Luna 
y Sayanca. 

El Dr. Aquino dijo : 

Hechos: El día siete de Marzo del año 1894, el 
Fiscal de campaña de la segunda sección del Depar- 
tamento de Concepción, dio parte al Juez Pedáneo 
correspondiente de haber sido asaltada la noche an- 
terior, como á la siete, la casa de doña Exequiela 
Maidana de Valenzuela, por unos desconocidos, quie- 
nes llegaron á la casa en circunstancias que el Fis- 
cal Elias Valenzuela, que vivía en la casa, estaba fue- 
ra de ella, y con el pretexto de entregarle una nota 
que le mandaba el Juez Pedáneo. Anunciaron á la 
dueña de casa que llevaban esta misión, con lo que 
consiguieron los asaltantes hacer abrir la puerta, y 
una vez abierta se introdujeron adentro, y en seguida 
tomaron de un brazo á la dueña de casa, la sacaron 
afuera, la amenazaron con puñales puestos al pecho, 
á fin de que les entregara el dinero y alhajas que tu- 
viese. Se apoderaron de los baúles, rompiéndolos y 
llevándose todo lo que creyeron de algún valor, ha- 
biendo además realizado en parte las amenazas, pues 
la señora de Valenzuela fué golpeada en la cabeza 
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con el lomo de un facón, produciéndole algunas le- 
siones. En seguida se ausentaron para el pueblo y se 
repartieron el botín entre los tres, que después fueron 
capturados menos uno, por la autoridad de Concep- 
ción. Estos eran Fermín Barrientos, José Antonio Ro- 
mero y Juan Ojeda, habiendo conseguido escaparse 
á la acción de la justicia el primero y evadirse de la 
cárcel de Concepción el segundo, de suerte que el 
único procesado preso es Juan Ojeda y de cuya cau- 
sa se trata especialmente. Fueron detenidos Pablo 
Bolaños, José Antonio Romero y Juan Ojeda. Una 
de las mujeres que se encontró en la casa asaltada, 
llamada Serapia Maidana, declara reconocer á los 
dos detenidos Romero y Ojeda. 

Tomadas las declaraciones á los detenidos, remi- 
tidos al Juez del Crimen los presuntos delincuentes, 
llamados Juan Ojeda, Pablo Valenzuela y Teodoro 
Romero, y ratificados en sus declaraciones, se pasó 
vista al Fiscal, quien hizo la clasificación legal de los 
delitos así como de la delincuencia de los procesados. 
Abierta la causa á prueba, y no habiéndose produ- 
cido ninguna, se pasó á Secretaría á disposición de 
los defensores de los procesados, para que hicieran la 
defensa. Llamado autos, se dictó sentencia conde- 
natoria contra los procesados Juan Ojeda, Pablo Va- 
lenzuela y Teodoro Romero, condenando al primero 
á siete años de presidio, y dando por compurgada la 
pena de los otros dos con la prisión sufrida. De esta 
resolución interpuso apelación el defensor del proce- 
sado Ojeda, la que le fué concedida libremente. He- 
cha la expresión de agravios y contestada por el Pro- 
curador General, que pide la confirmación, se llamó 
autos, con cuyo trámite la causa se halla en estado 
de resolución. 
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Con la relación de los hechos manifestaron con- 
formidad los demás señores Ministros. 

En seguida, el Tribunal planteó las siguientes 
cuestiones : 

1^ Es ó nó autor principal del asalto y robo d la 
casa de la señora Valensuela el procesado Juan 
Ojeda ? 

2^ Es justa ó injusta la sentencia recurrida? 

Sobre la primera cuestión, el mismo Camarista 
Dr. Aquino expuso : 

El Código Penal define que se consideran autores 
principales de un hecho delictuoso los que ejecutan 
el delito directamente por su propia acción, y el artí- 
culo 25 agrega que : si dos ó más individuos resuel- 
ven cometer un delito y se obligan, bajo promesa de 
auxilio recíproco, á ejecutarlo conjuntamente, este 
concierto se llama complot, y cada uno de los asocia- 
dos son considerados autores. 

Pacheco, comentando esta misma disposición del 
art^ 12 del Código español, establece que la ley pres- 
cribe que son autores principales de un hecho los que 
concurren directamente á su comisión, contraponién- 
dolos á los cómplices, cuya concurrencia es indirecta, 
y á los encubridores, cuya participación es posterior 
al acto. En este sentido, el autor citado incluye entre 
los autores principales de un crimen los tres casos es- 
tablecidos en el art° 21 de nuestro Código Penal, ex- 
actamente los mismos del español. El primer caso es 
cuando el criininal ha tomado participación inmedia- 
ta en el hecho, de suerte que haya tomado parte de 
un modo real y efectivo y que su participación sea 
inmediata, es decir, de un modo próximo, de tal ma- 
nera que no sea de pura preparación, de pura protec- 

2 
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ción; que sea de acto, de obra, y no de complicidad. 
Pacheco cita un ejemplo, que hace patente la división 
establecida por la ley. Dice: tSe prepara un asesi- 
nato y concurren á él varias personas. Todas rodean 
a la víctima, todas la fascinan ó la sujetan: unas le 
dan el golpe, pero las que no se lo dan contribuyen 

en el momento para el éxito del propósito común 

Nada importa que una sola la haya apuñaleado: to- 
das las que hemos dicho, son autoras de la muerte 
segura» (autor citado, tom. 1°, pág. 259). 

En el caso en cuestión, está bien caracterizada la 
participación que tomó Juan Ojeda en el saqueo de 
la casa dicha. En la primera declaración, que prestó 
ante el Juez de Paz de Concepción, negó el crimen, 
pero las declaraciones de Romero y de la mujer Sera- 
pia Maidana establecen presunciones vehementes 
contra él. En una segunda declaración, la que corre 
á foja 14 vt% confiesa que él, en compañía de Ba- 
rrientos y de Romero, penetraron en la casa de la 
señora de Valenzuela y realizaron el robo. Romero, 
en su declaración, sólo menciona que en compañía de 
Ojeda y Barrientos ejecutaron el robo aludido (de- 
claración de foja 15); entre los tres se repartieron de 
los objetos robados. Ehlsu declaración de f^ 26 vt* y 
27, confirma Ojeda que Barrientos lo invitó y quedó 
establecido, por consiguiente, el concierto como bien 
lo hace comprender cuando habla de Bolaños, que 
no estuvo concertado para ningún hecho criminoso. 
En el careo, según el acta de foja 29 vt% vuelve á 
confesar paladinamente Ojeda que él, con Barrien- 
tos y Romero, asaltaron la casa aludida y una vez 
adentro se entregaron al saqueo, de suerte que el 
mismo procesado no se preocupa de establecer su 
participación indirecta, como pretende la defensa, 
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pues lo único que se ha dicho y que tampoco se halla 
corroborado en el proceso es, que Ojeda fué invita- 
do, pero de ahí no puede deducirse, contra lo que 
resulta del sumario, que sólo se haya limitado á ayu- 
dar en la realización del crimen. Todas las circuns- 
tancias resultantes del proceso lo colocan. á Ojeda 
en la misma categoría (|ue Romero y Barrientos, pues 
los tres ejecutaron directamente el saqueo, entre ellos 
se repartieron el robo. Romero y Ojeda declaran que 
son autores del hecho criminoso. Ante tal evidencia, 
ante tales antecedentes, la ley no puede clasificar á 
Ojeda como cómplice, ni menos el Juez ha podido 
considerarlo en tal carácter, cuando su acción ha si- 
do directa é inmediata y ha participado en igualdad 
perfecta en el saqueo junto con Barrientos y Rome- 
ro; desde luego su intervención debe penarse como 
autor directo, estando el caso regido por el art® 88, 
inc. 3^ del Cód. Penal, y voto en este sentido. 

Los demás señores Ministros adhieren á este voto. 

Respecto de la segunda cuestión, el Dr. Aquino 
dijo: 

Establecido como queda que la penalidad aplica- 
da á Juan Ojeda como autor directo del saqueo á la 
casa de la señora Exequiela Maidana de Valenzuela, 
es justa, surge como consecuencia precisa que la sen- 
tencia recurrida está fundada en la ley, que ha pre- 
visto el caso en cuestión, y en este sentido es de jus- 
ticia que se la confirme con costas, y, por lo tanto, 
voto por la afirmativa en esta cuestión. 

Los demás señores jueces igualmente adhieren á 
este voto. Con lo que terminó el acuerdo, pasado y 
firmado por ante mí Secretario, de que doy fé. 



Digitized by 



Google 



— 22 — 
SENTENCIA 

N° 10. Corrientes, Abril 7 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente se confirma, con 
costas, la sentencia de foja sesenta y cinco. Devuél- 
vase. 

Ricardo Osuna 
Lorenzo J. Aqütno — Alberto Balb astro 

Félix Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

/ose F, Rivero 

Secretario 



CXXXIII 

Sumario: — 1° Los que pretenden derechos hereditarios no 
son parte en los juicios sucesorios mientras no 
justifiquen su carácter; y, por lo mismo, la de- 
claratoria de herederos que ahí se hao;a no les 
puede traer perjuicio irreparable, pudiendo ha- 
cer uso de sus acciones enjuicio contradictorio. 

2° Confirmado el auto, debe serlo con costas. 
N° 25. Corrientes, Abril 7 de 1897. 

Vistos y considerando : 1° Que según consta de 
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la exposición del apoderado de los apelantes, éstos 
pretenden intervenir en el presente juicio sucesorio 
en su calidad de presuntos hijos naturales y en razón 
de haber sido reconocidos parte legítima por el Juz- 
gado de la circunscripción ju.dicial de Goya, que fué 
declarado incompetente por auto de este Tribunal, 
corriente á foja ochenta del expediente sucesorio; — 
2^ Que respecto del primer punto, el art. 461 del Có- 
digo de P. decide el caso. En efecto. De él se dedu- 
ce que sólo pueden intervenir en el juicio sucesorio 
los herederos, sus acreedores y todos los que tengan 
en la sucesión un derecho declarado por las leyes. 
Es fuera de duda que en ninguno de estos casos se 
hallan los apelantes, desde que no son herederos los 
hijos naturales no reconocidos ni declarados tales por 
los jueces, y no tienen ningún derecho acordado por 
la ley á este respecto, pues sólo lo tendrían á título 
de herederos reconocidos. Los que pretenden dere- 
chos hereditarios, no son parte mientras no justifi- 
quen su carácter (Cámara de Apelaciones de Buenos 
Aires, Jurisp. Civ., ser. 2% tom.X, pág. 15; — Lle- 
rena, nota al art^ 3412 del Cód. Civ.); — 3^ Que en 
cuanto á lo alegado respecto del reconocimiento de 
los apelantes como parte legítima, hecho por el Juz- 
gado de Goya, se ve que el argumento es insubsis- 
tente, pues él se hizo en virtud de informaciones pro- 
ducidas ante otro juez, que no es el competente, ra- 
zón por la cual ellas no tienen valor jurídico para 
atribuir personería á título hereditario en los juicios 
de la naturaleza del que se trata (Cám, cit., Jurisdic- 
ción Civ., ser. 1% tom. V, pág. 585); — 4® Que ésto 
sentado, se ve que la parte apelante no ha podido 
pedir la suspensión de los efectos del auto de decla- 
ratoria de herederos, y, por lo tanto, no es del caso 
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examinar la cuestión de si el Superior debió ó nó es- 
perar previamente la remisión de los autos tramita- 
dos en el Juzgado de Goya, porque ello importaría el 
reconocimiento de una personería no acreditada ; — 
5^ Que si esta resolución causa perjuicios á la parte 
apelante, es ella la que debe cargar con las conse- 
cuencias que su morosidad en ejercitar sus dere- 
chos le ocasione, pues no sólo la hay en no haber he- 
cho valer sus derechos en tiempo, sino también en 
haberlo verificado ante autoridad incompetente. Por 
lo demás, la declaratoria de herederos no puede traer- 
le perjuicio irreparable, desde que le queda el dere- 
cho de gestionar enjuicio ordinario igual declaración 
contra el heredero reconocido en juicio no conten- 
cioso. 

Por estos fundamentos y los concordantes del 
auto apelado, se confirma éste, con costas. Repues- 
tos los sellos, devuélvase. 

Osuna 

Balbastro — x\quino 

Luna — J. Savanca 

Ante mí 

José F. Rivcro 

Secretario 
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CXXXIV 

OIVTXj 

Sumario:— 1 o No debe hacerse luí^ar á la prueba pericial 
pedida después de vencido el término. Ofrecida 
en tiempo una prueba dada, si se imprime para 
su diligenciaraiento el procedimiento preceptua- 
do para otra clase de prueba, al interesado co- 
rresponde pedir el encauzamiento, y no le es per- 
mitido hacerlo sino dentro del término de prueba. 

2° Confirmado el auto, debe serlo con costas. 
N*^ 26. Corrientes, Abril 7 de 1897. 

Vistos y considerando: 1® Que abierta á prueba 
esta causa, se ha ofrecido por la parte demandada, 
solicitando al efecto la prueba pericial, la de false- 
dad de un poder inserto en un libro de escrituras pú- 
blicas llevado por el Juez de Paz de Saladas, habién- 
dose seguido por el juez a-quo el procedimiento pres- 
cripto para la recepción de esta clase de prueba por 
el Cód. de P., y aceptadose por la parte que la ofre- 
cía las providencias dictadas al efecto ; — Que con- 
vocadas las partes de acuerdo con el art^ 167^ á los 
efectos de lo dispuesto en el 168, y emplazada laque 
ofrecía la prueba para cjue manifestase en qué con- 
sistía la falsedad que persistía en argüir y expresase 
los hechos y circunstancias que se proponía probar, 
antes de dársele por decaído el derecho de hacerlo 
se presenta diciendo que lo que pretendía con la 
prueba pericial no era demostrar que el expresado 
poder fuera falsificado, sino que era nulo, por no ha- 
llarse en la debida página del protocolo, habiendo 
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sido escrito en unos cuantos renglones que quedaban 
en blanco entre el final de una escritura y el princi- 
pio de otra, es decir, por haber sido intercalada; es 
para demostrar que existía esta circunstancia que so- 
licitó informaran los peritos si la redacción de esa 
escritura es anterior ó posterior á la de la siguiente 
ó subsiguientes que van insertas en el mismo libro; 
no se trata de cotejo de letras, pues no lo ha pedido, 
y, así, no debe aplicarse el título de la prueba instru- 
mental sino el de la pericial, que es la prueba pro- 
puesta y pedida en consecuencia ; — 3^ Que corrida 
vista de esta pretensión á la parte contraria, ésta se 
opone á su admisión: el demandado puede renunciar 
á la diligencia de prueba que pidió, pero no puede 
pedir otra distinta, por estar vencido el término de 
prueba; — 4^ Que, efectivamente, parece indudable 
que la prueba que se ha querido ofrecer no ha sido 
la de falsedad sino la de nulidad de una escritura de 
poder; así se desprende de la misma contestación de 
la demanda, cuando refiriéndose á dicho poder, dice 
que éste no ha existido y que desde ya le interpone 
la acción de nulidad, como también del propio escri- 
to de prueba, cuando, solicitando la de peritos, dice 
que éstos deberán informar si la redacción de la es- 
critura es anterior ó posterior á la de la siguiente ó 
subsiguientes que van insertas en el mencionado li- 
bro. Pretender un informe semejante, no puede ten- 
der en este caso sino á demostrar la nulidad, pues 
para establecer la autenticidad de la escritura no 
tendría ninguna fuerza ; — 5^ Que no obstante ésto, 
y ante la disposición del art*^ 122 del Cód. de P. que 
establece que los interesados podrán producir prue- 
bas sobre todos los hechos que creyeren convenir á 
su derecho, hayan sido ó nó alegados, el juez a quo 
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no ha podido hacer otra cosa que disponer la recep- 
ción de la prueba ofrecida de falsedad; si hubiese te- 
nido duda sobre la clase de prueba que se ofrecía, 
pudo ordenar que se la determinase con claridad, 
pero si no la tuvo y proveyó en consecuencia inme- 
diatamente, imprimiéndole el procedimiento prescrip- 
to para otra clase de prueba que la que quería ofre- 
cerse, al interesado correspondía hacerlo presente y 
pedir lo que conviniese á su derecho é intento. Ni 
ha bastado que en dicho escrito se solicitase también 
la prueba pericial, que precisamente está prescripta 
para la demostración de la falsedad dé documentos ; 
— 6^ Que habiéndose aceptado la tramitación dada 
al escrito en que se ofrecían las medidas probatorias 
aludidas y dej adose vencer el término de prueba con 
exceso (notificaciones de foja doce vuelta de los au- 
tos principales y cargo de foja once de este inciden- 
te), ya no es el caso de pretender la recepción de la 
prueba de nulidad que, aunque anunciada en la con- 
testación á la demanda, no se ha ofrecido después 
oportunamente (art*' 132); no debe hacerse lugar á 
la prueba pericial pedida después de vencido el tér- 
mino (Cám. Civ., Ser. 6*, tom. P, pág. 35). 

Por estos fundamentos y los concordantes del 
auto apelado, se confirma éste, con costas. Repues- 
tas las fojas, devuélvanse. 

Balbastro 

Aquino — J. Sayanca 
Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 
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cxxxv 

SUPERINTENDENCIA 

Sumario :--P Es suplicable la sentencia definitiva dictada 
en una cuestión sobre interpretación de la ley 
que reglamenta las atribuciones de los funcio- 
narios de la administración de justicia. 

2° El Reglamento de administración de justicia 
de la Provincia de 1862, modificó las anteriores 
leyes en lo que se refiere á las facultades y obli- 
gaciones del Ministerio Pupilar, en el sentido de 
descartarlo, expresamente, de la de defender á 
los pobres en causas civiles; pero la Ley Orgá- 
nica vigente restableció para el Defensor de Po- 
bres y Menores la obligación de patrocinar á los 
pobres en todas las causas y siempre que sean 
declarados tales para litigar. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á nueve de Abril de 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en su 
Sala de A-Cuerdos los señores Ministros del Superior 
Tribunal, Presidente Dr. Don Ricardo Osuna, y Vo- 
cales Dres. Don Alberto Balbastro, Don Félix Luna 
y Don Joaquín Sayanca, y como integrante el señor 
Juez de I^ Instancia en lo Civil y Comercial Dr. Don 
Martín Goitia, tomaron en consideración el expedien- 
te promovido por el Superior Tribunal de Justicia, 
incitando la acción del Defensor de Pobres y Meno- 
res de la circunscripción de esta Capital, á fin de que 
asuma la defensa de doña Pascuala Peñalvert, de- 
clarada pobre para litigar en juicio con la señorita 
Sofía Oudivert, sobre nulidad de una escritura de do- 
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nación de un bien raíz, traída en súplica de la reso- 
lución dictada con fecha veinte de Julio del' año mil 
ochocientos noventa y dos por el expresado Tribu- 
nal, que corre de foja quince vuelta á diez y siete de 
los autos respectivos. 

Practicado el sorteo que prescribe la ley, resultó 
que los señores Ministros debían votar en el orden 
siguiente: 

Dres. Sayanca, Osuna, Luna, Balbastro, Goitia. 

El Dr. Sayanca expuso: 

Hechos: El Defensor de Menores se presenta á 
foja primera contestando una nota dirijídale por el 
Vocal de turno del Superior Tribunal, por la que se 
incitaba su acción conio Defensor de Pobres y Me- 
nores para hacer declarar la nulidad de una escritu- 
ra de donación otorgada por doña Pascuala Peñal- 
vert á favor de doña Sofía Oudivert, declarada pobre 
para litigar la declaración de dicha nulidad. 

El Defensor entiende que cumplir la indicación 
aludida importaría extralimitar sus facultades legales 
saliéndose de la órbita de sus atribuciones enumera- 
das por la ley, que no le manda defender á los pobres 
en causas civiles. Además, no hay elementos para 
hacer prosperar la acción de nulidad que se pretende. 

Corrida vista al Fiscal, éste la evacúa á foja 
trece, sustentando la teoría del Defensor, dictándose 
la resolución de foja quince vta., por la que se orde- 
na al Defensor general de Pobres y Menores que 
asuma la defensa de doña Pascuala Peñalvert en el 
asunto para el que ha sido declarada pobre para 
litigar. 

Suplicada esta sentencia fundándose la proce- 
dencia del recurso y expresándose agravios, se da, 
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vista al Fiscal de Cámara, que la evacúa á foja trein- 
ta y seis en el mismo sentido que la emitida en pri- 
mera instancia. Llamados los autos, la cuestión está 
en estado de resolver. 

Con la precedente relación de los hechos mani- 
festaron su conformidad los demás señores Jueces. 

En seguida el Tribunal planteó las siguientes 
cuestiones: 

1* ¿Es suplicable la resolución apelada? 

2^ ¿Es justa y debe confirmarse, ó nó? 

Respecto de la primera cuestión, el Dr. Sayanca 
dijo: 

El caso suh'judice no es el de un apercibimiento 
ó medida disciplinaria tomada por el Superior Tri- 
bunal de Justicia, en uso de la supeí intendencia que 
ejerce de los Tribunales, contra un funcionario judi- 
cial remiso en el cumplimiento de sus funciones pú- 
blicas. Si así fuera, desde ya deberíamos declarar 
que la disposición disciplinaria era irrecurrible, por 
haber sido dictada por el Superior, y porque así 
corresponde á la mejor organización de la adminis- 
tración de justicia, que para ser eficaz no debe estar 
sujeta á más reglas, limitaciones ó recursos que los 
establecidos por la Ley Orgánica, que reglamenta 
las facultades del Poder Judicial de acuerdo con la 
Constitución. 

Se ha puesto en cuestión la órbita de atribucio- 
nes y obligaciones del Ministerio Pupilar, por su 
representante, con motivo de una insinuación del Su- 
perior Tribunal; y habiéndose convertido dicha insi- 
nuación en orden, el Defensor recurre de dicha reso- 
lución ante el Tribunal de Súplica. 

Este es el caso, y entonces yo creo que el Defen- 
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sor ha podido y debido recurrir al Tribunal ya que 
los fundamentos jurídicos de la resolución no desva- 
necían su opinión de que obedecerla sería ultrapasar 
las atribuciones legales del Ministerio público que 
representa. 

Es de notar, que el recurso de reposición no era 
oportuno después de haber solicitado reconsidera- 
ción de la insinuación primera que le hizo el Superior 
Tribunal y que contestaba en el escrito aludido, ca- 
beza de este expediente. 

Tratándose de la interpretación de la ley que 
reglamenta las atribuciones de los funcionarios de 
la administración de Justicia, opino que el tribunal 
de última instancia debe entender siempre en los 
casos ocurrentes, cuando á él se recurra. Y que no 
puede privarse al funcionario judicial de este recurso 
cuando se trata, como digo, de fijar de acuerdo con 
la ley sus atribuciones y deberes. 

Por lo demás, se trata de una resolución que tiene 
fuerza definitiva (art^ 298 del Cód. de P. de 1882). 

Mi voto es, pues, por que debe declararse proce- 
dente el recurso. 

A este voto adhirieron los demás Sres. Ministros. 

Respecto de la segunda cuestión, el mismo Dr. 
Sayanca dijo: Para mí es evidente la sin-razón de 
la resolución recurrida, que considero arbitraria y 
abusiva. ^ 

No hay más que preguntarse si había ó nó, en la 
época en que se incitó la acción del Defensor de 
Pobres y Menores para patrocinar á la señora Pe- 
ñalvert, una ley orgánica ó reglamentaria de los 
tribunales. 

Si la había, á ella debían sujetarse el Superior 
Tribunal y el representante del Ministerio Pupilar, 
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El Reglamento de Administración de Justicia de la 
Provincia, sancionado el 26 de Agosto de 1862, 
vigente en la época referida, se ocupa entre otras 
cosas de la organización de los tribunales, y, en su 
sección 5% del Ministerio Público especialmente y 
de otros funcionarios que intervienen en los juicios. 
Después de hablar del Ministerio Fiscal y ocupándose 
del Ministerio Pupilar (art^ 154 á 156), dice que el De- 
fensor, como deiensor de pobres, deberá defender á 
éstos en causa criminal, siempre que los encausados 
no encontraren defensor particular (art® 157). La 
disposición es clara y terminante y no ofrece lugar 
á dudas: es sólo en las causas criminales que la ley 
ordena al Defensor de Pobres que defienda á éstos, 
siempre que no encuentren quién los defienda, Así, 
pues, esta ley de 1862 vino á modificar las anterio- 
res en lo que se refiere á las facultades y obligacio- 
nes del Ministerio Pupilar, en el sentido de descar- 
tarlo, expresamente, de la de defender á los pobres 
en causas civiles. La misma Ley dice en su artícu- 
lo 2^: entiéndase que en el orden de las leyes, tanto 
españolas como patrias, las más antiguas ceden á 
las nuevas ó de fecha posterior, toda vez que apare- 
ciese discordancia en sus disposiciones. Como en 
el presente caso. En general, las leyes nuevas deben 
aplicarse mientras no hieran derechos adquiridos, y 
aún á hechos anteriores mientras sólo priven de me- 
ros derechos en espectativa y á los particulares de 
facultades que les eran propias y que aún no hubie- 
sen ejercido (art^ 4044 y 4045 Cód. Civ.). 

Pero si algunas leyes deben aplicarse inmediata- 
mente, son las leyes orgánicas y de procedimientos, 
que son de orden público y contra las que no hay 
derechos adquiridos. 
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La facultad de dictar estas leyes es propia y 
exclusiva de los Estados Confederados, que no la 
han delegado en el Gobierno Federal (art** 104, 67 
inc. 11 y 108 — Const. Nac). Luego, ha podido mo- 
dificarlas, tanto las españolas coma las patrias ó 
provinciales que han regido sucesivamente; y así lo 
ha hecho. 

Por tanto, pienso que el Defensor de Menores 
tuvo razón al solicitar la reconsideración de foja 
primera, y, en consecuencia, para recurrir de la re- 
solución de foja quince vta. 

Ahora bien, como la Ley Orgánica de los tribu- 
nales que rige actualmente establece en su artículo 
73 que el Defensor de Pobres y Menores está obli- 
gado á patrocinar á los encarcelados y á los pobres 
declarados tales para litigar, sin distinguir sobre 
los últimos entre las causas civiles y criminales, y, 
á mayor abundamiento, dice al tratar de los Aboga- 
dos (art° 120) que éstos están obligados á defender 
gratis á los pobres de solemnidad en defecto del 
defensor oficial, también sin distinguir, es eviden- 
te que la nueva ley restablece la obligación para el 
Defensor de Pobres y Menores de patrocinar á los 
pobres en todas las causas y siempre que sean decla- 
rados tales para litigar. 

Y de acuerdo con lo expuesto anteriormente so- 
bre aplicación de las leyes nuevas, no podríamos re- 
solver en contra de lo dispuesto por éstas sobre las 
obligaciones actuales del Ministerio Pupilar, no obs- 
tante de reconocer la razón y justicia del recurso 
interpuesto. Correspondería, pues, en justicia limitar- 
nos á declarar que el Defensor recurrente no mere- 
ció la insinuación que se le hizo sobre el mejor 
cumplimiento de sus deberes, y que la resolución 

FaOlos del 8- T. de Jost y Bxma. C. de Apel. — Tomo m 8 
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suplicada no está ajustada á la ley que regía el caso 
cuando se inició y resolvió. Pero ante la disposición 
de la ley actual ya recordada, debemos declarar que 
hoy el defensor de pobres está obligado á defender 
á los declarados tales para litigar. 

Voto en este sentido. 

El Ministro Dr. Osuna expuso: 

Por la ley del año 1834 se disponía que el De- 
fensor General debía excitar, defender y promover 
todas las acciones que correspondan á los pobres y 
menores en todos los juicios civiles y criminales. Y 
por el Reglamento Orgánico de la Administración 
de Justicia del año 1862, en la segunda parte, artícu- 
lo 157, se establece que el Defensor de Pobres tiene 
el deber de defender á éstos en causas criminales, 
siempre que los encausados no encontraren defensor 
particular. Es fuera de duda, por ser un principio en 
el derecho escrito, que las leyes posteriores derogan 
las anteriores, cuando son contradictorias entre sí. 

Pero es que en el presente caso, á mi juicio, no 
existe en rigor de principio tal choque entre ambas 
disposiciones, por el simple hecho de guardar silen- 
cio la ley del 62 sobre la defensa de los pobres ante 
la justicia civil cuya circunstancia no puede consti- 
tuir una oposición en el concepto jurídico para repu- 
tarse derogada la ley del año 1834, pues se faltaría 
á los buenos principios de la lógica. 

Si el silencio de la ley no puede interpretarse en 
el sentido restrictivo de las obligaciones del referido 
funcionario público, cuando ambas leyes se propo- 
nen un mismo y alto fin, y es mas presumible que 
haya habido una mera omisión de parte del legisla- 
dor, pues es sabido que cuando la ley quiere prohi- 
bir un acto lo prohibe expresamente, y su silencio 
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suele interpretarse en el sentido favorable al ejerci- 
cio de un derecho, según la opinión de los juriscon- 
sultos. Por consecuencia, se puede afirmar, con la 
autoridad de los principios invocados, que no hay 
contradicción que haga incompatible la aplicación 
de ambas leyes, ni existe la distinción especial en la 
forma que lo conceptúa el señor Vocal Dr. Sayanca, 
para inferir de allí la derogación. 

Por otra parte, los precedentes judiciales de esta 
provincia hablan bien alto á este respecto, y deben 
tenerse en cuenta para la conveniente solución de 
este punto. En efecto, la jurisprudencia ha consagra- 
do de un modo invariable atribuyendo, entre los de- 
beres del Defensor de Pobres, el de patrocinar á los 
de esta clase declarados tales ante la justicia civil, y 
debe estarse entonces á la doctrina legal consagrada 
por la interpretación judicial, para aplicarse en el si- 
lencio de la ley. De otra manera, la jurisprudencia 
carecería de importancia y autoridad en el foro, lo 
que no es aceptable en un orden regular de cosas. 

El artículo 804 del Código de Procedimientos en 
materia civil, anterior^ disponía que quedaban dero- 
gadas todas las leyes y disposiciones anteriores en 
todo lo que sean contrarias al Código. 

De esta disposición se infiere que es indispensa- 
ble que haya conflicto verdadero entre la antigua y 
moderna ley, y que fuese difícil su aplicación, para 
que se verifique la derogación legal; de lo contrario, 
ó por un simple silencio sobre un punto dado, no 
puede constituir una oposición á los efectos jurídicos. 

Luego, las dos leyes de que se trata son perfec- 
tamente conciliables, tanto más cuando, como he di- 
cho, son de la misma índole humanitaria. 

8 
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Entonces, pues, el ex-Defensor de Pobres y Me- 
nores realmente debió inspirarse en los altos fines de 
la ley que instituyó la Defensoría de Pobres para la 
buena administración de justicia, patrocinando á los 
pobres declarados tales ante la justicia civil, y no 
excusarse por una mera omisión de la ley, pues dado 
nuestro régimen liberal, choca al buen sentido esta- 
blecer una distinción para la garantía de los dere- 
chos é intereses de las mismas personas imposibili- 
tadas para gestionar sus derechos sin el auxilio del 
Estado, á quienes la ley las ha mirado con benigni- 
dad para que sus intereses no queden defraudados 
bajo ningún pretexto. 

Además, la Ley Orgánica de los Tribunales, vi- 
gente, en su artículo 73 establece la obligación de 
los Defensores de Pobres y Menores, de patrocinar 
en lo civil á los pobres declarados tales. 

Siendo así ¿qué importancia práctica tendría aho- 
ra el resolverse esta cuestión ? 

Desde la vigencia de dicha ley, los pobres pue- 
den ser defendidos por el Ministerio PíibHco, y con 
ello desaparecerá toda cuestión sobre el respecto. 

La misión de los tribunales, no es establecer me- 
ras teorías ó doctrinas, sino que deben consultar tam- 
bién los intereses públicos comprometidos para la 
realización de la conveniente justicia. 

Fundado en éstas consideraciones, voto por la 
confirmación del auto suplicado. 

El Dr. Luna manifestó que se adhería á este voto, 
y los Dres. Balbastro y Goitia al del Dr. Sayanca. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí Secretario, de que doy fé. 
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SENTENCIA 

N^ 11. Corrientes, Abril 9 de 1897. 

Y vistos : De conformidad ai voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente, se declara que en 
la actualidad el Defensor de Pobres está obligado á 
defender á los pobres declarados tales para litigar. 

Ricardo Osuna 

Alberto Balbastro — Féux Luna 

J. Sayanca — Martín Goitia 

Ante mí 

/osé F. Rivero 

Secretado 



CXXXVI 



Sumario: — El desistimiento hecho por el que representa la 
misma acción que el recurrente de la sentencia 
absolutoria, equivaliendo á la no interposición 
del recurso, hace que deba entenderse consen- 
tida la sentencia. 
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N° 12, Corrientes, Abril 21 de 1897. 

Vistos y considerando : P Que el subrogante le- 
gal del Juez del Crimen ha fallado la causa del pro- 
cesado Martín Ibarra, absolviéndolo de culpa y cargo, 
estimando que el homicidio perpetrado fué en legíti- 
ma defensa; — 2^ Que apelada esta sentencia por el 
señor Agente Fiscal y elevados los autos á este Tri- 
bunal, se mandó que se expresaran los agravios por 
el representante de la acción pública en esta instan- 
cia, quién se expidió manifestando su conformidad 
con las conclusiones de la sentencia absolutoria y de- 
sistiendo, en consecuencia, de la apelación interpues- 
ta por el Agente Fiscal, con cuyo dictamen mani- 
fiesta estar conforme el defensor del procesado ; — 
3^ Que tratándose de una sentencia absolutoria, el 
Tribunal debe tomar en consideración las manifesta- 
ciones de las partes y los recursos legítimos inter- 
puestos, pues toda sentencia debe entenderse que 
queda consentida toda vez que haya transcurrido el 
término para apelar y no se hubiese interpuesto nin- 
gún recurso (art® 495 del Cód. deP. en materia Crim.), 
equivaliendo, para los efectos legales, la no interpo- 
sición del recurso al desistimiento hecho por el que 
representa la misma acción que el apelante, salvo los 
casos previstos por el art^ 760 del Cód. cit., pues ha- 
biendo condenación á la pena capital, presidio ó pe- 
nitenciaría, no se considera ejecutoriada la sentencia, 
aún cuando no se hubiese interpuesto ningún recurso 
contra ella; — 4^ Que no siendo condenatoria la sen- 
tencia de que se trata y habiendo conformidad de 
partes en cuanto al desistimiento de la apelación in- 
terpuesta, se impone la resolución de acuerdo con la 
manifestación de las partes. 
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Por estos fundamentos, y de conformidad de par- 
tes, dase por desistido el recurso interpuesto. Devuél- 
vase al Juzgado de su procedencia. 

Ricardo Osuna 

Aquino — Balbastro 

Luna — J. Sayanca 
Ante mí. 

José F. Rivero 

Secretario. 



CXXXVII 

Sumario: — 1^ Comprobada legalmente enjuicio la existen- 
cia de un crédito ó de un perjuicio sufrido y re- 
clamado, si no se alcanza á justificar el importe 
del crédito ó perjuicio, debe deferirse al jura- 
mento estimatorio del acreedor la fijación del 
monto, con sujeción al procedimiento prescripto 
por la ley de la materia. 

2*^ La disposición del art^ 1193 del Cód. Civ. se 
refiere á los contratos propiamente dichos, y nó 
á los quasi-contratos. En los juicios sobre pres- 
tación de servicios profesionales médicos deben 
admitirse todos los medios de prueba que permi- 
ten las leyes, siendo la testimonial una de las 
más indicadas por la naturaleza de la obligación 
y el modo cómo se contrae. 
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3° Opuesta la excepción de prescripción, aún 
cuando se trate de una sola y misma enfermedad, 
no puede pretenderse que los servicios han sido 
continuos cuando lo han sido en tres períodos, 
con intervalo de un año, y más, cada uno. La 
prescripción debe correr desde la última asisten- 
cia médica y no desde cada visita. 

4° Fijada la cantidad de asistencia y no habien- 
do conformidad sobre la cantidad cobrada, co- 
rresponde disponer que el C. de Higiene haga 
la estimación de los honorarios devengados. 

5^ Revocada la sentencia en favor del recurren- 
te, cabe la exoneración de las costas de la ins- 
tancia al vencido, cuando se desestiman en par- 
te las pretensiones del vencedor. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á 23 de Abril de 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en la 
Sala de Acuerdos los señores Vocales de la Exma. 
Cámara de Apelaciones Dres. Don Lorenzo J. Aqui- 
no y Don Joaquín Sayanca y como integrante el se- 
ñor Presidente del Superior Tribunal de Justicia Dr. 
Don Ricardo Osuna, tomaron en consideración el 
juicio seguido por el Dr. Dámaso Sánchez Negreta 
contra la sucesión de don Gregorio Sánchez Negrete, 
por cobro de pesos, proveniente de asistencia médi- 
ca, venido en apelación de la resolución del Juzgado 
Civil y Comercial de esta Capital, fecha diez de sep- 
tiembre de mil ochocientos noventa y cinco, corrien- 
tes de fojas cuarenta y cinco á cuarenta y siete de 
los autos. 

Practicado el sorteo que prescribe la ley, resultó 
que los señores Camaristas debían votar en el orden 
siguiente; Doctores Osuna, Sayanca, Aquino. 
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El Ministro Dr. Osuna dijo: 

Hechos: El Dr. Dámaso Sánchez Negretese pre- 
sentó ante el Juzgado de I* Instancia en lo Civil, el 
doce de junio de mil ochocientos noventa y cuatro, 
interponiendo demanda contra la sucesión de don 
Gregorio Sánchez Negrete por la suma de mil nove- 
cientos treinta y cinco pesos, provenientes de asis- 
tencia médica, y pide que, previos los trámites de es- 
tilo, se le reconozca su crédito y se ordene su pago. 

Decretado traslado de la demanda, el represen- 
tante de la sucesión lo evacuó en los términos si- 
guientes : que por instrucciones que tiene, debe des- 
conocer la legitimidad de ese crédito; que á sus man- 
dantes no les consta que esos servicios los haya re- 
cibido el causante, ni menos que ellos se le hubiesen 
prestado en cantidad tal que justifique la suma co- 
brada; que, por otra parte, todas las partidas, con 
excepción de las tres últimas, estarían prescriptas, 
según el art° 4032, inc. 4^ del Cód. Civil, que esta- 
blece la prescripción de dos años para los honorarios 
médicos, contándose aquélla desde los actos que crea- 
ron la duda; y que todas las partidas, con excepción 
de las tres últimas, datan del año mil ochocientos no- 
venta y uno, según confesión del demandante en la 
cuenta que adjunta, y que el año mil ochocientos no- 
venta y tres vencieron los dos años de la ley y recién 
en junio de mil ochocientos noventa y cuatro se ha 
presentado la demanda para cobrar esos honorarios, 
y pide sea rechazada oportunamente la cuenta cuyo 
importe se demanda, con costas. 

Abierta la causa á prueba, f. 4 vta., sólo se pro- 
dujo por la parte demandante la de que da cuenta el 
certificado del actuario, f, 7. 
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Agregadas éstas, las partes alegaron de bien pro- 
bado, fs. 29á41. 

Llamado autos, f. 42, el Inferior pronunció su 
fallo absolviendo de la acción instaurada á los here- 
deros de don Gregorio Sánchez Negrete, sin espe- 
cial condenación en costas, fundado en que las par- 
tidas de la cuenta estaban prescritas, con excepción 
de las tres últimas^ pero que éstas estaban improba- 
das. La parte actora apeló de dicho fallo, y le fué 
concedido libremente y en ambos efectos. 

A foja 52 se expresó agravios, de la que se con- 
firió traslado y fué contestado por el apelado á f 56, 
y llamado autos la causa se encuentra en estado de 
resolución definitiva. Los demás señores Ministros 
expresaron su conformidad con la precedente rela- 
ción de los hechos. 

Acto continuo, se establecieron las cuestiones si- 
guientes : 

/* ¿Está probado el crédito reclamado por el Dr. 
Sánchez légrete? 

2^ ¿ Es procedente la prescripción alegada por 
la parte demandada? 

5" Es justa ó injusta la sentencia apelada, y quién 
debe cargar con las costas? 

A la primera de estas cuestiones, el Dr. Osuna 
dijo: 

El presente juicio versa sobre honorarios que 
reclama el Dr. Dámaso Sánchez Negrete por asis- 
tencia médica^ cuyos servicios ha prestado por varios 
años al finado don Gregorio Sánchez Negrete, esti- 
mándolos en la suma de mil novecientos treinta y 
cinco pesos moneda nacional, según la cuenta pre- 
sentada. 
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Esta cuestión, por razón de su naturaleza, ha 
dispuesto la ley de agosto de 1883, en su artículo 8° 
inciso 4^, sobre creación del Consejo de Higiene 
Pública de esta Provincia, que sea éste el que haga 
la estimación de los honorarios de los médicos; mas 
esta corporación no podría cumplir con su misión 
legal si las partes litigantes no estuviesen de acuer- 
do sobre los hechos que deben servirle de base para 
practicar la liquidación, como ocurre en el caso sub- 
jtidice^ siendo, por consiguiente, el objeto de la pre- 
sente litis fijar aquellos antecedentes por medio de 
las pruebas rendidas. 

Ahora bien, examinando las declaraciones de los 
testigos presentados por el demandante, resultan ple- 
namente justificados los siguientes hechos: 1^ Que 
el Dr. Sánchez asistió, prestando sus servicios pro- 
fesionales al finado don Gregorio S. Negrete, desde 
diciembre de mil ochocientos ochenta y nueve hasta 
el fallecimiento de éste, cuyo hecho tuvo lugar en 
septiembre del noventa y dos, más ó menos; 2^ Que 
la asistencia médica se hacía de día y por la noche, 
y que era asidua y constante por la especialidad de 
la enfermedad, y 3^ Que dicho facultativo ha tenido 
varias consultas con los Dres. Graciano, Billinghurst 
y Pont en casa del paciente. 

Estos testigos son Lino Balcaza, José León Cá- 
Ceres, Lorenza Zamudio, Solano Avila, fs. 11 á 13, 
Juana B. de Berdier y Sofía Berdier, fs. 21 á 23, 
personas mayores de toda excepción, concordantes 
en sus disposiciones y que dan satisfactoriamente la ra- 
zón de sus dichos al responder al interrogatorio de 
fojas nueve, por cuya razón merecen plena fé enjuicio 
sus testimonios, según la ley 32, título 16, Partida 3*, 
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Las declaraciones de los Dres. Antonio Gracia- 
no, Ricardo Billinghurst y Antonio B. Pont, concu- 
rren á robustecer la fuerza probatoria de la prueba 
rendida porla parte del Dr. Sánchez, fs. 18 vuelta á 20. 

De modo que respecto de la asistencia médica 
no queda duda alguna, así como en cuanto á la labo- 
riosidad de ella. 

Pero la parte demandada alega: que es vaga é in- 
determinada la prueba rendida, porque con la com- 
probación de esos hechos no se tiene la verdadera 
medida de la asistencia como para mandarse estimar 
lo que valen los honorarios demandados; que por 
esta razón la tasación hecha por el Consejo de Hi- 
giene, á pedido del interesado, carecía de legalidad. 

El Juez de la causa, tomando en consideración 
esta argumentación, falló declarando que las tres úl- 
timas partidas de la cuenta, conceptuadas que no es- 
tán prescriptas por dicha sentencia, no estaban justi- 
ficadas debidamente, porque los testigos deponen so- 
bre generalidades y no precisaban los hechos para 
poder tomar por base, por lo menos equitativa, para 
deferirlos al juramento estimatorio. 

Ciertamente que el actor había omitido en su de- 
manda expresar la cantidad de visitas y consultas 
hechas, y si bien esta circunstancia es un elemento 
importante, aunque no el único, que el Consejo debe 
tener presente para la avaluación de los honorarios, 
debe estimarse por el Juez el número de unas y otras, 
teniendo en cuenta las pruebas presentadas, defirien- 
do al juramento del demandante si no concurriese una 
prueba completa en cuanto á la cantidad exacta de 
las visitas y consultas, y no rechazar la acción sin 
tener en cuenta las verdaderas constancias de estos 
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autos y los principios legales que rigen en estos ca- 
sos. 

En efecto, este juramento estimatorio es proce- 
dente en presencia de la terminante prescripción del 
art° 235 del Cód. de P. Civ. y Com. que dispone : la 
sentencia deferirá al juramento del actor la fijación 
del importe del crédito ó perjuicios reclamados, siem- 
pre que su existencia estuviese legalmente compro- 
bada, y no resultase justificado ese importe. En tal 
caso la sentencia determinará la cantidad dentro de 
la cual se prestará el juramento estimatorio. Y fun- 
dado también en las leyes 2 y 5, título II, Partida 3^. 

Y si resulta justificado debidamente el crédito, y 
siendo indispensable determinar el número de con- 
sultas y visitas para que el Consejo de Higiene pueda 
cumplir con su cometido, nos hallamos precisa y ló- 
gicamente en los casos previstos por las disposicio- 
nes legales mencionadas. 

Este procedimiento, pues, debió imprimir á la 
causa el Juez que la falló, para que llevase el sello 
de lo justo y equitativo. 

La Cámara de Apelaciones de la Capital, de la 
jurisdicción Civil, tomo 3^, página 150, ha estableci- 
do lo jurisprudencia siguiente: que el juramento es- 
timatorio es procedente cuando los daños y perjuicios 
no pueden probarse por todos los medios que la ley 
permite. Y el Dr. Hall, en su obra sobre jurispruden- 
cia, al anotar el número 1582, tomo I, expone: Que 
el juramento previsto por la ley para fijar el monto 
de los perjuicios sufridos, es un medio supletorio de 
prueba que la ley concede por excepción, cuando el 
crédito y la obligación están legalmente comproba- 
dos y no ha podido probarse su importancia pecu- 
niaria. 
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Como se ve, el principio consagrado por la juris- 
prudencia para los casos como el presente, en que 
está justificado el crédito pero no la cantidad, es 
que se defiere al juramento del actor. 

Esta misma doctrina se halla consignada en un 
fallo del Superior Tribunal de esta Provincia, en la 
causa seguida sobre honorarios por el Dr. Valerio 
contra el señor Liberato Avena, 

Por consiguiente, la regulación practicada por 
el Consejo, sin haber tenido á la vista todos los 
antecedentes necesarios, es decir la comprobación 
exacta sobre el número de la asistencia médica, care- 
ce de toda fuerza jurídica, y nó por lo alegado por 
la parte demandada, cuando dice, que la estimación 
de honorarios se hizo por dicha corporación después 
de haber dado expHcaciones el interesado sin haber 
sido citada también la parte contraria para producir 
su dictamen. 

El Consejo de Higiene no tiene atribuciones por 
la ley para conocer y decidir asuntos de carácter 
contencioso sobre honorarios, y, por lo tanto, carece 
de jurisdicción para hacer citaciones y oír á las par- 
tes litigantes sobre este punto cuestionado, pues la 
facultad de juzgar es privativa del Poder Judicial, 
según la expresa disposición del artículo 164 de la 
Constitución de la Provincia. De donde se infiere 
lógicamente que el rol de dicha corporación en estos 
casos es el de una oficina técnica ó meramente con- 
sultiva. 

Ahora bien, dados los antecedentes y el estado 
de este juicio, lo que jurídicamente corresponde es 
que el Inferior proceda á subsanar previamente la 
deficiencia notada, en cuanto á no 'haber sometido 
el caso al juramento estimatorio del actor, como lo 



Digitized by 



Google 



— 47 — 

establece el artículo 235 del citado Código de Pro- 
cedimientos, para que el Consejo de Higiene se halle 
recién habilitado legalmente para producir su dicta- 
men sobre lo justo y equitativo de la regulación, 
cuyo dictamen será inapelable y obligatorio su pago, 
según la ley recordada sobre esta materia, si es que 
el tribunal lo resuelve en este sentido, y siempre que 
declare también que no se halla prescrita la acción 
de reclamar el pago de los honorarios, como es mi 
opinión que no está. 

Respecto de esta cuestión, elDr. Sayanca expuso: 
Para mí la asistencia médica invocada por el actor 
fundando la demanda está perfectamente demostrada 
en autos, con prueba abundante, pertinente, homo- 
génea, la que no se ha ni intentado destruir por la 
parte demandada; y, así, la contradicción en que in- 
curre el Juez a quo rechazando in totum la acción 
por improbada, después de lo que expone en el con- 
siderando 3^ de su sentencia haciendo el mérito de 
la prueba rendida, es evidente. Si, pues, el Inferior 
opma que el actor ha probado una asistencia médica, 
asidua y constante, no ha podido rechazar la corre- 
lativa acción personal que le compete; si la acción 
instaurada es la apropiada, la procedente, y se prue- 
ba la derecha razón con que se deduce, hay que 
hacer esta justicia distributiva, que los tribunales 
están encargados d^tdi^\\cax:jussuumcuique tribuere. 
Las leyes de procedimientos, que reglamentan el 
ejercicio de las acciones jurídicas, se han puesto en 
el caso de que en juicio se compruebe legalmente la 
existencia de un crédito ó de un perjuicio sufrido y 
reclamado, y no se alcance á justificar el importe del 
crédito ó perjuicio, que es precisamente el caso sub- 
judicey y se arbitra el medio de atender debidamente 
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la acción probada. Es lo justo : si me deben y lo 
pruebo y hago uso para cobrar de la acción corres- 
pondiente, de la acción reconocida por las leyes para 
esa clase de créditos, debe mandárseme pagar; y 
como no he conseguido probar el monto de la canti- 
dad adeudada, recibiré sólo lo que el buen arbitrio 
judicial fije, de acuerdo con las constancias de autos 
y con sujeción al procedimiento prescrito por la ley 
de la materia. 

La prueba producida es pertinente y bastante. El 
hecho de la asistencia médica ha podido probarse 
por testigos, y lo observado en contra sobre que lo 
cobrado excede de doscientos pesos, es insubsistente 
respecto de aquel punto, refiriéndose el art*^ 1193 del 
Código Civil, en que se funda la observación, á los 
contratos propiamente dichos, y no á los quasi-con- 
tratos. En la prestación de servicios profesionales mé- 
dicos no precede, por lo general, un contrato de lo- 
cación de servicios, el que, en todo caso, no se pre- 
sume, salvo la prueba en contrario; prestado el ser- 
vicio y desconocido después, debe admitirse, sin li- 
mitación, todos los medios de prueba que permiten 
las leyes, siendo la testimonial una de las más indica- 
das por la naturaleza de la obligación. 

Todos los testigos de la causa declaran de acuer- 
do sobre la existencia del servicio médico prestado, 
que se cobra, y es así que ha quedado demostrado 
el crédito, aunque no su monto. 

Voto afirmativamente en esta cuestión. 

El Dr. Aquino adhirió á este voto. 

A la segunda cuestión, continuando, dijo el Dr. 
Osuna : 

Sobre la prescripción alegada por parte de la 
parte apelada, de una parte de la cuenta del Dr. Sán- 
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chez, y que el fallo de primera instancia así lo ha de- 
clarado, veamos si es justo. 

Según el art^ 4032, inc. 40 del Cód. Civ., la obli- 
gación de pagar los honorarios de los médicos y ci- 
rujanos, boticarios y demás que ejercen la profesión 
de curar, sus visitas, operaciones y medicamentos, se 
prescriben á los dos años y el término corre desde los 
actosque crearon la deuda. Amijuicio,lostérminos.em- 
pleados: «desde los actos que crearon la deuda», no 
debe interpretarse tan materialmente que haga supo- 
ner que cada asistencia médica constituya una obli- 
gación distinta de las contraídas por las posteriores. 

Es más racional darle á dichas expresiones el sen- 
tido de que por asistencia médica debe comprenderse 
la serie de actos ó de visitas que ha hecho al enfer- 
mo hasta su curación ó muerte. 

Es, pues, muy plausible que nuestros facultativos 
no adquieran la costumbre de pasar sus cuentas por 
cada visita que verifiquen, porque aparte de lo poco 
decoroso que es para tan noble profesión, los enfer- 
mos y sus deudos apreciarían con repugnancia una 
exigencia contraria que estaría en pugna con las bue- 
nas costumbres sociales y el progreso moral. 

La misma conveniencia social requiere que no se 
interprete restrictivamente el contrato de prestación 
de servicios celebrado implícitamente entre el médi- 
co y el cliente, de que aquél deba gestionar el cobro 
de sus honorarios por cada visita antes de la cura- 
ción ó abandono del paciente, so pena de perderlos 
por la prescripción que corre desde cada visita ú ope- 
ración. 

Y podemos felicitarnos, en verdad, que la prácti- 
ca observada en nuestra sociedad es cobrar los mé- 
dicos sus honorarios después de la curación ó falle- 
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cimiento del enfermo, y este hábito se encuadra bien 
dentro de la disposición legal citada, por lo moral y 
humanitarios sentimientos que envuelve esta prácti- 
ca, y desde luego se hace admisible una interpreta- 
ción liberal á este respecto. 

El Dr, Llerena, en sus comentarios al Cód. Civ. 
argentino, tomo VII, pág. 464, al tratar sobre esta 
materia, expone la misma doctrina. Dice: «Según la 
jurisprudencia francesa, es necesario hacer diferencia 
entre la asistencia médica en una enfermedad acci- 
dental y determinada y la asistencia en una enferme- 
dad crónica». «En el primer caso, dice Troplong 
(n*^ 959), no hay tantas deudas cuantas visitas ú ope- 
raciones ha hecho el médico, sino una sola deuda, 
cuya prescripción no corre sino desde qu'esana ó des- 
de que se muere el enfermo. En el segundo caso, hay 
tantas deudas cuantas visitas hay». 

Esto nos parece mejor que lo que el texto de nues- 
tro artículo establece, por lo menos más práctico. 
Considerar una sola deuda todas las visitas y opera- 
ciones hechas en una enfermedad accidental, no es 
sino prestar un solo servicio, igual al que el aboga- 
do presta á su cliente en la defensa de un pleito de- 
terminado. Si, respecto á éste, no se considera que 
hay tantas deudas cuantos escritos ha presentado, 
porque todos esos escritos son presentados en un 
mismo juicio, ¿porqué no decir ésto respecto del mé- 
dico? Que en una asistencia larga, en que el médico 
es consejero para toda la familia y aún para una so- 
la persona, en una enfermedad, ya en otra, como su- 
cede á veces que una persona toma un abogado pa- 
ra consejero de sus contratos y diligencias judiciales 
ó pleitos que tenga durante años, se considere cada 
visita, cada consulta y cada dihgencia judicial como 
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otras tantas deudas, se explica, porque son cosas que 
se hacen de tarde en tarde y casi siempre se anotan 
las fechas». 

Y termina diciendo: Pero en el caso anterior, 
creemos que no debe tomarse á la letra el inciso que 
estudiamos, y que debe aplicarse su espíritu en la for- 
ma que lo ha establecido la jurisprudencia francesa. 

La misma jurisprudencia fue establecida por la 
Cámara de Apelaciones de la Capital, según la cual, 
la prescripción debe correr desde la última asistencia 
médica y nó desde cada visita, Ser, 2*, tom. 2*^, de 
sus fallos, pág. 241. 

La misma teoría sostiene el Cód. Médico Argen- 
tino recopilado por el Dr. Emilio Coni, comentando 
este tópico, y establece la buena doctrina: que la 
prescripción empieza á correr desde el fin de la en- 
fermedad ó terminación del servicio y no desde cada 
visita, exceptuando sólo el caso de que la enfermedad 
ha comprendido varios periodos distintos y bastante 
largos para que pueda presumirse el descargo. 

Pero en el caso sub-judice^ dado lo que consta de 
autos y lo alegado por la parte apelante, no existen 
esos períodos distintos de asistencia, pues ha sido 
una misma enfermedad de larga duración. 

En conclusión, la enfermedad del finado Sánchez 
Negrete ha sido accidental, y, por consecuencia, la 
prescripción debe correr desde el fin de la asistencia, 
que fue en el mes de septiembre del año 1892, por 
cuya razón resulta que las partidas consignadas en 
la cuenta como prescritas, éstas no lo están, según 
las fechas de la recordada cuenta, y la diligencia 
puesta al pié del escrito de demanda, fechado el doce 
de junio de mil ochocientos noventa y cuatro, de cuyo 

Fallos del 8- T. de Jost y Bxma. C. de Apel. — Tomo m 4 
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cómputo resulta que los dos años de la ley no se ha- 
bían cumplido para operarse la prescripción. 

Respecto de esta cuestión, el Dr. Sayanca dijo: 
Estoy de acuerdo con la teoría adoptada por el Dr. 
Osuna sobre cómo debe entenderse la prescripción 
de los honorarios médicos establecida por nuestro 
Cód. Civ., si bien en el caso siib-judice arribo con 
ella á una conclusión distinta. Aplicando esa teoría 
pienso que están prescritas todas las partidas de 
fojas. . . . , exceptuando las tres últimas, que se refie- 
ren á los servicios prestados desde julio de mil ocho- 
cientos noventa y dos, tal como lo establece la sen- 
tencia recurrida. 

Efectivamente, y como lo hace notar esta senten- 
cia, se ha cobrado la asistencia médica prestada en 
tres periodos no continuos, á saber, desde diciembre 
de mil ochocientos ochenta y nueve hasta enero 
de mil ochocientos noventa, y de enero de mil 
ochocientos noventa y uno á abril del mismo año, y 
de julio hasta septiembre de mil ochocientos noventa 
y dos; habiendo, entonces, entre cada período, un 
año y más de intervalo. No puede, pues, decirse que 
los servicios hayan sido continuos desde los primeros 
que se prestaron hasta las últimos, aunque pueda ha- 
berse tratado de una misma enfermedad. 

Lo alegado en la expresión de agravios sobre 
que la asistencia fué continua desde el principio has- 
ta el último, y que las fechas de las partidas de la 
cuenta no prueban sino que se hace gracia de la asis- 
tencia no cobrada, no puede en manera alguna mo- 
dificar el texto de la demanda, el alcance la acción 
deducida, el modo cómo está hecha y que la carac- I 
teriza. Si había tal antecedente, debió hacerlo constar I 
en la demanda, ó hacerlo presente dentro del término 
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acordado por el art. 88 del Cód. de P. Civ., mucho 
más en vista de lo contestado por la parte demandada. 

En cuanto á la pretensión del apelante de que el 
demandado ha debido probar la excepción de pres- 
cripción que opone, debe tenerse presente que no ha- 
biéndose pretendido en la demanda sino honorarios 
por servicios prestados en tres periodos no continuos 
que determina, no ha necesitado el excepción ante 
sino alegar la excepción, refiriéndose á la cuenta 
misma, presentada. 

Asi, pues, pienso que debe declararse procedente 
la excepción de prescripción opuesta, respecto de los 
honorarios que se hayan devengado por los servicios 
prestados desde mil ochocientos ochenta y nueve 
hasta mil ochocientos noventa y uno, y que quedan 
exigibles los devengados en mil ochocientos noventa 
y dos, de acuerdo, con las referencias de la cuenta 
presentada, y voto en este sentido. 

El Dr. Aquino adhirió así mismo al voto que an- 
tecede del Dr. Sayanca. 

En cuanto á la tercera cuestión, el Dr. Osuna 
expuso: Con lo dicho y los concordantes del alegato 
de 1* Instancia de la parte apelante, soy de opinión 
que debe revocarse la sentencia apelada, mandando 
que estos autos bajen al Inferior, y, de acuerdo con 
el art. 235 del Cód. de P. anterior, someta para su 
decisión al juramento estimatorio del actor, cuya 
prueba supletoria fué omitida indebidamente por el 
Inferior, y luego de llenado con este requisito pasar- 
los al Consejo de Hijiene para practicar la regula- 
ción de los honorarios del Dr. Sánchez. 

En cuanto á las costas, siendo revocatoria de la 
de 1* Instancia, deben ser á cargo de las partes por 
el orden en que las han causado. 
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Sobre esta cuestión, dijo el Dr. Sayanca: 

Declarándose probado y actualmente exigible el 
importe de los servicios médicos á que se refieren las 
tres últimas partidas de la cuenta que se cobra, la 
sentencia apelada debe revocarse, condenándose á la 
parte demandada á pagar estos servicios. 

Ahora bien, no habiéndose alcanzado á probar 
en autos la cantidad de asistencia que se pretende 
haber prestado, y habiendo ésta sido desconocida 
por el deudor, se debe, de acuerdo con lo prescripto 
por el Cód. de P. de 1882 en su art. 235, deferir al 
juramento estimatorio del acreedor aquella cantidad, 
Y habiéndose contestado que, en todo caso, habría 
exageración en los precios asignados, deberá dispo- 
nerse que el Consejo de Hijiene de la Provincia tase 
los honorarios médicos correspondientes á la cantidad 
y clase de asistencia que se jure por el actor haber 
prestado, el que jurará con relación al máximun de 
setecientos pesos, que se fija teniendo en cuenta lo 
cobrado y lo que consta de autos. 

En cuanto á las costas, opinó con el Dr. Osuna 
porque se paguen en el orden causadas y las comu- 
nes por mitad, desde que se desestiman en parte las 
pretensiones del vencedor. 

Igual conformidad manifestó el Dr. Aquino con 
este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo pasado y firmado 
por ante mí Secretario de que doy fé. 

SENTENCIA 

N<^ 13. Corrientes, Abril 23 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
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damentos del acuerdo precedente, se revoca la sen- 
tencia de foja cuarenta y cinco, condenándose á la 
parte demandada á pagar los honorarios que fije el 
Consejo de Hijiene á la asistencia médica que jure 
el actor h^ber prestado al causante desde julio á sep- 
tiembre de mil ochocientos noventa y dos, el que de- 
berá jurar en forma y fijar la cantidad de asistencia 
dentro del límite de que instruye aquel acuerdo. Sin 
costas. Previa reposición de sellos, devuélvanse. 

Ricardo Osuna 

Lorenzo J. Aqüino — J. S ayanca 
Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CXXXVIII 

oi"VTrj 



Sumario: — 1° Deben rechazarse por inoportunas las obser- 
vaciones á la cuenta particionaria de la sucesión, 
cuando se presentan fuera del término de la 
vista. 

2^ La creencia errónea del Juez sobre que un 
día sea festivo, no puede cambiar el alcance de 
la disposición legal que fija los días feriados. 
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N° 31, Corrientes, Abril 26 de 1897. 

Vistos y considerando : 1® Que habiéndose dado 
vista por quince días á las partes de la cuenta parti- 
cionaria presentada en el juicio sucesorio de Don 
Segismundo Fernández, la parte de doña María Lui- 
sa F. de Fernández se presentó á foja cuarenta y 
dos observando dicha operación y enunciando otras 
observaciones que deducirá después; 2® Que convo- 
cados los interesados á los efectos de lo prescripto 
por el art. 688 del Cód. de P. Civ., la parte repre- 
sentada por Don J. Lisandro Gómez se presenta á 
foja cuarenta y cuatro pidiendo revocatoria y apela- 
ción en subsidio del decreto convocatorio, por cuan- 
to la observación deducida lo ha sido fuera del tér- 
mino por que se dio vista de la cuenta partición aria; 
correspondiendo, entonces, la aprobación de dicha 
cuenta, con costas; 3^ Que trabado el incidente por 
la contestación de la señora de Fernández sustentan- 
do su oposición, se ha resuelto, declarando hecha en 
tiempo las observaciones y concediendo la apelación 
interpuesta en subsidio; 4® Que los términos judicia- 
les empezarán á correr dede el emplazamiento, cita- 
ción ó notificación, debiendo contarse, si fuesen co- 
munes, desde la última notificación, y nó contarse en 
ellos el día en que se practiquen esas diligencias, ni 
los días inhábiles (art. 42 del Cód. de P., cit.); 5^ Que 
las notificaciones de las providencias, salvo las ex- 
presamente exceptuadas, deberán hacerse en la ofici- 
na del Secretario en los días designados al efecto, 
considerándose notificadas desde el primero de los 
días designados subsiguiente á aquél en que fué dic- 
tada, debiendo el Secretario asentar nota comproba- 
tiva de la asistencia ó inasistencia del interesado 
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(art. 32 y 33); 6^ Que en el caso sub-jiidice se trata 
de un término común, habiéndose puesto nota por el 
actuario, á continuación de las notificaciones hechas, 
de no haber comparecido el día inmediato anterior, 
lunes, los interesados que indica y que quedaban por 
notificarse; de modo que el término déla vista empezó 
á correr desde ese día martes, subsiguiente al en que 
quedaron notificados todas las partes, y que no se 
cuenta hasta las doce de la noche (art. 24 Cód. Civ.), 
en que concluye; 7® Que ésto sentado, y empezando 
entonces el plazo de quince días á correr desde el 
martes veinte inclusive de octubre de mil ochocien- 
tos noventa y seis, han transcurrido, hasta el viernes 
seis de noviembre, en que se presentó el escrito de 
observación, más de quince días, descontando los dos 
de fiesta del veinte y cinco de octubre y del primero 
de noviembre, habiendo vencido el décimo quinto 
hábil á las doce de la noche del jueves cinco de no- 
viembre; 8^ Que lo alegado por el abogado de la 
parte que dedujo las observaciones de que el día en 
que el Actuario puso la constancia de que algunos 
interesados no habían comparecido el anterior á re- 
cibir notificaciones no debe contarse por cuanto esa 
misma diligencia demuestra que el expediente no es- 
taba á disposición de las partes hasta entonces, es 
improcedente, por ser contrario á la disposición ci- 
tada de la ley y porque no se ha demostrado tal cir- 
cunstancia, que, á ser efectiva, habría autorizado una 
suspensión del término, previa petición; de autos 
consta (anotación de fs. 37 vta., al fin) que el expediente 
quedaba de manifiesto en la oficina desde esa. fecha, 
estando, desde el día anterior, todas las partes noti- 
ficadas legalmente. Tampoco puede tomarse en cuenta 
lo expuesto por el Juez a quo de que él ha conside- 
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rado siempre el día dos de noviembre como feriado, 
error que no puede cambiar el alcance de la disposi- 
ción legal que indica exclusivamente cuáles son los 
días feriados; en todo caso, y si el expediente no pu- 
do tenerse á la vista ese día, por la circunstancia 
apuntada, debió reclamar en tiempo el interesado, lo 
que no hizo, constando en cambio de autos que el 
expediente se le mandó entregar, á su petición y por 
tres días, con fecha veinte de octubre (fs. 38 vta.). 

Por tanto, se revoca el auto apelado, declarándose 
que las observaciones deben rechazarse por inopor- 
tunas. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

Osuna 
Balbastro — Luna 

J. S ayanca — J. Alfredo Ferreira 

Ante mí 

fosé F. Rivero 

Secretario 



CXXXIX 

Sumario: —1° Siendo imputable al interesado las deficien- 
cias en el diligenciaraiento de su prueba, no pue- 
de pedir ni puede acordársele ampliación de 
término para subsanarlos, y en ningún caso 
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cuando la prórroga ha sido solicitada después 
de vencido el término. 

2® Las peticiones contra expreso derecho llevan 
aparejadas la especial condenación en las costas. 

N° 32. Corrientes, Abril 30 de 1897. 

Vistos y considerando: 1® Que la ampliación del 
término de prueba se funda en que habiéndose pedi- 
do algunas diligencias probatorias dentro del térmi- 
no competente, fueron practicadas de una manera de- 
ficiente por causas imputables sólo á las autoridades 
comisionadas al efecto, y, de acuerdo con lo prescripto 
por el art. 132 del Cód. de P., se pide la ampliación 
necesaria para enmendar aquellas deficiencias; 2® La 
parte contraria se opone á esta ampliación en aten- 
ción á que se trata de una verdadera prórroga y ella 
ha sido solicitada fuera del término de prueba, con- 
trariando así la disposición del Cód. de P., y porque 
las deficiencias observadas son imputables á la parte 
que por medio de su representante no trató de salvar- 
las en el acto que se produjeron; 3® Que según las 
disposiciones concordantes délos arts. 126, 128 y 132, 
las diligencias deben practicarse dentro del término 
ordinario y su prórroga legal, nopudiendo ampliarse 
fuera del caso previsto por el art. 128 ya citado, 
siendo imputable á la parte el hecho de no haber fis- 
calizado como debía la producción de aquellas prue- 
bas para salvar las deficiencias y errores de procedi- 
miento; 4® Que siendo ésto así, y constando de autos 
que la prórroga para las nuevas diligencias ha sido 
solicitada después de vencido, con exceso, el término 
de prueba y su prórroga legal, no se hace lugar á la 
ampliación solicitada (C. C. de A. A. de la Cap. Fed.) 
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Jurisp. Civ. ser. 4% tom. P, pág351; tom. 7®pág. 29); 
5® Que en cuanto á la reposición y apelación inter- 
puesta por la parte de Doña Cristina Blanco, de la 
exoneración de las costas, tampoco tiene asidero le- 
gal, pues resuelto como queda por los considerandos 
anteriores que la ampliación es improcedente, aún 
cuando hubiera mediado condenación, ella no hubie- 
ra podido ejecutarse por la revocación posterior del 
auto, por el cual quedó resuelto el incidente, quedan- 
do así justificada la exoneración; 6® Que al decidir 
el Inferior respecto de la exoneración de las costas 
no haciendo lugar á las pretensiones del recurrente, 
ha debido imponerle, como lo hizo, el pago de aqué- 
llas, porque su escrito de foja cincuenta y ocho es 
contra expreso derecho, pues la reposición solicitada 
de un auto interlocutorio con fuerza definitiva, no 
la autoriza el art. 245, y con mayor razón cuando se 
trata de un auto por el cual decide la reposición soli- 
citada por la otra parte, con cuyo procedimiento los 
juicios se harían interminables. 

Por estas consideraciones se revoca el auto ape- 
lado de foja cincuenta y cuatro, confirmándose en 
todas sus partes el de foja sesenta y una. Previa re- 
posición de fojas, devuélvase. 

Osuna 

Balbastro — Luna 

Aquino — J. Sayanca 



Ante mí 



José F. Rivero 
Secretario 
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OI"VTXj 

Sumario:— 1° Una demanda totalmente rechazada, debe ser- 
lo con costas. 

2** Para la fijación de honorarios debe tenerse 
en cuenta, entre otras consideraciones, el tra- 
bajo hecho, 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á treinta de abril de 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en su sala 
de acuerdos el señor Presidente y los señores Voca- 
les titulares del Superior Tribunal de Justicia, toma- 
ron en consideración el juicio seguido por Don An- 
tonio L Ruíz, representado por Don R. Lindor Delfi- 
no, contra Don Narciso Chapo por indemnización de 
daños y perjuicios, provenientes del pleito que le ha 
promovido Don Julio Hansen sobre rescisión de un 
contrato de compra venta de un terreno en esta Ca- 
pital; traído en apelación de la sentencia del Inferior, 
techa primero de diciembre del año pasado, corriente 
á fojas sesenta y cinco y siguientes, pero únicamente 
en lo referente á la condenación en las costas á la 
parte apelante (la actora). 

Practicado el sorteo de ley, resultó que los seño- 
res Jueces debían votar en el siguiente orden: Dres. 
Balbastro, Osuna, Aquino, Sayanca, Luna. 

El Ministro Dr. Balbastro expuso: 

Hechos: La exposición de los hechos ha sido 
presentada en la sentencia de foja sesenta y cinco 
que ha venido en apelación, y como ella no ha sido 
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observada por las partes y está, por otra parte, agre- 
gada á los autos, creo innecesaria su repetición. De- 
be dársela, por lo tanto, por reproducida, agregando: 
que llamados los autos se dictó la sentencia de foja 
65, ya recordada, no haciéndose lugar á la acción 
entablada, con costas. Apelada, se concedió el re- 
curso libremente y en ambos efectos, expresando 
agravios el apelante y limitando su apelación á la 
parte en que aquella le condena en las costas, pi- 
diendo que, por lo menos, se reduzca el monto de los 
honorarios regulados. Contestada se llamaron los au- 
tos,con lo que la causa se halla en estado de resolverse. 

Los demás señores Ministros expresaron estar 
conformes con la precedente relación de los hechos^ 

En seguida el Tribunal planteó la siguiente cues- 
tión: 

¿Es procedente la condenación en las costas im- 
puesta y justa la regulación hecha por la sentencia 
apelada? 

A esta cuestión dijo el Dr. Balbastro: 

Según resulta de la expresión de agravios y délo 
manifestado en el informe in-voce, la apelación se 
limita á las costas, pidiéndose la revocatoria de la 
sentencia de foja sesenta y cinco en esta parte, ó, 
por lo menos, la reducción de su monto. Esto senta- 
do, es necesario examinar si resulta la temeridad ó 
la malicia, que según los principios del derecho ha- 
cen procedente la imposición de aquéllas. Estudiados 
los autos, resulta claramente establecida la temeridad 
de la parte apelante. En efecto, ya sea que se trate 
de una simulación, según lo sostiene la parte apela- 
da, ya de un contrato, en los términos establecidos 
por el apelante, es indudable que la prueba testimo- 
nial no procedía, pues se trataba de probar un con- 
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cierto de voluntades que se traduciría en obligacio- 
nes por mayor valor de doscientos pesos, en cuyo 
caso sólo es admitida aquélla cuando existiere un 
principio de prueba por escrito art. 202 del Cód. de 
P., lo que no consta de autos. Resulta además, que la 
demanda ha sido totalmente rechazada y esa es ra- 
zón suficiente para la imposición de las costas, Cám. 
de Apel. de la Cap. Fed. Jurisdicción com., serie 4*, 
tom. 9^, pág. 361. En cuanto al monto délos hono- 
rarios, la regulación es elevada, pues sólo resulta 
comprobada en el juicio la intervención del abogado 
de la parte demandada desde el alegato de fs. 50 á 
52, siendo el apoderado el que intervino, desde foja 
diez, en la estación de prueba y después de contes- 
tada la demanda. 

Por estos fundamentos pienso que debe modifi- 
carse la sentencia apelada en cuanto á los honorarios 
de la referencia. 

Los demás Sres. Ministros estuvieron conformes 
con el precedente voto. 

Con lo que terminó el acuerdo pasado y firmado 
por ante mí. Secretario, de que doy fé. 



N^ 14. Corrientes, Abril 30 de 1897. 



Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos de que instruye el acuerdo precedente, se 
modifica la sentencia apelada de foja sesenta y cinco, 
regulándose los honorarios del abogado Dor. Contte 
en ciento cincuenta pesos nacionales y en igual su- 
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ma los del procurador Vallejos. Repuestas las fojas, 
devuélvase. 

Ricardo Osuna 

Lorenzo J. Aquino — Alberto Balbastro 

Féux Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CXLI 

OI"VTXj 

Sumario: —1° Las causas de recusación, excepto la de pa- 
rentesco, deben referirse á las partes, y nó á su 
representante ó abogado. 

2^ La recusación puede considerarse maliciosa * 
é inconsiderada cuando no se funda en ninguna 
' de las causales enumeradas taxativamente por 
la ley, y debe rechazársela con especial conde- 
nación en las costas. 

N° 33. Corrientes, Mayo, o de 1897. 

Autos y vistos: Conúá^Y3.náo: 1® Que habiéndose 
integrado el Tribunal con tres insaculables por im- 
plicancia de igual número de sus miembros titulares, 
fué recusado uno de los insaculados, el Dr. Amadey, 
por Don Antonio Sánchez Negrete, representante 
de los herederos de Don José Ignacio Rolón, fundán- 
dose la recusación en que dicho letrado tiene contra 
el recusante manifiesta enemistad y gratuito resenti- 
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miento^ y porque tampoco le inspira confianza sobre 
su imparcialidad como Juez, dado su carácter y pa- 
siones; 2® Que corrida vista al recusado, éste mani- 
fiesta que personalmente tiene del recusante mala 
opinión, pero que no se ha excusado de entender en 
este juicio, en que Sánchez Negrete no esparte, por 
no considerar aquel antecedente razón bastante; 3^ 
Que planteada como queda la cuestión, no es el caso 
de abrir á prueba sobre la causal opuesta, sino que 
debemos desde ya pronunciamos sobre la legalidad de 
la causal deducida, porque en caso de declarársela 
ilegal deberá rechazarse sin más trámite, art. 328 
Cód de Proc®; 4® Que el recordado Código enumera, 
con exclusión de otras, las causales de recusación, y 
entre ellas la de tener el Juez contra el recusante 
enemistad, odio, resentimiento, que se manifieste por 
hechos conocidos (art. 321 inc. 11); 5^ Que las dispo- 
siciones legales sobre este derecho de recusación de- 
ben intepretarse restrictivamente, por su carácter de 
excluyentes en lo que se refiere á las causales permi- 
tidas; 6® Que el derecho de recusar, dado su objeto y 
razón de ser, pertenece al litigante, á la parte direc- 
tamente interesada, la que podrá delegarlo, como to- 
dos los demás que se tienen en juicio, en un manda- 
tario. Así, cuando la ley dice «recusante», se refiere 
al que tiene derecho de recusar, derecho propio ó de- 
legado; 7® Que en el caso sub-judice el apoderado 
recusante no indica al efecto instrucciones de sus 
mandantes, y sí sólo antecedentes que le son perso- 
nales y que en nada se refieren á ellas. Si se hubiese 
tratado de una recusación sin causa y tuviese el apo- 
derado poder para recusar, pudo hacerlo en oportu- 
nidad; pero tratándose de una recusación con causa, 
ésta tiene que referirse, para prosperar, á la parte di- 
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rectamente interesada, cuyos derechos y acciones 
quiere garantir la ley para el caso de parcialidad pro- 
bable en el juez que va á fallar. Las causas de recu- 
sación deben referirse á las partes y nó á su repre- 
sentante, ni aún á su letrado, salvo, en lo que á este 
último se refiere, el caso de parentesco (Cám. Civ. de 
A. A. de la Cap. Fed. S. 3* tom. XI, pág. 224, S. 4* 
tomo X pág. 107 y art. 321 cit inc. 1^), causal esta 
última que también se ha hecho extensiva al apode- 
rado por jurisprudencia de este Tribunal; 8® Que lo 
alegado sobre el carácter del Juez recusado es á todas 
luces impertinente, aún cuando fuere cierto, desde el 
momento que no está enumerada esa causal por la 
ley, y se la puede considerar maliciosa é inconsiderada 
con los respetos debidos al Tribunal, que consideró 
al hoy recusado digno de figurar en la lista de con- 
jueces y que con él se declaró integrado en este caso. 
Por tanto, se desestima, con especial condenación 
en costas (ait® 337 Cód. citado) la recusación dedu- 
cida contra el Dr. Amadey, y se apercibe al procu- 
rador Sánchez Negrete, por la falta de laconsideración 
debida en que ha incurrido. Siga la causa en su estado. 

Luna 

J. SaYANCA — EZQUER — SoLER 



Ante mí. 



José F. Rivero 

Secretario. 
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CXLII 

SUPERINTENDENCIA 

Sumario:— La sustitución de fojas del registro de un escri- 
bano, aún cuando sea hecha antes de firmada 
la escritura y se pruebe que sólo se trató de 
salvar un error ú omisión, importa una grave 
falta, por parte del escribano, que descuidó su 
registro, y por parte de su colega que hizo la 
sustitución, que debía, como aquél, saber lo que 
correspondía hacer y darse cuenta de la íalta 
que se cometía. Dicha falta debe castigarse 
con multa, por la primera vez, debiendo la re- 
posición de sellos del sumario instruido ser á 
costa de dichos funcionarios. 

N° 16. Corrientes, Maj^o 12 de 1897. 

Vistos y considerando: 1^ Que el escribano pú- 
blico Don Claudio A. Correa se presentó al Tribunal 
exponiendo: que habiendo omitido rubricar dos fojas 
de su registro el ex-Camarista de Feria Dr. Sayanca, 
pedía se subsanara aquella deficiencia. Corrida vista 
de esta exposición, el Camarista aludido la evacúa 
diciendo que tiene la seguridad de no haber omitido la 
rúbrica en las dos fojas que se indican, y cita en su 
apoyo el testimonio del escribano público Don Fran- 
cisco J. Castell, quien le había llevado el citado re- 
gistro y quien también había presenciado el acto se- 
cando cada una de las fojas á medida que se iba ru- 
bricando. De estos antecedentes se corrió vista al 
Procurador General, quien se expidió aconsejando 
se instruyera un sumario para ver si se descubría al- 
guna falta ó delito por cuanto presumía que hubiera 
habido sustitución de fojas. Con atención á éste 

Fallos del S- T. de Jiiat y Exma. C. de Apel. — Tomo Hl 5 
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dictamen, se dio comisión al efecto al Camarista Dr. 
Aquino, quien tomó todas las declaraciones pertinen- 
tes, haciendo constar todos los hechos necesarios 
para el esclarecimiento pleno del asunto que motivó 
la instrucción de este sumario; 2^ Que de las investi- 
gaciones hechas se desprende, con toda evidencia, 
que estando enfermo el escribano público Don Clau- 
dio A. Correa, comisionó á su colega Don Francisco 
J. Castell para que le confeccionara el cuaderno del 
registro de que se trata, lo hiciera rubricar y en se- 
guida extendiera en él el contrato de compra venta 
celebrado entre Don Gerónimo Costa y Don Miguel 
Catuogno. Este contrato se autorizó sin que el es- 
cribano Correa hubiese intervenido ni entendido en 
el acuerdo de voluntades entre las partes contratan- 
tes, ni escuchado siquiera las manifestaciones, de 
suerte que el único que entendió y extendió el contra- 
to, fué Castell, ante el mismo lo suscribieron las 
partes, así como los testigos, habiendo solamente 
ratificádose aquéllos ante el escribano autorizante 
señor Correa. Al confeccionar Castell el contrato 
aludido, omitió transcribir en su texto la cláusula 
octava del testamento de Don Luis Grecco, cuya 
omisión se ha salvado en la escritura de foja seis del 
cuaderno n^ 1® presentado por Correa, como así se 
puede ver comparando los dos instrumentos, uno fir- 
mado, constante en las dos fojas seis y siete, que no 
están rubricadas por el Camarista Dr. Sayanca, y el 
otro, sin firma, y que había sido extendido en las dos 
fojas sustituidas, las que se hallan rubricadas por el 
camarista citado. Consta, así mismo, que la sustitu- 
ción se hizo por el escribano Castell, con el objeto 
de salvar la omisión de la trascripción del párrafo 
apuntado, como así puede comprenderse de la pre- 
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sentación y entrega de las dos fojas sustituidas, que 
las conservó en su poder para aclarar cualesquiera 
dudas que se suscitasen con este motivo, agregando 
en su declaración, que el hecho de la sustitución ha- 
bía sido puesto en conocimiento de Correa, circuns- 
tancia esta última que no se ha justificado por medio 
de la prueba legal; 3^ Que de las constancias del 
sumario se deduce, en términos generales, que el 
agente que intervino en la sustitución délas dos fojas 
del registro del escribano Correa, no tuvo otro pro- 
pósito que la transcripción de la cláusula citada del 
testamento también aludido, y por consecuencia, en 
el acto realizado falta la intención criminal (dobis)^ 
la que induce al agente á obrar movido por la mali- 
cia ó el deseo del fraude, con ánimo de perjudicar á 
terceros; pero en cuanto atañe al propietario del re- 
gistro, hay, indudablemente, un abandono' culpable 
de los deberes que le incumben, hay un quebranta- 
miento del deber inherente á su carácter de deposita- 
rio de la fé pública, consistente en haber permitido 
que un tercero corriera con el registro, que debe 
estar bajo su guarda, respondiendo de los actos en él 
realizados, lo que mal ha podido hacer cuando ni 
siquiera ha presenciado el concierto de voluntades 
entre las partes, ni la suscripción del contrato, acto 
que debe hacerse ante el escribano autorizante. La 
sustitución de las dos fojas del registro es una falta 
grave por cuanto su comisión puede envolver serios 
peligros para los intereses privados confiados á su 
custodia; pero en el caso actual media la circunstan- 
cia de no haberse firmado aún la escritura cuando se 
hizo la sustitución de las dos fojas aludidas, y, en 
consecuencia, debe considerarse la falta exenta de 
toda circunstancia que agrave la responsabilidad del 

5 
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agente, y únicamente acordar los medios para preve- 
nir que en lo sucesivo no se comentan iguales irre- 
gularidades; 4® Que en este sentido es evidente, que 
toda la responsabilidad del escribano Correa estriba 
en el abandono que hizo de sus deberes, en el des- 
cuido de su registro, en la negligencia respecto de 
las atenciones especiales que le corresponden como 
funcionario depositario de la fé pública; 5° Que ésto 
sentado, la falta del escribano Castell no puede con- 
siderarse á la par de la de Correa^ pues si bien es 
cierto que la sustitución, es decir, el hecho que ha 
dado margen á este sumario, ha sido realizado por 
él, no ha obrado en ese acto en el carácter de escri- 
bano, y, por consiguiente, no ha cometido una tras- 
gresión de los deberes que le son propios; pero en el 
interés de conservar incólume la moral de los actos 
públicos, debe también castigarse la irregularidad 
cometida por éste; 6® Que considerada la cuestión 
del punto de vista de una negligencia del ♦escribano 
Correa en el cumplimiento de sus deberes, y la com- 
plicidad del escribano Castell en el quebrantamiento 
de aquéllos, es deber del Tribunal aplicar penas dis- 
ciplinarias á ambos. 

Por estos fundamentos y las consideraciones adu- 
cidas por el Procurador General, el Tribunal, en 
ejercicio de las facultades de superintendencia, resuel- 
ve: aplicar una multa de veinticinco pesos á cada uno 
de los escribanos púbHcos Claudio A. Correa y 
Francisco J. Castell, por las irregularidades cometi- 
das en el registro n® 1. del primero; anótese ésto en 
el libro correspondiente, debiendo el Presidente del 
Tribunal rubricar las dos fojas del registro aludido, 
siendo á costa de ambos la reposición de las fojas del 
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sumario. Fecho, desglósese el registro agregado, y 
archívese este expediente. 

Ricardo Osuna 

Lorenzo J. Aqüino — Félix Luna 

Alberto Balbastro — J. Alfredo Ferreira 
Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CXLIII 



Sumario:— 1 ° La responsabilidad del socio industrial se limi- 
ta siempre al valor de su industria incorporado 
á los demás valores sociales, y no responde ni 
con lo recibido á título de ganancias.; y la res- 
posabilidad por el mal resultado del negocio, 
no puede provenir sino del contrato ó de la ley. 
2° Confirmada la sentencia, debe serlo concostas. 

ACUERDO 

En la ciudad 3e Corrientes, á doce de Mayo de 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en el salón 
de acuerdos los señores Ministros del Superior Tri- 
bunal de Justicia, Presidente Dr. Don Ricardo Osuna 
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y vocales Dres. Don Lorenzo J. Aquino, Don Félix 
Luna y Don Joaquín Sayanca y como integrante el 
abogado señor José F. Soler, con el objeto de tomar 
en consideración la causa seguida por Don Félix 
Delfino (cesionario de los derechos de Don Francisco 
Soto), representado por Don J. Benito Vallejos, con- 
tra la sucesión de Don Julián Aguirre, por cobro de 
pesos, venida en apelación déla resolución del señor 
Juez de 1^ Instancia en lo Civil y Comercial de esta 
Capital, corriente de fojas doscientas cuarenta y nue- 
ve á doscientos cincuenta y una de los autos. 

Practicado el sorteo que prescribe la ley, resultó 
que los señores Jueces debían votar en el siguiente 
orden: Dres. Aquino, Osuna, Luna, Sayanca, Soler. 

El vocal Dr. Aquino expuso : 

Hechos: El procurador J. Benito Vallejos, por don 
Félix Delfino como cesionario de los derechos de don 
Francisco Soto, en demanda ordinaria contra la suce- 
sión de don Julián Aguirre, se presentó pidiendo se ex- 
tragera del Archivo ó de donde se hallase el expediente 
formado con motivo de la demanda de Don Francis- 
co Soto contra la mencionada sucesión. Agregado 
al expediente, que había estado paralizado, se pidió 
por el mencionado procurador el fallo de la causa. 
Del expediente aludido consta la demanda del señor 
Soto contra la sucesión Aguirre por cobro de dos mil 
ciento cincuenta y ocho pesos y cinco reales fuertes 
y más la mitad de las ganancias, en concepto de que 
la suma reclamada era el valor del capital habilitado, 
y la mitad de las ganancias el béheficio prometido. 
Declarada vacante la sucesión, fué nombrado curador 
de ella el Doctor Miguel G. Morel, quien se expidió 
contestando la demanda, alegando que sólo el valor 
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de las mercaderías debía ser entregado al actor, no 
debiendo incluirse en él los demás bienes de la suce- 
sión Aguirre, fundándose para ello en el artículo 440 
del Código de Comercio. Abierta la causa á prueba, 
se produjeron por la parte de Soto las que corren 
agregados á los autos, habiendo alegado las partes 
sobre el mérito de ellas. Llamado autos, fué senten- 
ciada la causa en el sentido de que sólo el valor de 
las mercaderías rematadas debía ser entregado á So- 
to ó á su cesionario Delfino, no debiendo responder 
la sucesión Aguirre con los demás bienes semovien- 
tes. Apelada por la parte de Delfino, se expresaron 
los agravios, y una vez contestados por el represen- 
tante de los hijos naturales, Dr. Valenzuela, se llamó 
autos, encontrándose la causa en estado de resolución. 

Con la relación de los hechos manifiestan confor- 
midad los demás señores Ministros del Tribunal. 

En seguida pasa á plantear las siguientes cues- 
tiones. 

1^ ¿Deben 6 nó agregarse al valor de las merca- 
derías vendidas en remate pertenecientes á la casa 
de comercio del finado Don Julián Aguirre, sus bie- 
nes propios, á los efectos de responder con su valor 
al resultado de la sociedad comercial entre Soto y 
Aguirre? 

2^ ¿ Procede la confirmación de la sentencia 
recurrida^ con cosías ó sin ellas? 

A la primera cuestión, continúa el mismo Dr. 
Aquino diciendo: 

Demandante y demandados están conformes en 
que se trata, en esta cuestión, de una sociedad comer- 
cial de capital é industria, en la que don Francisco 
Soto era el capitalista y Don Julián Aguirre el indus- 
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trial. Hay acuerdo también, ó, por lo menos, ha que- 
dado ejecutoriada la sentencia del Inferior, en cuanto 
que se ha justificado en legal forma la existencia de 
aquella sociedad para establecer las responsabihda- 
des de los socios en sí. Queda, por consiguiente, co- 
mo único problema de los que fueron objeto del liti- 
gio en 1^ instancia, el de saber, si la responsabilidad 
del finado Aguirre, con relación á su ex-socio Soto, 
se extiende sobre los bienes que no estaban incluidos 
en el comercio. 

La sociedad de capital é industria establece para 
las partes contratantes una responsabilidad bien dis- 
tinta, y es muy limitada para el socio industrial. 

En caso de pérdida, no está obligado á responder 
ni con las ganancias obtenidas, art. 441 del Cód. de 
Comercio. En ningún caso, dice el artículo citado, 
estará obligado á devolver á la masa las cantidades 
que hubiese recibido por su parte de ganancias, salvo 
fraude ó dolo. Según el Dr. Obarrio « esta disposi- 
ción se funda: 1^ en que ellas han sido adquiridas de 
buena fé; 2® en que, á la época de la entrega, la so- 
ciedad estaba perfectamente solvente; 3® en que en 
una sociedad colectiva, las ganancias resultantes de 
los balances periódicos no quedan especialmente 
afectadas á las operaciones sociales, desde que esas 
operaciones cuentan con la garantía personal de los 
socios capitalistas, y 4^ en que esas ganancias han 
sido adquiridas en virtud de un título oneroso, desde 
que constituyen la retribución del servicio prestado 
por el habilitado» Derecho Comercial, tomo I, pági- 
na. 312. Constituye, pues, un bien distinto del capital 
social, y perteneciendo este capital al socio capita- 
lista, de él y no de otro es la responsabilidad que 
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puede resultar de aquellas operaciones propias del 
comercio. 

El actor, estando conforme en que se trata de un 
simple habilitado, no ha tratado de justificar que los 
bienes que están á nombre del ex-socio industrial 
formaron parte del comercio, como capital social, 
pues aún suponiendo que no hubiesen sido adquiri- 
dos con sus ganancias, no estaría obligado á respon- 
der con ellos á los compromisos contraídos en el 
negocio, artículo 441. Entonces, la prueba ha de- 
bido justificar que hubo fraude, que hubo dolo de 
parte del socio industrial en haber adquirido aquellos 
bienes, distrayendo en ellos una parte del capital 
social, extremo ó hecho que no se ha justificado ni 
indirectamente siquiera, porque de las circunstancias 
de haber sido Aguirre un pobre, un vago, no se 
puede deducir que los ganados y demás bienes in- 
ventariados, fuera del negocio, sean ó hayan sido 
adquiridos con valores ágenos. Como un hecho ilíci- 
to capaz de privar de un derecho, debe quedar cons- 
tatado en estos autos, lo que en este caso no ha 
sucedido, y, por consecuencia, la sucesión de Aguirre 
no está en el caso de la última parte del artículo 389, 
Código actual, ó 441 del antiguo. La responsabilidad 
del socio industrial, como dice el Dr. Segovia, se 
limita siempre al valor de su industria, incorporado á 
los demás valores sociales, art. 1779 del Código Ci- 
vil, tanto que no responde siquiera con lo recibido á 
título de ganancias. Nota 1404. En la 1338 critica la 
existencia de esa clase de sociedades, en la que el socio 
industrial puede ganar indefinidamente, al paso que en 
el caso de pérdidas queda como insolvente, quedan- 
do exento de reponsabilidad hasta de las ganancias.» 
El habilitador ó socio capitalista, es el único respon- 
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sable solidario, y el socio industrial no puede contra- 
tar á nombre de la sociedad, ni responde con sus 
bienes propios á los acreedores de ella. Como se ve, 
el artículo citado, como los autores comentaristas, 
no hacen la distinción que el actor quiere establecer 
respecto de la responsabilidad con relación á los ter- 
ceros y con el mismo socio. Para este caso, cree el 
actor que el socio industrial no está libre de las car- 
gas legales consiguientes al mal resultado del nego- 
cio; pero, como se comprende, este caso ha debido 
estar previsto en el contrato social, ó debe resultar 
de las disposiciones legales, que prescriben respon- 
sabilidades ú obligaciones para los casos que haya 
mediado acción dolosa ó fraudulenta como sanción 
legítima de toda culpa ó negligencia. En este asunto, 
ni está previsto el caso en las bases del convenio, ni 
se ha probado la mala fe ó dolo en los actos del de- 
mandado, de donde se deduce que los bienes inven- 
tariados, fuera de las mercaderías, no forman parte 
del capital social, ó, lo que es lo mismo, que el socio 
industrial Aguirre, hoy su sucesión, no debe respon- 
der con sus bienes propios alas pérdidas de una par- 
te de ese capital, y voto en este sentido. 

Los demás señores vocales adhieren á este voto. 

Respecto de la segunda cuestión, el mismo vocal 
Dr. Aquino dice: Según los fundamentos de mi voto 
á propósito de la primera cuestión, la sentencia de 
1* instancia se ajusta á los términos de la ley, de 
manera que sus conclusiones son justas y arregladas 
á estricto derecho, por cuya consideración es mi opi- 
nión que ella debe ser confirmada en todas sus par- 
tes, con costas, de acuerdo con lo que prescribe el 
artículo 299 del Código de Procedimientos, y voto 
en este sentido. 
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Los demás señores Vocales adhieren igualmente 
á este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mi Secretario de que doy fé. 

SENTENCIA 

N^ 17. Corrientes,Ma3^o 12 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente, se confirma con 
costas la sentencia de foja doscientas cuarenta y nue- 
ve, regulándose los honorarios del Dr. Valenzuela 
en ciento cincuenta pesos moneda nacional. Repues- 
tas las fojas, devuélvanse al Juzgado de su proce- 
dencia. 

Ricardo Osuna 

Lorenzo J. Aquino — Félix Luna 

J. Sayanca — José F. Soler 

Ante mí 

Josí^ F. Rivera 

Secretario 
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CXLIV 

Sumario: — 1^ No concurriendo todos los requisitos legales 
de la legítima defensa, el homicidio debe consi- 
derarse doloso. 

2^ Debe considerarse como provocado por la 
víctima el homicidio cometido en la persona de 
un dueño de casa que, pretendiendo sofocar 
una riña y hacer respetar su autoridad, ataca 
sable en mano y derriba de un golpe al herma- 
no del que motivó la riña, cuyo autor acto con- 
tinuo saca un puñal y en lucha le mata. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á doce días de mayo 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en el 
salón de acuerdos el señor Presidente y los señores 
Vocales titulares del Superior Tribunal de Justicia, 
tomaron en consideración la causa criminal seguida 
contra Concepción Díaz por muerte dada á Antonio 
Alvarez, en el Departamento de Empedrado, elevada 
en consulta del fallo pronunciado por el señor Juez 
del Crimen de esta Capital, corriente de fojas diecio- 
cho vuelta á veintidós de los autos. 

Practicado el sorteo de ley, resultó que los seño- 
res Ministros debían votar en el orden que sigue: Doc- 
tores Osuna, Aquino, Sayanca, Balbastro y Luna. 

El Ministro Dr. Osuna expuso : 

Hechos: Este proceso se sigue de oficio á Con- 
cepción Díaz por muerte dada á Antonio Alvarez, en 
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el Departamento de Empedrado, en la noche del die- 
cisiete de Agosto del año mil ochocientos noventa y 
cinco, cuyo hecho ocurrió en la misma casa del fi- 
nado. 

Interrogado el presunto delincuente por el Juez 
de Paz sobre el hecho ocurrido, declaró : que él, con 
su hermano Blas, Buenaventura Silva y Blas Pérez, 
habían ido, en la noche expresada, á casa de Trán- 
sito de Alvarez, donde tenía lugar un baile, y al 
aproximarse á ella, Florencio Ramírez le motejó di- 
ciéndole : cabeza de chancho^ de siirubí; que á pesar 
de haberle observado que no le agradaba tal expre- 
sión^ volvió á repetirle, que entonces le dio dos bofe- 
tadas, lo que produjo una pelea entre particulares y 
vigilantes; que en esta circunstancia llegó al lugar del 
suceso Antonio Alvarez con un sable en la mano, con 
el que le dio un golpe á Blas Díaz, derribándolo al 
suelo, y dirigiéndose en seguida hacia el procesado le 
dijo que se contuviese; que en este acto, Alvarez lo 
retó y quiso pegarle; que fué entonces cuando le in- 
firió una puñalada con su cuchillo de cabo de naran- 
jo, cuya vaina la reconoció en el mismo acto (foja 5 
vuelta). 

Blas Díaz, hermano del procesado, dice que él 
notó que Concepción y Florencio Ramírez se traba- 
ron en palabras, á quien le dio dos trompadas, pero 
que ignora el fundamento del incidente; que al pro- 
ducirse el barullo se presentó, para contenerlo á su 
hermano, y que en esto salió Alvarez del interior de 
la habitación con un sable, con el propósito de im- 
ponerles orden, dándole al declarante un planazo con 
el sable, que le echó al suelo; que en esta circunstan- 
cia le infirió una puñalado su hermano, con su cu- 
chillo (fojas 4 á 5), 
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Buenaventura SiLVx\ (f. 2), declara: que el barullo 
fué provocado por Florencio Ramírez, y que en esa 
ocasión oyó decir á Concepción Diaz: «siempre us- 
ted habla sonceras !> y que luego le dio dos trompa- 
das á Ramírez; que viendo esto Blas Diaz, hermano 
del procesado, se interpuso entre ambos; que en esta 
circunstancia salió del interior de la casa Antonio 
Alvarez armado de un sable con el cual dio un cinta- 
razo á Blas, que le derribó al suelo; en presencia de 
ello, Concepción le dijo al agresor: conténgase^ alo 
que contestó éste: Vd. también tiene que embrotnarse; 
que entonces Concepción le infirió una puñalada con 
su cuchillo. 

Blas Pérez, que se encontró en la reunión, no dá ra- 
zón de cómo se produjo la riña, que dio por resultado 
la muerte de Alvarez, f. 3 vta. 

Pedro Arias, vigilante, á fs. 7 y 8, declara: ignora 
cómo tuvo lugar el disgusto entre Concepción Díaz 
y Ramírez, que sólo vio que el primero dio al segundo 
una trompada; visto lo cual observó á Concepción 
sobre su proceder, quien le contestó que había ter- 
minado; que en esto salió Silva con un garrote y car- 
gó al declarante, y en defensa de ellos salió Alvarez 
con un sable procurando evitar el barullo, como dueño 
de casa; que durante la lucha oyó decir á Concepción: 
donde vas Antonio Alvarez, siempre sos engreído, 
ya te herí», y que eran amigos. 

Isidro Alvarez, hermano de la víctima, á f . 6 vta. 
depone : que después de un cambio de palabras que 
tuvo Concepción con el Comisario Calvo, Florencio 
Ramírez le dijo á aquél : cabeza de minibíy por lo que 
se disgustó, diciéndole que no le repita tal expresión, 
a lo que repuso Ramírez que le había dicho porque 
chanceaban; que en seguida Concepción le dio una 
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bofetada á Ramírez, produciéndose con este motivo 
una riña entre los circunstantes, que en estas circuns- 
tancias le avisaron que su hermano Antonio estaba 
gravemente herido; que cuando fué á verlo, lo en- 
contró agonizando, y que su heridor era Concepción. 

Florencio Ramírez, á f. 1^ expone: que fué Con- 
cepción Diaz el que le dirijió las palabras cabeza de 
dorado^ y que le manifestó que quería pelearlo, sa- 
liendo Silva en defensa de Díaz, lo que orijinó una 
pelea, en cuya situación oyó decir á Concepción que 
le hirió á Alvarez. 

A fojas 9 y 10, el procesado se ratificó en su de- 
claración ante el Juez de la causa. Cerrado el suma- 
rio, se pasó en vista al Agente Fiscal, quién calificó 
el hecho que motiva el proceso, de homicidio simple, 
y que el caso estaba regido por el artículo 97 del 
Código Penal, y pedía para el encausado la pena de 
3 años de prisión; para cuyo efecto pedía la elevación 
de la causa á estado de plenario. 

Nombrado defensor del encausado al de Pobres 
y Menores, éste se expidió contestando á la clasifica- 
ción hecha por el Ministerio Fiscal f. 14. 

La causa se recibió á prueba por veinte días, sin 
que ninguna se hubiese producido por las partes, 
según la nota del Secretario, f. 14 vta. 

Pasado al Ministerio Fiscal á los efectos del artí- 
culo 471 del Cód. de Proc. en lo Crim., aquél se ex- 
pidió reproduciendo los fundamentos de su dictamen 
anterior, y acusando al procesado por el homicidio 
cometido en la persona de Antonio Alverez, pidiendo 
para él la pena de tres años de prisión, dadas las 
circunstancias con que se perpetró el hecho, de acuer- 
do con el artículo 97 del citado Código, f. 15 vta. 

Corrido traslado al defensor, éste presentó la de- 
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fensa alegando que se trataba de un caso de legíti- 
ma defensa, y que su defendido debe ser declarado 
libre de toda culpa y pena, fundándose en las cons- 
tancias de los autos y en las disposiciones legales ci- 
tadas. 

Llamado autos, el Inferior pronunció el fallo de 
fs. 18 vt. á 21, condenando al procesado Concepción 
Diaz á la pena de tres años de presidio, a contar des- 
de el dia en que fué constituido en prisión, y al pago 
de las costas procesales y á las demás penas anexas, 
de conformidad al artículo 96 inciso 3® del recordado 
Código Penal. 

De esta sentencia no se ha apelado, y el Inferior 
elevó la causa en consulta á este Superior Tribunal, 
de acuerdo con lo prescripto en el artículo 701 del 
mencionado Código de Procedimientos (f. 22). 

Elevados los autos, la causa fué tramitada con 
todas las formalidades legales, produciéndose los es- 
critos respectivos de expresión de agravios y la re- 
futación de parte del Procurador General, insistiendo 
el Defensor en que su defendido no es responsable 
del hecho cometido, por haberse producido en de- 
fensa no sólo de la vida del hermano del procesado, 
sino también de la suya propia, basado en las consi- 
deraciones legales aducidas. 

Llamado autos, esta causa se encuentra en esta- 
do de resolverse. 

Los Camaristas Dres. Aquino, Sayanca y Balbas- 
tro manifiestan su conformidad con la precedente ex- 
posición de los hechos. 

Y el Dr. Luna los relató así : 

El Juez de Paz interino del Empedrado, don José 
V. Escobar, habiendo recibido un parte donde se 
denunciaba que el vecino Antonio Alvarez había si- 
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do asesinado en su casa, la noche del diecisiete de 
agosto de mil ochocientos noventa y cinco, se cons- 
tituyó en su domicilio y procedió á verificar el hecho 
por medio de un reconocimiento por ante los testigos 
Miguel Pérez y Enrique Acevedo, encontrando el ca- 
dáver de un hombre tendido en una sala, con una he- 
rida de cuchillo sobre la tetilla derecha, de dos pul- 
gadas de largo y una de ancho, ignorando la profun- 
didad de ella, cuyo cadáver era el de Antonio Alva- 
rez, muerto por Concepción Díaz, en ima reunión 
que hubo en casa del primero. Averiguado el modo 
cómo tuvo lugar el hecho por medio de una informa- 
ción de testigos, resultó que en la noche indicada, 
hallándose en dicha casa Concepción Díaz, su her- 
mano Blas Díaz, Buenaventura Silva, Blas Pérez, el 
gendarme Pedro Arias y Florencio Ramírez, princi- 
pió este último á dirigir al primero apodos en tono 
de broma, diciéndole «cabeza de zurubí, cabezón t, 
etc. Aquél le manifestó su desagrado con algunas 
palabras y después le dio unas trompadas, á conse- 
cuencia de lo que se trabó una lucha ó pelea en que 
intervinieron el gendarme Pedro Arias, Buenaventura 
Silva con un garrote, Blas Díaz con un bastón, Blas 
Pérez con un rebenquií y Antonio Alvarez que vino 
al lugar del suceso con im sable en la mano, y que 
dio á Blas Díaz un cintarazo echándolo al suelo. 
Concepción Díaz, en estos momentos de confusión, 
infirió una puñalada á Antonio Alvarez, de la cual 
murió á los pocos monientos. 

Iniciada de este modo la causa por el Juez de Paz 
del Empedrado, tomó declaración á todas las perso- 
nas que se hallaron presentes en el suceso, compro- 
bándose el hecho tal como queda indicado, remitien- 
do el presunto delincuente Concepción Díaz, con el 

FalloB del 8- T. de Jnst y Bzma. C. de ApeL — Tomo m 6 
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sumario instruido, al Juez del Crimen de esta Capital, 
ante quien prestó su declaración indagatoria nueva- 
mente, ratificando en todo la prestada ante el de Paz, 
nombrándosele defensor al de Pobres, según consta 
de las diligencias de fs. 1^ á 10. 

Cerrado el sumario, clasificado el delito, abierta 
la causa á prueba y deducida la acusación por el 
Agente Fiscal, pidió que se le imponga al reo Con- 
cepción Díaz la pena de tres años de prisión, de con- 
formidad al articula 97 del Código Penal. Corrido 
traslado al defensor del procesado, se expidió pi- 
diendo que se le ponga en libertad, libre de culpa y 
pena, por haberse hallado en caso de legítima defen- 
sa, apoyándose en la disposición del artículo 81, in- 
cisos 8® y 9^ del mismo Código, y llamados los autos 
se falló en primera instancia, condenándolo á la pena 
de tres años de presidio, al pago de costas y demás 
penas anexas. 

Elevados en consulta los autos al Superior Tribu- 
nal, por no haberse interpuesto apelación, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 701 del Cód. de P., se 
expresaron y contestaron los agravios respectiva- 
mente por el Defensor y señor Procurador General, 
y llamados los autos, esta causa se halla para resol- 
verse. 

Acto continuo, el Tribunal planteo las siguientes 
cuestiones : 

/* ¿El encausado se ha hallado en estado de le- 
gítima defensa? 

2^ ¿Es justa ó injusta la sentencia consultada? 

Sobre la primera cuestión, el mismo Dr. Osuna 
expuso : 
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Antonio Alvarez fué muerto de una puñalada que 
le infirió el encausado Concepción Díaz. 

Este hecho se halla justificado por la diligencia 
practicada por el Juez de Paz, de foja 1% por la con- 
fesión del mismo procesado y por las demás circuns- 
tancias del proceso, de las que se ha hecho mérito 
en la solución que queda hecha, todo lo que consti- 
tuye prueba plena, según el artículo 315 del Código 
de P. en materia criminal. El encausado alega que el 
hecho tuvo lugar en defensa propia y en vista tam- 
bién de que su hermano Blas había sido golpeado y 
derribado al suelo de un sablazo por el finado Alva- 
rez. 

De las declaraciones del procesado, de foja cinco 
vuelta, ratificadas á fs. 9 y 10; de Buenaventura Sil- 
va, f. 2; de Isidoro Alvarez, hermano del finado, foja 
6 vta., y de Blas Díaz y Pedro Arias, fs 4 á 5y 7 á 8, 
respectivamente, que son concordantes con los di- 
chos de los tres primeros^ resulta probado que el en- 
causado no fué el promotor del desorden que se pro- 
dujo, sino Florencio Ramírez, quien le dirijió pala- 
bras injuriosas en presencia de una reunión de per- 
sonas que se encontraban en la fiesta, lo que originó 
que Concepción le diese dos cachetadas, producién- 
dose con este motivo un barullo, en el que habiendo 
intervenido Alvarez armado de un sable con el fin de 
imponer orden, le dio un golpe con dicha arma á Blas 
Díaz, que le volteó, siendo en esa ocasión herido por 
el procesado con su cuchillo, única arma que tuvo en 
la noche del suceso. 

En estos autos sólo existe la declaración de Flo- 
rencio Ramírez, foja 1*, quien afirma que fué Concep- 
ción el que lo provocó con palabras insultantes, co- 
mo las de cabesa de dorado^ y que lo quiso pelear, 

9 
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pero ésto está desmentido por las constancias del su- 
mario, como queda demostrado por las demás depo- 
siciones de los testigos citados. 

Dé modo que quedan perfectamente establecidas 
dos circunstancias importantes que favorecen al pro- 
cesado para considerarse justificada ante la ley la ac- 
titud desplegada en la lucha que tuvo lugar: 

1* Que el procesado no ha sido el provocador del 
incidente, porque las cachetadas dadas á Ramírez 
fueron la consecuencia de la irritación que le produ- 
jo la imprudencia de éste. 

2* Que cuando se produjo el barullo, se presentó 
el finado Alvarez armado de un sable y con él lo aco- 
metió á Blas Díaz, hermano del encausado, cayendo 
al suelo á consecuencias del golpe recibido, y diri- 
giéndose luego hacia éste en actitud amenazante, 
hizo uso de su cuchillo para herirlo al injusto agre- 
sor, en defensa de su hermano y de su propia exis- 
tencia, que corrían serio peligro. 

Es indudable que si Alvarez no le dá el sablazo 
á Blas, no lo hiere Concepción, porque con él no ha 
sido la cuestión. Alvarez, pues, provocó el lance con 
su injustificada actitud, y digo injustificada, porque 
sin averiguar el origen del desorden ocurrido en su 
casa, agredió violentamente con su espada á Blas, 
que había ocurrido á contenerlo á su hermano Con- 
cepción para que no continuara pegándole á Ramí- 
rez; y era tanto más infundado el proceder de Alva- 
rez, si se tiene en cuenta que en el lugar del suceso 
estaba presente un guardián del orden público, cum- 
pliendo ya con sus deberes para hacer cesar el ba- 
rullo producido. 

En semejante situación, pues, la actitud del pro- 
cesado estaba legitimada, porque veía á su hermano 
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que era agredido y azotado indebidamente con una 
arma temible como es el sable, y que quizá por el es- 
tado de furor en que se encontraba el agresor, podía 
ser él mismo ultimado. 

Ahora bien: según el art^ 81 inc^ 9 del Cód. Pen., 
están exentos también de pena los que obran en de- 
fensa de las personas ó derechos de sus ascendientes, 
descendientes, cónyuges ó hermanos^ etc., siempre 
que concurran la 1* y 2* circunstancias expresadas 
en el inciso anterior. 

Es indudable que, en el caso sub-judice^ militan 
dichas circunstancias justificativas, es decir, agresión 
ilegítima de parte de Alvarez al golpearlo á Blas Díaz, 
y necesidad racional del medio empleado por el pro- 
cesado para repeler el ataque llevado á cabo en la 
persona de su hermano, que no tenía culpa en la 
producción del incidente, y aún más, dicho procesa- 
do no fué tampoco promotor del primer incidente con 
Ramírez. En efecto, el medio de defensa empleado 
por Concepción estaba en proporción á la gravedad 
del ataque inferido por Alvarez, quien golpeó con su 
sable al hermano, derribándolo al suelo y que pudo 
tener consecuencias graves. 

El caso de legítima defensa, pues, á mi juicio, es- 
tá perfectamente caracterizado, porque el encausado, 
no habiendo tenido más arma que su cuchillo, se vio 
obligado á hacer uso de él, hiriendo al injusto agre- 
sor de su hermano para garantirlo del serio peligro 
en que se encontraban, y, por consiguiente, no hubo 
exceso en la defensa, como se pretende por el Minis- 
terio Fiscal. 

A este respecto la defensa hace una cita de doc- 
trinas muy oportunas que ilustran esta cuestión. 

El Fiscal Gerónimo Cortés, jurisconsulto distin- 
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guido del foro argentino, dictaminó en un caso aná- 
logo, sosteniendo la siguiente tesis; «No es una me- 
ra provocación la agresión con un machete, sino un 
verdadero ataque; aunque fueran los golpes de pla- 
no, no era inverosimil que, exasperado, el agresor 
tirase de filo. Aunque sólo se tratase de una paliza, 
no había obligación de sufrirla. Es un derecho el no 
dejarse golpear, y siendo el arma para la defensa nn 
cuchillo, no había exceso en servirse de éste. » (C. C. 
de la Cap. Fed., ser. 2^, tomo P, pág. 266.) 

Y bien, la argumentación del referido Dr* Cortés 
es perfectamente aplicable á nuestro caso, porque el 
arma de que se valió i^ntonio Alvarez para agredir 
al hermano del encausado Concepción es de las que 
causan la muerte, y el empleo de su cuchillo para re- 
peler el ataque era un acto legítimo. 

El Dr. Rivarola, en su Exposición y crítica del Có- 
digo Penal, tomo P, al tratar sobre este punto, como 
Pacheco comentando el Código Penal de España re- 
formado en 1870, del que ha sido tomado el nuestro, 
fijan igual interpretación á las palabras de la ley, y 
están de acuerdo sobre la doctrina sostenida por el 
Dr. Cortés, fundada en la ley 2% tít. 8^, part. 7% cuan- 
do exime de pena al que matare, «viniendo el otro 
contra él, trayendo en la mano cuchillo sacado ó pie- 
dra, ó palo ú otra arma cualquiera con que lo pu- 
diera matar; e non ha de esperar que el otro le fiera 
primeramente, porque podría acaescer que por el pri- 
mer golpe que le diese podría morir el que fuere aco- 
metido, é después non se podría amparar. » 

Ahora bien, como nuestro Cód. Penal hace ex- 
tensivo el derecho de defensa á favor de los parien- 
tes, la doctrina citada es aplicable al caso presente, 
de donde resulta que el medio de defensa empleado 
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por el encausado para garantir la persona de su her- 
mano agredido, ha sido racional y lícito, y, por con- 
secuencia, no puede ser responsable de la muerte del 
injusto agresor. 

No es, pues, exacto cuando la sentencia consul- 
tada da por probado que el procesado haya sido el 
provocador del incidente, ni menos que hubiese sido 
el agresor, pues, como lo tengo demostrado, las cache- 
tadas inferidas por aquél, fueron la consecuencia de 
las palabras injuriosas proferidas por Ramírez, y que 
el verdadero agresor de Blas Díaz, hermano de Con- 
cepción, fué el infeliz Antonio Alvarez. 

Por consiguiente, ni el Ministerio Fiscal, ni el 
Juez inferior, se han colocado en el terreno de la ver- 
dad legal cuando afirman que no es un caso de le- 
gítima defensa. 

Por los fundamentos expuestos, mi voto es por 
la afirmativa en esta cuestión. 

Respecto de esta cuestión, dijo el Dr. Aquino : 

Opino que el homicidio perpetrado por el proce- 
sado Concepción Díaz en la persona de Antonio Al- 
varez no puede ser considerado como ejecutado en 
legítima defensa, por la razón fundamental de que el 
punto inicial del desorden realizado en la casa de la 
víctima fué promovido por las dos bofetadas que apli- 
có el procesado Díaz á Florencio Ramírez, sin que 
pueda tener valor legal el mote ó broma con que lo 
provocara, porque un apodo más ó menos hiriente 
entre amigos, como eran Ramírez y Díaz, no pudo 
haber dado margen á una ofensa t^m sangrienta del 
género de la que fué objeto Ramírez. El castigo era 
tan grave que necesariamente ha debido producir el 
desorden que en seguida se produjo, y en esta cir- 
cunstancia en ningún momento es más legítima la 
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intervención del dueño de casa, interesado natural- 
mente en evitar cualquier desgracia. Es por esto que 
Antonio Alvarez, una vez en conocimiento del de- 
sorden, salió armado de una espada, y, en la confu- 
sión muy consiguiente en esos casos, aplicó un golpe 
á uno de los promotores para contenerlo, lo que fué 
bastante para el procesado para atropellar á la víc- 
tima y envasarla con su cuchillo. 

En presencia de estos hechos, que están perfecta- 
mente comprobados por los testigos presenciales y 
por la confesión del procesado, ocurre preguntar ¿han 
concurrido en el homicidio de Antonio Alvarez las 
tres circunstancias exigidas por el enciso 8® del artí- 
culo 81 del Cód. Pen., es decir, la agresión ilegítima, 
necesidad racional del medio empleado para impe- 
dirla ó repelerla y falta de provocación suficiente por 
parte del que se defiende? La primera condición exi- 
gida no está cumplida en este proceso, pues no pue- 
de apreciarse en este sentido la intervención del due- 
ño de casa, la víctima después, en el desorden, con el 
objeto de aplacarlo. El tenía graves responsabilida- 
des por las desgracias que pudieran suceder, y en- 
tonces obró cuerdamente al salir armado. El planazo 
dado á Blas Díaz, aún cuando pudiera estimarse co- 
mo una ofensa grave para el agredido, no envolvía 
un peligro inminente de muerte, agresión que en tal 
caso ha podido ser reprimida por la autoridad com- 
petente, pero por eso no podrá ser considerada ile- 
gítima, pues como se desprende del proceso, que no 
tuvo otro propósito que evitar el desorden, con ma- 
yor razón cuando su acción era coadyuvante de la 
policial que se proponía el mismo fin. El dueño de 
casa debía estar interesado como el que más en evi- 
tar el barullo, y es éste el único móvil que debe te- 
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nerse en cuenta para apreciar, á la luz de la verdad, 
el acto que ejercitó la víctima, cuando recibió la pu- 
ñalada que lo dejó sin vida. No es criminal quien ha- 
ce uso de un arma y aplica un golpe de plano á uno 
de los promotores del desorden con el objeto de evi- 
tarlo. No hubo en aquel proceder una intención cri- 
minal, sino un interés legítimo, y entonces hay que 
deducir, en conclusión, que la agresión de que fué 
objeto Blas Díaz no es ilegítima, y, por consecuen- 
cia, el homicidio perpetrado no fué en legítima de- 
fensa. 

Todavía pudiera apreciarse que el medio emplea- 
do para repeler ó impedir la agresión fuera conside- 
rado racional, pero es el caso que el tercer requisito 
ó circunstancia no se habría llenado, como puede ver- 
se del proceso, pues consta de una manera evidente, 
como lo resuelve el Inferior, que el autor ó promotor 
del desorden no fué otro sino el procesado, sin mo- 
tivo, sin razón, pues las ofensas á que se hace refe- 
rencia no son tales en la sociedad de la gente edu- 
cada, y mucho menos deben serlo entre las personas 
que viven y se conocen generalmente por apodo, 
ignorando muchas veces el propio nombre. Las dos 
bofetadas aplicadas á Ramírez fueron pues injustas, 
y ellas fueron la causa principal del desorden y lo 
que dio margen al homicidio de Antonio Alvarez. 

Rivarola, al comentar este inciso en su obra, to- 
mo I®, n® 131, dice: «El fundamento de esta circuns- 
tancia (la falta de provocación suficiente por parte 
del que se defiende), se percibe fácilmente. Si una 
agresión ilegítima autoriza el uso de los medios ra- 
cionalmente necesarios para impedirla ó repelerla, 
forzoso es que el que se defiende no haya sido el pro- 
vocador de la agresión. Si ésta se produjo, no fué 
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entonces sino hija de la provocación del agredido, 
su propia obra, su propia culpa. Pero es claro tam- 
bién que la provocación debe ser suficiente para de- 
terminar la agresión. Es preciso que, según el orden 
en que corren y naturalmente se producen estos he- 
chos, la provocación deba ordinariamente determinar 
una agresión. Tratándose de una provocación sin im- 
portancia, según las circunstancias de personas, de 
lugar y de tiempo, no se juzgaría que pudo justificar 
la agresión, y, en este caso, la defensa estaría justi- 
ficada. » 

En el caso en cuestión, son dos bofetadas las que 
provocaron el desorden y la intervención de la vícti- 
ma. Tampoco se ha llenado, pues, esta circunstancia 
de la defensa legítima. 

Por estas consideraciones, es mi opinión que el 
homicidio de Antonio Alvarez no es el caso de legí- 
tima defensa, y voto en este sentido. 

A esta misma cuestión el Dr. Sayanca agregó : 

Que su opinión era, como la del Fiscal Robert y 
la del Camarista Aquino, que el homicidio cometido 
por Concepción Díaz debe regirse por la disposición 
contenida en el art^ 97 del Cód. Pen. Que la víctima 
provocó el acto homicida, consta en autos de modo 
indubitable ; si Alvarez no hubiese atacado armado 
á Blas Díaz, hermano de Concepción, y derribá- 
dolo de un golpe, el delito no se hubiese cometido. 
Nada hace creer qne el reo tuviese la menor inten- 
ción de dañar á Alvarez; la cuestión fué con Ramí- 
rez, y sin hacer uso sino de los puños. Es cuando Al- 
varez, sable en mano, ataca y derriba al hermano de 
Concepción, que éste saca su puñal y en lucha con 
Alvarez le mata. 

Pero de ésto, á que procede la revocación absol- 
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viendo á Díaz, por haber usado del derecho natural 
de legítima defensa, como lo entiende el Dr. Osuna, 
va mucha distancia. Ninguna de las tres condiciones 
requeridas por el Código, en su art° 81, inc. 8°, para 
la procedencia de esta causa eximente, á excepción 
quizá de la segunda, concurren en este caso. 

La agresión de Alvarez, si bien excesiva en el 
modo, fué legítima en su causa; él era dueño de casa 
y además, en cierto modo, responsable de lo que en 
ella pasaba; y si bien es cierto que la falta partió de 
Concepción Díaz, Blas y otros se aprestaron á de- 
fender á aquél, como consta de autos, y pudo así ser 
atacado Blas también. 

Tampoco puede alegarse en favor de la legítima 
defensa pretendida la falta de provocación suficiente 
por parte del homicida, pues que él fué el provoca- 
dor, armando sin causa un escándalo y desorden en 
casa de su agresor, que éste pretendió extinguir tan 
desgraciadamente. Tal provocación autorizaba la in- 
tervención violenta del ofendido. 

En cuanto á la necesidad racional del medio em- 
pleado por Concepción, ésta pudo haber existido, y 
en la duda debemos admitirla. Todos los autores es- 
tan contestes en que una agresión llevada á mano 
armada, con arma mortífera, autoriza la defensa has- 
ta el homicidio, sin necesidad de esperar ser herido. 
De autos no está suficientemente probado que Alva- 
rez acometiese á Concepción Díaz, pero sí que aco- 
metió y derribó de un sablazo á su hermano Blas. 
Como éste no era d promotor del desorden sino Con- 
cepción, lógicamente debió éste comprender que con 
más razón sería él atacado también. El incidente de 
haber dado el golpe de plano y no de filo, es de nin- 
gún valor para el caso, pues un golpe de esa natu- 
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raleza se juzga en el momento por sus efectos, ya 
que no puede verse ó puede no verse cómo se pega. 

Ahora bien; si se tiene en cuenta que el derriba- 
do en tales circunstancias y de tal modo era hermano 
del reo y que había ido en defensa de éste, la defen- 
sa de Concepción no puede contituir sino un homi- 
cidio simple, calificado de provocado, y regirse por 
lo dispuesto en el art° 97 del Cód. Pen., por no tratarse 
de un caso de legítima defensa sino de un homicidio 
provocado por la víctima, que se extralimitó en sus 
derechos. 

El Dr. Balbastro adhirió á los votos de losDres. 
Aquino y Sayanca. 

El Dr, Luna expuso : 

Que el cuerpo del delito, como su autor, se hallan 
comprobados, no sólo por el reconocimiento de foja 
primera, practicado por el Juez de Paz de Empedra- 
do por ante dos testigos en que se consigna que en- 
contró un hombre muerto y que se llamaba Antonio 
Alvarez, sino también por todas las declaraciones del 
sumario y por la confesión del reo, en la que declara 
que él fué quien le dio la puñalada á Alvarez, después 
de haber visto el golpe que éste dio á su hermano 
con un sable que llevó en la mano, confesión que ra- 
tifica en las declaraciones prestadas ante el Juez del 
Crimen, una vez que éste asumió el conocimiento de 
la causa. Esta confesión estaba de acuerdo con las 
constancias del sumario, y llena exactamente todos 
los requisitos que indica el art^ 315 del Cód. de P. 
en lo Crim.; por lo tanto, mi voto es afirmativo en 
esta cuestión, ésto es, que está comprobado el cuer- 
po del delito, la muerte violenta dada á Antonio Al- 
varez, la noche del 17 de agosto de 1895, siendo el 
autor Concepción Díaz. 
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Que para saber la pena que debe imponerse al 
procesado, era necesario clasificar el delito en las 
condiciones que había sido cometido, el cual tuvo 
lugar en momentos que se producía una pelea contra 
Concepción Díaz y Florencio Ramírez, en que inter- 
vinieron varias personas por una y otra parte, unas 
para apartarlas, como era el gendarme Pedro Arias, 
y otras para defender á Díaz, como su hermano Blas 
Díaz y Buenaventura Silva. En estas circunstancias es 
cuando se presentó Antonio Alvarez con un sable en la 
mano, con el cual dio un golpe á Blas Díaz, que lo echó 
por tierra, recibiendo acto continuo Alvarez, y en me- 
dio de la confusión que produjo el desorden, una pu- 
ñalada inferida por Concepción Díaz, que le causó la 
muerte casi instantáneamente. En este acto todo es 
precipitado é imprevisto, y no puede determinarse 
circunstancia alguna agravante por la cual pueda 
clasificarse el delito de otro modo que de homicidio 
simple, que cae directamente bajo la disposición del 
art^ 96, inc® 3^ del Cód. Pen., según la circunstancia 
atenuante de que luego se hará mérito. 

El defensor del procesado ha alegado el caso de 
legítima defensa en que se ha hallado su defendido, 
fundándose en la agresión ilegítima de que ha sido^ 
objeto su hermano Blas Díaz por la víctima Anto-' 
nio Alvarez, al haberle dado el golpe con el sable 
que le echó por tierra, y se apoya en la disposición 
del art^ 81, inc^ 8® y 9°, que exime de pena al que 
obra en defensa de sus ascendientes, descendientes, 
cónyuges ó hermanos. Pero no hay tal agresión ile- 
gítima, de que habla el defensor. Cuando Alvarez 
salió con el sable en la mano, no fué á agredir á per- 
sona determinada, sino á contener el desorden, y uno 
de los medios de que se valió para conseguir su ob- 
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jeto fué dar un golpe con el mismo al primero que 
se le presentó, que sin duda fué Blas Díaz, y ésto en 
medio de la confusión en que se hallaban todos en 
la pelea. La intención es lo que debe buscarse en la 
acción, y no tomar el hecho aislado para darle un ca- 
rácter distinto del que tiene. Ella está perfectamente 
conocida, no sólo por el objeto con que salió, sino 
también por la clase de golpe que dio, que no fué de 
filo sino de plano, únicamente para conseguir lo que 
se proponía. Su proceder está aparentemente justifi- 
cado y no puede ser considerado como una agresión 
ilegítima. 

La agresión de que habla el Cód. Pen. es aquélla 
que no tiene justificación posible, que es á todas lu- 
ces injusta, á tal extremo que da la justificación á un 
particular cualquiera que lo hiciera en defensa de la 
persona ó derechos de un extraño, en momentos de 
una agresión grave, según lo indica en el inciso 10 
del expresado artículo, siempre que concurrieran las 
circunstancias detalladas en el inciso 8^. Tal es, tan 
injusta se considera a los ojos de la ley, que faculta 
á un extraño para defender al agredido. 

Pero en el caso actual, el procesado tenía por de- 
lante el escándalo en el cual él mismo era actor, co- 
-mo lo eran su propio hermano y Buenaventura Silva, 
que concurrieron á su defensa, y debía presumir, por 
lo menos, que el acto fué cometido en pelea, aparen- 
¡ temente justificado para todos los que concurrieron 

j en ella, mucho más conteniendo el desorden como 

j era la verdad efectivamente. 

! Clasificada la acción de la víctima al tomar parti- 

1 cipación en el suceso del modo que lo hizo, veamos 

cuál es la que le corresponde al procesado. Ya he- 
mos dicho que en el momento de producirse la pelea 

¡I 

i 
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todo era precipitado é imprevisto, lo que hacía que 
el delito cometido por Concepción Díaz no tuviera 
circunstancia alguna agravante, clasificándosele, por 
esta razón, como homicidio simple, que cae directa- 
mente bajo la disposición del art^ 96, inc® 3^ del Có- 
digo Pen., concurriendo la circunstancia atenuante 
de que debía hacerse mérito. Esa circunstancia ate- 
nuante es la que resulta de no haber probado el caso 
de legítima defensa que ha alegado, pues según la 
disposición del art^ 83 del Cód. Pen. son circunstan- 
cias atenuantes las expresadas en el título anterior, 
cuando no concurren todos los requisitos para eximir 
de responsabilidad criminal. 

Por lo tanto, en el caso actual, computándose esta 
circunstancia atenuante, cae la penalidad del delito 
cometido en la persona de Antonio Alvarez, de lle- 
no bajo la disposición del art° 96, inc°3® del expre- 
sado- Código. 

Aquí es el caso de rectificar la aplicación que ha- 
ce el Agente Fiscal del art^ 97 del mismo Código, 
en virtud del cual pide que se le aplique al reo la 
pena de tres años de prisión, considerando á la víc- 
tima como que ha provocado el acto homicida. Ha 
quedado perfectamente bien deterterminado cuál 
ha sido el rol de ésta, y su participación en la pelea. 
No atacaba á persona determinada, y su rol se limi- 
taba á contener el desorden, cumpliendo en cierto 
modo un deber que imponen las leyes á todo indivi- 
duo, de impedir que se cometan delitos. Ha sido víc- 
tima por cumplir este deber, y todavía culpársele de 
haber sido el provocador, no puede ser. La disposi- 
ción en que se funda no tiene aplicación de ninguna 
clase. 

Mucho se ha hablado sobre el provocador, di- 
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ciendo unos que era Concepción Díaz y otros Flo- 
rencio Ramírez. Los que atribuyen al primero este 
calificativo, lo hacían por justificar en cierto modo á 
Antonio Alvarez, cuya acción con Blas Díaz la con- 
sideraban como una provocación, y los segundos 
para justificar al procesado en las condiciones de su 
defensa. Puestas las cosas en su verdadero lugar, el 
rol de cada uno de los actores ha quedado bien deter- 
minado, y la cuestión del provocador sin importan- 
cia de ninguna clase. Los que dieron lugar al conflic- 
to fueron el provocado y Florencio Ramírez, y ésto 
sólo influye para juzgar el delito como cometido en 
pelea ó riña, y nada más; nó para clasificar de otro 
modo la participación que tuvieron en ella. 

La sentencia del Juez inferior como el dictamen 
del señor Procurador General en las conclusiones á 
que arriban, sobre la calificación del delito y la pena 
con que debe castigarse, están de acuerdo con *estas 
consideraciones, y por lo tanto, mi voto es porque 
se confirme la sentencia de primera instancia, que 
condena á tres años de presidio al procesado Con- 
cepción Díaz. 

En cuanto á la segunda cuestión, el Dr. Osuna 
expuso : 

Establecido como queda que el acto homicida 
que motiva este proceso se realizó en legítima de- 
fensa, es razonable y justo, como arreglado á dere- 
cho, que la sentencia consultada debe revocarse, de- 
clarándose que Concepción Díaz se ha encontrado 
en estado de legítima defensa de su hermano Blas, y, 
por consecuencia, exento de toda culpa y pena (artí- 
culo 81, inc°s 8® y 9^ del recordado Código Penal). 

Voto, pues, en este sentido. 
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A esta cuestión, el Dr. iVquino dijo : 

Que de acuerdo con su voto anterior, y teniendo 
en cuenta la provocación de la víctima y lo dispues- 
to por el art^ 97 del Cód. P>©n., procede que la sen- 
tencia sea modificada, aplicándose la pena de tres años 
de prisión, en vez de la .de presidio por el mismo 
'tiempo, y voto, en consecuencia, en .eptCL, sentido. 

Los Dres, Say^nca y Balbastro a4hiíieron á este 
voto. 

.El Dr.f Lrvna dijo : 

Que de acuerdo con los fundamentos de su voto 
arrterior^ opinaba ppr que se coofijrjp^sq.en .tq(Jas sus 
. .partes 4a. sentencia co^suUada. 

' Con lo que terminó el awerdo, pasado yjfiíflfii^íJo 
por antejuí,. Secreteo,, de que 4oy .fé." 

: SEMTRWQIA 

N«í 18. Coirientes; Maj^o 12 de 1897. 

\V vistos.", De confornjidad al / voto y.ponjo^.fun- 
^ damentos del. acuerdo que , aotecede, • se modifica Ja 
' i sentencia consultada . de foja:- diezy,o.cbo yji.eUa> cpn- 
-:.denándose' al. reo á .sufrir. Ja .pena« de. tres. aíiQ§;deipri- 
%sión, y áipag?ar Jas costas:de 1*. instancia, í?rCTW jla 
-posición dé fojas, devuélvase. 

¡.RiCABDo Osuna 

: íamj^yzo J. ♦ Ax^uino — ' Aubehto Balba^sxro 

' Féux Luna — } J;.SA.yANCA 
. Jkite mí 

t\Jaséf F.uJiivero 
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CXLV 

Sumario:— 1° Deben admitirse todas las pruebas ofrecidas 
oportunamente y no prohibidas, parezcan ó nó 
pertinentes. 

2^ Confirmado el auto, debe serlo con costas. 

N° 34. Corrientes, Mayo 19 de 1897. 

Vistos y considerando : 1® Que abierta la causa 
á prueba, por auto de foja veintinueve vuelta, se pre- 
sentó la parte del apoderado Danuzzo solicitando la 
recepción de las declaraciones de las personas cuya 
nómina adjuntaba, proveyéndose de conformidad. 
La parte contraria se opuso á la admisión y recep- 
ción de la prueba testimonial pedida, por ser impro- 
cedente dada la naturaleza de la cuestión debatida, 
solicitando la revocación del auto que la admitió. 
Conferido traslado, la parte de Danuzzo, fundando 
la procedencia de la prueba por él ofrecida, se negó 
á la reposición, con costas, resolviéndose por el Juz- 
gado mantener el auto recurrido y conceder la apela- 
ción interpuesta subsidiariamente; 2^ Que la resolu- 
ción del Inferior se halla ajustada á derecho. En efecto. 
Según el art® 1 22 del Cód. de P. en lo Civ. y Com., los 
interesados podrán producir pruebas sobre todos los 
hechos que creyeren convenir á su derecho, hayan sido 
ó no alegados. Sólo al fallar la acción entablada es 
que los jueces pueden pronunciarse sobre el mérito 
de las pruebas producidas, pues si se rechazaran las 
diligencias solicitadas, importaría la declaración de 
ser improcedentes, como lo establece el auto apelado, 
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ó sea un prejuzgamiento. Veáse la jurisprudencia de 
las Cámaras de Apelaciones de Buenos Aires. Juris- 
prudencia Comercial, serie 1% pág. 59 y 62. Y tan es 
esa la mente de la ley, que en el mismo artículo 122 
citado anteriormente, se establece que la prueba no 
será eficaz si versase sobre hechos que impliquen un 
cambio en la acción entablada; no dice que no se ad- 
mitirá la prueba ofrecida. Lo mismo sucede para el 
caso sub'jiidice. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas el 
auto de foja 12. Repuestos los sellos, devuélvase. 

Balbastro 

Aquino — J. Sayanca 

Ante mí 

fosé F. Rivero 

Secretario 



CXLVI 

Sumario: — Debe cargar con las costas del incidente el que 
lo promueve por error ó descuido. 

N° 35. Corrientes, Mayo 21 de 1897. 

. Vistos y considerando: Que no hay duda algu- 
na que el causante de este incidente es el procurador 

Fallos del S- T. de Jost, y Bxma. C. de Apel. — Tomo m 7 
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Miranda al presentar el escrito de foja ochenta y 
cuatro á nombre de una persona que nada tenía qué 
hacer en este juicio. Que reconocida la verdad de es- 
te hecho, lo que justifica que hubo de su parte des- 
cuido ó error, éste, en modo alguno debe perjudicar 
á la sucesión Onieva, pues, aún cuando no pudiera 
atribuirse malicia ni temeridad en aquella omisión ó 
descuido, es el caso que los gastos producidos deben 
ser pagados por el que los ha causado sin razón ó por 
error de su parte. 

Por estas consideraciones, se revoca el auto de 
foja noventa vuelta, declarándose que las costas son 
á cargo del procurador Miranda. Repuestas las fojas, 
devuélvase. 

Osuna 

Aquino — Balbastro 

Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CXLVII 

Sumario:— P No fundándose el recurso de nulidad, y no re- 
sultando ésta de autos, debe desestimarse, sin más 
fundamentos. 
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2° Lo que hay obligación de probar son los he- 
chos contestados y nó los no controvertidos. 

3° Para la procedencia de la acción reivindica- 
toria, en lo que se refiere al dominio que debe 
invocar el actor, basta que el dominio lo hayan 
tenido sus antecesores ó causa habientes, y aún 
cuando el mismo de quien hubo el derecho no 
haya estado tampoco en mejores condiciones : el 
dominio es perpetuo y exclusivo, y no se pierde 
ni se puede adquirir sino por los medios estable- 
cidos y enumerados por la ley. 

4^ El título de heredero universal de una perso- 
na hace presumir en su favor que ha heredado el 
dominio y que tiene el derecho de ejercerlo ó 
recuperarlo,) ó reivindicarlo, sobre todo los bie- 
nes que han pertenecido al causante. En mate- 
ria de reivindicación de dominio heredado, y 
aún tratándose entonces de bienes determinados, 
no es necesario probar que el bien que se pre- 
tende no ha salido de la masa de los bienes here- 
ditarios, bastando probar el dominio que tuvo el 
causante y la calidad de sucesor en el reivin- 
dicante, siendo el nuevo poseedor el que debe 
probar el título á que posee. 

5° Acreditada la prescripción treintenaria, debe 
rechazarse la acción reivindicatoría. 

6° Confirmándose la sentencia por haberse ale- 
gado la prescripción, no cabe condenación en 
costas al vencido. 



ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á veinticuatro de Mayo 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en la sala 
de acuerdos el señor Presidente y los señores Voca- 
les titulares de la Exma. Cámara de Apelaciones, to- 
maron en consideración el juicio seguido por don 
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Francisco Meza, representado por el señor Benito 
Sánchez, contra Pedro J. Ojeda, Rudecindo Ibarra, 
Victoria y Olegaria Zacarías, sobre reinvindicación 
de un campo en el Departamento de San Luis, veni- 
do en apelación de la resolución del Juzgado de I* 
Instancia en lo Civil y Comercial de esta Capital, fe- 
cha veintidós de diciembre del año pasado, corriente 
de fojas sesenta y siete á setenta y una de los autos. 

Practicado el sorteo que prescribe la ley de pro- 
cedimientos, resultó que los señores Camaristas de- 
bían votar en el orden siguiente : Doctores Aquino, 
Balbastro, Sayanca. 

El Camarista Dr. Aquino expuso : 

Hechos: Don Benito Sánchez, en representación 
de don Francisco Meza, se presentó al Juzgado en lo 
Civil entablando acción reinvindicatoria contra los 
vecinos de San Luis, Pedro Juan Ojeda, Rudecindo 
Ibarra, Victoria y Olegaria Zacarías, detentadores 
de un campo propiedad de su mandante, y que está 
ubicado en el Departamento de San Luis. Corrido en 
traslado á los demandados, se libró oficio de comi- 
sión al Juez de Paz de aquel Departamento para que 
los emplazara. El primero de los demandados, Pedro 
Juan Ojeda, sin contestar la demanda, opuso la ex- 
cepción de falta de personería en el apoderado Sán- 
chez, incidente que fué resuelto con la presentación 
posterior del poder en forma, y se ordenó que la de- 
manda fuera contestada derechamente. El mismo de- 
mandado Ojeda constituyó apoderado, quien contes- 
tó la demanda, alegando ser de su propiedad el cam- 
po que se reivindica, por compra hecha al primitivo 
dueño, don Pablo Luque, aduciendo á favor de su 
aserto una posesión tranquila de más de treinta años, 
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y en la que se funda principalmente para pedir el re- 
chazo de la acción, con costas. 

Abierta la causa á prueba, la parte demandada 
produjo las que corren agregadas de fojas cuarenta 
y una á cincuenta y cinco, no habiendo presentado 
ninguna el demandante. Puesto el expediente en la 
Secretaría á disposición de las partes, presentaron 
sus respectivos alegatos, y llamando autos, se pro- 
nunció la sentencia de foja sesenta y siete, no hacien- 
do lugar á la acción instaurada, sin costas. Contra 
esta resolución fueron interpuestos los recursos de 
apelación y nulidad, los que fueron concedidos libre- 
mente y en ambos efectos. 

Elevados los autos á la Cámara, ante la que se 
expresaron los agravios y se contestaron, y llamado 
autos, la causa se halla en estado de resolverse. 

Con la relación de los hechos manifestaron con- 
formidad los demás señores Camaristas. 

En seguida, la Exma. Cámara plantea las siguien- 
tes cuestiones : 

/* ¿Es nula la sentencia de 1^ instancia? 

2^ En caso negativo^ ¿están justificados en estos 
autos los extremos requeridos por la ley para que pro- 
ceda la acción reivindicatoria? 

3^ ¿Debe ó nó confirmarse la sentencia recurrida^ 
con costas ó sin ellas? 

Respecto de la primera cuestión, dijo el Cama- 
rista ür. Aquino : 

Que el apelante ha hecho caso omiso del recurso 
de nulidad en esta instancia, y revistiendo por otra 
parte la sentencia del Inferior todos los requisitos 
exigidos por el art® 239 del Código de Procedimien- 
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tos, no ha lugar á la nulidad reclamada, y voto en este 
sentido. 

Los demás señores Camaristas adhieren á este 
voto. 

Con relación á la segunda cuestión, el mismo Ca- 
marista continúa diciendo : 

La acción reivindicatoria se funda en el título de 
propiedad que corre agregado á estos autos, es decir, 
del traspaso hecho por don Juan Pablo Luque á favor 
de don Francisco Meza, el año mil ochocientos ochen- 
ta y ocho, ante el escribano público don José M. Mo- 
hando. A este título corren agregadas unas diligen- 
cias de mensura practicadas por el agrimensor don 
Ángel E. Sotelo, el año mil ochocientos noventa, ope- 
ración qne fué autorizada por el Juez en lo Civil, en 
virtud de la solicitud presentaba por el comprador 
don Francisco Meza. 

De estos documentos no consta la justificación 
correspondiente de que el vendedor don Juan Pablo 
Luque haya adquirido por herencia, como lo afirma, 
ni menos la propiedad en cuestión, sea ó haya sido 
del mencionado don Pascual Luque, pues como pue- 
de verse del expediente, ese título no ha sido agrega- 
do y el demandante se concreta á relacionar que lo 
adquirió en la forma dicha, pretendiendo hacer valer 
á su favor la pesesión anterior que ha tenido su cau- 
sante para destruir la prescripción alegada por el de- 
mandado. 

En el traspaso aludido^ en efecto, no se halla trans- 
cripto ningún documento que justifique el título he- 
reditario invocado por el vendedor, ni el hecho de la 
muerte del .autor de la sucesión, y^ que el demandan- 
te alega que el vendedor adquirió esta propiedad por 
herencia de su finado padre don Pascual Luque, por- 
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que sin la muerte no puede haber trasmisión de de- 
rechos por sucesión. La afirmación de estos hechos 
por parte del actor, sin la prueba consiguiente, no 
tiene ningún valor. 

Según la prescripción terminante del art° 2758 
del Código Civil, «la acción reivindicatoría se funda 
en el dominio que cada uno tiene de cosas particu- 
lares, y que habiéndose perdido la posesión, el rei- 
vindicante la reclama de aquel que se encuentra en 
posesión de ella». El que nunca ha tenido el dominio, 
el que ha celebrado el contrato de venta de una co- 
sa inmueble, sin la tradición, no es tal propietario, 
pues en los contratos de este género la tradición per- 
fecciona el acto, sin cuyo requisito habrá promesa, 
habrá obligación de otra especie, pero nó un contra- 
to de venta. Entonces, para alegar el título de pro- 
piedad debe el comprador, que se titula propietario, 
en el caso del demandante Meza, probar que se han 
llenado los requisitos exigidos para quedar perfec- 
cionado el contrato de compra-venta del campo en 
cuestión; y para valerse de la posesión ejercida por 
su causante, debe también justificar que éste ha es- 
tado gozando de esa posesión. Pero es el caso que 
el actor no presenta más prueba que el traspaso he- 
cho á su favor; de esta manera la posesión invocada 
por el demandante no puede remontar sino á la fecha 
de las operaciones geodésicas practicadas á su soli- 
citud y autorizadas por el juez competente, las que, 
según el art^ 2384 del Código citado, son considera- 
dos como actos posesorios. 

Contra esta posesión se alega por la parte de- 
mandada, que la ejercida por ella es muy anterior al 
título del demandante, pues según la excepción pe- 
rentoria opuesta, su posesión data de más de cuarenta 
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años, y, por consecuencia, sin necesidad de título y 
sin buena fé, la prescripción treitenaria ampara sus 
derechos. 

A estar á la opinión uniforme de los autores, por 
lo mismo que esta acción nace del dominio de la 
cosa el demandante está en la obligación de probar 
que es propietario, y que lo era también aquel de 
quién la hubo, Llerena, tomo IV, pág. 394, comen- 
tario al art. 2758. 

Laurent, tomo VI n^ 159, agrega: tEl reivindi- 
cante debe probar que es propietario de la cosa que 
reivindica ¿Cómo se hace esta prueba?» 

cPor título ó por prescripción, responde; pero, á 
decir verdad, los títulos no prueban más que una cosa: 
la causa invocada por el reivindicante para estable- 
cer su derecho. Los hechos jurídicos que el Código 
Civil reconoce capaces de trasmitir la propiedad, 
son: la herencia, la donación, el testamento, la venta 
y el cambio. En todos estos casos hay trasmisión de 
propiedad, bien entendido siempre que el trasmisor 
es propietario, porque él no puede trasmitir á otros 
sino los derechos de que goza. ... El reivindicante 
debe, pues, probar que su autor era propietario». 

€ Inútil sería, dice el mismo autor, que el deman- 
dante invocase un título de propiedad, de cualquier 
naturaleza que éste sea, si al mismo tiempo no prueba 
que el que le trasmitió el derecho era también pro- 
pietario», lo cual no se puede presumir, de acuerdo 
con lo que prescribe el artículo 2790, en atención á 
la prueba rendida por la parte demandada justiíica 
ampliamente que su posesión es anterior al título del 
reivindicante. La prueba rendida por la parte actora 
respecto al título de su causante^ es ninguna, y el 
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derecho que invoca de continuar como heredero la 
posesión de su causante, queda sin fundamento. 

¿f Puede bastar, como dice Laurent, citado, que 
el demandante afirme que el poseedor carece de de- 
recho? Nó, contesta, porque suponiendo que el po- 
seedor no sea propietario, esto no prueba que el de- 
mandante lo sea». 

Es pues su derecho de propiedad, libre de toda 
deficiencia, lo que debe justificar netamente, y tanto 
más necesaria es esta prueba en presencia de la ren- 
dida por la parte demandada de que su posesión es 
anterior al título del demandante, y por consiguiente 
aquel título no es bastante, como lo prescribe el ar- 
tículo 2789 del Código Civil. Pothier, á este respecto 
dice: cuando el poseedor contra quien la demanda se 
ha entablado establece que su posesión es anterior al 
título del reivindicante, aún cuando el demandado 
no produzca ninguno, aquel título no es suficiente 
para fundar la demanda reivindicatoria, á menos que 
se produzcan otros títulos más antiguos, que justifi- 
quen que aquel que le transfirió la propiedad en 
cuestión era efectivamente el propietario. Autor ci- 
tado, n^324, pág. 212. Llerena, al comentar el artí- 
culo 2774, dice: el que no tiene un derecho real no 
puede entablar el juicio reivindicatorío. Es por eso 
que el artículo 2789 dice, que cuando el título que 
presenta el reivindicante es posterior á ía posesión 
del demandado, no es suficiente para fundar la de- 
manda, porque se supone que estando el demandado 
en posesión de la cosa á tiempo de la adquisición 
del título del demandante, el enagenante no ha po- 
dido hacer tradición en razón de esa posesión del 
demandado. Y no ha podido en razón de que el artí- 
culo 2383 exije, para la valide^ de la tradición crea- 
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dora de los derechos reales, que la cosa esté libre de 
otra posesión y sin contradictor. Cambiaría el caso, 
agrega el mismo autor, siempre que el demandado 
presente títulos de sus enagenantes, que se remon- 
tan á una época anterior á la de la posesión del de- 
mandado, y en este caso podría reivindicar, lo que, 
como se puede ver de los autos, no ha sucedido. 

Según los documentos presentados por el deman- 
dante, su posesión arranca del acto posesorio de la 
mensura, es decir, del año mil ochocientos noventa, 
y teniendo en cuenta lo afirmado por el demandado, 
de que su posesión es muy anterior á esos títulos, co- 
rresponde examinar las pruebas rendidas, para dedu- 
cir de ellas cuál hecho sea anterior. La parte Jdeman- 
dada presenta la prueba testimonial, habiéndose prac- 
ticado sin oposición de parte y sin que le fueran 
opuestas alguna de las tachas que reconoce el dere- 
cho y que pudiera inhabilitarlos. 

Esos testigos son : 

Julián Aguirre, á foja cuarenta y seis, declara 
que el año mil ochocientos ochenta y siete, con 
motivo de una mensura del mismo campo á objeto 
de comprarlo, el agrimensor operante le convenció, 
en presencia de los datos extractados de los títulos 
de Casimiro González y de Benito Romero, hnderos 
del campo, que don Pascual Luque le vendió á don 
Julián Ibarra, no recordando bien si esas constancias 
datan de más de siglo. Declara que tiene conocimien- 
to de una tapera, de la que fué dueño don Julián 
Ibarra, y que Pedro Juan Ojeda y su esposa tienen 
población en el campo, la que ya estuvo cuando él se 
hizo vecino del lugar, el año mil ochocientos ochenta 
y siete, y que dichos esposos eran considerados por 
todos como propietarios. 
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Como razón de su dicho, agrega que como veci- 
no tiene conocimiento de los hechos declarados. 

Hipólito Agüilar, vecino antiguo, de sesenta 
años, nacido en la misma sección, cerca del campo 
en cuestión, declara á f. 47, que desde que tiene uso 
de razón sabe y le consta que don Julián Ibarra po- 
seyó el campo pacíficamente á título de dueño y en 
virtud de compra hecha á don Pablo Luque, hace 
como cincuenta años. Conoció á Ibarra poblado en 
la tapera hoy, y que á la muerte de don Julián, sus 
herederos legítimos doña Manuela Ibarra y los des- 
cendientes de ésta, doña Isidora Talavera y su esposo 
Pedro Juan Ojeda siguieron la posesión como here- 
deros de aquéllos, así como otros que también están 
poblados. Declara así mismo que á los esposos Ojeda 
y Talavera los conoce hace cincuenta años, y que 
poblaron el campo como herederos, antes de lo gue- 
rra del Paraguay, es decir antes del año mil ochocien- 
tos sesenta y cinco, en que estalló aquella sangrienta 
guerra. Como razón de lo dicho explica su vecindad, 
habiendo nacido y vivido allí hasta la fecha. 

Ramón Saucedo, de cuarenta años, declara que 
ha nacido en la vecindad del campo, y desde que se 
conoce, sabía que ese campo era de don Julián Ibarra, 
existiendo una tapera de éste; que no conoció á los 
ascendientes, pero que Ojeda y su esposa, como he- 
rederos de aquéllos, han estado poblando como due- 
ños, sin precisar la fecha de la posesión; sólo sabe 
que están allí desde que él los conoció, agregando 
que esta propiedad siempre ha sido considerada co- 
mo propiedad de los esposos Ojeda y Talavera, en su 
carácter de sucesores de Ibarra, siendo denominado 
por «campo de Ibarra». La razón de lo dicho es, por- 
que ha sido vecino del lugar. 
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Fortunato Martínez, de sesenta y cuatro años? 
declara, á f. 48, que le consta que el campo este fué 
comprado por don Julián Ibarra á don Pablo Luque, 
dando para completar el precio lanas, costillares de 
carne. Que existe la tapera de don Julián Ibarra, don- 
de hay doce árboles de naranjos, un yatay y un tim- 
bó. Que Isidora Talayera es hija legítima de Manuela 
Ibarra, y que ésta era hija legítima de don Julián, y 
que como dueña se halla poblando el campo hasta 
la fecha, desde antes de la guerra del Paraguay. 
Agrega que los esposos Ojeda y Talavera siempre 
han sido considerados como dueños, por haber ad- 
quirido sus ascendientes, en compra, siendo conocido 
el campo por de Ibarra, y como explicación de su di- 
cho dice, que como vecino nacido y criado han lle- 
gado á su conocimiento aquellos hechos. 

Ruperto Alda ves declara, á foja 49, al tenor de 
las demás declaraciones, constándole aquellos he- 
chos desde que tiene uso de razón y como vecino na- 
cido y criado en la sección. La partida de f. 51 justi- 
fica el matrimonio de Pedro Juan Ojeda con Isidora 
Talavera, art® 179 del Código Civil, y las de fs. 52 
y 53 la filiación legítima de Isidora Talavera y de 
Manuela Ibarra, art^ 263 del Código citado. Los he- 
chos comprobados son, pues : Que don Julián Ibarra 
compró el campo en cuestión á don Pablo Luque; 
que hace más de cincuenta años que los causantes 
de los actuales dueños poseyeron como tales dueños, 
y más de treinta que los esposos Ojeda y Talavera 
poblaron el campo como dueños, en virtud del título 
hereditario en la sucesión de don Julián Ibarra, Según 
las Partidas, ley 32, tít^ 16, part. 3% dos testigos ma- 
yores de toda excepción hacen plena prueba de los 
hechos declarados por conocimiento propio, y en este 
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sentido queda justificado que la posesión de los de- 
mandados es muy anterior al título de Meza, no sien- 
do bastante, en consecuencia, el título presentado 
(art® 2789 ya citado), y como tal debe sucumbir en 
este juicio. 

Aparte de estas consideraciones, el demandado 
alega la prescripción, fundado en el art® 4015 del Có- 
digo Civil. Llerena, al comentar el artículo 2363, 
dice: t Que aún suponiendo que la posesión del de- 
mandado sea posterior al título del reivindicante, aún 
así le quedaría el derecho de alegar la prescripción, 
lo que justamente ha sucedido en este caso. 

La prueba testimonial rendida por parte de Oje- 
da, justifica ampliamente la posesión continua y pa- 
cífica, por más de treinta años, con lo que se relacio- 
na con los esposos Ojeda y Talavera, y más de cin- 
cuenta la que se refiere á los causantes de aquéllos, 
es decir á la posesión de don Julián Ibarra y sus su- 
cesores, hasta llegar á Ojeda y su esposa. Los testi- 
gos, la mayor parte ancianos, se criaron y vivieron 
oyendo los hechos sobre los cuales deponen con con- 
ciencia y verosimilitud, pues los menores detalles da- 
dos por unos coinciden con los dados por los otros, 
de suerte que, con esas declaraciones, desaparecen 
las dudas sobre la posesión, si es que merece fe y 
hace plena prueba en derecho la declaración contes- 
te de más de tres testigos mayores de toda excep- 
ción. 

Si, pues, aún cuando no se hubiera hecho valer 
la excepción de la prescripción en favor de Ojeda y 
de su esposa, se había justificado que la posesión del 
demandado es anterior al título del demandante, y 
por esta sola razón legal, la demanda es inconsistente 
y debe rechazarse, art. 2789. 
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Por estas consideraciones, mi voto es por la ne- 
gativa en esta cuestión. 

Respecto de esta cuestión el Dr. Balbastro dijo: 

Dadas las declaraciones expresas de la parte de- 
mandada, los títulos presentados bastan en el caso 
siib'judice para justificar la acción reivindicatoria 
que se ejercita en este juicio. En efecto. La parte 
actora no ha tenido necesidad de presentar más títu- 
los de propiedad que justificaran el dominio del padre 
de don Juan P. Luque, porque la contraria ha reco- 
nocido esa propiedad en su escrito de contestación, 
corrriente á f. 38. 

tEse campo, señor, dice, es de mi instituyente 
desde ha muchísimo tiempo. Sus abuelos lo compra- 
ron al padre del señor Luque, el que les otorgó un 
simple recibo en papel común» etc. Como se ve, el 
reo ha reconocido expresamente el dominio del pa- 
dre de don Juan P. Luque, solamente que se excep- 
ciona diciendo que el campo le fué vendido. El carác- 
ter de heredero de don Juan P. Luque se halla tam- 
bién reconocido en otros párrafos del escrito mencio- 
nado, de modo que no ha tenido porqué justificarlo, 
visto ese reconocimiento. Como la venta de los bie- 
nes inmuebles no puede comprobarse sino por escri- 
tura pública, resulta que el dominio del padre de don 
Juan P, Luque no se hallaba afectado en manera 
alguna; ésto sin tener en cuenta la prescripción ale- 
gada, de que se tratará después. De modo que el 
título de Meza, sucesor de don Juan P. Luque, no 
data del tiempo de la escrituración de la venta, sino 
desde el título de su causante, por efecto de la retro- 
actividad. Por lo tanto, el título del demandante es 
anterior al invocado por la parte demandada, y en 
este sentido, ella sería vencida en el juicio, Pero es 
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que se ha invocado por esta parte lo dispuesto en el 
artículo 4015 del Código Civil, según el cual se pres- 
cribe la propiedad de cosas inmuebles y los demás 
derechos reales, por la posesión continua de treinta 
años, con ánimo de tener la cosa para sí, sin necesi- 
dad de título y de buena fé de parte del poseedor, y 
sin distinción entre presentes y ausentes, y entonces 
es el caso de estudiar la prueba rendida por la parte 
demandada para ver si se halla justificada la pres- 
cripción alegada. La cuestión debe resolverse en sen- 
tido afirmativo, y adhiero en esta parte al voto del 
Camarista Dr. Aquino. Voto en este sentido. 

A esta misma cuestión, el Dr. Say anca agregó : 
Mi voto es también por hi confirmación de la senten- 
cia. En el caso sub-judice el actor ha podido invocar, 
y lo ha hecho, el título singular proveniente directa- 
mente del vendedor, y el universal que á éste pueda 
corresponderle en la cosa, como heredero de su pa- 
dre, de quien pretende el demandado que sus causan- 
tes también hubieron el bien raíz objeto de la de- 
manda, por compra. Porque no obstante los términos 
en que define la acción de reivindicación el art^ 2758 
del Código Civil, «esta definición, como dice Sego- 
via, conviene á la reivindicación que corresponde 
jure-propiOy pero ella puede correspondemos también 
jiire-cesso; porque todo enagenante trasmite el dere- 
cho de la reivindicación, que es cesible (nota del Dr. 
Vélez al art^ 144), y todo adquirente adquiere y pue- 
de ejercer esa acción siquiera como procurator in rem 
suam^. (El Código Civil anotado, nota n^ 2121.) 

Es así que un reivindicante puede invocar sobre 
la cosa el derecho de sus causa-habientes, aún cuan- 
do no haya podido ejercer hasta entonces en toda su 
plenitud de goce el derecho de dominio que le com- 
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peta, y aún cuando el mismo de quien hubo el dere- 
cho no haya estado tampoco en mejores condiciones; 
el dominio es perpetuo y exclusivo, y no se pierde ni 
se puede adquirir sino por los medios establecidos y 
enumerados por la ley (art«* 2507, 2508 y 2524). No 
es exacta la teoría de que el que nunca haya ejercido 
el dominio de la cosa no puede entablar la reivindi- 
cación; bastando que el dominio lo hayan tenido sus 
antecesores ó causa-habientes, y que no se haya per- 
dido ó trasmitido por alguno de los medios legales, 
aunque se haya perdido la posesión, pérdida que da 
origen á esta acción. 

En este asunto traído al fallo del Tribunal, el tí- 
tulo singular presentado no basta para probar el do- 
minio en el sentido de haberse hecho la tradición 
por el vendedor, sin la cual no se adquiere por título 
singular (siendo mediante la ficción de que los here- 
deros continúan la persona de su autor que algunos 
de ellos adquieren el dominio de los bienes heredita^- 
ríos por el solo hecho de la muerte de éste), pues la 
simple declaración del vendedor, consignada en la 
escritura respectiva, de darse por desposeído á favor 
del comprador y de haberle hecho tradición de la 
cosa vendida, no prueba siendo contestada tal decla- 
ración (arts. 2577 y 2578), y que la posesión del de- 
mandado es anterior á este título, está reconocido 
por el mismo actor, y consta de autos. En el escrito 
de demanda dice el actor que tomó posesión del 
campo comprado, previa mensura judicial, después 
aprobada. . . .y como en dicho campo están pobla- 
dos don Pedro Juan Ojeda etc. ... »; de ésto no se 
desprende con claridad si el actor reconoce que Ojeda 
ocupase el campo cuando dice que tomó posesión 
de lo comprado, ó si fué después de ésto y antes de 
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la mensura ó de su aprobación, que se produjo la 
ocupación de que reclama ; hay incongruencia en lo 
expuesto, pues que dice que la toma de posesión se 
efectuó previa la mensura, pero de todo lo aducido y 
alegado se desprende que dicha ocupación de Ojeda 
la reconoce anterior al hecho de la compra : es así 
que después se ha argüido remontando el título al 
causante del vendedor. Esto ha sido recién en segun- 
da instancia, expresando agravios, en cuya ocasión 
nada se ha dicho en contra de tal interpretación, que 
ha sido la del juez a-quo. 

Esto sentado, el demandado no habría necesitado 
defenderse, amparado como estaba en la prescripción 
contenida en el art° 2783, ni presentar título alguno: 
beati posidentis. Pero es que desde un principio se 
ha dicho por el actor que el vendedor hubo la cosa . 
por herencia de su padre, si bien no se haya argu- 
mentado sobre ésto sino después; y entonces la cosa 
cambia de aspecto, habiendo reconocido el deman- 
dado el dominio que tuvo el padre del vendedor y la 
calidad de heredero atribuida á éste; dados estos an- 
tecedentes, las presunciones legales están en su con- 
tra si no presenta el título (art. 2790). Es cierto que 
después, contestando la expresión de agravios, se ha 
puesto en duda la calidad de heredero aludida; pero 
ésto no tiene ninguna importancia ante el reconoci- 
miento ya hecho. No importa que no se haya justifi- 
cado en autos la filiación del vendedor ni el carácter 
hereditario que se le atribuye, ni que tampoco se haya 
hecho constar el fallecimiento de su autor, porque 
tales circunstancias se han reconocido por el deman- 
dado en primera instancia, y, así, no han debido ser 
materia de prueba, la que debe versar siempre sobre 

Fallos del 3- T. de Jast y Exma. C. de Apel. — Tomo m B 
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ios hechos contestados y nó sobre los que no hay dis- 
cusión. 

Y bien, reconocido el dominio del padre del ven- 
dedor y en este último la calidad de heredero, la 
prueba de la adquisición del dominio por el poseedor 
corresponde á éste, porque las presunciones están á 
favor de los sucesores del dueño reconocido, mientras 
no se presente título en contra. El título de heredero 
universal de una persona hace presumir en su favor 
que ha heredado el dominio y que tiene el derecho de 
ejercerlo, ó recuperarlo y reivindicarlo, sobre todo 
los bienes que han pertenecido al causante; en mate- 
ria de reivindicación de dominio heredado, y aún tra- 
tándose entonces de bienes determinados, no es ne- 
cesario probar que el bien que se pretende no ha sa- 
lido de la masa de bienes hereditarios, bastando pro- 
bar el dominio que tuvo el causante y la calidad de 
sucesor del reivindicante : como hemos dicho, el do- 
minio es perpetuo y exclusivo, y es el nuevo posee- 
dor el que debe probarla trasmisión del dominio que 
ejerce, y cuyo derecho se le desconoce; trasmisión 
que debe haberse realizado por alguno de los medios 
legales, por acto entre vivos ó por acto de última vo- 
luntad que se haya debido realizar después del falle- 
cimiento del anterior señor de la cosa. El reivindican- 
te á título hereditario que ha conseguido probar el 
dominio que tuvo su causante, no necesita probar 
que dicho dominio no fué trasmitido á nadie, ni fué 
adquirido por nadie, prueba negativa y absurda : le 
basta su título hereditario; es al poseedor, al nuevo 
dueño, que corresponde probar el título con que po- 
see, so pena de ser privado de la cosa en favor del 
que presenta un título anterior á su posesión. 

Salvo el caso de la prescripción treintenaria, para 
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la que no se requiere título alguno. En el caso stib- 
jiidice se ha alegado también la prescripción, y que- 
riendo probarse el hecho de la trasmisión de dominio 
que principalmente ha invocado también el deman- 
dado, ha conseguido probar la posesión por más de 
treinta años, lo que le crea u:i título de adquisición 
(artM015 del Cód. Civ.). 

Mediante este título acreditado, cuyo estudio de- 
bió plantearse como cuestión previa, es que mi voto 
es también por la confirmación de la sentencia. 

Respecto de la tercera cuestión, el mismo Dr. 
Aquino continúa diciendo : 

Resuelto como queda que el reivindicante no ha 
justificado los extremos requeridos por el art° 2758 
del Cód. Civ., se desprende, como consecuencia ló- 
gica, la justicia de esa resolución, y como tal opino 
que debe confirmársela en todas sus partes, debiendo 
cargar con las costas de esta instancia el apelante, en 
virtud de la prescripción del Cód. de P., art. 299. Voto 
en consecuencia en este sentido. 

Sobre esta cuestión, el Dr. Balbastro dijo: 

No obstante lo dispuesto por el Cód. de P. en su 
art^ 299, y confirmándose la sentencia por haberse 
alegado la prescripción, voto por que las costas se 
paguen en el orden causadas por cada parte, y las co- 
munes por mitad. 

El Dr. Sayanca adhirió á este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí, Secretario, de que doy fé. 

SENTENCIA 

N^ 19. Corrientes, Mayo 24 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
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damentos de que instruye el acuerdo precedente, se 
confirma en todas sus partes la sentencia de fojas se- 
senta y siete y siguientes. Previa reposición de fojas, 
devuélvase. 

Alberto Balbastro 

Lorenzo J. Aquino — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CXLVIII 



Sumario:— P Toda petición ó incidente promovido sobre 
suspensión del término probatorio, suspende 
aquél de hecho, y sólo vuelve á correr mediante 
declaración expresa. 

2° Todo pedimento, teno;a ó nó fundamento le- 
chal, debe proveerse indispensablemente, para 
que el litigante sepa en todo tiempo á qué ate- 
nerse. 

N^ 37. Corrientes, Mayo 31 de 1897. 

Vistos y considerando : 1^ Que la parte apelante 
alega como fundamento principal de sus pretensio- 
nes que la petición sobre suspensión del término de 
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prueba ha sido interpuesta dentro del término ordina- 
rio de prueba, y que, suspendido éste de hecho, á par- 
tir de la fecha de la solicitud, no puede considerarse 
vencido mientras el Juzgado no haya resuelto el in- 
cidente referido; 2° La parte apelada declara ser cier- 
tos los hechos afirmados por su contrario, pero agre- 
ga la circunstancia de haber éste consentido el auto 
del Juzgado, mandando formar pieza separada y lla- 
mando los autos al despacho (foja 7 del incidente so- 
bre rendición de cuentas); por cuya consideración 
cree que había de su parte un desistimiento respecto 
de la suspensión ; 3° Que es jurisprudencia constante 
establecida por las Cámaras de Apelaciones de Bue- 
nos Aires (véase los fallos contenidos en la serie 2% 
tomo ir, pág. 495; tomo IV, pág- 448; serie 4% tomo 
III, pág. 396, Jurisp. Civil), y por este mismo Tribu- 
nal (véase incidente sobre rendición de cuentas del 
Dr. Lambert Weitz con los señores Herwig herma- 
nos, folio 374 del libro de sentencias del año 1896) 
que toda petición ó incidente promovido sobre sus- 
pensión del término probatorio, suspende aquél de 
hecho y sólo vuelve á correr mediante declaración 
expresa ; 4^ Que la providencia del Juez, al pié del 
escrito que contenía aquella petición mandando que 
se formaran piezas separadas y llamando autos sin 
proveer sobre la suspensión solicitada, no ha podido 
interpretarse en el sentido de que la parte solicitante 
hubiese desistido de su petición al no interponer con- 
tra esa providencia los recursos legales, pues no era 
de suponer que el Juzgado, al guardar silencio sobre 
el pedido, entendía que resolvía el incidente, porque 
esto importaría decir que el Inferior ignoraba sus de- 
beres de juez, pues es sabido que todo pedido, tenga 
ó nó fundamento legal, debe proveerse indispensa- 
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blemente, para que el litigante sepa, en todo tiempo, 
á qué atenerse; ñ^ Que el silencio guardado por el 
peticionante no puede perjudicarle en manera alguna, 
pues suspendido el término desde el veintisiete de No- 
viembre del año mil ochocientos noventa y seis, fe- 
cha de su petición sobre la suspensión del término 
probatorio, cualesquiera que hubiesen sido los trá- 
mites y vicisitudes del juicio, el término no ha podi- 
do volver á correr mientras el Juzgado no, hubiese 
hecho una declaración expresa sobre aquel incidente, 
pues de otro modo sería sumamente peligroso, como 
dice Manresa (tomo 2^, pág. 236), que el silencio del 
Juez, hasta después de vencido el término, cuya sus- 
pensión se solicita, importara la pérdida del derecho 
que se reclama; por esa razón toda petición de la es- 
pecie de que se trata, envuelve necesariamente la 
suspensión hasta que se resuelva el incidente; 6^ Por 
estas consideraciones se deben apreciar las providen- 
cias dictadas por el Juzgado, agenas á la suspensión 
solicitada, sin importancia jurídica, toda vez que es- 
té pendiente el incidente sobre la suspensión y sobre 
la cual ha debido proveerse previamente, después del 
trámite del caso. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado 
de fojas ciento quince vuelta y ciento dieciseis. Pre- 
via reposición de fojas, devuélvase. 

Osuna 

Aquino — Balbastro 

Luna — J. SayaxNCa 
Ante mí 

José F. Rivcvo 

Secretario. 
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CXLIX 

Sumario: — 1<^ La excepción de incompetencia ratione ma- 
teriac^ sólo es procedente cuando existe otro juez 
que tenga jurisdicción exclusiva para conocer 
en asuntos de la naturaleza del que se trata. 

2"^ Confirmado el auto, debe serlo con costas. 
N<> 39. Corrientes, Junio 2 de 1897. 

Vistos y considerando: 1^ Que la excepción de 
incompetencia de jurisdicción, opuesta por la parte 
del señor Orero, se funda en que tratándose de un ac- 
to de comercio, corresponde á la jurisdicción mercan- 
til la solución de la cuestión propuesta, y que la misma 
parte reconoce que el Juez de lo Civil ejerce conjun- 
tamente la jurisdicción mercantil por ministerio de la 
ley ; 2° Que admitida esta proposición y siendo el 
mismo procedimiento el indicado tanto para los asun- 
tos civiles como para los de carácter mercaiftil, y es- 
tando establecido además por la ley orgánica, artí- 
culo 23, que el Juez de 1^"^ Instancia ejerce ambas ju- 
risdicciones, no habría objeto práctico en resolver la 
incompetencia cuando es el mismo Juez eUlamado 
á entender en los asuntos mercantiles, y las mismas 
leyes de procedimientos las que debe aplicarse en 
ambas jurisdicciones; 3° Que fundado en estas con- 
sideraciones, es sin duda que se basan los tribunales 
de Buenos Aires, cuando consagran en^ su jurispru-, 
dencia que sólo es procedente la excepción de incom- 
petencia cuando existe otro juez que tenga jurisdic- 
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ción exclusiva para conocer en el litigio (en el caso 
resuelto por las Cámaras de Buenos Aires, como en 
el nuestro, era ó es el mismo el proveyente). 

Por estas consideraciones y los concordantes del 
auto apelado, se lo confirma, con costas (art. 299 del 
Cód. de Proced.). Previa reposición, devuélvase. 

Aquino 

BaLBASTRO J. S AYANCA 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CL 
OI"VIIL. 



Sumario:— 1° Considerados como una sola parte los que de- 
fienden un solo y único derecho, no pueden usar 
separadamente del derecho de recusación sin 
causa. 

2° Este derecho sólo puede usarse una sola vez 
en cada causa, y nó en cada incidente. (1) 

N° 40. Corrientes, Junio 1 1 de 1897. 

Vistos: Estos incidentes de recusación promovi- 
dos por los señores J. Joaquín Vedoya y Casto Ve- 

(1) Esta no es la jurisprudencia del Superior Tribnnal ni la de la Exma. Cámara de 
Apelaciones, ni podría serlo (articulo 323 del Cód, de P. en lo Civ. y Com.) 
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doya, en el juicio que les sigue doña Juana Ibarra por 
sus hijos menores Miguel Gerónimo, Fortunato y Juan 
Manuel Ibarra para acreditar su calidad de hijos na- 
turales de don Manuel Vedoya. 

Y considerando : 1^ Que las partes recusantes en 
el caso sub-judice defienden un solo y único derecho, 
por lo que no pueden ser consideradas cada una de 
ellas con un derecho separado é independiente para 
la recusación sin causa de los Camaristas. 

Que las leyes antiguas como la jurisprudencia vi- 
gente establecen que, cuando son varios los litigan- 
tes por una parte y pocos de la otra parte^ que en- 
tonces deben nombrar uno que Htigue por todos. 

Las leyes 6^, título 1®, libro 2^ del Fuero Juzgo, 
y 18, título 5^, Partida 3% disponían que los jueces 
debían mandar que si por una de las partes fuesen 
muchos los querellosos y de la otra pocos, escojan 
entre sí quién deba razonar por ellos. 

Se ve, pues, que no pueden ser considerados co- 
mo partes distintas los que defienden un solo y único 
derecho, y, por consiguiente, no pueden usar del de- 
recho de recusación sin causa separadamente, sino 
que, constituyendo una sola parte, deben limitar la 
recusación á un miembro del Superior Tribunal, co- 
mo lo dispone el artículo 320 del Cód. de P. en lo 
Civ. y Com. 

2*^ Que el espíritu de la ley que acuerda el dere- 
cho de recusar sin causa, tanto á los jueces de 1^ 
instancia como á los superiores, es restrictivo y debe 
usarse una sola vez en cada causa, pues, si fuera per- 
mitido hacer uso de ese derecho en cada incidente, 
no habría posibilidad de organizar los tribunales. 

3^ Que en el caso sub-jiidice^ los recusantes re- 
presentados por don Martín Miranda no usaron de 
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ese derecho para recusar, como lo hacen hoy, á los 
Camaristas doctores Aquino y Sayanca, cuando tu- 
vieron la oportunidad de hacerlo al notificársele á su 
apoderado la providencia de «autos» del cinco de 
agosto del año próximo pasado, en cuya virtud que- 
daron reconocidos como miembros del Superior Tri- 
bunal para dictar el fallo del siete de septiembre del 
mismo año. 

Esta doctrina es conforme con la sentada por la 
Cámara de Apelaciones de la Capital en el fallo que 
lleva la fecha del diez de agosto de mil ochocientos 
ochenta y nueve, y se registra en el tomo nueve, se- 
gunda serie, página cincuenta y nueve. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á las 
recusaciones deducidas. Repóngase las fojas. 

Osuna 

Luna — Alsina 

Ante mí. 

José F, Rivero 

Secretario. 



CLI 



Sumario:—- La designación de inventariador judicial recaí- 
da en el escribano secretario, no lo autoriza á 
cobrar honorarios, como tampoco autorizaría á 
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hacerlo á los Jueces de Paz cuando á ellos se les 
comete la diligencia. Pero cuando el encargo 
importe verdaderamente un trabajo extraordina- 
rio, cabe justipreciar el servicio, teniendo en 
cuenta el trabajo y el monto de los bienes inven- 
tariados. 

N'^ 42. Corrientes, Junio 16 de 1997. 

N. 

Vistos y considerando : 1° Que el escribano se- 
cretario don Aurelio Cacares, al ser designado in- 
ventariador de los bienes de la sucesión Árechaba- 
leta de Bustinduy, no reviste por esta circunstancia 
el carácter especial de perito, sino que realiza un ac- 
to propio é inherente al cargo de secretario que ejer- 
ce, como un cargo judicial, del mismo modo que 
cuando ese acto debe realizarse en los departamen- 
tos, en cuyo caso los Jueces de Paz ejercen las fun- 
ciones de los escribanos, sin que por ello se haya 
entendido que hayan devengado honorarios; — 
2^ Atendiendo, sin embargo, al carácter de extraor- 
dinario del trabajo ejecutado por el secretario Cáce- 
res, es deber del Tribunal justipreciar ese servicio, 
y en tal virtud, y teniendo en vista el monto de los 
bienes inventariados, regulánse en trescientos pesos 
dichos honorarios. Previa reposición de fojas, devuél- 
vanse. 

Osuna 

Balbastko — Aquino 

Luna — J. S ayanca 

Ante mí 

/osí^ F. Rivero 

Secretario 
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Sumario:— 1° La disposición del inc° 4^ del art° 1 14 del Có- 
digo de Proc. en lo Civil y Comercial no auto- 
riza una excepción dilatoria, y sólo autoriza, en 
su caso y previos los trámites legales, la presen- 
tación de documentos después de la oportunidad 
allí indicada, ó sea la de la contestación de la de- 
manda. 

2^ Cuando se ha pedido prórroga no puede el 
demandado alegar excepciones, siendo perento- 
rio el término para deducirlas. 

3° Confirmado el auto, debe serlo con costas. 

N^ 43. Corrientes, Junio 18 de 1897. 

Vistos y consídenindo: 1® Que habiéndose dedu- 
cido demanda á foja sesenta y tres, por el represen- 
tante del curador de los incapaces doña Ana María 
Cossio y don Vicente García de Cossio, contra la su- 
cesión del ex-curador doctor Juan A. Cossio, sobre 
rendición de cuentas de la cúratela, y ordenádose, de 
acuerdo con el dictamen del Agente Fiscal, que se 
entienda esta demanda con los herederos reconoci- 
dos del doctor Cossio, las sociedades de beneficencia 
«Asilo de Huérfanos» y «Asilo de Mendigos», á las 
que se les corrió el traslado de ley, el representante de 
dichas sociedades, después de pedir prórroga de nue- 
ve días para evacuar el traslado de la demanda, la 
que fué concedida de acuerdo con la parte actora,se 
presenta á foja setenta y dos pidiendo se declare que 
sus poderdantes no están obligadas á la rendición de 
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cuentas que se les exige mientras los antecedentes 
necesarios para ello, y de que hace mención, no se 
encuentren en su poder. 

2^ Que se ha pretendido deducir una excepción, 
como se desprende de los propios términos usados 
por la parte demandada, cuando dice que se presenta 
sin evacuar el traslado conferido y sin que le corra 
término ni pare perjuicio, — alegando razones para 
no contestar la demanda y para que se declare que 
no está obligado á hacerlo por ahora. Se llama ex- 
cepciones á todos los medios de defensa usados para 
excluir la acción, ya sea procurando conseguir la ab- 
solución del demandado ó la terminación del litigio, 
desvirtuando ó destruyendo para siempre la acción 
y derecho del demandante, ó ya para dilatar ó impe- 
dir temporalmente la entrada en el pleito, sean di- 
chas excepciones reales ó personales. 

3® Que la excepción aducida es dilatoria, no obs- 
tante lo expuesto en el escrito de apelación de foja 
ochenta y dos (que debió ser devuelto de acuerdo 
con lo prescripto en el art^ 249 delCód. de P., — por 
haberse pretendido fundarlo), que hace presente que 
con la articulación promovida se ha referido á la ex- 
ceptio legis contenida en el inciso 4® del art® 114, y 
nó á las excepciones dilatorias del art° 98. La dispo- 
sición aludida no puede nunca fundar una excepción 
de incontestación, ó dilatoria, sino autorizar, en su 
caso y previos los requisitos legales, la presentación 
de documentos después de la oportunidad allí indi- 
cada, ó sea la de la contestación de la demanda. 

4^ Que las excepciones, reales ó personales, ad- 
mitidas por el Código de Procedimientos, están enu- 
meradas taxativamente por la ley, tanto las peren- 
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torias como las dilatorias, y la alegada no figura en- 
tre las permitidas. 

5^ Que, además, es de jurisprudencia constante 
en los tribunales que cuando se ha pedido prórroga, 
como en este caso, no puede el demandado alegar 
excepciones (Cám. Civ.de la Cap. Fed,, ser. 3% tomo 
VIir,pág. 106; ser. 3% tomo XI, pág. 216; ser. 4% to- 
mo X, pág. 319; ser. 4% tomo XII, pág. 367), siendo 
perentorio el término para deducirlas (art^47,inc. 1°). 

Por tanto, y por los concordantes del auto ape- 
lado, se confirma éste, con costas (art^ 299 del Cód. 
citado). Regúlanse los honorarios del abogado doctor 
Amadey, por su informe in voce^ en cincuenta pesos 
nacionales, y los del procurador Dante en quince. Re- 
puestas las fojas, devuélvase. 

Osuna 

Aqüino -- Balbastro 

Luna — J. S a yanca 

Ante mí 

, José F. Rivera 

Secretario. 



CLIII 



Sumario: — PSólo es procedente el embargo preventivo, en 
el caso de una sentencia condenatoria, cuando 
ella resuelve el pago, ó el cumplimiento de una 
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obligación de dar, y se ordena en ella el pago de 
una cantidad líquida; pero nó cuando condena á 
una obligación de hacer. 

2" El que solicita el embargo preventivo de los 
bienes de una sucesión invocando título heredi- 
tario, debe justificarlo previamente, en virtud de 
sentencia irrevocable ó de un reconocimiento ex- 
preso de su causante. 

No 46. Corrientes, Junio 30 de 1897. 

lisios y considerando : 1° Que el apoderado del 
presunto hijo natural de don Cesáreo Zanabria se 
presentó pidiendo embargo preventivo de los bienes 
de la sucesión de éste hasta cubrir la suma de nueve 
mil pesos, fundando su petición en la circunstancia 
de haber obtenido una sentencia favorable en su de- 
manda sobre la filiación que reclamaba, y en el hecho 
de tener conocimiento de que el cónyuge sobrevi- 
viente estaba enagenando apresuradamente aquellos 
bienes, con el objeto de burlar sus derechos. El 
Juez a qno^ sin más trámite y fundándose en los ar- 
tículos 414, 244 y 415 del Código de Procedimien- 
tos, decretó el embargo preventivo solicitado; una vez 
notificado á la viuda, otorga ésta poder bastante pa- 
ra reclamar contra esa providencia, y el apoderado 
recurrió ante el Superior en tiempo y en forma; 2^ 
Que importando el embargo preventivo solicitado la 
ocupación^ apreh^ensión ó retención de bienes hecha 
con mandamiento de Juez competente por razón de 
deuda ó delito, tiene por objeto asegurar las resultas 
del juicio, es decir el pago de las obligaciones ó las 
responsabilidades consiguientes al delito cometido. 
Escriche, palabra Embargo. El embargo provisional 
no es sino el que se ordena interinamente mientras 
se prepara la demanda ejecutiva ú otro juicio (][ue 
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indica la misma ley; 3° Que teniendo por objeto la 
medida de seguridad aludida, la garantía del cumpli- 
miento de una obligación personal ó la dación en 
pago del daño causado por un delito, es evidente 
que, para obtenerla, debe fundarse la petición en al- 
gunos de los casos expresamente determinados por 
el Código de Procedimientos, artículos 409, 411, 
412 y 414, es decir, que aquel que solicita el embar- 
go preventivo debe justificar su título de acreedor, 
de propietario ó locatorio principal de predios urba- 
nos ó rústicos, privilegio sobre los bienes cuyo em- 
bargo solicita, el hecho de la demanda reivindicato- 
ria á entablarse para pedir el embargo de la cosa, 
objeto de aquel juicio, ó por último, la prueba por 
confesión expresa ó ficta de ser ciertos los hechos 
alegados ó que se haya obtenido una sentencia fa- 
vorable. Sólo en estos casos la ley declara proce- 
dente el embargo preventivo, y resulta de los ante- 
cedentes traídos á la vista, que el que lo solicitó en 
éste, no aduce otra consideración que la de haber 
obtenido una sentencia favorable, sentencia que ha 
sido recurrida y se halla pendiente de la resolución 
de este mismo Tribunal; 4^ Que la mente de la ley 
al autorizar aquella medida, que en sí es odiosa y ve- 
jatoria del derecho de propiedad, no puede ser otra 
que evitar la burla ó la defraudación de otro derecho 
igualmente respetable, y para ello és indispensable 
que el título invocado para pedir la medida referida 
esté justificado en la forma determinado por la ley 
de procedimientos. En este sentido, al hablar el artí- 
culo 414 del Código citado, de una sentencia favo- 
rable, no puede referirse en términos generales á 
todos los juicios, á todas las acciones, sino pura y 
exclusivamente á las que tienen por objeto justificar 
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una obligación de dar, ó la propiedad de una cosa 
mueble ó inmueble, pues si otro fuera el sentido, si 
una sentencia favorable en un juicio sobre el estado 
civil de las personas justificase el embargo preven- 
tivo, sería una repetición el decir que tiene derecho 
á pedir esta medida de seguridad el heredero que 
entabla acción de petición de herencia, como análoga 
y equiparable á la de reivindicación; 5^ Que según 
la jurisprudencia uniforme de las Cámaras de Ape- 
laciones de Buenos Aires, sólo es procedente el em- 
bargo preventivo, en el caso de una sentencia con- 
denatoria, cuando ella resuelve el pago ó el cumpli- 
miento de una obligación de dar, y se ordena en ella 
el pago de una cantidad líquida, pero nó cuando 
condena á una obligación de hacer. Véase serie 2*, 
tomo II, página 480; serie 3*, tomo I, página 22; serie 
4* tomo I, página 135; serie 4% tomo IV, página 219, 
Jurisprudencia Civil de las Cámaras de Apelaciones. 
Igualmente establece la jurisprudencia citada, que 
aquel que soHcita el embargo preventivo de los bie- 
nes de una sucesión, debe justificar previamente su 
título hereditario en virtud de una sentencia irrevoca- 
ble ó de un reconocimiento expreso de su causante, 
serie 1*, tomo 2®, página 55, tomo 1®, página 567; 
segunda serie, tomo 5^, página 310, tomo 4®, página 
461; 6° Que respecto del caso citado por la parte 
apelada, de haber este mismo Tribunal autorizado 
un embargo preventivo en la sucesión de don Gre- 
gorio Balciscueta á petición de una presunta hija 
natural, no puede servir de antecedente como juris- 
prudencia, por cuanto ni hubo discusión que ilustra- 
trara suficientemente el punto y que ocasionase su 
detenido estudio; 7® Que siendo además el juicio de fi- 
liación muy distinto del de petición de herencia, como 

Fallos del 8- T. dt Jost y Bxma. C. de Apel. — Tomo m 9 
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que en el primero se gestiona la declaratoria judi- 
cial del estado de hijo, al paso que en el otro se pide la 
entrega de bienes en virtud del título hereditario, el 
uno no comprende el otro, pues que la petición de 
herencia presupone el título hereditario y la acción no 
podría prosperar hasta tanto no se hubiese obtenido la 
declaración en un juicio previo. Difiere tanto el de- 
recho relativo al estado de familia, de los intereses 
peciuniarios subordinados al mismo estado, que la 
ley que prohibe transigir sobre el primero autoriza 
transar sobre lo segundo art^ 845 y 846 del Cód. Civ. 
Por estos fundamentos, y los aducidos en su in- 
forme in voce por el abogado de la parte apelante, se 
revoca el auto apelado de foja dos del incidente de 
embargo preventivo, y por consiguiente el de foja 
tres del incidente sobre ampliación, que queda de he- 
cho sin efecto. Previa reposición de fojas, devuél- 
vanse. 

Osuna 
Balbastro — Aquino 

Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 
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CLIV 

CIVIL 

Sumario: — Presentado el poder en forma, termina el inci- 
dente sobre falta de personería. Sin perjuicio de 
lo que se disponga sobre las costas. 

N° 48. Corrientes, Junio 30 de 1897. 

Y vistos: Habiendo desaparecido la causal que 
originó este incidente, con la presentación del poder, 
téngase por acreditada en forma la personería invo- 
cada por el apoderado Alsina. A Secretaría, para que 
el apelante exprese agravios. 

Balbastro 

Aquino — J. Sayanca 

Ante mí 

/osé F. Rivero 

Secretario 



CLV 

OI"VT[Ij 

Sumario: — 1<* La alegación de nulidad, deducida oponién- 
dose á la ejecución, no puede fundarse en la in- 
habilidad del título; y para que prospere debe 
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demostrarse cuáles hayan sido los procedimien- 
tos violados. 

2° La regulación ejecutoriada de honorarios, im- 
porta un título ejecutivo; pero no lo importan los 
gastos producidos en el juicio que no estén re- 
conocidos en forma legal. 

3° La excepción de litis-pendencia es improce- 
dente si ella se funda en la existencia de un liti- 
gio entre otras partes y con distinto objeto. 

4** En caso de plus-petitio^ las costas son á cargo 
del ejecutante, aunque el ejecutado haya sido 
vencido en lo demás. En cuanto á las de 2^ ins- 
tancia, debe pagarlas el vencido en último grado. 



ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á cinco de Junio de 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en el Salón 
de Acuerdos el señor Presidente y los señores Voca- 
les titulares de la Exma. Cámara de Apelaciones que 
suscriben y el Secretario autorizante, tomaron en con- 
sideración la causa seguida por doña Regalada R. de 
Cáceres, representada por el procurador don J. Be- 
nito Vallejos, contra doña Ana Gallino de Fernández, 
por cobro de pesos provenientes de costas, traída en 
apelación de la sentencia definitiva del Juzgado de 
1* Instancia en lo Civil y Comercial de la circuns- 
cripción de esta capital, del veintiocho de abril últi- 
mo, corriente á foja cincuenta y nueve vuelta y si- 
guientes de estos autos. 

Practicado el sorteo que establece la ley de la ma- 
teria, resultó que los señores jueces debían votar en 
el orden siguiente: Doctores Aquino, Balbastro y 
Sayanca. 
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El Doctor Aquino expuso : 

Hechos: El procurador don J. Benito Vallejos se 
presentó ejecutando á doña Ana Gallino de Fernán- 
dez, en representación de doña Regalada R. de Cá- 
ceres, por la suma de cuatrocientos cinco pesos en 
concepto de costas producidas en un juicio anterior, 
en el que fueron devengadas las diferentes partidas 
que forman la suma reclamada. El Juzgado, previa 
justificación de la personería invocada, proveyó de 
conformidad con lo solicitado, y ordenó el embargo 
de la casa habitación de la familia de Fernández, si- 
tuada en la calle de Junín. Citada de remate, opuso 
las excepciones de inhabilidad del titulo y litis-pen- 
dencia^ y alegó la nulidad del juicio. Contestadas 
por el ejecutante, fué abierto el incidente á prueba, 
fallando después el Inferior, no haciendo lugar á la 
nulidad, ni á las excepciones opuestas, y mandando, 
en consecuencia, que se lleve la ejecución adelante, 
con exclusión de algunas partidas de la cuenta, que 
fueron declaradas inhábiles para autorizar el juicio 
ejecutivo, y condenando al excepcionante al pago 
de las costas. Apelada esta sentencia, y llamado au- 
tos, se oyó el informe in voce de ambas partes, con 
cuyo trámite la causa se halla en estado de resolución. 

Con la relación de los hechos «manifiestan confor- 
midad los demás señores Camaristas. 

En seguida se plantean las siguientes cuestiones: 

1^ ¿ El nulo el juicio ejecutivo por los vicios que^ 
♦ se mencionan? 

2^ En caso negativo, ¿proceden las excepciones 
opuestas de inhabilidad del titido y de litis pendencia^ 
y debe ó nó confirmarse la sentencia^ con costas ó sin 
ellas?. 
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Respecto de esta cuestión, dijo el Dr. Aquino: 

Que la nulidad autorizada por el artículo 477 del 
Cód. de P. en lo Civ. y Com., se relaciona directamen- 
te con las formas del juicio, las que en este caso no 
han sido objetadas; pues lo alegado respecto á que 
tales ó cuales partidas no llevan aparejada ejecución, 
se refieren al fondo del asunto, circunstancia que 
viene á colocar el pedido fuera de la condición im- 
puesta por la ley, por lo que se hace improcedente. 

Para que prospere esta acción, dice la jurispru- 
dencia de las Cámaras de Apelaciones de Buenos 
Aires, debe .demostrarse cuáles hayan sido los pro- 
cedimientos violados (jurisprudencia civil, serie 2% 
tomo 6^, pág. 7), Esta excepción, fundada en la in- 
habilidad del título, no procede, (Serie 2% tomo 6^, 
pág. 214). Voto en este sentido. 

Los demás señores Camaristas adhieren á este 
voto. 

En cuanto á la segunda cuestión, dijo el mismo 
Dr. Aquino: 

Las diferentes partidas que forman la suma reco- 
nocida, tienen el carácter de costas, producidas du- 
rante la secuela del juicio que la señora Regalada 
R. de Cáceres siguió contra la mencionada señora 
de Fernández, habiéndosela obligado al pago por 
resolución judicial pasada en autoridad de cosa juz- 
gada. 

En este sentido, consta de los autos traídos á la 
vista que han sido regulados los honorarios del Dr. 
Osuna, como abogado patrocinante, en doscientos 
setenta pesos moneda nacional, en treinta y cinco los 
del procurador Achinelli, en diez los de Meza Vira- 
soro y en ocho los de Brignole, regulaciones que 
fueron notificadas en forma legal al procurador Mi- 
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randa, cuyas partidas, de conformidad al artículo 427 
del Código antiguo, traen aparejada ejecución por 
formar parte de resoluciones judiciales ejecutoriadas. 

En cuanto á las demás partidas, no teniendo el 
carácter de instrumentos públicos, ni revistiendo las 
formas de actas judiciales, y aún cuando aparezcan 
que son gastos producidos en el juicio aludido, no 
están reconocidas en alguna de las formas legales, 
y por consiguiente deben ser excluidas de la cuenta 
que sirve de base á esta ejecución, y sobre todo, 
teniendo en cuenta que la parte ejecutante ha con- 
sentido la sentencia del Inferior, que no las reconoció. 

Respecto á la excepción de litis-pendencia^ es así 
mismo improcedente, pues para que ella exista es 
necesario que se trate de la misma acción y entre las 
mismas partes litigantes; pero en nuestro caso se tra- 
ta de un juicio ejecutivo, siendo las partes las señoras 
de Cáceres y de Fernández, y en la causa promovida 
de oficio contra el Dr. Osuna y el procurador Achi- 
nelli y que está pendiente del fallo del Tribunal, 
según el informe á que se hace referencia, se averi- 
gua si el mencionado Dr. Osuna y el procurador 
Achinelli, ejerciendo la fiscalía y un juzgado de paz 
respectivamente, pueden desempeñar al mismo tiempo 
la funciones de abogado y procurador, objetos com- 
pletamente distintos y entre partes diferentes, lo que 
hace improcedente la excepción opuesta aludida. 

La jurisprudencia de las Cámaras citadas ha es- 
tablecido que esta excepción es improcedente si ella 
se funda en un litigio que tenga distinto objeto y se 
ventile entre partes diferentes, j urisp. civil, serie 2*, 
tomo 6, pág. 425; serie 2% tomo 1^, pág. 613. 

Respecto de las costas de 1* instancia, como la 
sentencia reconoce en parte las pretensiones del eje- 
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cutado, de conformidad á la jurisprudencia estable- 
cida por las Cámaras citadas, deben ser satisfechas 
por el ejecutante. Probada en parte por el ejecutado 
la excepción opuesta, su liberación de las costas es 
procedente, Jurisp. Civil, serie 1^, tomo 2^, pág. 286. 
En caso de phis petitio^ las costas son á cargo del 
ejecutante, aunque el ejecutado haya sido vencido 
en lo demás, Jurisp. Comercial, serie 1% tomo 4^, 
pág. 281. 

Ahora, en cuanto á las de segunda instancia, rige 
lo dispuesto en el artículo 495 del Código vigente, 
que establece que debe pagarlas el vencido en último 
grado. Voto en este sentido. 

Los demás señores Camaristas adhirieron al voto 
precedente. 

Con lo que terminó el presente acuerdo, pasado 
y firmado por ante mí. Secretario, de que doy fé. 

SENTENCIA 

N° 21. Corrientes, Julio 7 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente, se confirma la 
sentencia recurrida de fs. 39 vta. á 43, modificándola 
en la parte que se refiere á las costas, que debe pa- 
garlas el ejecutante, siendo las de esta instancia á 
cargo del ejecutado. Regúlanse los honorarios del 
procurador Vallejos en la suma de treinta pesos mo- 
neda nacional. Repuestas de fojas, devuélvanse. 

Alberto Balbastro 

Lorenzo J. Aquino — J. Sayanca 

Ante mí 

José F, Rivero 

Secretario 
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CLVI 

Sumario:— 1° El homicidio por precio, es una sola califica- 
ción de la ley penal, y siendo autores principa- 
les el mandante y el mandatario, no podría verse 
en el hecho del uno un delito formalmente dis- 
tinto del delito del otro. 

2° El engaño y la deslealtad, ó la falta de peligro 
y la seguridad para el autor, califican de alevoso 
el homicidio. 

3** El hecho solo de ser tres contra uno, que 
además va engañado y confiado, creyéndose 
entre amigos y compañeros de fiesta, basta para 
considerar que se procedió sin peligro; tanto 
más cuando se sabía que la víctima iba desarmada, 
de modo que, aún cuando no la hubieran atacado 
de improviso, como se confiesa haberlo hecho, 
no habría aquélla tenido qué oponer á las armas 
de sus victimarios. 

4° Tratándose de un delito castigado con la pena 
capital, es improcedente, por inútil, el pronun- 
ciamiento é impropio el estudio de cualesquiera 
circunstancias agravantes que puedan concurrir 
en el caso en sentencia. 

5° La atenuante de provocación se refiere á la 
dignidad ó al prurito de amor propio; y para que 
pueda estimársela es necesario que el antece- 
dente invocado importe tal provocación, y que, 
subsistiendo en el ánimo del agente, se haya 
éste creído 5^^ sentido bajo la depresión de la 
actitud de su víctima. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á cinco de Julio de 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en el salón 
de acuerdos el señor Presidente y los señores Voca- 
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les titulares del Superior Tribunal de Justicia, toma- 
ron en consideración el proceso criminal seguido 
contra Luciano Gutiérrez, Venancio Duarte y Silves- 
tre Perichón, por homicidio cometido en la persona 
de Cristóbal Enrique, en la primera sección del 
Departamento de Goya, venido en apelación de la 
sentencia del Juzgado del Crimen de la circunscrip- 
ción de Goya, fecha veintidós de Marzo del presente 
año, corriente de fojas ochenta y seis á noventa y 
cinco vuelta de los autos. 

Practicado el sorteo que establece la ley de pro- 
cedimientos, resultó que los señores jueces debían 
votar en el orden siguiente: Doctores Sayanca, Aqui- 
no, Osuna, Balbastro, Luna. 

El Ministro Dr. Sayanca expuso: * 

Hechos: El Juez de Paz de Goya envía al Juez 
del Crimen deesa circunscripción judicial el sumario 
que ha instruido á los presos que remite, Venancio 
Duarte, Silvestre Perichón y Luciano Gutiérrez, 
presuntos autores de la muerte violenta de Cristóbal 
Enrique, sucedida en la noche del día once de Enero 
de mil ochocientos noventa y seis, en los palmares 
de Ifrán, primera sección del Departamento. 

El acta de fojas diecinueve á veinte da cuenta de 
haberse procedido á la exhumación, identificación 
y examen pericial del cadáver, constando este últi- 
mo del informe médico legal de fojas tres vuelta á 
cuatro. El cadáver de Enrique fué hallado el día trece, 
á las once a. m., sumergido en una laguna y degollado, 
habiéndose procedido en seguida á enterrarlo. Los 
Dres. Mariano I. Loza y Felipe Fossati,por disposición 
judicial, exhumaron el cuerpo de Enrique el día diez 
y siete, en los términos que da cuenta el informe ya 
mencionado de foja tres vuelta, del que se desprende 
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que la víctima murió de la herida que se manifiesta 
en el cuello, habiéndose producido la muerte muy 
pronto. Enrique ha muerto degollado. 

Los tres procesados conñesan lisa y llanamente el 
crimen cometido por ellos de común acuerdo. Duar- 
te quería matar á Enrique, cuñado suyo, y no atre- 
viéndose á hacerlo solo y personalmente, pidió á Pe- 
richóny Gutiérrez que le mataran, ofreciendo pagar- 
les el asesinato. Así dicen éstos; Duarte dice que 
fueron ellos los que le -manifestaron que Enrique ha- 
bía proferido amenazas de muerte contra él, ofre- 
ciéndose ellos para quitárselo primero de en medio, 
siendo así que aceptó y ofreció pagarles. Declaran 
los tres, de conformidad, que tres meses antes del 
hecho ya hablaban de cometerlo, decidiéndose recién 
tres días antes del asesinato; Perichón porque vio 
que sería acompañado por Gutiérrez, éste «por no 
parecer cobarde», y ambos por ganar el precio pro- 
metido. Concertaron el plan en la mañana del mismo 
día que lo ejecutaron: Duarte y Gutiérrez irían á caba- 
llo esa noche con Enrique á la fiesta del boliche de un 
tal Vallejos, y en el camino se les reuniría Perichón 
y unidos matarían á Enrique. Así se hizo. Cambiada 
la señal de atención, Perichón dio el primer golpe en 
la cabeza de la víctima, con un arreador trenzado, 
mango de hierro, siendo secundado por Gutiérrez, 
que le dio otro golpe con un machete, en la espalda. 
Ya desmontados, Enrique quiso huir, pero cayó al 
suelo boca abajo, á los pocos pasos, siendo alcanzado 
y apretado por 'Perichón y Gutiérrez, poniéndole el 
primero una rodilla sobre el pecho y sujetándole el 
segundo por las piernas y pies. 

Pidió que no le mataran, contestando Duarte que 
él lo hacía matar, procediendo Perichón á degollarlo. 
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lo que hizo tomándole de la barba, torciéndole la 
cabeza é introduciéndole el cuchillo en el cuello «co- 
mo acostumbran á matar ovejas». 

Consumado el hecho, se arrastró á la cincha, siem- 
pre por orden de Duarte, el cadáver hasta la próxi- 
ma laguna, yéndose solo Perichón á la fiesta, y 
Gutiérrez y Duarte juntos á casa de éste (declaracio- 
nes de fs. 8 vt^ 12, 14 vt* y 22, ratificadas y ampliadas 
á fs. 31,33y 35 vt^). 

Las otras declaraciones tomadas en el sumario, 
de la madre de Duarte, de la viuda de Enrique, de la 
cuncubina de Duarte, y otros, son concordantes, es- 
tableciendo las buenas relaciones sostenidas siempre 
por Enrique y Duarte, la obsoluta ignorancia sobre 
las amenazas invocadas por éste y el posterior cono- 
cimiento del crimen y de sus autores. La madre de 
Duarte dice en su segunda declaración, de foja cua- 
renta y una vuelta, que una vez le dijo á ella Enrique: 
«nada todavía les ha pasado; más tarde verán»; y en 
otra, «gasten el dinero, que después sentirán», lo que 
consideró como una amenaza, no sabía si á su perso- 
na ó á sus bienes, Duarte ha denunciado también es- 
tas amenazas contra la vida de su madre, en sus de- 
claraciones, y Perichón y Gutiérrez dicen también 
que el motivo de la enemistad eran cuestiones de 
bienes. 

Elevada á plenario la causa, previa petición fis- 
cal, este Ministerio formaliza su acusación á foja se- 
tenta y nueve, pidiendo contra los procesados la pena 
capital, por tratarse de un asesinato alevoso, rodeado 
de circunstancias agravantes y sin ninguna atenuante. 
La defensa, manifestando que á los jueces no puede 
pedirse clemencia sino justicia, reconoce que no halla 
nada qué objetar á los fundamentos de la acusación. 
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Llamados los autos, se pronuncia la sentencia de 
foja ochenta y seis, que condena á los procesados á 
la pena capital. Apelada, el Defensor de Pobres no 
expresa agravios, y, evacuando el traslado de ley, 
pide el Procurador General la confirmación de la 
condena. 

Citados para sentencia, no se solicita informar 
in-voce, y traídos los autos al despacho, la causa se 
encuentra en estado de ser fallada 

Los demás señores Ministros manifestaron con- 
formidad con la precedente relación de los hechos. 

Acto continuo el Tribunal planteó las siguientes 
cuestiones: 

/* ¿Constan de atiíos el homicidio^ origen del pro- 
ceso, y sus autores? 

2^ Clasificación del delito^ y si existen circunstan- 
cias eximentes^ atenuantes ó agravantes. 

3^ ¿Es justa la sentencia apelada, y debe ésta con- 
firmarse ó modificarse? 

Respecto de la primera cuestión, el Doctor Sa- 
yanca dijo: Que su voto era por la afirmativa en esta 
cuestión. El proceso comprueba ambos extremos 
plenamente, sin dejar lugar á género alguno de duda. 
Las propias confesiones de los procesados, las decla- 
raciones de los testigos del sumario, y las actas é 
informes producidos para constatar la muerte violen- 
ta de Enrique y la indentificación de su cadáver, lo 
demuestran acabadamente. 

En general, la confesión es la mejor de las prue- 
bas, haciendo plena prueba enjuicio, siempre que no 
sea inverosímil. En materia criminal, para que alcan- 
ce este efecto se exige, además, por razones fáciles 
de comprender y que no es del caso expresar aquí, 
ciertas especiales circunstancias concurrentes, que 
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enumera nuestro Código de Procedimientos en su 
artículo 315, y que concurren en el caso siib-judice. 
Los procesados confiesan su propósito y plan conve- 
nido de común acuerdo de asesinará Enrique, dando 
detalles concordantes sobre el día, hora y lugar en 
que consumaron el hechO; cómo lo ejecutaron, agre- 
diendo dos de ellos á la víctima, golpeándola, vol- 
teándola degollándola y sumergiéndola, ya muerta, 
en una laguna. Del proceso consta la partida de 
defunción de Enrique, la extracción del cadáver, el 
reconocimiento hecho de su identidad y el informe 
pericial, que acusa la muerte producida por la herida 
hecha en el cuello, constatándose así el cuerpo del 
delito. Las declaraciones han sido ratificadas y am- 
pliadas ante juez competente, y prestadas sin que se 
haya argüido después de haberse hecho sin el perfec- 
to uso de las facultades mentales, ni mediando vio- 
lencia, intimidación ó falsas promesas, ó por error 
evidente; no desprendiéndose de autos, por lo demás, 
circunstancia alguna que haga presumir que hayan 
mediado tales vicios. 

El hecho confesado es posible y verosímil, dados 
los antecedentes y pruebas del sumario. Duarte de- 
seaba la muerte de Enrique, como él mismo lo con- 
fiesa, porque veía, dice, amenazados á su madre y á él 
mismo, y no atreviéndose á matarlo él, pagó la mano 
asesina; Perichón, no acepta al principio, por temor 
también, y sólo se resuelve cuando se le ofrece la 
ayuda de Gutiérrez, y por el incentivo del precio 
ofrecido; Gutiérrez acepta, por lucro y porque no lo 
crean cobarde^ unirse á Perichón. Juntos los cuatro, 
es degollado por éste Enrique, ayudado de Gutiérrez, 
mientras Duarte contempla y vela. Todo ésto se ex- 
plica perfectamente. Los hechos sobre que declaran 
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los conocen con la evidencia de la acción propia, 
concordando las declaraciones con las circunstancias 
y accidentes del cuerpo del delito, y sobre las perso- 
nas respectivas de los delincuentes. 

Además, todas las otras declaraciones y constan- 
cias del sumario concurren y concuerdan con dichas 
confesiones, quedando demostrado que Cristóbal En- 
rique fué muerto en la noche del día sábado once de 
Enero de mil ochocientos noventa y seis por su cu- 
ñado Venancio Duarte, Silvestre Perichón y Luciano 
Gutiérrez. 

Los demás señores Ministros expresaron su con- 
formidad con los fundamentos de este voto. 

Respecto de la segunda cuestión, continúa el mis- 
mo Dr. Sayanca: 

Se trata de un homicidio cometido por precio y 
con alevosía. Estas circunstancias, que califican el 
delito, alcanzan por igual á los tres procesados. 

Consta del proceso que el único móvil que guió 
á Perichón y Gutiérrez para matar á Enrique fué la 
idea del lucro que les reportaría el hecho; consta 
igualmente que Duarte les ofreció una cantidad de 
dinero si lo mataban. 

La circunstancia calificativa del precio en el ho- 
micidio, se refiere y alcanza tanto al que lo acepta y 
recibe como al que lo ofrece y paga; no demuestra 
más perversidad el que se presta á derramar sangre 
inocente, aunque sólo fuera en el sentido déla ausen- 
cia de antecedentes que afecten al actor que obra 
sólo por cuenta agena y mediante recompensa en di- 
nero ó apreciable en dinero, que el que, premeditando 
la muerte de una persona, arma una mano mercena- 
ria para que la ejecute, procediendo así ya sea por 
miedo, interés ó conveniencia. 
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Y que tal es la teoría del Código Penal, lo de- 
muestra la clasificación de autor principal que hace 
respecto del que con voluntad criminal determine al 
autor material á ejecutar el hecho, sea por medio de 
consejos, orden, comisión, promesa de recompettsa^ 
dádiva, . . .(art^ 21 inc. 3^) «El homicidio por precio, 
dice Rivarola (Exposición y Crítica del Código Pe- 
nal, tomo 2° § 452), es una sola calificación de la ley 
penal, y siendo autores principales el mandante y el 
mandatario, no podría verse en el hecho del uno un de- 
lito formalmente distinto del delito del otro». 

Respecto de la otra circustancia calificativa de 
alevosía, que he enumerado como concurrente en el 
caso sub-judicey consta igualmente de autos. Defi- 
niendo nuestro Código la alevosía al enumerarla 
como circunstancia de agravación de las penas (art. 
84 inc. 2®), diciendo expresamente que debe enten- 
derse que la hay cuando se obra á traición ó sin peli- 
gro para el agresor, no puede ser cuestión al aplicar 
la ley el concepto distinto que, por las leyes que nos 
regían antes del código, se tenía de la alevosía y de 
la traición (ley 2% Tit. 17, Lib. IV, Fuero Real) «Hay 
ocultamiento moral, dice Carrera (Programma § 1 161) 
cuando el enemigo ha ocultado el ánimo hostil, si- 
mulando la amistad (proditorio). El ocultamiento de 
la persona, que se llama alevosía (agiiato)^ se tiene 
cuando, para agredir á la víctima, el asesino se ha 
ocultado para esperarla y herirla de improviso» «De 
improviso y con cautela», decía el Proyecto de Te- 
jedor, y se castigaba por las leyes españolas con 
mayor pena al traidor que al alevoso. Hoy, cualquiera 
de las dos circunstancias (el Código usa la partícula 
disyuntiva 6 donde en el Proyecto Tejedor se encon- 
traba la conjuntiva y^^ el engaño y la deslealtad, ó la 
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falta de peligro y la seguridad para el actor, califi- 
carán la alevosía del acto. 

En el presente caso concurren la traición y la falta 
de peligro. 

El plan convenido por los tres procesados fué 
traidor. Debía invitarse á una fiesta á Enrique, por 
Duarte y Gutiérrez, y Perichón debía esperarlos en 
el lugar determinado. Este, prosiguiendo el desarrollo 
de la ejecución del plan, se une á los otros tres y si- 
guen juntos en completa armonía en dirección á la 
fiesta, sin que, á su juicio, sospechara nada Enrique 
(declaración de fs. 8 v. á 1 2 y demás citadas). La des- 
lealtad, el engaño, la insidia, la perfidia están evi- 
dentemente de manifiesto. Lo mismo que la seguridad 
y la completa falta de peligro. El hecho solo de ser 
tres contra uno, que además va engañado y confiado, 
creyéndose entre amigos y compañeros de fiesta, 
basta para considerar que se creyeran, y que estaban, 
seguros del éxito y de su inmediata impunidad; pero 
hay que agregar que ellos sabían que Enrique iba de- 
sarmado (declaraciones citadas), y que aún cuando 
no lo hubieran atacado de improviso, como confiesan 
haberlo hecho, no habría tenido qué oponer al cuchi- 
llo y arreador de Perichón y al machete de Gutiérrez. 

Concurriendo, pues, en la perpetración del delito 
origen de este proceso, las circunstancias de haberse 
cometido por precio y con alevosía, lo clasifico de 
asesinato (ley 3* título 27, Partida 7^, Carrara, obra 
cit. § 1192), ó sea de homicidio calificado de alevoso 
y de hecho por precio (inc. P del art. 95 Cód. Pen.). 

Dada la clasificación que hago del delito, la cues- 
tión propuesta, en lo que se refiere ala concurrencia 
de circunstancias agravantes, no importaría sobre la 
pena que deba imponerse á los reos, desde que el 
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asesinato está castigado por nuestro Código con el 
máximun de las penas corporales, siempre que no 
exista en favor del autor alguna circunstancia ate- 
nuante (art. 95 inc. 1^ cit.). 

No intentaré, pues, demostrar que, á mi juicio, 
existen en el caso sub-judice las causas agravantes 
enumeradas en los incisos 1^, 4^, 6° y 13 del artículo 84. 

El estudio de las circunstancias agravantes tiene 
capital importancia cuando su concurrencia ó ausen- 
cia pueden influir sobre la pena á aplicarse en cada 
caso ocurrente, ó sea cuando el Código Penal ha im- 
puesto á un delito una pena susceptible de aumento ó 
disminución, ó cuando exige para la aplicación de 
una pena determinada la concurrencia de una ó más 
de esas circunstancias. En el caso stib-judice^ la pena- 
lidad, con ó sin concurrencia de agravantes, será la 
misma, siempre que no exista circunstancia atenuante 
alguna. 

Se demuestra así, pues, la inutilidad de que nos 
ocupemos de encontrar ó demostrar que al hecho, ori- 
gen del proceso, rodearon circunstancias, no califica- 
tivas del delito, sino de agravación de la pena que 
corresponde aplicar por el mismo. Pero qpiero expre- 
samente hacer constar que, en mi opinión, no sólo es 
innecesario estudiar aquí tales circunstancias, por ser 
improcedente, sino que dicho estudio sería impropio. 
Porque las sentencias no deben contestar nada que 
esté demás. El título V de la sección II del libro I del 
Código habla de la agravación de las penas\ así, 
pues, y tratándose de un delito castigado con la pena 
capital, y no siendo ya permitido hoy agravar la pe- 
na de muerte, no es el caso de aducir circunstancia 
alguna de las previstas y enumeradas como agravan- 
tes. Tarea tan inútil como odiosa. 
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Circunstancias eximentes, no se han invocado 
por los procesados ni por la defensa, ni se desprenden 
de autos por la mínima presunción. 

De las causas de atenuación de las penas, enume- 
radas por el Código, sólo la contenida en el inciso 
4^ del artículo 83 puede surgir del proceso, en lo que 
se refiere á Duarte, que ha declarado, desde el prin- 
cipio, que sabía que Enrique lo pensaba matar, y que 
había amenazado también de muerte á su madre. La 
confesión no puede dividirse en perjuicio del confe- 
sante, y los distintos hechos ó circunstancias que ella 
contenga no importan excepciones cuya prueba in- 
cumba al acusado (art. 316 Código de Poced.); ha- 
biendo aceptado lo desfavorable, debemos aceptar 
también lo favorable. Pero el mérito de las pruebas 
de un proceso debe hacerse conjuntamente de todas 
las producidas, y lo aducido por Duarte, y que pudie- 
ra considerarse como atenuante, resulta destruido 
completamente por las demás constancias de autos 
y por sus propias declaraciones, contradictorias res- 
pecto de la época de las amenazas de Enrique. Hasta 
un mes antes de que lo hiciera matar, época en que 
dice amenazó á su madre, mantuvo con él cordiales 
relaciones; pero tres meses antes del hecho, y en vista 
de que Perichón y Gutiérrez le dijeron que Enrique 
lo amenazaba de muerte y le ofrecían matarlo, aceptó 
y les ofreció pagarles si lo hacían (declaración de f. 
35 vta.). Esta cordialidad de relaciones después de 
las amenazas contra él, confesada, está corroborada 
por las declaraciones de sus cómplices, de su madre, 
de su hermana y esposa de Enrique, y de su cuncubina; 
es decir, de las personas que mejor y más autoriza- 
damente podrían atestiguar á este repecto. De modo 
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que podemos establecer que no le ofendieron y que 
le tenían sin cuidado, al extremo de visitarlo con fre- 
cuencia, andar solo con él, y haberlo llevado una vez 
en las ancas de su caballo (fs. 27, al fin), Es de notar 
que no se han invocado amenazas directas áDuarte. 

Queda, pues, sólo pendiente el antecedente de ha- 
ber amenazado también Enrique á la madre de Duar- 
te. Esta declara á foja veintiuno que no sabe la causa 
por la cual su hijo Venancio mandara asesinar á En- 
rique, con el que notaba se querían, manifestando 
ignorar que Enrique amenazara de muerte á Venancio, 
ni á ella misma; y á foja cuarenta y dos, que en una 
ocasión Enrique le dijo que tnada todavía les había 
pasado, que más tarde verían», palabras que ella to- 
mó como una amenaza, pero que no sabía si era á 
su persona ó á sus bienes, habiendo sido motivada 
por haberle dicho la declarante que había pagado una 
misa á una cruz muy milagrosa, á lo que agregó En- 
rique: «gasten el dinero, que después sentirán». Y 
bien, estos antecedentes no pueden fundar la circuns- 
tancia atenuante aludida anteriormente, y que se re- 
fiere, según los propios términos de la ley, al hecho 
de haber precedido provocación, amenaza ú ofensa. 

La provocación, se refiere á la dignidad ó al 
prurito de amor propio, que puede hacer cometer al 
hombre una acción que no hubiera cometido si no 
hubiesen sido heridos tales sentimientos; quiere decir 
que para que la atenuación proceda, es necesario 
que la causa que la motive importe tales circunstan- 
cias y que haya subsistido en el ánimo del reo; en una 
palabra, que cuando cometa el acto delictuoso se 
crea y se sienta bajo la depresión de una provoca- 
ción. En el presente caso no se ha invocado 
provocación posterior á lo que pueda importar la 
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amenaza hecha á la madre de Duarte, un mes antes, 
constando en cambio el mantenimiento constante de 
relaciones amistosas que se sucedió, habiendo ido 
precisamente en tren de fiesta juntos Enrique y él, 
mediante invitación de éste, con Gutiérrez y Perichón, 
la noche en que le mataron. Lo mismo debe decirse 
respecto de la circunstancia de la oíensa que importe 
la provocación ó la amenaza, pues no se ha invocado 
otra. Y en lo que respecta á esta última, ya hemos 
hecho notar que, caso que haya existido, en nada ha 
debido pesar para la comisión del delito. 

Pienso, pues, que en el hecho cometido no hay 
circunstancia alguna de atenuación de la pena que 
corresponda imponerse. 

El Dr. Aquino manifiesta conforn^idad con el voto 
precedente del Ministro Dr. Sayanca á propósito de 
esta cuestión, en lo que se refiere al fondo. 

Respecto de lo dicho sobre las circunstancias 
agravantes, agrega: que no obstante la calificación 
legal del homicidio perpetrado en la persona de En- 
rique, hay otras circunstancias que han rodeado el 
crimen^ haciendo resaltar más la justicia en la apHca- 
ción de la pena de muerte. Ellas son la premeditación, 
el parentesco de la víctima con el instigador del ase- 
sinato y el hecho de haberlo ejecutado de noche y en 
despoblado. 

En efecto, consta del proceso que Venancio Duarte 
concibió el crimen tres meses antes del hecho, y le 
propuso á Silvestre Perichón la ejecución; pero por 
temor á la víctima, pues se trataba de matar á un 
hombre de acción, se mostró indeciso y desanimado, 
no obstante los pedidos insistentes de Duarte, hasta 
que tres días antes le reitera el pedido, diciéndole 

10 



Digitized by 



Google 



— 154 — 

que Luciano Gutiérrez lo acompañaría, á lo que 
contestó de conformidad con los deseos y propósitos 
del instigador Duarte, hermano político de la víctima. 
Hecho el convenio, los tres se ponen de acuerdo y 
conciertan el siniestro plan, el cual debía realizarse 
en una travesía de la casa de Duarte al boliche de 
Santiago Vallejos, donde esa noche debía tener lu- 
gar un baile. Los tres asesinos convinieron igualmente 
que Duarte debía concurrir á la casa del invitado, 
para de ahí salir juntos después de cenar en la mayor 
armonía. 

En el camino debía salir Perichón á incorporár- 
seles. Juntos los cuatro siguieron en dirección al 
baile, y sólo se esperó la señal fatal para la ejecución 
del horrendo crimen, y esa señal fué dada por Duarte 
frente á una laguna, en un parage completamente 
despoblado, siendo sumergido el cuerpo de la vícti- 
ma en la mencionada laguna, atándose en él el reca- 
do, cinchas y freno, de la misma víctima. Hecha esta 
operación, los asesinos tomaron distintos rumbos, 
yendo Perichón al baile, donde amaneció, y Duarte 
y Gutiérrez ala casa del primero, donde pernoctaron. 

De lo expuesto, que es la expresión fiel del proceso, 
se desprende que hay prueba plena y acabada de la 
concurrencia de las ciscunstancias agravantes men- 
cionadas, artículo 84, inc. 1^4*^, 13 y 14 del Cód. Pen., 
las que vienen á agravar más la delincuencia de los 
procesados. 

Los señores Ministros Doctores Osuna y Luna 
adhieren á los precedentes votos y el Ministro Dr. 
Balbastro exclusivamente y en todos sus partes al 
del Dr. Sayanca. 

Respecto de la tercera cuestión, el Ministro Dr. 
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Sayanca dijo: Mi voto es por la confirmación de la 
sentencia apelada, que condena a los reos á la pena 
capital de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 95 
inciso 1^ del Código Penal, en cuya prescripción en- 
cuadra el caso siib-judice^ de homicidio perpetrado 
por precio, con alevosía y sin mediar circunstancia 
atenuante alguna. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí Secretario de que doy fé. 

SENTENCIA 

N° 22. Corrientes, Julio de 5 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente y los concordantes 
de la sentencia apelada, y de conformidad á lo solici- 
tado por el Procurador General, se confirma en todas 
sus partes dicha sentencia, con costas. Devuélvanse, 
á sus efectos. 

Osuna 

Lorenzo J. Aquino — Alberto Balbastro 

Féux Luna — J. Sayanca 



Ante mí 



José F. Rivero 

Secretario 
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CLVII 

Sumario: — 1° Es procedente el recurso de súplica de una 
sentencia definitiva revocatoria de la de F* ins- 
tancia y dictada en un asunto cuyo monto exce- 
de de mil pesos 

2P El Tribunal de la quiebra tiene una jurisdic- 
ción especial y extraordinaria, ante la cual deben 
llevarse, sin distinción, todas las acciones civiles, 
activas y pasivas, del fallido, en que éste obre co- 
mo demandante ó demandado. Ceden las reglas 
ordinarias de la competencia. 

3° Siendo confirmatoria la sentencia, debe serlo 
con costas. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á doce de julio de 
mil ochocientos noventa y siete, reunidos en el Salón 
de Acuerdos del Superior Tribunal de Justicia los ti- 
tulares Dres. Don Alberto Balbastro, Don Joaquín 
Sayanca y Don Félix Luna, y como integrantes los 
señores jueces de 1* instancia en lo Civil y Comer- 
cial Dres. Don Martín Goitia y Don Eliseo A. Caste- 
llano, tomaron en consideración la causa seguida por 
el síndico del concurso civil de Don Miguel Volpe so- 
bre nulidad de la escritura hipotecaria de varias 
propiedades, otorgada por aquél y su esposa á favor 
de la sucursal del Banco Nacional en esta capital, 
traída en súplica de la resolución dictada por el Tri- 
bunal de segunda instancia, con fecha veintinueve de 
Marzo de mil ochocientos noventa y cinco, corriente 
de fojas noventa á ciento cinco de los autos. 
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Practicado el sorteo de ley para fijar el orden de 
votación, resultó que los señores Jueces debían ha- 
cerlo en el siguiente: Dres.Luna,Sayanca, Balbastro, 
Castellano y Goitia. 

El Ministro Dr. Luna expuso: 

Hechos: Don Antonio F. Ramayón, síndico del 
concurso de Don Miguel Volpe, se presentó á f. 5 
acompañando la escritura hipotecaria de fojas uno 
á cuatro, entablando demanda de nulidad de dicha 
hipoteca establecida á favor del Banco Nacional, 
aquí su sucursal. La relación de esta causa se ha hecho 
con toda fidelidad y suficiente prolijidad en la senten- 
cia de vista, por lo cual debemos aceptarla y darla 
por reproducida. Dictada esta sentencia, que revo- 
cando la de primera instancia declaraba la validez y 
subsistencia de la obligación hipotecaria, Don Anto- 
nio Solari, síndico entonces del concurso Volpe, se 
presentó á f. 108 suplicando de dicha resolución, fun- 
dando el recurso y expresando agravios como sigue: 

La alegación de incompetencia de jurisdicción 
hecha por el demandado, ha sido desechada en ambas 
instancias, y nada hay qué agregar sobre eso; pero 
lo resuelto sobre el fondo del asunto, no está arregla- 
do á derecho. El Superior Tribunal ha resuelto que 
la hipoteca impugnada no es nula por recaer sobre 
bienes hereditarios indivisos, desde que la ley civil 
autoriza á cada comunero á gravar y aún á enagenar 
su parte ideal en el condominio; pero es que la cues- 
tión estaba y está regida no sólo por el Cód. Civil, 
sino también por la legislación especial del Banco, 
Ley n° 1582, cuyo artículo 25 dice que «no podrá 
concederse préstamos sobre bienes indivisos, á me- 
nos que todos los condóminos presten su conformi- 
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dad suscribiendo al efecto la escritura de obligación 
ó una declaración por acto público». Si el préstamo 
fué celebrado en oposición á la ley, ese acto es nece- 
sariamente nulo (art. 18 Cód. Civ.), y por ende la 
obligación accesoria de hipoteca. 

También ha resuelto el Tribunal que el art° 1004 
del Cód. Civ. sólo se refiere á los procuradores ó 
mandatarios, con exclusión de los otros representan- 
tes de los incapaces, contra el texto y alcance de /a 
ley y la opinión de nuestros tratadistas, haciendo una 
distinción que no se funda en la ley y que la ley no 
autoriza; declarando después que el gerente de la 
sucursal del Banco, en su carácter de tal, es un factor, 
en los términos del art^ 132 del Código de Comercio. 
Pero es que aún aceptando ésto, el factor, como man- 
datario que es, necesita poder especial ó general, se- 
gún los casos, para ejercer su mandato, y, por consi- 
guiente, como mandatario, debe y debía, á estar á 
las mismas declaraciones de la sentencia de vista, in- 
sertar en la escritura hipotecaria la procuración ó tí- 
tulo habilitante de su mandato. Cita en su apoyo á 
Segovia y al Código Español, art® 1745,1o dispuesto 
en nuestro Cód. de Com. en sus art*^^ 133 y 36 n® 4^, 
y la ley citada n® 1582, art^ 33, 39 y 49 inc« 4®. Nada 
se ha discutido sobre las facultades del gerente sino 
sobre la forma de acreditar su nombramiento en una 
escritura pública de hipoteca. No basta la notorie- 
dad de que habla la sentencia de vista, y que por lo 
demás no consta de autos, porque la ley exige la in- 
serción del documento habilitante. 

Corrido traslado á la parte contraria y vista al 
Fiscal, aquélla responde adhiriendo al recurso in- 
terpuesto, por cuanto aunque la sentencia le ha sido 
favorable, un acatamiento de las leyes y principios de 
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derecho que determinan la competencia de los tri- 
bunales hace que deba seguir sosteniendo la incompe- 
tencia de los tribunales provinciales para entender en 
este asunto. 

La Corte Federal, en las causas del Banco Na- 
cional, es privativa y excluyente de los tribunales de 
provincia, es decir, que las causas del Baaco Nacio- 
nal no son de jurisdicción concurrente, de modo que 
al Banco no le es permitido someterse voluntaria- 
mente á la jurisdicción provincial, como lo podría 
hacer el extrangero que renunciase al fuero federal 
en una causa con un nacional, porque en este caso la 
jurisdicción provincial es concurrente. Así, es evi- 
dente que el conocimiento de esta causa corresponde 
á la justicia nacional, y esta condición no puede ser 
modificada por el hecho de que Volpe se halle con- 
cursado, ni hacer que surja la competencia del juez 
del concurso por tratarse de un juicio universal. Cita 
en su apoyo la opinión de Cortés, que establece que 
la universalidad del juicio de quiebra atrae hacia él 
todos los juicios pendientes al tiempo de declararse 
ésta y todos los que después se instaiuren contra el 
concurso, en que éste sea la parte demandada^ salvo 
los casos en que se trata de incidentes ó emergen- 
cias de la quiebra, porque éstos, sin excepción algu- 
na, ya sea el concurso demandante ó demandado, 
corresponden exclusivamente al Tribunal de Comer- 
cio. En el caso sub-jtidice la causa de nulidad que se 
alega es anterior é independiente de la insolvencia ó 
de la quiebra de Volpe; la nulidad que se discute no 
es ni puede ser considerada como una emergencia ó 
una cuestión derivada del estado de insolvencia; la 
nulidad la funda el síndico en razones que no se re- 
lacionan con el estado de insolvencia : luego el caso 
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no es de la competencia del juez del concurso, sino 
de los tribunales nacionales. 

Respecto del fondo de la cuestión, empieza dando 
por reproducidos los argumentos hechos en primera 
y secunda instancia, haciendo presente que en la sen- 
tencia de vista no se ha tomado en consideración el 
argumento fundado en que la hipoteca es un acto uni- 
lateral y que el acreedor puede posteriormente acep- 
tar de un modo expreso ó tácito la hipoteca consti- 
tuida á su favor. 

En cuanto al nuevo argumento traído invocando 
la ley n^ 1582, bastará decir que no es aplicable al 
caso sub'jiidice^ pues aquí no se trata de un préstamo 
hipotecario, sino de una garantía hipotecaria que vi- 
no después del préstamo : la hipoteca en cuestión no 
está bajo el imperio de aquella ley, sino bajo el de la 
legislación común. 

Concluye diciendo que hay que considerar que se 
está argumentando sobre la base falsa de que los 
bienes hipotecados son bienes indivisos, siendo así 
que ésto no está probado en los autos. Ó los espo- 
sos Volpe son propietarios de los bienes hipotecados, 
ó nó lo son. En el primer caso, han podido hipote- 
carlos; en el segundo, nó, y no se ha probado que 
no lo fueran; y si se hubiese probado, el síndico no 
tendría la acción que ha deducido, como es evidente, 
y lo establece la sentencia de vista. 

A f. 132 evacúa la vista conferida el Fiscal, insis- 
tiendo en su anterior dictamen emitido en segunda 
instancia, de que la escritura de hipoteca es nula por 
haberse omitido, contra la expresa disposición del 
Cód. Civ. en su art® 1004, la inserción en el texto de 
la escritura del documento habilitante que caracteri- 
zaba al representante del Banco acreedor. 
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Hecha la citación pareí sentencia, no se ha solici- 
tado informar in-voce^ estando la causa en estado de 
ser fallada. 

Con la precedente relación manifestaron confor- 
midad los demás señores Ministros. 

En seguida el Tribunal planteó las siguientes 
cuestiones ; 

/* ¿Es procedente el recurso deducido de siíplica? 
2^ ¿Es procedente la excepción alegada de in- 
competencia de jurisdicción? 

5* En caso negativo^ ¿es nula ó válida la escritu- 
ra hipotecaria de fojas una d cuatro^ y debe conjir- 
7narse ó revocarse la sentencia recurrida? 

4^ ¿Procede la condenación en las costas, y quién 
debe pagarlas? 

Respecto de la primera cuestión, el Dr. Luna ex- 
puso : 

Que la procedencia del recurso le parecía incues- 
tionable, de acuerdo con lo dispuesto en el art^ 300 
del Cód. de P. de 1882. Se trata de una sentencia de- 
finitiva, revocatoria de la de primera instancia, dicta- 
da en un asunto cuyo monto excede de mil pesos. 

En consecuencia, votaba afirmativamente en esta 
cuestión. 

Los demás señores Camaristas adhieren á este 
voto. 

A la segunda cuestión, dijo el Dr. Luna : 

La sentencia de vista, ó el acuerdo que lo funda, 
resuelven esta cuestión de un modo satisfactorio, de- 
clarando su competencia, Pero la parte demandada 
insiste en su incompetencia, fundándose en que es un 
asunto del Banco Nacional, y que la Corte Suprema 
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tiene declarado que en estos asuntos corresponde co- 
nocer á la justicia nacional, con exclusión de toda 
otra jurisdicción concurrente de provincia. Al hacer- 
se estos argumentos no se tiene presente la naturaleza 
del juicio de (juiebra ó de concurso de acreedores, 
cuyo principal objeto es liquidar los bienes del deudor 
para hacer con ellos pago á sus acreedores, y que pa- 
ra conseguir este resultado es necesario que todos 
los juicios pendientes ó que deban promoverse se si- 
gan y entablen ante una misma jurisdicción, pues no 
sólo hay que hacer esta liquidación, sino también la 
clasificación y graduación de los créditos para saber 
en la proporción que deben ser pagados, como así 
mismo los que tienen un privilegio especial. Todas 
estas cuestiones no pueden ser tratadas sino ante los 
jueces del concurso, pues los otros son extraños á 
ellas, y solamente conocen de las causas que se trate 
de recuperar ó reivindicar bienes del deudor, ya sea 
por una razón ó por otra, y eso antes de ser iniciado 
el concurso, porque después de iniciado éste, queda 
el deudor como muerto y sustituido por los acreedo- 
res de la masa en todas sus acciones civiles, activas 
y pasivas, según las disposiciones del art. 1387 del 
Cód. de Com. que es concordante en este punto con 
la del 709 del de Procedimientos, relativo al concurso 
civil. 

Esta razón fundamental ha tenido presente la ley 
nacional de 14 de septiembre de 1863, para hacer 
una excepción especial á su jurisdicción y consignar 
en su art. 12 inc. 1° terminantemente cque en todos 
los juicios universales de concurso de acreedores y 
partición de herencia, conocerá el Juez competente 
de provincia, cualquiera que fuese la nacionalidad ó 
vecindad de los directamente interesados» en ellos, y 
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aunque se deduzcan allí acciones fiscales de la Na- 
ción» 

Esta disposición domina toda la cuestión, y la 
Corte Suprema la ha respetado, en cuanto declara 
ser privativa y excluyente de la justicia nacional el 
conocimiento de las causas relativas al Banco Na- 
cional, por tener su origen en una ley nacional, como 
se expresa el mismo artículo en su disposición princi- 
pal; pero nunca su intención ha ido hasta sustraer 
las que corresponden á los concursos de acreedores 
ó partición de herencia. 

Explicada cuál ha sido la mente de la Corte en 
el fallo citado por el demandado ó por el Banco, 
veamos los argumentos que se hacen para sustraer 
la demanda del Juez del concurso y someterla á la 
justicia nacional. Se dice que la nulidad de la escri- 
tura hipotecaria, objeto de esta cuestión, no es un 
incidente de la quiebra, sino una acción independien, 
te, que ha existido antes y que ha podido entablarse 
lo mismo por el deudor Volpe que por el Síndico del 
concurso, manifestando la opinión que solamente de 
los que son un incidente ó que vienen con ocasión de 
ella, corresponde conocer al juez del concurso, y que 
lasque no se hallen en estas condiciones, á la justicia 
federal, y se apoyan en la opinión del Dr. Cortés, 
consignadas en sus vistas fiscales. Respeto como el 
que más las opiniones de este notable jurisconsulto; 
pero ante la disposición de la ley y de su espíritu, no 
puedo estar sino con lo que aquella prescribe. 

La mente de la ley es hacer que una misma juris- 
dicción conozca del juicio de concurso de acreedo- 
res, para que su acción y sus detalles se llenen con 
el propósito que ella quiere, esto es, que no sufran 
retardos los diferentes cobros de los acreedores, y 
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¿cómo se conseguiría ésto si unos juicios se llevan 
ante la justicia nacional ó la civil, y otros ante la 
del concurso? Cómo conseguirán los acreedores ha- 
cer que las cuestiones que fuesen sometidas á otra 
jurisdicción se resolvieran prontamente, para que sus 
créditos ó intereses no experimenten perjuicios? De 
ninguna manera, porque ante otras jurisdicciones no 
tendrían ellos personería alguna, y aunque pudiera 
decirse que estaban representados por el síndico, sin 
embargo, no tienen aquella libertad de acción que 
tienen en el juicio de concurso, en que cada uno vi- 
jila por su cuenta todo el procedimiento y cada uno 
de sus incidentes, como todos los actos de administra- 
ción de la masa. Sería, por otra parte, necesario que 
el Juez de otra jurisdicción estuviera penetrado deles 
propósitos que tiene el juicio de concurso, para que 
se levantara en sus procedimientos y en sus fallos á 
la altura de los intereses que se juega en dicho juicio, 
lo que es materialmente imposible porque él nada 
sabe del estado del concurso. 

La opinión del Dr. Cortés, en este punto debe 
respetarse como una teoría más ó menos fundada, 
pero ella no es la expresión de la ley, y cuando ésta 
dice que todos los créditos tactivos. y pasivos del 
fallido» quedan por cuenta de los acreedores del con- 
curso, debemos comprender á todos los que tengan 
algún interés qué aumentar á los bienes de la masa, 
porque todo ello influye en el resultado general, para 
saber en la proporción que deben ser pagados los 
acreedores en caso de no ser bastantes los bienes 
concursados. A este respecto el acuerdo está perfec- 
tamente bien fundado, y me refiero y adhiero á él en 
todas sus conclusiones. 

Pero no debo dejar de hacer notar un error de 
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redacción que se ha cometido en la sentencia de vis- 
ta. Tanto la sentencia del Juez de 1* instancia, como 
el acuerdo del Superior Tribunal, están conformes 
en declarar la competencia del Juzgado de 1* instan- 
cia para conocer de esta causa, y, sin embargo, la sen- 
tencia de vista revoca en absoluto la de 1* instancia, 
cuando ha debido confirmarla en este punto y revo- 
carla en lo demás, como lo ha hecho. Hago notar el 
error para que si es posible se salve en la de revista. 

En cuanto á esta segunda cuestión, el Dr. Sayanca 
expuso: 

En principio, es juez competente, cuando se ejer- 
citan acciones reales sobre bienes inmuebles, el del 
lugar donde esté situada la cosa litigiosa (art. 4^, 
Cód. de P.), forum rei sitae. cPero como el gobierno 
se divide en dos órdenes, el que se refiere á la Nación 
y el de las Provincias, la Constitución reconoce dos 
órdenes de jueces que deben administrar justicia, 
con diferente potestad: de donde se deriva la división 
en nacional y provincial, determinadas y deslindadas 
según que las cosas ó las personas que hayan de en- 
tender correspondan á uno ú otro de esos órdenes. 
Esta división hace nacer la idea del fuero^ palabra 
con que se designa principalmente el territorio ó lu- 
gar de la cosa y se determina qué jueces han de en- 
tender en ella. Así," se dice también fuero nacional ó 
fuero provincial, según los casos, los cuales son pro- 
ducidos ó porque la cosa sobre que versa el litigio es 
de dominio provincial ó nacional, ó porqué las perso- 
nas corresponden á una ú otra jurisdicción» (J. V. 
González, Manual de la Const. Argentina, n® 600). 
La Constitución Nacional, las leyes de la Nación que 
en su consecuencia se dictan por el Congreso y los 
tratados con las potencias extrangeras son la ley 
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suprema de la Nación, y las autoridades de cada 
provincia están obligadas á conformarse á ellas, no 
obstante cualquiera disposición en contrario que con- 
tengan las leyes ó constituciones provinciales (art. 
31, Const, Nac). Al tratar la Constitución Nacional 
de las atribuciones del Poder Judicial, dice en su art. 
100, que corresponde á la Corte Suprema y á los tri- 
bunales inferiores de la Nación el conocimiento y 
decisión de todas las causas que versen sobre puntos 
regidos por la Constitución y por las leyes de la Na- 
ción. Como el poder de juzgar se extiende á todo lo 
que alcanza el poder de legislar, los tribunales de la 
Nación, en cuanto ésta constituye un Estado distinto 
de las Provincias, tienen autoridad para entender y 
decidir en todas las causas á que dé lugar la aplica- 
ción de las leyes del Congreso. El poder judicial na- 
cional aplica las leyes nacionales; y aplicarlas es in- 
terpretarlas en cada uno de los casos producidos bajo 
su imperio. Así, corresponden á los tribunales fede- 
rales las causas que originan el cumplimiento de las 
leyes generales y especiales de ferro-carriles, telégra- 
fos, obras públicas, impuestos y su percepción, ban- 
cos nacionales, etc. (González, obra cit. n^ 611). La 
ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales, de 14 de septiembre de 1863, establece en 
su art^ 2^ que los jueces nacionales de sección co- 
nocerán en primera instancia, entre otras causas, de 
las que sean especialmente regidas gor las leyes que 
haya sancionado y sancionare el Congreso, y en ge- 
neral de todas aquellas en que la Nación sea parte 
(inc. l^y 6®); y el Banco Nacional ha sido creado y 
reglamentado por leyes del Congreso (Leyes de 5 de 
noviembre de 1872, 24 de octubre de 1876, 12 de 
octubre de 1882, 11 de junio de 1884 y decretos de 
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14 de noviembre de 1882, 29 de diciembre de 1882 
y de noviembre de 1884), desprendiéndose de ellos 
que la Nación es parte en todo lo que al Banco se 
refiera, su principal accionista. 

Queda, pues, demostrado que, no obstante el ca- 
rácter de sociedad anónima que le dio al Banco Na- 
cional la ley de su creación de 1872 en su art. 1^., no 
puede considerársele como una sociedad del orden 
privado, en lo que se refiere al fuero que surgirá en 
los casos litigiosos que se produzcan y que puedan 
afectar los intereses del Banco (v. fallo de la S. C. 
reg. en la ser. 2% tom. 9, pág. 172). 

Pero habiéndose intentado la acción de nulidad 
siib'jiídice del crédito hipotecario que tiene el Banco 
Nacional contra Volpe, después de estar éste concur- 
sado, el síndico actor ha deducido la demanda ante 
la justicia ordinaria, ante el Juez del concurso, porque 
la declaración de quiebra atrae al Tribunal de Co- 
mercio todos los negocios judiciales pendientes del 
fallido, y todos sus créditos civiles, activos y pasivos 
(art. 1387 Cód. de Com.^, habiendo también la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, de 14 de septiembre de 1863, declarado 
expresamente que en todos los juicios universales de 
concurso de acreedores y partición de herencia, co- 
nocerá el Juez competente de provincia, cualquiera 
que fuese la nacionalidad ó vecindad de los directa- 
mente interesados en ellos, y aunque se deduzcan allí 
acciones fiscales de la Nación. 

La declaración de quiebra y el estado mismo de 
cesación de pagos, que la caracteriza, produce pues, 
según nuestras leyes, entre otros efectos, el de alte- 
rar hasta el fuero que debieran seguir las acciones y 

FalloB del S- T. d« Just y Bxma. C. de Apel. — Tomo ni U 
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derechos de los acreedores, Pero esta modificación, 
esta verdadera revolución en el procedimiento en 
juicio, se extiende y alcanza en tanto en cuanto se 
trate propia y precisamente de los efectos de la quie- 
bra, que están determinados en el Cód. de Com. Es- 
tos efectos sólo alcanzan retroactivamente hasta el 
momento de la cesación de pagos, y no podría ser 
de otro modo, desde que antes de esa cesación el 
concursado no estuvo en quiebra. Así, los actos eje- 
cutados antes no serán afectados por modificación 
alguna especial en cuanto a su constitución y validez, 
con la sola circunstancia de que para la ejecución de 
las obligaciones que comporten deberán ocurrir los 
acreedores al juez del concurso y sujetarse al proce- 
dimiento prescripto para su cobro en concurso, sin 
perjuicio de los privilejios que puedan tener. 

cLa quiebra es un hecho, dice Moreno, en el sen- 
tido de que la cesación de pagos, su carácter constituti- 
vo, puede ser anterior á la declaración, y que como ese 
hecho no puede menos de tenerse en cuenta cuando 
se trata de fijar los efectos de una quiebra, la ley dis- 
tingue dos épocas para determinar la validez de los 
actos del fallido: la una es la fecha de la declaración, 
desde la cual queda privado de la administración; la 
otra es la fecha de la cesación de pagos, que al juez 
toca señalar, previo los datos y conocimientos nece- 
sarios. Entre una y otra época, el fallido, que tenía la 
libre administración de sus bienes, ha podido contra- 
tar válidamente con los que, ignorando su situación, 
no han podido sospechar su mala fé; pero esta situa- 
ción, él la conocía, y la quiebra que á causa de su 
silencio no ha podido ser declarada, no por eso ha 
dejado de pesar, con todos sus caracteres, sobre la 
situación de sus negocios. Desde la cesación efectiva 
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de pagos, los bienes del fallido son la garantía de los 
acreedores, y el silencio culpable de aquél no debe 
perjudicar á éstos, favoreciendo la disminución con 
la pérdida total de esa garantía. La declaración ju- 
dicial de la quiebra produce, pues, la retroactividad 
de sus efectos, en virtud de la cual se anulan ciertos 
actos, devolviendo los interesados lo que hayan per^ 
cibido» (Estudio sobre las quiebras, n° 47). 

Lo expuesto por el maestro determina perfecta y 
claramente la extensión de los efectos de la quiebra. 
Ahora, ¿se ha probado ó siquiera pretendido, en el 
caso sub'^judice^ que el acto de que da cuenta la es- 
critura de foja primera, lo haya realizado Volpe en 
estado de cesación de pagos? Nó, absolutamente. Y 
entonces ¿ cómo es que se quieren invocar las dispo- 
siciones de excepción citadas, y referentes á los con- 
cursos, para fundar una excepción á la regla general 
actor forum rei sequittir^ cuando se trata de atacar 
la vahdéz de actos ejecutados y de contratos conve- 
nidos que nada tienen qué ver con el hecho de la quie- 
bra, única circunstancia que autorizaría la excep- 
ción? 

Lo justo y lo legal es que los acreedores ocurran 
con sus créditos al juez del concurso, avocándose 
éste el conocimiento de todos los juicios pendientes 
al tiempo de la declaración, y que el concurso, ó me- 
jor dicho, el síndico, su representante, ejercite las ac- 
ciones competentes á favor de la masa ante los jue- 
ces naturales de las personas contra quienes corres- 
ponden. Salvo que se trate de incidentes ó emergen- 
cias de la quiebra, de acciones que tengan su origen 
en el estado de quiebra, en actos que la provocaron ó 
fueron cometidos, como queda dicho antes, en estado 
de cesación de pagos. 

u 
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La alta autoridad del profesor Gerónimo Cortés, 
traída al debate por el recurrente, establece con la 
claridad y lucidez que siempre admiré en su ilustra- 
da cátedra, la verdadera doctrina, demostrando, en 
claros ejemplos, la distinción que debe impedir el 
error sobre jurisdicción en materia de quiebras y á 
que pudiera dar lugar el texto de la ley. 

Y aún del texto mismo de la ley se desprende que 
la excepción, en lo que respecta al fuero, es para el 
caso en que el concurso sea el demandado. La ley 
nacional citada de 1863, dice: c y aunque se deduz- 
can allí acciones fiscales de la Nación. » Respecto á 
la disposición contenida en el artículo 1387 del Cód. 
de Com., dice Segovia; «Concluyo, pues, opinando 
que los pleitos iniciados como actor por el fallido ó 
por el síndico del concurso, corresponden á los mis- 
mos jueces á quienes habrían pertenecido si no hu- 
biera tenido lugar la quiebra. No obsta la frase «la 
declaración de quiebra atrae al Tribunal de Comercio 
.... todos los créditos civiles activos .... del falli- 
do», porque ésto, lo único que significa, es que el 
juicio de quiebra comprende los bienes todos del fa- 
llido, pues se propone liquidar su patrimonio actual 
y aún sus bienes futuros; de modo que nada obsta á 
que cada juez resuelva su litigio, sin perjuicio de que 
los créditos activos (ó pasivos) sufran la ley de la 
quiebra (Exposición y crítica del nuevo Código de 
Comercio, nota n^ 4457). Bédarride, en su obra de 
derecho comercial, afirma sin vacilar que el juez de 
la quiebra sólo es privativo respecto á los pleitos con- 
tra el concurso (n^ 153 á 158 y 477). 

Teniendo en cuenta la autoridad que en el caso 
siib'jiidice dan á la doctrina contraria las dos senten- 
cias de fojas cuarenta y cuatro y noventa, de expro- 
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feso he transcripto el texto mismo de los autores en 
que he creído deber apoyar mi voto en esta cuestión, 
que es por la afirmativa. 

A la misma cuestión, el Dr. Balbastro dijo: 

Reproduzco en el todo mi opinión consignada en 
el voto de la sentencia de vista, de foja noventa. A 
mayor abundamiento, cito en apoyo de la doctrina 
que sostengo, la autoridad del Dr. Obarrio, quien, en 
la página once de su obra «Estudio sobre las quie- 
bras», de 1895, analiza detenidamente la naturaleza 
y propósitos del juicio de quiebra y contesta los ar- 
gumentos de los que sostienen que cuando el con- 
curso asume el rol de demandante, debe ocurrir ante 
la jurisdicción competente para entender en el juicio 
por razón de la persona á quien se demanda, en ob- 
servancia al aforismo de que el actor debe seguir el 
fuero del demandado. Allí se cita el fallo de la Supre- 
ma Corte que ha venida á resolver el punto en de- 
bate, y que establece en favor del tribunal de la quie- 
bra «una jurisdicción especial y extraordinaria ante 
la cual deben llevarse sin distinción todas las accio- 
nes civiles, activas y pasivas, del fallido, en que éste 
obre como demandante ó demandado^ y ceden las re- 
glas ordinarias de la competencia». 

El Dr. Castellano adhirió al voto de los Doctores 
Luna y Balbastro. 

El Dr. Goitia al del Dr. Sayanca. 

A la tercera cuestión, dijo el Dr. Luna: 

Respecto á si pueden ser hipotecados los bienes 
hereditarios indivisos, tanto el apelante como el ape- 
lado están conformes en que pueden serlo, siigeto 
todo al resultado de la partición, de acuerdo con el 
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derecho común. Pero se objeta que la hipoteca ha 
sido constituida en contra de la legislación especial 
del Banco, que prohibe en su art^ 25 la ley n^ 1582, 
conceder c préstamos sobre bienes indivisos á menos 
que todos los condóminos prestasen su conformidad, 
suscribiendo al efecto la escritura de obligación, ó 
una declaración por acto público», y que, por consi- 
guiente, el préstamo es nulo y no puede invocarse en 
perjuicio de los acreedores del concurso. 

En primer lugar, no es un préstamo hipotecario 
el que se ha verificado, sino que se ha garantido una 
obligación solidaria que existía mucho antes, con la 
obligación hipotecaria que se le agregó después, co- 
mo puede verse en la escritura de foja primera. Di- 
cha obligación consistía primero en la cantidad de 
doce mil pesos que debía Volpe y ocho mil su her- 
mano Saverio Volpe, cuyas cantidades hacen la suma 
de veinte mil pesos, por la cual se constituía la es- 
critura hipotecaria que se pretende anular. Elsta obli- 
gación, como digo, no es un préstamo hipotecario 
porque no está prescripto el sistema acumulativo de 
reembolso y el término de su duración, que indica el 
art^ 40 (Je dicha ley para los créditos hipotecarios, 
sino una obligación accesoria constituida mucho des- 
pués, sujeta puramente íi la legislación común que 
le ha sido aplicada y por la cual puede hipotecarse 
las cosas comunes á la parte ideal que puede corres- 
ponder en ella, como lo reconoce el mismo síndico. 

En segundo lugar, la interpretación que se da al 
art. 25 de la ley especial del Banco, antes indicada, 
no tiene fundamento alguno y está condenada por el 
mismo art. 18 del Cód. Civ. en que se apoya para 
deducir que el préstamo hipotecario es nulo, y, por 
consiguiente, la obligación accesoria de la hipoteca 
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que le sigue. La mente de la ley al consignar esa 
prohibición, ha sido obviar las dificultades del Ban- 
co, haciendo que los bienes hipotecados estén com- 
pletamente libres de cualquiera obligación que pu- 
dieran tener, para no ser complicado en asuntos 
extraños á consecuencia de estas obh'gaciones; y la 
prohibición no va sino á establecer un precepto para 
sus empleados, únicamente para su buena adminis- 
tración. No se ha fijado pena alguna, y la nulidad 
que deduce el síndico, fundado en el art. 18 del Cód. 
Civ., es en contra de lo que al pretende. «Los actos 
prohibidos por las leyes, dice dicho artículo, son de 
ningún valor, si la ley no designa otro efecto para el 
caso de contravención». 

Las palabras son de ningún valor ^ del expresado 
artículo, son las que han inducido al error. Estas pa- 
labras no quieren decir que sean nulas, sino que no 
tienen importancia alguna, cuando la ley no designa 
otro efecto para el caso de contravención, como el 
que nos ocupa, que no leerá señalado efecto alguno, 
y por consiguiente, ésta no tiene importancia de nin- 
guna clase, mucho más para anular una obligación 
hipotecaria. 

Contestados así los argumentos hechos al acree- 
dor^ que funda en este punto la sentencia de vista, 
me adhiero también á él en todas sus conclusiones. 

Por lo que hace á la cuestión de la nulidad de la 
escritura hipotecaria, por no haberse transcripto en 
ella los documentos habilitantes, no habiéndose traí- 
do al debate argumentos nuevos, me adhiero en un 
todo al acuerdo que funda la sentencia de vista. En 
ese acuerdo se contestan satisfactoriamente todos los 
argumentos hechos en el sentido de la anulación de 
la escritura hipotecaria, y se fija el verdadero alcance 
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que debe tener el art® 1004 del Cód. Civ., en lo que 
se refiere á la transcripción de los documentos habi- 
litantes. No se distingue, pues, en él lo que la ley no 
distingue, como cree el Fiscal, sino qué se fija su ver- 
dadero alcance según los principios de la jurispru- 
dencia. Mi voto es, por lo tanto, por que se confirme 
en todas sus partes la sentencia de vista. 

Respecto de la tercera cuestión, el Dr. Sayanca 
expuso : 

Declarada la competencia del Tribunal por el vo- 
to de la mayoria, el mío en esta cuestión será por la 
confirmación de la sentencia recurrida, revocatoria 
de la de primera instancia, adhiriendo así al prece- 
dente voto del Dr. Luna, excepto en lo que se refiere 
á la interpretación que hace del art^ 18 del Cód. Civ., 
que, á mi entender, declara nulos los actos prohibi- 
dos por las leyes, cuando la ley no designa otro efec- 
to más ó diferente. Así, si en vez de tratarse de un 
préstamo bancario simple, que después de efectuado 
y concluido se garantió por medio de la hipoteca, 
como en el caso siib-judice^ se tratara de un présta- 
mo hipotecario que se hubiese hecho en contraven- 
ción á la ley del Banco Hipotecario Nacional, en con- 
travención, por ejemplo, de lo dispuesto en el art^25 
de dicha ley, como lo pretende el recurrente, tal con 
trato, tal obligación hipotecaria, serían nulos. Me li 
mitaré en esto á lo expuesto, tendente sólo á mani 
festar cómo entiendo yo el art*^ 18, sin entrar á fun 
dar mi opinión, por cuanto, como lo dice perfecta- 
mente el Dr. Luna, no se ha producido el caso pre 
visto en el art*^ 25 de la ley n*' 1582, ni, por consi 
guiente, el de la aplicación del art^ 18 del Código 

La argumentación hecha fundándose en el artícu 
lo 133 del Cód. de Com., está contestada de ante 
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mano suficientemente en la sentencia recurrida. No 
así lo discutido sobre el argumento traído á colación 
por la parte del Banco expresando agravios en se- 
gunda instancia, sosteniendo la validez de la escritu- 
ra hipotecaria cuya nulidad se ha demandado, fun- 
dándose en la disposición contenida en el art^ 3130 
del Cód. Civ. Por dicho artículo se establece que la 
hipoteca puede constituirse por acto solo del deudor 
siempre que el acreedor la acepte después, acepta 
ción que tendrá efecto retroactivo al día de la cons 
titución de la garantía. A la escritura hipotecaria 
cuya declaración de nulidad se pretende, no se le ob- 
jeta sino el no haberse insertado en su texto los do 
cumentos habilitantes del Gerente del Banco acree- 
dor; de modo que habiendo sido aceptada después 
como lo demuestra la inscripción posterior de la hi 
poteca en el registro respectivo, la validez del acto 
sería amparada por el art^ 3130. Pero, se dice, las 
partes han entendido celebrar un acto bilateral, con- 
curriendo ambas á la extensión de la escritura de 
obligación, y si esa escritura ha sido extendida en 
contravención á la forma prescripta, dicho instru- 
mento es nulo. Anulable sería, efectivamente, si la 
omisión apuntada fuese capaz de producir la nulidad, 
pues, la simple aceptación posterior no importaría 
una confirmación, que requiere otros requisitos, se- 
gún nuestro Código, Pero ya hemos visto que la es- 
critura es válida. 

A esta cuestión, el Dr. Bálbastro dijo : 

Que se adhería á la interpretación del art^ 18 del 
Cód. Civ. hecha por el Dr. Sayanca, y que reprodu- 
cía en lo demás los argumentos expuestos en su voto 
de la sentencia de vista, y á él se refería en un todo; 
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Los Dres. Castellano y Goitia adhieren á los vo- 
tos precedentes. 

A la cuarta cuestión, dijo el Dr. Luna : 

La ley no se especializa en el presente caso res- 
pecto de las costas; sólo prevee el en que el recurso 
se declare improcedente y en que el suplicante, ade- 
más de las costas, abona una multa. De modo que se 
deben aplicar los principios generales que rigen la 
materia. Según esto, siendo esta segunda sentencia 
confirmatoria de la de vista, las costas deben estar á 
cargo de la parte vencida en estas dos últimas ins- 
tancias, de acuerdo con doctrina sentada por el artí- 
culo 288 del Cód. de P. antiguo y el 299 del vigente. 
Voto en este sentido. 

Los demás señores Ministros expresaron su con- 
formidad con este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo pasado y firmado 
por ante mí. Secretario, de que doy fé. 



SENTENCIA 



N<> 24. Corrientes, Julio 12 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente, se confirma la sen- 
tencia suplicada de fojas noventa á ciento cinco, con 
costas. Regúlanse los honorarios del abogado Dr. 
Sánchez en doscientos pesos moneda nacional, y en 
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setenta pesos los del procurador Dante. Repuestas 
las fojas, devuélvase. 

Alberto Balbastro 

J. SwANCA — Félix Luna 

Elíseo E. Castellano — Martín Goitia 

Ante mí 

José F. Rivera 

Secretario. 



CLVIII 



Sumario:— 1^ La falta de consideración de algún argumento 
traído al debate, ó el silencio acerca de algunas 
de las pruebas, no son causas bastantes para anu- 
lar la sentencia dictada con las formalidades subs- 
tancíales. 

2° La prueba del dolo corresponde al que lo in- 
voca. 

3° Siendo revocatoria la sentencia, cabe la exo- 
neración de las costas, sí no hay mérito para im- 
ponerlas. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á dieciseis de Julio 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en el Sa- 
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lón de Acuerdos el señor Presidente y los señores Vo- 
cales titulares de la Exma. Cámara de Apelaciones, 
tomaron en consideración el juicio seguido por don 
Bartolomé Torres, representado por don Martín Mi- 
randa^ contra don Victorino Flores, sobre nulidad de 
una escritura de compra-venta de una finca en Em- 
pedrado, venido en apelación de la resolución del Juz- 
gado de 1^ Instancia en lo Civil y Comercial de esta 
capital, fecha catorce de mayo del presente año, co- 
rriente de fojas sesenta y siete á sesenta y ocho vta. 
de los autos. 

Verificado el sorteo de ley, resultó que los seño- 
res Camaristas debían votar en el siguiente orden : 
Dres. Aquino, Balbastro, Sayanca. 

Hechos: El Dr. Aquino expuso : 

Bartolomé Torres entabló acción de nulidad de 
una escritura de venta, celebrada entre él y Victorino 
Flores, por haberla verificado á causa de dolo y en- 
gañado por Flores y don Bartolomé Paoletti, de Em- 
pedrado. Refiere el actor que estando obligado á ex- 
tender escritura de traspaso á favor de Ángel Rui- 
díaz de un terreno, lugar de casa, situado en los eji- 
dos de Empedrado, se le presentó un día el citado 
Paoletti diciéndole: que con el objeto de evitar al- 
gunos gastos en las transferencias intermedias, había 
convenido con dicho señor, quién le adeudaba una 
suma de pesos, en que la escritura del terreno se exten- 
diera directamente á favor de Victorino Flores, á quien 
ya le había revendido dicha propiedad, aserto que fué 
confirmado por Flores. Posteriormente, 'Ruidíaz ne- 
gó que hubiese dado la autorización indicada por 
Paoletti, que lejos de ser deudor de éste era su acree- 
dor, y que demandaría á Torres para exigirle judi- 
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cialmente la escrituración, lo que efectuó. La escritu- 
ra á favor de Flores era, pues, nula, porque sólo por 
engaño fué otorgada, y de allí la procedencia de la 
acción entablada, con costas. Corrido traslado al de- 
mandado, éste contesta alegando que, efectivamente, 
se le había hecho el traspaso en virtud del acuerdo 
con Ruidíaz, con el objeto siempre de evitar los gas- 
tos consiguientes que ocasionarían las diferentes es- 
crituraciones que debieron realizarse entre Torres y 
Ruidíaz, entre éste y Paoletti y entre Paoletti y Flo- 
res. La simulación que existe, por lo tanto, es relati- 
va, porque encubre un acto verdadero con otro tam- 
bién verdadero, con un fin lícito y sin causar perjui- 
cios á nadie. Tal simulación no es reprobada por la 
ley y no puede por ello ser anulada (artículos 955 á 
958 del Cód. CívJ. Pedía, en consecuencia, el recha- 
zo de la acción entablada, con costas. Abierta la 
causa á prueba, se produjeron las que corren agrega- 
das á los autos, y alegado sobre sus méritos y llamado 
autos, fué sentenciada la causa declarándose la nuli- 
dad de la escritura en cuestión, por haber celebrado 
el contrato aludido con dolo y falsedad de parte de 
Flores y Paoletti. Apelada por la parte de Flores y di- 
cha de nulidad, fueron expresados y contestados los 
agravios, y dictado autos la causa se halla en estado 
de resolución. 

Con la relación de los hechos manifestaron con- 
formidad los señores Camaristas. 

La Cámara en seguida planteó las siguientes cues- 
tiones ; 

I^ ¿Es mil a la sentencia recurrida? 

2^ En caso negativo, ¿hay causa de mdidad con- 
tra la escritura de traspaso hecha por Torres á favor 
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de Victorino FloreSy >', en consecuencia^ debe ó nó 
confirmarse la sentencia^ con costas ó sin ellas ? 

A la primera cuestión, dijo el Dr. Aquino: 

El inferior ha cumplido con los preceptos de la 
ley de procedimientos, haciendo la relación de los 
hechos y exponiendo los fundamentos del derecho, y 
la omisión de tal ó cual argumento, así como su 
silencio acerca de algunas de las pruebas, no son 
causa bastante para anular la sentencia, por cuanto, 
con arreglo al art. 261 del Cód. de P., la sentencia 
recurrida tiene las formalidades substanciales de ley, 
y por esta consideración es improcedente el recurso, 
y voto en este sentido. 

Los demás señores Camaristas adhirieron á este 
voto. 

En cuanto á la segunda cuestión, continúa el 
mismo Dr. Aquino diciendo: 

El actor pide la nulidad de una escritura de venta 
hecha por él mismo á favor del demandado Victorino 
Flores, en virtud del dolo ó falsa afirmación que le 
hizo el tercero Don Bartolomé Paoletti, de que así 
había acordado con el primitivo comprador de la 
misma propiedad, Don Ángel Ruidíaz, habiendo re- 
sultado después falsos los hechos expuestos, pues el 
mismo Ruidíaz lo demanda por la escrituración. El 
demandado no niega los hechos expuestos por la de- 
manda, pero afirma y sostiene que ese contrato fué 
celebrado de acuerdo y con el consentimiento del 
señor Ruidíaz, de suerte que de la demanda y con- 
testación surgen dos hechos que deben ser probados, 
para obtener la declaración judicial correspondiente. 
De aquí estas dos cuestiones: Primera. ¿Hay dolo en 
el proceder del demandado Flores y está probado 
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aquél en los autos? La prueba de la causa invocada 
como fundamento de la nulidad, le corresponde al 
actor? 

Segunda: ¿Hubo consentimiento de parte de Rui- 
díaz en que se hiciera el contrato de venta entre To- 
rres y Flores? Esto le corresponde probar al dem an- 
dado para justificar la calificación de su confesión? 

Eli dolo en los actos jurídicos no se presume, y en 
este sentido el actor Torres debió por todos los me- 
dios que acuerda el derecho justificar ese extremo 
para conseguir la nulidad de la demanda; pero ello 
no ha tenido lugar y se ha contentado con la afirma- 
ción de Ruidíaz, quién tiene interés legítimo en que 
tal escritura se anule, puesto que á su vez Torres está 
obligado por sentencia ejecutoriada á que le extien- 
da la esentura de venta de la misma propiedad. Las 
posiciones absueltas por el demandado Torres no ha- 
cen sino confirmar el hecho de la venta del terreno 
y el convenio que el tercero Paoletti celebrara con 
Ruidíaz, no constándole este último aserto sino por 
el dicho del mismo tercero, de suerte que nada hay 
que induzca á creer que realmente hubo un acto do- 
loso ó falso de parte de Flores en la ejecución de 
aquel contrato. En cambio, hay prueba suficiente 
respecto del consentimiento de Ruidíaz para que se 
hiciera la transferencia directamente á favor de Flo- 
res. En efecto, á foja treinta y tres se encuentra el 
resumen de una cuenta corriente suscrita por Ruidíaz, 
en cuya firma se ratificó oportunamente, de donde 
resulta que éste es deudor de Paoletti por la canti- 
dad de dos mil seiscientos setenta y seis pesos con 
veinte y cinco centavos. Siendo deudor, es muy ve- 
rosímil que haya hecho el arreglo de cuentas y, en 
este sentido, haya suscrito el documento original de 
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foja treinta y cuatro, autorizado por el Juez de Paz de 
Empedrado, cuyo documento, aún cuando sólo fuera 
considerado como instrumento privado, hace fé, pues 
ha sido reconocido por parte interesada como autén- 
tico. Igualmente reconoció que, por deuda que tenía 
con Paoletti, le entregó la casa en cuestión, quedan- 
do obligado á extender, á costa del comprador, la 
escritura de traspaso, lo que quiere decir que prestó 
su consentimiento en desposeerse de la propiedad, ya 
sea en favor de Paoletti ó de la persona que éste le 
indicara. Todos estos hechos lo corroboran los ducu- 
mentos citados, no teniendo valor alguno lo afirma- 
do como calificación, pues la fuerza de autoridad, la 
presión que quiere pretestar, no están probadas en los 
autos. Habiendo consentimiento de su parte en que 
se extendiera la escritura de venta á favor de Paoletti, 
y como éste tuviera que hacer dos gastos, convenía 
á su derecho, y era indiferente para Ruidíaz, que el 
contrato se extendiera á nombre de Paoletti ó de Flo- 
res, de donde resulta que hay una simulación que no 
daña y que no puede producir la nulidad (art® 957); 
ella sólo tiene por objeto evitar gastos, pues el acto 
serio que se oculta es la venta á favor de Ruidíaz, 
pero como éste debe á Paoletti y éste ha recibido en 
pago la propiedad en cuestión habiéndola el mismo 
Paoletti comprometido en venta á Flores, sin perjui- 
cio para nadie, ha podido hacer que se extendiera el 
traspaso á favor de éste. ¿Qué daño puede resultar 
á Ruidíaz, ni á Torres, cuando está probada la venta 
de Torres á Ruidíaz, por confesión propia, así como 
que éste vendió á Paoletti la citada propiedad? Para 
Torres que recibió de Ruidíaz un mil pesos como pre- 
cio, y Ruidíaz que recibió de Paoletti dos mil qui- 
nientos pesos, nada tienen qué ver ya en el precio 
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que pagara Flores á Paoletti; ellos ya nada tenían 
qué recibir legalmente, y el contrato celebrado entre 
Torres y Flores quedaba con todos los caracteres de 
un instrumento público, capaz de producir todos los 
efectos jurídicos. En resumen, puede concretarse el 
fundamento principal de este voto en los siguientes 
términos : Torres alega dolo y falsedad para pedir la 
nulidad de la escritura de venta celebrada entre él y 
Flores, circunstancia que debió probar, lo que no ha 
hecho. En cambio, de la prueba producida por la 
parte demandada se deducen graves presunciones en 
favor de la validez del contrato, cuya nulidad se pi- 
de, pues no sólo se ha justificado el crédito de Pao- 
letti contra Ruidíaz, sino que también se halla com- 
probado en los autos que Ruidíaz se comprometió á 
extenderle en pago la escritura de venta de la propie- 
dad cuestionada; por consiguiente, debe el actor que 
ha descuidado la justificación de sus derechos su- 
cumbir en este juicio, aplicando al caso el aforismo 
romano: adore non probante actione, reiis absolvitnr. 

Por estas consideraciones, mi voto es, pues, por 
la revocación de la sentencia recurrida de fojas cin- 
cnenta y siete, sesenta y dos y siguientes, sin costas, 
por no encontrar mérito para imponerlas y ser de ju- 
risprudencia constante en este caso. 

Los demás señores Camaristas adhirieron igual- 
mente á este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí, Secretario, de que doy fé. 

SENTENCIA 

N^ 25. Corrientes, Julio 1 6 de 1 897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 

FaUos del S-T. d« Jost. y Bxma. C. de Apel. — Tomo m 12 
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damentos de que instruye el acuerdo precedente, se re- 
voca el auto del juez a quo de fecha catorce de mayo 
del corriente año. Previa reposición de fojas, devuél- 
vase. ^ 

Alberto Balbastro 

Lorenzo J. Aquino — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CLIX 



Sumario: — 1° Es nula la resolución de un incidente dictada 
sin previo el llamamiento de autos, ó sin fun- 
darse legalmente. 

2° Las costas son á cargo del juez que produjo 
la nulidad. 

N° 51. Corrientes, Julio 19 de 1897. 

Vistos y considerando : 1^ Que la parte represen- 
tada por el procurador Goñalons se presentó á foja 
diez y seis, pidiendo revocatoria y apelación y nuli- 
dad en subsidio de la providencia de foja quince. De 
este escrito se corrió traslado á la parte contraria, y. 
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sin llamar los autos para resolver el incidente, se 
dictó la providencia de foja veinticuatro, mandando 
se formara pieza separada de él. Contra esta provi- 
dencia se interpusieron los recursos de reposición y 
apelación y nulidad en subsidio, que tramitados en 
forma fueron resueltos por el auto de foja treinta y 
una, no haciéndose lugar á la reposición pedida y 
concediéndose los recursos de apelación y nulidad; 
2^ Que según lo prescribe el art^ 105, concordante 
con el art^364 del Cód. de P., todo incidente debe re- 
solverse previo llamamiento de autos y fundarse en el 
texto expreso de la ley, art^^ 7 1 y 239 del Cód. deP. cit., 
resultando entonces que la providencia de foja veinte 
y cuatro es nula, y así debe declararse. 

Por estas consideraciones, se declara nula la pro- 
videncia de foja veinte y cuatro y las subsiguientes 
actuaciones, con costas á cargo del juez que las pro- 
dujo. Remítase este expediente al Juez Dr. Castella- 
no, para que entienda en este incidente (art° 265 del 
Cód. citado). 

Osuna 

Balbastro — Aquino 

Luna — J. S ayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 
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Sumario: — 1^ El pedimento interpuesto invocando un hecho 
falso, debe rechazarse con costas. 

2° Siendo deficiente el auto recurrido, cabe la 
exoneración de las costas de la instancia al ven- 
cido, resultando que hubo razón para apelar y 
que la resolución le es favorable. 

N° 52. Corrientes, Julio 19 de 1897. 

Vistos y considerando: 1° Que la parte de doña 
Jovina Pereyra se presentó solicitando le fueran en- 
tregados algunos títulos que habían sido embarga- 
dos en poder de don Conrado Romero, con motivo 
del juicio ejecutivo que se siguió por don Antonio 
Cabral contra la señora madre doña Victoria Perey- 
ra, con costas. La parte del señor Cabral, á quien se 
corrió vista de la solicitud, negó que esos títulos se 
hubiesen embargado, como así se desprende de los 
autos, por lo que procedía la condenación en costas 
del que promovió indebidamente el incidente; que si, 
por casualidad, se encontraran esos títulos entre los 
papeles y muebles inventariados de la ejecutada, no 
tenía porqué oponerse á su entrega, pues en el jui- 
cio nada tenía qué hacer doña Jovina Pereyra, en 
vista de cuya manifestación el juez no hizo lugar al 
pedido, por resultar que él estaba fundado en un he- 
cho falso, y, por consiguiente, condenó á la parte ac- 
tora al pago de las costas ; 2° Que teniendo en con- 
sideración los hechos establecidos en los autos, hay 
una afirmación de parte de la actora que resulta ser 
inexacta en cuanto se relaciona con el embargo de 
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los títulos reclamados en poder del depositario Ro- 
mero, por donde procede la condenación de las cos- 
tas á esa parte, máxime si se tiene en cuenta que ella, 
apoyada en un hecho fcdso, pedía su imposición á la 
contraria; pero también resulta que ha}^ conformidad 
de la parte demandada en que se deben entregar los 
títulos pertenecientes á la demandante, si ellos se en- 
cuentran entre los papeles de la ejecutada, y, en este 
sentido, el auto apelado es deficiente, por lo que la 
apelación es justa, en esta parte. 

Por estas consideraciones, se confirma el auto del 
juez a. qiio^ ampHándose en el sentido de que se deben 
entregar á doña Jovina Pereyra los títulos y objetos 
que sean de su exclusiva propiedad, por haber con- 
formidad de partes. Previa reposición de fojas, de- 
vuélvase. 

Balbastro 

Aquino — J. Sayanca 
Ante mí 

[osé F. Rivero 

Secretario 
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2° Probado por el actor el único extremo en que 
se fundaba en contra la contestación, debe obte- 
ner lo que pidió, de acuerdo cou su derecho. 

3^ Siendo revocatoria la sentencia, cabe la exo- 
neración de las costas de la instancia al vencido. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á veintiséis de Julio 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en el Sa- 
lón de Acuerdos el señor Presidente y los señores Vo- 
cales titulares del Superior Tribunal de Justicia, to- 
maron en consideración la tercería de dominio inter- 
puesta por don Andrés Cichero respecto de un cam- 
po embargado á favor del «Banco Agrícola Comer- 
cial del Rio de La Plata» en la ejecución que éste si- 
gue contra don Juan Jaiíregui; venido en apelación 
de la resolución del Juzgado de 1^ Instancia en lo Ci- 
vil y Comercial de esta Capital, fecha veintisiete de 
Julio del año próximo pasado, corriente de fojas trein- 
ta y siete vuelta á cuarenta y tres de los autos. 

Practicado el sorteo que determina la ley de pro- 
cedimientos para fijar el orden de votación, resultó 
que los señores Ministros debían hacerlo en el siguien- 
te : Dres. Balbastro, Sayanca, Aquino, Luna y Osuna. 

El Dr. Balbastro expuso : 

Hechos: Don Andrés Cichero se presenta á foja 
primera deduciendo tercería de dominio respecto de 
un campo de su propiedad embargado á favor del 
«Banco Agrícola y Comercial del Rio de La Plata», 
en el juicio ejecutivo seguido por éste á don Juan 
Jaúregui, quién se lo vendió al tercerista en el año mil 
ochocientos noventa y dos. No acompaña el título 
de propiedad porque no lo tiene en ese momento á 



Digitized by 



Google 



— 189 — 

su disposición, pero la escritura de transferencia exis- 
te en el protocolo de don José A. Mohando. Pide, en 
consecuencia, el levantamiento del embargo, con cos- 
tas al contrario si formaliza oposición. 

Corrido traslado al ejecutante y al ejecutado, es 
contestado por estas partes á fojas tres y cuatro res- 
pectivamente. El representante del Banco dice que 
debe limitarse á hacer presente que el tercerista no 
ha exhibido el título de propiedad, y que, de consi- 
guiente, hasta entonces no ha justificado el derecho 
que pretende tener sobre el campo embargado. El 
ejecutado, á su vez, manifiesta ser exacto qne en la 
fecha indicada vendió al tercerista, por ante el Es- 
cribano aludido, el campo que ha sido embargado por 
el ejecutante, cuyo campo está registrado en el Re- 
gistro de la Propiedad, desde entonces, á nombre de 
su dueño, á los efectos de la contribución. Nada tiene, 
pues, qué objetar el tercerista, cuya demanda es justa. 

Abierta á prueba la causa, se produce la corrien- 
te en autos, sobre cuyo mérito alegan las partes en 
los escritos de fojas veinticinco, treintidos y treinta 
y cinco, respectivamente. 

Con el llamamiento de autos de foja treinta y siete, 
se pronuncia la sentencia de foja treinta y siete vta., 
por la que no se hace lugar á la acción entablada, 
sin especial condenación en costas. 

Apelada esta sentencia y concedido el recurso 
libremente, se expresa agravios á foja cincuenta y 
cuatro, pidiendo la revocación y la imposición de las 
costas á la contraria. 

Con la relación de los hechos manifestaron con- 
formidad los demás señores Ministros. 

En seguida se plantearon las siguientes cuestiones: 
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/* ¿Es justa la sentencia apelada? 

2^ ¿Qué parte debe cargar con las costas del jui- 
cio ? 

A la primera cuestión, dijo el Dr. Balbastro' 

Don Andrés Cichero entabló la tercería de domi- 
nio de que se trata, fundado en que el campo embar- 
gado por el ejecutante del señor Juan Jaúregui, era 
de su propiedad, por habérselo vendido éste en mil 
ochocientos noventa y dos, designando el protocolo 
en que había sido extendida la escritura de transfe- 
rencia, y cumpliendo con CwSte último requisito con lo 
dispuesto en el artículo 84 del Cód. de P. El deman- 
dado contestó la demanda exponiendo : Que el terce- 
rista no había exhibido el título de propiedad que 
justifique su derecho sobre el bien embargado, limi- 
tándose á decir que lo había comprado y que la es- 
critura de transferencia existía en el protocolo del 
escribano Mohando. De consiguiente, no había justi- 
ficado, hasta en ese momento, el derecho de propie- 
dad que pretendía tener sobre el campo embargado. 
Que era eso cuanto debía decir. 

Como se ve por lo que queda expuesto, el deman- 
dado sólo ha hecho depender el éxito de la acción 
instaurada, de la presentación del título de propie- 
dad que justifique el derecho del tercerista al bien 
embargado. Y nada más. No ha alegado que faltara 
á la compra-venta efectuada, la tradición, es decir, 
que el comprador no hubiese entrada en posesión 
del inmueble por haber continuado con ella el vende- 
dor, hecho este último sobre que ha versado la prue- 
ba rendida por la parte demandada. De modo, pues, 
que lo único que el actor debe presentar como prue- 
ba para que prospere su acción, es el título de pro- 
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piedad. En efecto, la contestación á la demanda es la 
que plantea el litigio. Por eso la llamaron Baldo y 
Gregorio López : lapis angular is ei fundamentum 
jíídicii. Fijando los términos del litigio, establece 
entre los contendores una especie de cuasi-contrato, 
cuyas cláusulas obligan á ambos. La fuerza de este 
cuasi-contrato alcanza hasta impedir que los litigan- 
tes varien ó muden la base sobre que discuten y ven- 
tilan sus respectivos derechos, salvo cuando hay con- 
venio entre ellos. Es por ésto que nuestro Código de 
Procedimientos, en su art® 114, in® 1®, establece que 
el demandado deberá confesar ó negar categórica- 
mente los hechos establecidos en la demanda, pu- 
diendo su silencio ó sus respuestas evasivas estimar- 
se como reconocimiento de la verdad de los hechos á 
que se refieran. 

El Dr. Daireaux, comentando la disposición que 
determina los requisitos que hay que llenar en la 
contestación, dice: «Esta contestación debe hacerla 
por escrito en la misma forma requerida para el es- 
crito de demanda, con esta dilerencia: que tratán- 
dose de una contestación, hay obligación, ya no de 
exponer los hechos, sino de contradecirlos ó confe- 
sarlos. La negación debe ser expresada en términos 
perentorios, categóricos, que no dejen duda á inter- 
pretación obscura, pues no siendo hecha en esta for- 
ma, sería considerada como confesión implícita». — 
Autor cit. n^ 418, pág. 262. 

Manresa, comentando la ley de Enjuiciamiento 
en el tomo 2^ pág. 214, dice: «No basta que la prueba 
que se proponga recaiga sobre hechos dudosos ó no 
convenidos; para que sea admisible es menester ade- 
más que dichos hechos se hayan expuesto en los 
escritos de demanda y contestación y en la réplica y 
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duplica y en los de ampliación, porque^ como dice el 
párrafo que comentamos, sólo á ellos será extensiva 
la prueba que se ejecute, ó como con más propiedad 
diríamos nosotros, porque sólo á ellos ha de concre- 
tarse la que se proponga Teniendo facul- 
tad las partes para alegar en diversos escritos de 
ampliación los diferentes hechos nuevos que vayan 
ocurriendo durante el término de prueba, ó los ante- 
riores de que no tuvieren conocimiento, cumple á la 
buena fé alegarlos en un escrito de ampliación, y 
entonces estarán en su derecho con arreglo á la ley 
haciendo extensiva la prueba á tales hechos. Pero 
si omiten la presentación del escrito de ampliación, y 
tratan, sin embargo, de hacer prueba sobre un hecho 
no alegado, fuerza será convenir en que se quiere 
sorprender á la parte contraria con la justificación 
de un hecho de que no tiene noticia, y la nueva ley, 
lo mismo que todas las leyes del mundo, no puede 
favorecer la mala fé y la sorpresa». 

En nuestro caso, para que la prueba rendida por 
la parte del apoderado Alsina pueda tomarse en con- 
sideración, hubiera sido necesario que ella afirmara 
categóricamente que al tercerista no se le había he- 
cho la tradición del inmueble; de otro modo, resulta- 
ría presentando pruebas sobre un hecho no alegado, 
como ha sucedido, faltando asi á lo dispuesto en la 
Ley de Procedimientos citada anteriormente, que tie- 
ne por objeto hacer que la discusión judicial sea leal 
y franca. (V^éase Cámaras de Apelaciones de Buenos 
Aires, jurisdicción civil, serie 1^, tomo II, pág. 609). Es- 
ta negación categórica, es necesaria, pues se trata de 
un hecho que la presentación del título translativo de 
dominio presupone, y que tiene en su favor la presun- 
ción de la ley. Cuando yo afirmo que un predio es mío, 
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pruebo esta afirmación de mi dominio con la presen- 
tación de los titulos correspondientes; no tengo ne- 
cesidad de justificar además que se me hizo la tra- 
dición: es la parte contraria, interesada en contestar 
mi derecho, que debe alegarla, y es entonces que 
debe producirse la justificación correspondiente. Es 
por esto que las Cámaras ya citadas, jurisdicción 
comercial, serie 1% tomo I, pág. 261, han resuelto: que 
la prueba producida sobre hechos no articulados, no 
debe ser tomada en consideración. 

Sentado ésto, vemos que la parte tercerista ha 
presentado los títulos del inmueble embargado, que 
no han sido tachados de nulos, falsos, etc., reforzando 
su fuerza probatoria con la exhibición de los boletos 
de contribución directa; y como la única objeción 
que se hizo al contestar la demanda era el descono- 
cimiento del dominio si no se presentaban los títulos 
correspondientes, una vez cumplido con este requisi- 
to, la parte demandante debe obtener lo que pidió, 
de acuerdo con su derecho. Por lo tanto, voto por la 
negativa en esta cuestión. 

Los señores Camaristas Dres. Sayanca y Aquino 
adhirieron á este voto. 

El Dr. Luna, á esta cuestión expuso : 

Que el ejecutante, al contestar la demanda, había 
manifestado que el tercerista ó demandante no ha 
presentado el título de propiedad, limitándose á ex- 
presar que existía en el protocolo del escribano Mo- 
hando, y que, de consiguiente, hasta ahora no ha jus- 
tificado el derecho de propiedad que pretende tener 
sobre el campo embargado. En esta contestación es- 
tá trabada la litis, y ella importa decir que no ha jus- 
tificado el derecho de propiedad, como conviene ha- 
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cerlo al que se presenta deduciendo la tercería de do- 
minio. El demandante que afirma que tiene dominio 
en una cosa, debe probar, como corresponde en de- 
recho, que no sólo tiene el título en virtud del cual 
la adquirió, sino también que está en posesión de ella, 
porque el título por sí solo no transfiere el dominio. 
Entre los varios modos de adquirir el dominio, está 
la tradición, según el art® 2524 del Cód. Civ., y la 
tradición translativa del dominio debe ser por título 
suficiente para transferirlo, según el art^ 2602 del 
mismo Código. En el caso actual, sólo se ha presen- 
tado el título, esto es, la escritura de fojas ocho y 
nueve, por la que el señor Jáuregui vende á don An- 
drés Cichero el campo objeto de esta cuestión; pero 
no se ha probado en manera alguna que le haya he- 
cho tradición. 

Se ha limitado á decir en su escrito de bien pro- 
bado, de fojas veinticinco á treinta, después de algu- 
nas apreciacionesjurídicas sobre el título presentado 
y la contestación del demandado: cHe considerado, 
por esta circunstancia, innecesario reforzar la prueba 
que he producido (que no ha sido sino la escritura in- 
dicada) y por no molestar sin necesidad á personas 
que viven lejos de todo centro de población, no he 
demostrado que poseo no sólo por la tradición que 
se me hizo, sino de hecho el campo que compré». 
Con lo que manifiesta que sólo al título se atiene y 
nó á la tradición ó posesión. Sus palabras á este res- 
pecto pueden considerarse como una confesión de la 
falta de tradición ó posesión. 

Sin embargo, aduce como un ejercicio del derecho 
de propiedad la inscripción que del título ha hecho 
en el Registro de la Propiedad, así como el pago de 
la contribución directa; pero estas circunstancias no 
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son actos que caracterizan la posesión, porque el Re- 
gistro de la Propiedad no fiscaliza la legalidad del 
título, sino que tan sólo inscribe el que se le presen- 
ta como tal, dejando los defectos que puedan tener 
á la contención de las partes interesadas. Lo mismo 
se aplica á la contribución directa. 

cLa posesión consiste en la aprensión de la cosa 
con la intención de tenerla», dice el art^ 2373 del Có- 
digo Civil, y «ella se adquiere también por la tradi- 
ción, que se verifica cuando una de las partes entrega 
voluntariamente una cosa y la otra voluntariamente 
la recibe», dice el art® 2377. «La tradición se juzgará 
hecha cuando se hiciera según alguna de las formas 
autorizadas por este Código», dice el art® 2378, «La 
sola declaración del tradente de darse por desposeí- 
do, ó de dar al adquirente la posesión de la cosa, no 
suple las formas legales». Todas estas disposiciones 
que se refieren á la tradición en general ha debido 
tener presente el tercerista para justificar su derecho, 
y más especialmente la de los artículos 2379 y 2380, 
que se refieren á Ja posesión de los inmuebles, y nada 
ha hecho. La acción, pues, falla por su base, puesto 
que no ha probado lo que debía probar, cual es el 
dominio que tiene á la cosa embargada. 

Los actos posesorios son los que caracterizan más 
especialmente la posesión de las cosas inmuebles, y 
ellos se hallan determinados en el art^ 2384, los cua- 
les consisten en la cultura, en la percepción de frutos, 
su deslinde, la construcción ó reparación que en ellos 
se haga, y, en general, su ocupación de cualquier mo- 
do que se tenga, bastando hacerlo en algunas de sus 
partes. Ninguno de ellos indica el demandante haber 
ejercido, para hacer ver el dominio de la cosa que 
pretende como suya, y sólo presenta el título con el 
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cual cree justificar su derecho de propiedad. El títu- 
lo sólo da derecho á la cosa, más nó en la cosa, y 
por ésto el dominio debe justificarse en los dos ele- 
mentos que comprende, que son el título y la pose- 
sión ó tradición. 

Las disposiciones del Código á este respecto son 
terminantes: «Se pierde igualmente el dominio por 
enagenación de la cosa, cuando otro adquiere el do- 
minio de ella por la tradición en las cosas muebles, 
y, en los inmuebles después de firmado el instrumen- 
to público de enagenación, seguido de la tradición», 
dice el art 2609 y el 577 establece lo mismo: Antes 
de la tradición de la cosa el acreedor no adquiere so- 
bre ella ningún derecho real». 

Aplicando estas disposiciones al caso actual, te- 
nemos que el ejecutado señor Jáuregui, que trasmitió 
la propiedad embargada al tercerista señor Cichero, 
no ha perdido el dominio del campo, porque el ins- 
trumento de la renta no ha sido seguido de la tradi- 
ción, ni éste lo ha adquirido tan solo con el título, por 
falta de ella. 

El demandado no estaba obligado á probar cosa 
alguna, porque en la contestación que dio á la de- 
manda, diciendo que el actor «no ha justificado el 
derecho de propiedad que pretende tener sobre el 
campo embargado», dejaba que éste comprobase co- 
mo correspondía lo que pretendía, esto es, que el 
dominio del campo le pertenecía, porque en ésto es 
en lo que funda su acción el tercerista. 

Sin embargo, como al dar esta contestación el 
demandado, manifestó que el tercerista no exibió el 
título, manifestando tan sólo que se hallaba en el 
protocolo del Escribano Mohando, ha creído el de- 
mandante que sólo el título debía presentar para 
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acreditar el dominio; pero el título, como se ha visto, 
no confiere un derecho en la cosa, sino á la cosa, y 
para adquirir el dominio es necesaria la tradición de 
ella, la cual no ha tenido lugar, ni ha manifestado 
en manera alguna que ha ejercido actos posesorios 
por medio de los cuales pudiera haber acreditado el 
dominio. 

Pero el tercerista, sin penetrarse bien de la con- 
testación que se dio á su demanda, insiste en su es- 
crito de expresión de agravios, en que sólo el título 
de propiedad se le exijió presentara, considerando 
que la tradición que se requiere como elemento del 
dominio no ha sido objeto de la contestación del de- 
mandado, y que, por lo tanto, el juez no ha debido pro- 
nunciarse sobre ella, como un punto no sometido á 
su decisión. Cree que el contrario eliminó con su con- 
testación este punto del debate, y sólo después de 
pasada la oportunidad pretendió mezclarlo entre los 
hechos discutidos. 

• No hay nada de todo ésto. En la contestación in- 
dicada está toda la cuestión : exigía el demandado 
que el demandante justificase su derecho de propie- 
dad como corresponde, y en esta exigencia no sólo se 
contiene el título sino también la tradición, porque el 
dominio no se comprende sino bajo estos dos ele- 
mentos. 

Estudiada la cuestión bajo este punto de vista, 
no hay necesidad de examinar la prueba rendida por 
el demandado, porque á él nada le toca probar. La 
parte demandante, que es la que se presenta en terce- 
ría, afirmando que la propiedad embargada es suya, 
es la que ha debido probar los extremos de su de- 
manda, y no lo ha hecho. 

Sin embargo, y á pesar de ésto, ha producido la 
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prueba de testigos, de fojas veintiuna y veintidós, por 
la que ha acreditado que no obstante la escritura de 
venta, de fojas ocho y nueve, el comprador Cichero 
no ha entrado en posesión del campo vendido por 
Jáuregui, y que éste ha encargado al testigo Xicode- 
mos Leonardi para cuidar del campo y cobrar los 
arrendamientos, actos que sólo hacen los que están 
en posesión del campo. 

La sentencia del Inferior se funda más ó menos 
en estos mismos principios, para no hacer lugar á la 
acción intentada, y ella debe ser confirmada. 

Mi voto es, pues, que es justa la sentencia ape- 
lada. 

El Camarista Dr. Osuna adhiere al voto del Dr. 
Balbastro. 

A la segunda cuestión, dijo el Dr. Balbastro: 

Resuelto como queda la primera cuestión, la sen- 
tencia debe revocarse, y, por lo tanto, de acuerdo con 
la jurisprudencia constante en estos casos, las costas 
deben ser satisfechas por ambas partes litigantes, 
desde que el haber obtenido un fallo favorable la 
parte vencida en definitiva en el juicio aleja la idea 
de temeridad ó de malicia. Voto en este sentido. 

Los Doctores Sayanca, Aquino y Osuna adhieren 
igualmente ai .precedente voto del Dr. Balbastro. 

El Dr. Luna dijo : 

Que resuelta la primera cuestión, según su voto, 
por la confirmación de la sentencia apelada, las cos- 
tas eran de derecho del apelante, de acuerdo con la 
disposición del art° 299 del Cód. de P., y voto en 
este sentido. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí, Secretario, de que doy fé. 
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SENTENCIA 

N° 27. Corrientes, Julio 26 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente, se revoca la sen- 
tencia apelada de foja treinta y siete vta. Repuestas 
las fojas, devuélvase. 

Ricardo Osuna 

Lorenzo J. Aquino — Alberto Balb astro 

Félix Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario. 



CLXII 



Sumario: — No habiéndose emplazado á las partes para la 
mejora del recurso, no cabe acusación de rebel- 
día, y deben devolverse los autos al Inferior, á 
los efectos del emplazamiento de ley. 

N° 6 1 . Corrientes, Julio 30 de 1 897. 

Y vistos — Constando de autos que las partes no 
han sido emplazadas para comparecer ante el Supe- 
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rior dentro de un término dado, como lo prescribe el 
art. 256 del Cód. de P., no se hace lugar á la rebel- 
día, y devuélvase al juez de la causa para que cumpla 
con la prescripción aludida. 

Osuna 

Aquino — Balbastro 

luma j. s ayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CLXIII 



Sumario:—! o De acuerdo con la Constitución y el Cód. de 
P. en lo Crini., no procede la excarcelación cuan- 
do la pena á aplicaren caso de condenación tenga 
un máximun que exceda de tres años de prisión. 

2^ Debe considerarse el delito ó hecho imputado 
en abstracto, y con absoluta prescindencia de las 
circunstancias que lo hayan rodeado. 

3° Confirmado el auto, debe serlo con costas. 

N° 62. Corrientes, Julio 30 de 1897. 

Vistos y considerando: Que la excarcelación bajo 
fianza procede, según el art. 17 de la Const. de la Pro- 
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vincia y el 377 del Cód. de P. en lo Crim., cuando 
la pena á aplicarse por el hecho imputado no exceda 
de tres años de prisión. Que para este fin, y como 
base para evitar un prejuzgamiento, se establece que 
los tribunales deben tomar en consideración el delito 
ó hecho imputado en abstracto y con absoluta pres- 
cindencia de las circunstancias que lo hayan rodea- 
do. Que en el presente caso, la detención del proce- 
sado José Verón tiene por causa el homiciaio de 
Fructuoso Cabanas y las lesiones inferidas á Lean- 
dro Sosa, y en este sentido el máximum de la pena 
excede en mucho de la de tres años de prisión en. ca- 
so de condenación, y por consiguiente, la libertad 
provisoria que se sohcita es improcedente, — 

Por estas consideraciones, se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado. Devuélvanse. 

Osuna 

Aqüino — Balbastro 

Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario. 
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Sumario:—!^ De acuerdo con la Constitución y el Cód. de 
P., no procede la excarcelación cuando la pena 

Fallos del B- T. de Jast y Sxma. C. de Apel. — Tomo III 18 
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á aplicarse en caso de condenación tenga un 
máximun que exceda de tres años de prisión. 

2^ Debe considerarse el delito ó hecho imputado 
en abstracto y con absoluta prescindencia de las 
circunstancias que lo hayan rodeado. 

3° Confirmado el auto, debe serlo con costas. 

N^ 63. Corrientes, Julio 30 de 1897. 

Vistos y considerando: Que la excarcelación bajo 
fianza procede según el art. 17 de la Constitución de 
la Provincia y el 377 del Cód. de P., cuando la pena 
a aplicarse no exceda de tres años de prisión. Que 
para este fin, y como base para evitar un prejuzga- 
miento, se establece que los tribunales deben tomar 
en consideración el delito ó hecho imputado en abs- 
tracto y con absoluta prescindencia de las circuns- 
tancias que lo hayan rodeado. Que en el presente 
caso la detención del procesado Timoteo Avalos 
tiene por causa el homicidio de Fructuoso Cabanas 
y las lesiones inferidas á Leandro Sosa, y en este 
sentido el máximum de pena excede en mucho ¿i la 
de tres años de prisión en caso de condenación, y 
por consiguiente, la libertad provisoria que se solici- 
ta es improcedente, — 

Por estas consideraciones, se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado. Devuélvanse. 

Osuna 

Aquino — Balbastro 

Luna — J. Sa yanca 

Ante mí. 

José F. K i ver o 

Secretan vi. 
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CLXV 



Sumario: — Los jueces no pueden ejercitar la facultad de con- 
ceder licencias á los empleados de su dependen- 
cia y designar los reemplazantes, por ser aquélla 
de la exclusiva competencia del Superior Tribu- 
nal. • 



N° 64. Corrientes, Julio 30 d e 1 897 . 

Vistos y considerando: 1° Que el art^ 43, inc^^ 5^ y 
6°, de la Ley Orgánica de los Tribunales establece ser 
de la facultad del Superior Tribunal el acuerdo de 
licencias que no pasen de treinta días, á los emplea- 
dos de la Administración de Justicia, y nombrar y 
remover sus empleados subalternos, y los de los juzga- 
dos de primera instancia, á propuesta de éstos; 2^ 
Que no obsta al ejercicio de estas facultades por el 
Superior Tribunal, lo prescripto por el Cód. de P., en 
lo Crim. á que alude el Inferior en el informe que an- 
tecede, pues ello se refiere á los casos enunciados en 
el art. 99 del Cód. cit. y que se susciten en cada juicio 
(véase art. 114). 

Por estos fundamentos, y apesar de la providen- 
cia mandando al archivo la nota de fecha 28 de Mayo 
del año pasado, se resuelve: hacer saber al señor Juez 
del Crimen que debe abstenerse en lo sucesivo de ejer- 
citar la facultad de otrogar licencias á los emplea- 
dos de su dependencia y designarles reemplazantes, 

13 
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por ser ella de la exclusiva competencia de este Tri- 
bunal. Archívense estos antecedentes. 

Osuna 

Balbstro — Aquinoa 

Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CLXVI 



Sumario:-- Aunque el art^ 420 del Cód. de P. en lo Crim. no 
fija el término dentro del cual debe dictaminar 
el Fiscal especial sobre la procedencia ó impro- 
cedencia de la elevación de la causa á plenario, 
se entiende que el término es el que el art^ 416 
fija al mismo efecto al Fiscal titular. 

No 65. Corrientes, Julio 30 de 1897. 

Vistos y considerando: Que si bien es cierto que 
en el auto de foja 34 no se señaló término a] Fiscal 
ad'hoc ^diXdi expedirse y que el art. 420 del Cód. de P. 
en lo Crim. no fija un término para emitir el dictamen, 
es indudable que debe en este caso estarse á lo que 
dispone el art. 416. Primero: porque no hay razón 
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alguna que milite en favor de la diferencia que el In- 
ferior establece entre el procedimiento á que deben 
ajustarse ambos fiscales, tratáqjdose de un mismo trá- 
mite, pues lo contrario sería poner al Fiscal ad-hoc 
en mejor condición que al titular, lo que no debe ad- 
mitirse; y, segundo: porque en caso de duda debe 
siempre estarse, en la interpretación de la ley, á lo fa- 
vorable al procesado. Odia sunt restringenda, favo- 
res ampliandi (y. el art° 12, sg. pt. del Cód. de P. cit.). 
Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado 
en la parte que se refiere al procesado Fuseré. Há- 
gase saber y devuélvase. 

Aquino 

Balbastro — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CLXVII 

OOI2/I2/EOOI03^^31. 

Sumario: — 1° Para que proceda la excepción de cosa juz- 
g:ada, es necesaria la identidad de causa, de ob- 
jeto y de personas. 

2^ No hacer lugar á la prueba en un juicio de ca- 
lumnia, y condenar al demandado sin permitirle 
defenderse, es todo uno. 
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N« 66, Corrientes, Agosto 2 de 1897. 

Vistos y considera^tdo: 1^ Que contestada por el 
acusado don Fructuoso V. Hermelo la querella por 
columnia que le entabló el Dr. Justino I. Solari, por 
haberle imputado el delito de malversación de fondos 
del Consejo Superior de Educación de la Provincia, 
del cual era director y consejero á la vez, se abrió la 
causa á prueba por el auto de foja sesenta y ocho, 
de diez y ocho de julio de mil ochocientos noventa y 
cuatro. 

2° Que de este auto se pidió revocatoria por con- 
trario imperio por la parte acusadora, solicitando se 
dicte en sustitución el de autos para la resolución de- 
finitiva de la causa, fundándose en que los hechos 
imputados han sido juzgados, y absueltas libremente 
las personas á quienes se les imputaba, entre las cua- 
les figuraba el Dr. Justino I. Solari, según consta del 
proceso que en noventa y una fojas acompaña, y del 
que pide su agregación á esta causa. 

3^ Que corrido traslado 3^ autos a la parte acusa- 
da, lo evacuó oponiéndose á la reposición solicitada, 
y dada vista al Agente Fiscal, para mejor proveer, 
se expidió sosteniendo la reposición pedida, apoyado 
en los mismos fundamentos del solicitante y amplián- 
dolos convenientemente en su dictamen de i^ ochen- 
ta y seis a noventa de estos autos. 

4° Que consistiendo la calumnia en la falsa impu- 
tación de un delito que tenga obligación de acusar 
el Ministerio público, ó de delitos cometidos por un 
funcionario público en el ejercicio de sus funciones, 
según el art° 177 del Cód. Pen., debe ser permitido 
al que hace la imputación probar la verdad de lo que 
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imputa, puesto que probada se exime de pena, según 
el art^ 178 del mismo Código. 

5^ Que la excepción alegada para solicitar la re- 
posición del auto de prueba, de que los mismos he- 
chos, objeto de la imputación, han sido juzgados y 
absueltas Hbremente las personas implicadas en ellos, 
es la de cosa juzgada, puesto que se hace valer una 
sentencia que no ha sido apelada y que ha quedado 
consentida por las partes interesadas. 

6° Que para ver si es procedente esta excepción, es 
necesario saber si dicha sentencia ha sido dictada 
sobre la misma cosa ú objeto que el que se persigue 
en este proceso por calumnia, si es por la misma causa 
y entre las mismas personas; pues la cosa juzgada 
sólo surte los efectos de tal cuando llena estos requi- 
sitos, porque se tiene por verdad lo juzgado en ella. 

7^ Que no hay identidad de causa, de objeto y 
de personas, se deja ver en el proceso acompañado, 
puesto que la causa es por malversación de fondos 
del Consejo Superior de Educación, y su objeto el 
castigo de sus autores, y las personas el Agente Fis- 
cal por una parte y el ex-director del Consejo señor 
Escobar y el ex-consejero Dr. Solari por la otra, y 
en este la causa es un delito de calumnia, su objeto el 
castigo del autor de este delito y las personas don 
Fructuoso V. Hermelo y el Dr. Justino I. Solari, el 
primero como acusado y el segundo como acusador. 

8^ Que siendo distintos los objetos, causas y per- 
sonas sobre tjue versan estos procesos, es distinta 
también su penalidad; pues en el de malversación es 
el Dr. Solari el inculpado como empleado público, 
y la pena que tendría su delito, si le hubiera sido 
probado, es la de suspensión de su empleo por un 
término dado, y multas pecuniarias según la grave- 
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dad de los casos, de conformidad á los art^ 266 y 
267 del Cód. Pen., y en el de calumnia es don Fruc- 
tuoso V. Hermelo el inculpado como calumniador, 
que tendría de pena de uno á tres años de prisión, si 
no probase la verdad de las imputaciones dirijidas 
al primero, según el art. 178 del mismo Código. 

9° Que, por consiguiente, no hay, pues, cosa juz- 
gada en la sentencia indicada por el Dr. Solari, con- 
signada en el proceso á que se refiere, pues que no 
hay conformidad en la misma cosa ú objeto, en la 
misma causa y entre las mismas personas, y por lo 
tanto, todos los fundamentos aducidos para apoyar 
la pretensión de que existe la cosa juzgada, no tienen 
aplicación alguna. 

10. Que aún aceptando la teoría de que la inter- 
vención del Ministerio Fiscal, representando la ac- 
ción pública, hiciera suponer la identidad de perso- 
nas, y de que hubiera identidad de objeto ó cosa de- 
mandada en el sentido de que en ambas acciones, la 
de malversación y la de calumnia, se ha perseguido 
la vindicación ó castigo de empleados públicos sin- 
dicados de delincuentes, esto último sólo puede decirse 
respecto de una de las partes, ya que en el caso siib- 
judice de lo que se trata es de repeler una acción de 
calumnia, librándose así de la condenación consi- 
guiente, resultando así que, en todo caso, no habría 
identidad de causa, y sería entonces inaplicable la 
excepción de cosa juzgada, que requiere para su 
procedencia la concurrencia de las tres circunstancias 
mencionadas, según la teoría más generalizada entre 
los maestros del derecho, aceptada y enseñada por 
nuestros tratadistas y establecida por la jurispruden- 
cia constante de nuestros tribunales (Ley 20, tít. 22, 
part, 3*, Toullier, Le Droit Civil^ tom. 10, n^ 158 á 
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1 60, Malaver, Procedimientos Judiciales). No procede 
si las demandas no se fundan en la misma causa, 
aunque, por otra parte, el objeto de ambas y las per- 
sonas que en ellas intervengan sean las mismas (Tou- 
llier, lug. cit.). Y la causa es el fundamento inmediato 
del derecho que la parte trata de egercitar, no de- 
biendo confundirse la causa con los elementos que 
la producen ó justifican (Marcadé, De Vaniorité de la 
cliose jtigée). 

11. Que para que esta obgeción no fluya, sería 
necesario no encarar la cuestión sino bajo el punto de 
vista de la parte del Dr. Solari, habiendo así también 
identidad de causa, base inmediata igual. Y entonces, 
no habiendo oposición por parte del acusado (pues 
trabada la litis con la contestación ya no podría, por 
sí solo, retirar la acción instaurada), podría desistirse 
de la acción de calumnia, ya que el Ministerio Fis- 
cal hace mérito de la cosa juzgada que declara la 
inocencia del que se dice calumniado. 

12. Pero habiéndose pedido que se cite para sen- 
tencia sin más tramite, la condición de la otra parte 
viene á ser completamente desigual, contra el espí- 
ritu de la ley, que quiere establecer la más perfecta 
igualdad entre ellas en juicio. En efecto, no hacer 
lugar á la prueba en un juicio de calumnia, y conde- 
nar al demandado sin permitirle defenderse, es todo 
uno. Y en el caso actual, todo ésto en mérito de un 
juicio en que el acusado no ha sido parte. Cuando 
una persona imputa á otra un delito y se ofrece á 
probarlo, esta prueba sólo á él le corresponde, de de- 
recho, derecho que el Ministerio Fiscal ni nadie pue- 
de quitarle, y que será su justificación ante la sociedad 
y ante la justicia. Lo contrario, además, sería dejar 
su honor y su libertad en manos de otros, producién- 
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dose así un caso de representación forzosa á que nin- 
guna ley obliga, y contrariando la garantía constitu- 
cional de la libre defensa. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia 
apelada, y se resuelve no hacer lugar á la revocatoria 
solicitada del auto de foja sesenta y ocho, de diez y 
ocho de julio de mil ochocientos noventa y cuatro. 
Hágase saber y devuélvase al Inferior ¿i los efectos 
de derecho. 

Balbastro 

J. S AYANCA LuMz\. 



Ante 



mi 



José F. Rivcro 

Secretario 



CLXVIII 

OI"V"IIli 

Sumario: — No siendo imputable á las partes las causas de 
suspensión de una audiencia, debe designarse 
otra. 

N^ 67. Corrientes, Agosto 4 de 1897. 

Vistos: En atención al informe que antecede, y 
teniendo en consideración que las partes no deben 
responsabilizarse por faltas agenas, pues importa una 
verdadera violación de la ley el acto del Secretario 
de haber permitido que saliera el expediente de la 
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Secretaría fuera de las condiciones establecidas en 
el art° 28 del Cód. de P. Por ésto, se designa nuevo 
día para la audiencia que no tuvo lugar, debiendo 
verificarse el día viernes 13 del corriente, á las 9 a. 
m., previniéndose al Secretario que en !o sucesivo 
debe abstenerse de seguir la práctica á que hace re- 
ferencia, y ajustarse á las prescripciones de los artí- 
culos 27 y 28 del Código citado. 

Osuna 
Balbastro — Luna 

Aquino — J. Sayanca 
Ante mí 

fose F. Rivcro 

Secretario 



CLXIX 

oi-viii. 

Sumario: — 1^ No fundándose el recurso de nulidad en al- 
gunas de las causales del art^ 261 del Cód. de P. 
en lo Civ. y Com., debe rechazárselo, sin más 
fundamentos. 

2^ Para la admisibilidad de los libros como prue- 
ba en las controversias judiciales, es condición 
esencial que éstas se ventilen entre comerciantes, 
y que el acto que dé origen á la cuestión sea mer- 
cantil. En los demás casos, puede servir como an- 
tecedente, constituyendo un principio de prueba. 

3^ La tacultad concedida á los jueces de decretar 
que se traiga á la vista cualquier documento pa- 
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ra mejor proveer, si bien es amplia, no debe in- 
terpretarse en el sentido de que deban suplir la 
negligencia ú omisión de los litigantes, sino en 
el de esclarecer las dudas que puedan surgir 
de la complexidad ó insuficiencia de la prueba 
producida por las partes. Los jueces no pueden, 
sin violar el art° 132 del Cód. de P., ordenar el 
diligenciamiento de una medida probatoria que 
debió pedir la parte interesada dentro del término 
señalado al efecto. 

4^ No probándose en forma la constitución de la 
hipoteca, que tiene forma determinada, no puede 
reconocerse la existencia de tal derecho real. 

5^ Constando de autos la falta de temeridad, la 
razón probable para litigar, debe exonerarse le 
las costas al vencido. 

6^ No siendo confirmatoria en todas sus partes 
la sentencia, desde que modifica, favorablemente 
al recurrente, la de P instancia, absolviéndolo 
de las costas, corresponde también exonerarlo 
de las del recurso. 



ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á cuatro de agosto 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en la 
Sala de Acuerdos el Superior Tribunal de Justicia 
compuesto del señor Presidente Dr. Don Ricardo 
Osuna y de los Vocales titulares Dres. Don Alberto 
Balbastro, Don Joaquín Sayanca y Don Félix Luna, 
y como integrante el abogado señor Juan J. Lubary, 
tomó en consideración la causa seguida por el- Banco 
Hipotecario Nacional, representado por su agente 
don Marcelino A. Elizondo, contra la sucesión de 
don Desiderio Onieva, por cobro de pesos, venido 
en apelación de la resolución del Juzgado de 1* Ins- 
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tancia en lo Civil y Comercial de esta circunscripciórt, 
fecha trece de abril del presente año, corriente de fo- 
jas veinte y cuatro vta. á treinta y dos de los autos. 

Verificado el sorteo de ley, resultó que los señores 
Jueces debían votar en el siguiente orden: Dres. Sa- 
yanca, Osuna, Balbastro, Luna, Lubary. 

El ministro Dr. Sayanca expuso: 

Hechos: Don Marcelino A. Elizondo, por el Ban- 
co Hipotecario Nacional, acompañando los documen- 
tos que indica, se presenta á foja cuatro entablando 
demanda contra la sucesión de don Desiderio Onieva, 
representada por los herederos que menciona, por 
cobro de diez mil quinientos noventa y cuatro pesos 
veinte centavos moneda nacional. La deuda cobrada 
tiene por causa la hipoteca que se concedió al señor 
Onieva por quince mil pesos en cédulas de la serie D, 
el siete de enero de mil ochocientos ochenta y nueve, 
sobre un campo en el Departamento de San Miguel. 
No habiéndose hecho los servicios á que estaba 
Onieva obligado por la escritura, se sacó en remate 
la propiedad hipotecada, con la base de la hipoteca, 
servicios atrasados y gastos^ el día trece de febrero 
de mil ochocientos noventa y dos, y no se vendió 
por falta de postores; el once de octubre de mil ocho- 
cientos noventa y cinco se sacó por segunda vez á 
remate, con la base extraordinaria de nueve mil pesos, 
y fué vendida por trece mil á doña Trinidad Toledo 
de Gallino, extendiéndose la escritura el once de fe- 
brero de mil ochocientos noventa y seis, por ante el 
escribano F. Martínez. Por el estado y liquidación 
acompañados á fojas una y dos, consta que Onieva 
adeudaba al Banco, hasta el treinta y uno de julio 
de mil ochocientos noventa y seis, la suma deman- 
dada, que hoy deberán abonar sus herederos, con 
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quienes deberá entenderse esta demanda. Pide costas. 
Corrido traslado á los herederos indicados por el 
actor, éstos lo evacúan por intermedio de su común 
representante, don R. Lindor Delfino, á foja nueve. 
Niega los fundamentos de la demanda, por ignorar 
sus representados de lo que se trata, quienes no han 
intervenido en la operación indicada. 

Y caso de que fuera cierta, la liquidación presen- 
tada no es exacta, pues se cobra una suma mayor de 
la que correspondería. Pide el rechazo de la acción y 
que, en todo caso, se declare la plus petición en que 
ha incurrido el Banco demandante, con costas. 

Abierta á prueba la causa, se produce sólo por el 
actor la corriente en autos, alegándose de bien pro- 
bado por las partes á fojas diez y ocho y veinte, y 
llamados los autos á foja veinte y tres vta., se pro- 
nunció la sentencia de foja veinte y cuatro vta., por 
la que se rechaza la acción instaurada, con costas, — de 
la que se ha recurrido de apelación y nulidad á foja 
treinta y tres. Expresados los agravios á foja cuarenta 
y seis y contestados á foja cincuenta y una, se cita 
para sentencia á foja cincuenta y siete, sin que se 
haya soHcitado informar in-voce^ hallándose la causa 
actualmente en estado de ser fallada. 

Con la precedente relación manifestaron confor- 
midad los demás señores Ministros. 

En seguida el Tribunal planteó las siguientes 
cuestiones: 



9 



1^ ¿Es nula la sentencia recurrida: 

2^ En caso negativo, ¿es justa ó injusta^ y debe 
confirmarse^ modificarse ó revocarse? 
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3^ ¿Procede la condenación en costas y qué parte 
debe cargar con ellas^ en stí caso? 

Respecto de la primera cuestión, el Dr. Sayanca 
expuso : 

En la expresión de agravios se dice que se han 
interpuesto los recursos de apelación y nulidad por- 
que el juex a-qiio ha tomado en consideración la 
f)rueba pericial producida como perteneciente sólo á 
a parte actora, siendo que pertenece á ambas partes. 
Tal es, pues, el fundamento que se alega del recurso 
deducido de nulidad, no habiéndose sustentado con 
ninguna otra consideración. Lo expuesto basta para 
el rechazo de dicho recurso, que sólo tiene lugar con- 
tra las sentencias pronunciadas con violación de las 
formas y solemnidades que prescriben las leyes, ó en 
virtud de un procedimiento en que se hayan omitido 
las formas substanciales del juicio ó incurrido en un 
defecto de los que por expresa disposición de dere- 
cho anulen las actuaciones (art° 261 del Cód. de P.). 
Nada de ésto se ha invocado, ni resulta de autos, y 
voto, en consecuencia, por la negativa en esta cues- 
tión. 

Los demás señores Camaristas adhieren á este 
voto. 

Respecto de la segunda cuestión, el Dr. Sayanca 
dijo: 

El apelante invoca, para pedir la revocación de 
la sentencia apelada, á más del antecedente de que 
ya he hecho mérito, el propio de la prueba pericial 
producida, que se ha desestimado injustamente; que 
el juez no ha pedido la prueba supletoria de que ha- 
bla el art^ 63 del Cód. de Com., que en el caso ocu- 
rrente podía referirse á la escritura aludida en el es- 
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crito de demanda, otorgada ante el escribano Martí- 
nez, y en que posteriormente se ha presentado en es- 
tos mismos autos el testimonio de la escritura hipote- 
caria para pedir la inhibición general de bienes de la 
sucesión de Onieva, inhibición que dictó. Ha acom- 
pañado también, fundando su petición, una carta y 
una solicitud (fs. 41 y 42) dirijidas al Banco por el 
administrador de la sucesión, señor Billordo, por las 
que se reconoce la deuda y se promete servirla. 

En cuanto á que la prueba pericial producida de- 
be también considerarse como prueba del demandado 
por el hecho de no haberse éste opuesto al nombra- 
miento de perito que se hizo y no haber tampoco 
nombrado otro por su parte, es una pretensión de 
todo punto infundada, ante la ley y ante el mismo 
criterio común. La prueba la proponía el actor, y 
entonces no era prueba del demandado; si éste no 
observó el nombramiento hecho y se abstuvo de 
nombrar á su vez otro perito por su parte, sus razo- 
nes tendría, ó se trataría tal vez de una omisión que 
podría perjudicarle en tanto en cuanto fuese el méri- 
to de la prueba producida por el actor. Prueba del 
actor, en cuya recepción no quiso intervenir directa- 
mente la parte demandada, no usando de un derecho 
renunciable. 

En cuanto al mérito probatorio del informe peri- 
cial de foja diez y seis, mi opinión es, de acuerdo con 
la del Juez a-qiio^ que es de ninguna fuerza, no ha- 
biéndose presentado en autos un principio de prueba 
por escrito. Sería efectivamente monstruoso que 
cuando se trate del cumplimiento de una obligación, 
la sola palabra del acreedor, sustentada por las cons- 
tancias de sus libros, basten para probar dicha obli- 
gación, en los propios términos que se pretenda, y 
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para hacerla exigible. En el procedimiento enjuicio, 
el criterio legal es el de la perfecta igualdad entre las 
partes, por el contrario. Las constancias de los libros 
del Banco, habiéndose desconocido por la parte de- 
mandada la existencia de la obligación, no pueden, 
en manera alguna, ser bastantes á demostrarla. Re- 
conocida la obligación, tales libros pudieran sugerir 
presunciones legales respecto de ciertos detalles, pa- 
go de intereses, etc; pero, aún así, sólo meras presun- 
ciones, y nunca importarían una prueba plena por sí 
solas, y en ningún caso harían prueba bastante de la 
obligación misma, sino presunciones de ella, prin- 
cipios de prueba. Salvo el caso de obligaciones co- 
merciales^ hephas entre comerciantes (ar*^ 63 del Có- 
digo de Comercio. Véase Bédarride, n^^ 216 á 248, 
250 y 251 ; Alauzet, n« 337 ; Demolombe, XXIX, n«^ 
595,596 y 604; Bonnier, n<> 774; Vidari, n« 218; Oba- 
rrio, n^ 92, y Segovia, nota 235). Obarrio, lugar cit,, 
dice, en su curso de «Derecho Comercial >, pág. 77 : 
< El peligro y la injusticia de atribuir á los libros de co- 
mercio el carácter de medio probatorio, desaparece 
en las relaciones recíprocas de los comerciantes, te- 
niendo éstos, como tienen, el deber de llevarlos. En 
consecuencia, señalaremos como primera condición, 
para la admisibilidad de los libros como prueba en 
las controversias judiciales, que éstas se ventilen en- 
tre comerciantes. Pero esta sala circunstancia no bas- 
ta. Es necesario, además, que el acto que dé origen 

á la cuestión, sea mercantil Es una excepción 

en favor del comercio y sólo para el comercio. Los 
actos civiles deben ser acreditados por los medios or- 
dinarios, porque ninguna de las consideraciones que 
determinan la excepción milita á su respecto Sin 
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embargo, pueden servir como antecedente, consti- 
tuyendo un principio de prueba > 

No insistiré en demostrar el ningún mérito de la 
prueba producida, pues es evidente que en el caso 
siih^jndice se trata de un acto de naturaleza civil (no 
se ha tampoco pretendido lo contrario, si bien se ha 
invocado á su respecto una disposición del Cód. de 
Com.), que se ha querido probar por un medio de 
excepción sólo aplicable á los actos mercantiles rea- 
hzados entre comerciantes. 

Y por la misma razón debe desestimarse la obje- 
ción aducida de que el juez no ha pedido la prueba 
supletoria de que habla el citado artículo 63 del Cód. 
de Com., disposición que, como hemos visto, no es 
aplicable al caso. Pero ¿debió el juez a-qiio^ en cali- 
dad de para mejor proveer y haciendo uso de las fa- 
cultades que le acuerda el Cód. de P. en su art^ 6^), 
pedir la escritura, mencionada en la demanda y la 
expresión de agravios, de venta en remate público 
del bien que se dice hipotecado? En primer lugar, el 
ejercicio de tal facultad es discrecional, y, por lo tan- 
to, se deja y debe dejarse su uso al exclusivo criterio 
del juez que va a fallar; en segundo lugar, dicho do- 
cumento no se refiere á la constitución de la obliga- 
ción demandada, sino ¿i un acto posterior que se dice 
efectuado por causa de incumplimiento de la misma. 
Y es por esto que opino que tampoco el Tribunal 
debe pedirlo. La facultad concedida á los jueces de 
decretar que se traiga á la vista cualquier documento 
para mejor proveer, si bien es amplia, no debe inter- 
pretarse en el sentido de que deban suphr la negligen- 
cia ú omisión de los litigantes, sino en el de esclare- 
cer las dudas que puedan surgir de la complexidad ó 
insuficiencia de las pruebas producidas por las partes. 



Digitized by 



Google 



— 219 — 

(Cám. Civ., ser. 4^, tom. XII, pág. 578). El documen- 
to aludido, no se refiere, como digo, á la constitución 
de la obligación, cuya existencia es lo que se discute; 
y si, por su texto é inserciones, podía dar luz tam- 
bién á ese respecto, debió presentarlo la parte inte- 
resada. Lo mismo debe decirse de la escritura hipo- 
tecaria, cuya exhibición resolvería el punto. Ella no 
ha sido mencionada con la individualidad posible, ni 
se ha designado el archivo, oficina pública ó lugar 
en que se encuentre (art. 84, Cód. de P., cit.). Se tra- 
ta, pues, de una diligencia de prueba que la parte 
interesada ha debido pedir dentro del término decre- 
tado al efecto. Los jueces no pueden, por ésto, orde- 
nar su diligenciamientO; porque ello importaría violar 
el precepto claro y terminante del art^ 132 del Cód. 
cit. (Véase Cám. Civ, ser. 1*, tomo 1^, pág. 372). 

En cuanto á que se ha presentado posteriormente 
testimonio de esta escritura, y que de ella tenía co- 
nocimiento el juez a qiio^ no consta de autos, ni, has- 
ta la expresión de agravios, se ha hecho por el recu- 
rrente la menor alusión. Debemos, pues, también de- 
sestimar ésto. 

Lo mismo en lo que se refiere á las cartas acom- 
pañadas en esta instancia, del administrador de la 
sucesión. Esto, que arroja efectivamente grave pre- 
sunción de verdad sobre la existencia de la obliga- 
ción hipotecaria que se invoca fundando la demanda, 
es insuficiente para probar su constitución, no siendo 
acompañada de un principio de prueba por escrito, 
emanada del deudor ó de sus sucesores. El administra- 
dor no puede obligarlos. 

Pero, en todo caso, y aún admitiendo que las 
pruebas producidas tuvieran fuerza probatoria, siem- 
pre serán deficientes tratándose de una obligación 

14 
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hipotecaria, para cuya constitución el Código Civil 
exige una forma determinada: la escritura pública ó 
la extensión de documentos que, sirviendo de título 
al dominio ó derecho real, estén expedidos por auto- 
ridad competente para darlos y deban hacer fé por sí 
mismos (art® 3128); porque los contratos que tengan 
una forma determinada por las leyes no se juzgarán 
probados si no estuvieran en la forma prescripta, á 
no ser que hubiese habido imposibilidad de obtener 
1^ prueba designada por la ley (art^ 1191). En el pre- 
sente caso no se ha acompañado el testimonio de la 
escritura hipotecaria, ni siquiera se ha mencionado 
el registro ú oficina pública de donde consta; no se 
ha tampoco alegado imposibilidad de presentarla, ni 
pudo alegarse, pues aún cuando no se dispusiera del 
original ó de la copia, pudo pedirse al Juzgado que 
ordenara la extensión de una otra copia. 

Se ha expresado también agravios de la conde- 
nación en costas impuesta por la sentencia apelada. 
Pienso que, en efecto, esta condenación puede levan- 
tarse, por cuanto se ha demostrado, de un modo feha- 
ciente, que de los libros del Banco consta la deuda 
cuyo cobro se demandó en este juicio. En consecuen- 
cia, no puede creerse que haya habido maHcia ni te- 
meridad en el gerente al iniciar esta acción; por el 
contrario, parece evidente que no han mediado tales 
circunstancias. Así, y teniendo en cuenta la disposi- 
ción contenida en el art° 243 del Cód. de P., y la ju- 
risprudencia constante de nuestros tribunales y la de 
los de la Cap. Fed, (Cám. Civ., ser. 2^, tom. X, pág. 
8; ser. 3^, tom. VI, pág. 21 1), creo que debe declarar- 
se procedente la absolución de las costas de 1^ ins- 
tancia. Por lo expuesto, mi voto en esta cuestión es 
por la confirmación de la sentencia recurrida, modifi- 
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candóla en cuanto á las costas, que deberán pagarse 
por cada parte en el orden causadas, y las comunes 
por mitad. 

Los demás señores Jueces expresaron su adhesión 
igualmente á este voto. 

En cuanto á la tercera cuestión, continuando el 
Dr. Sayanca, dijo : 

No siendo confirmatoria la sentencia de la de pri- 
mera instancia en todas sus partes desde que la mo- 
difica respecto de las costas, y teniendo siempre en 
cuenta la buena fé evidente con que se ha procedido, 
voto en esta cuestión en el mismo sentido que lo 
hice en la anterior á este respecto. 

Los demás señores Ministros estuvieron conformes 
con este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante jní. Secretario, de que doy fé. 

SENTENCIA 

N° 27. Corrientes, Agosto 4 de 18d7. 

Y vistas: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo i)recedente, se confirma la sen- 
tencia apelada, modificándola en cuanto á las costas, 
de las que se absuelve al actor. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Ricardo Osuna 

Alberto Balbastro — J. Savanca 

Félix Luna — Juan J. Lubarv 
Ante mí 

José F. Rivcro 

Secretario. 
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Sumario:—!^' Ks procedente la medida dictada para mejor 
proveer que no viene á suplir la negligencia ú 
omisión de las partes, sino á subsanar la deficien- 
cia no imputable de la prueba producida. 

2^* [^robados por el actor los extremos exijidos 
por el demandado, aquél debe obtener lo que de- 
manda, de acuerdo con su derecho. 

3^ El dominio es perpetuo, }'' sólo se adquiere 
ó se pierde por los medios indicados por la le^^ 
Presentado un título de propiedad auténtico y re- 
conocido, la prueba de su caducidad, ó de la 
existencia de uno nuevo excluyente, corresponde 
al que pretenda la existencia del nuevo dere- 
cho, ya lo invoque en su defensa como propio (') 
ajeno. 

4'^ Siendo revocatoria la sentencia y constando 
de autos que el vencido tuvo razón probable pa- 
ra litigar, debe exonerársele de las costas del 
juicio. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, a seis de agosto 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en su 
Sala de Acuerdos el vSuperior Tribunal de Justicia 
constituido con sus miembros titulares los Dres. Don 
Lorenzo J. Aquino, Don Joaquín Sayanca y Don Fé- 
lix Luna, y como integrantes los insaculados Dr. Don 
J. x\lfredo Ferreira y Abogado Don José F. Soler, to- 
maron en consideración la tercería de dominio res- 
pecto de una finca en esta capital, deducida por don 
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Francisco A. Vij^u en el juicio ejecutivo seguido por 
don Francisco Cremonte contra doña Mercedes Vigo 
de Del Piano, venido en apelación de la resolución 
del Juzgado de 1^ Instancia en lo Civil 3' Comercial 
de esta circunscripción, fecha quince de Marzo de mil 
ochocientos noventa y cuatro, corriente de fojas quin- 
ce á diez y seis vta. de los autos. 

Hecho el sorteo para fijar el orden de votación 
que establece la ley de procedimientos, resultó que 
los señores Jueces debían hacerlo en el siguiente: 
Ores. Sayanca, Ferreira, Luna, Soler, Aquino. 

El Ministro Dr. Sayanca expuso: 

Hechos: Don Francisco A. Vigo se presenta á fo- 
ja primera, deduciendo tercería de dominio en el jui- 
cio ejecutivo seguido por don Francisco Cremonte 
contra doña Mercedes \ igo de Del Piano, alegando 
(|ue el inmueble embargado por Cremonte perteneció 
á la madre del demandante, fallecida dos años antes 
de la instauración de esta demanda, y aunque la su- 
cesión no se haya liquidado aún, ésto no afecta el 
ejercicio de las acciones que corresponden al actor 
como dueño de la propiedad ¿i título hereditario, en 
la porción que le corresponde. Para evitar los perjui- 
cios que la venta de la casa pudiera traer, viene a de- 
ducir tercería de dominio, solicitando la declaración 
del mismo, la suspensión del remate hasta la resolu- 
ción de este juicio, y 1 ^jiposición de costas. No 
presenta los títulos de propiedad por ignorar en qué 
poder se encuentran; pero, en caso necesario, justiti- 
cará durante la prueba todos los extremos tendentes 
á justificar su acción. Por lo demás, el dominio y po- 
sesión de la causante son de pública notoriedad, y los 
derechos hereditarios se comprueban con la partida 
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de fallecimiento de aquélla y la de nacimientc del ac- 
tor, que existen en la iglesia matriz de esta ciudad. 

Corrido traslado de la demanda a las partes del 
juicio ejecutivo y ordenada la suspensión del mismo, 
el ejecutante, por intermedio de su apoderado don 
Bernardo C. Ygarzábal, lo contesta á foja tres, ma- 
nifestando que la propiedad embargada figura en los 
libros de la Contribución Directa como de pertenen- 
cia de doña Mercedes Vigo de Del Piano, de mo- 
do que el tercerista está obligado á justificar: 1° que 
es heredero del bien raíz embargado, lo que lo obli- 
ga á exhibir la declaratoria de heredero, y 2® que 
efectivamente tiene derecho de propiedad sobre di- 
cho bien raíz, Pide costas, para el caso de que no se 
justifique la acción deducida. 

Dada por bien acusada la rebeldía de la parte eje- 
cutada en contestar el traslado de la demanda, se 
abre á prueba la causa, no produciéndose ninguna 
por las partes. 

A foja diez se hace parte en el juicio don Rodolfo 
Danuzzo, en representación del actor. Llamados los 
autos para definitiva, se pronuncia la sentencia de 
foja quince, por la que se rechaza la acción deducida, 
con costas. 

Apelada, y mejorado el recurso, se expresa agra- 
vios á foja veinte y ocho, acompañándola fé de bau- 
tismo de foja veinte y cinco /^ el impreso de foja veinte 
y seis. Dice el apoderado x>^íiuzzo que, dada la época 
en que se hizo cargo de este asunto, ha ignorado to- 
dos los hechos que se han producido en el juicio y 
aún muchos otros posteriores que recién han llegado 
á su conocimiento, por lo que presta el juramento 
necesario y prescripto por el Cód. de P. en su art. 
260, no habiéndole sido posible hacer valer los dere- 
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chos de su mandante en primera instancia, el que 
recién le hace entregar el certificado de nacimiento 
que acompaña y que acredita su calidad de hijo lejí- 
timo de don Eugenio Vigo y de doña Francisca Car- 
dozo. La protesta de don Carlos N. Roselli, otorgada 
ante el escribano público don Guillermo Rojas y pu- 
blicada en el número de «El Litoral» correspondiente 
al veinte y cuatro de mayo de mil ochocientos noventa 
y tres, viene á dar luz suficiente sobre el asunto que se 
debate. Ahí se dice que la finca actualmente embarga- 
da no pertenece á los cónyuges Del Piano sino á la su- 
cesión de doña Francisca Cardozo de Vigo, según 
títulos auténticos que el señor Roselli asegura tener 
en su poder, por haberle sido entregados por dicha 
señora en garantía de una deuda que tenía á favor 
de aquél y que no ha sido extinguida aún, constando 
el crédito de la escritura pública otorgada en esta 
ciudad el trece de julio de mil ochocientos noventa y 
uno, ante el escribano público don Juan P. Correa, 
cuyo texto transcribe en este escrito y del que se 
desprende que la señora Cordozo de Vigo, recono- 
ciendo á favor de Roselh una '^euda de dinero, de- 
clara afectadas á su pago las propiedades que ahí 
indica, comprometiéndose á vendérselas por el mon- 
to de lo adeudado, con las mejoras que en ella ha 
hecho su hija doña Mercedes V. de Del Piano y don 
Juan B. Del Piano. Roselli le ha manifestado 
también que esos títulos de propiedad que tiene en 
garantía de su crédito, justifican la propiedad de su 
deudora. El pago de contribución directa que invo- 
can los cónyuges Del Piano, lo habrán hecho en agra- 
decimiento por la ocupación de las propiedades y con 
la esperanza de que le serían regaladas en virtud de 
las mejoras; pero, tal pago no confiere derecho de 
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propiedad. Los dos extremos de prueba que según el 
ejecutante están á cargo del actor, se han hecho cons- 
tar: los hijos legítimos entran en posesión de los bie- 
nes de sus padres sin necesidad de declaratoria pre- 
via de herederos, y esta posesión la tiene Vigo, que 
cuando reside en esta ciudad vive en su casa, siendo 
los cónyuges Del Piano sus huéspedes, y nó aquél 
de éstos. Pide se invite á Roselli á presentar ad efcc- 
tum videndi los títulos de propiedad y compromiso 
de venta aludidos, alo que sabe está dispuesto, y que 
se mande sacar y agregar copia de ellos, como prue- 
ba que desde ya exhibe. 

La parte ejecutante contesta á foja treinta y cua- 
tro pidiendo la confirmación de la sentencia recurrida. 
Hasta el año anterior, dice, ha figurado desde años 
antes en el Rejistro de la Contribución Directa la 
finca embargada como de exclusiva propiedad de la 
ejecutada, dato importante confirmado por el mismo 
tercerista; durante la primera instancia se publicó la 
protesta de Rosselli referida sin que de ella se hiciera 
mérito. Esta conducta es sospechosa, porque revela 
la intención de dejar para la segunda instancia la 
presentación de esos documentos á fin de impedir á 
la contraria la oportunidad de presentar su prue- 
ba desautorizando la del deméindante; porque no 
abriéndose ahora la causa á prueba, el ejecutante se 
verá en la imposibilidad de justificar que no obstante 
los documentos de propiedad de que habla Rosselli 
existen escrituras que acreditan que la propiedad 
pasó á dominio exclusivo de doña Mercedes, en cuya 
virtud ésta ejercía actos de propietaria. Por otra parte 
¿se puede creer que el tercerista y la misma doña 
Mercedes Vigo hubiesen ignorado que los documentos 
de propiedad se hallaban en poder de Roselli, y cuan- 
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Jo, además, éatt revelaba tal circunstancia en la pro- 
testa que publicó en «El Litoral»? No es verosímil. 
Se opone, pues, á las diligencias probatorias solici- 
tadas, que envuelven la apertura de la causa aprueba 
en esta instancia, pues que no se presentan con la ex- 
presión de agravios los documentos á que hace refe- 
rencia el tercerista, sino que solicita una diligencia 
de prueba. 

A foja treinta y seis vta., se ordena, en calidad de 
«para mejor proveer», que don Carlos N. Roselli 
presente los títulos de la propiedad embargada, así 
como el testimonio de la escritura á su favor, aludida 
por el demandante, y que se oficie al Intendente Mu- 
nicipal para que remita testimonio de la partida de 
defunción de la señora Cardozo de Vigo, los que 
corren agregados á fojas treinta y nueve, cincuenta 
y cincuenta y dos, respectivamente. Llamado autos, 
se dicta el de foja setenta y uno, citando á las partes 
á comparendo, á fin de oírlas sobre el recibimiento 
de la causa á prueba, el que tuvo lugar con sólo la 
comparecencia de la parte ejecutante y de que da 
cuenta el acta de foja setenta y cuatro vta., que ori- 
ginó el auto de foja setenta y cinco, en el que se lla- 
ma los autos para definitiva. Puestos los autos al des- 
pacho, sin haberse solicitado informar in-voce^ la cau- 
sa se halla en estado de ser fallada. 

Con la precedente relación de los hechos mani- 
festaron su conformidad los demás señores Ministros. 

En seguida,- el Tribunal planteó las siguientes 
cuestiones : 

1^ Es procedente ó ná la presentación de docti- 
rnentos y el pedido de agregación de otras probanzas 
hecho en esta instancia por la parte actora^ cxiyas 
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pruebas corren agregadas en aittos^ y deben ó no te- 
nerse presente para sentencia? 

2^ ¿Es justa ó injusta la sentencia apelada, v, en 
caso de afirmativa^ en la cuestión anterior, se debe 
hacer lugar ó nó d la tercería instaurada? 

3^ ¿Procede la condenación en las costas? 

Respecto de la primera cuestión, el Dr. Sayanca 
expuso : 

Que en cuanto á la presentación hecha expresan- 
do agravios por el recurrente de los documentos de 
fojas veinte y cinco y veinte y seis, es de notar que 
no ha sido observada por la contraria, que el apelante 
jura no haberlos tenido á su disposición hasta enton- 
ces y que había ya en el escrito de demanda desig- 
nado el archivo donde se encontraba el segundo, 
único estimable, por lo que cree qne dichos elemen- 
tos de juicio deben estimarse en lo que valgan para 
sentencia (art^^ 84 y 271 del Cód. de P. vigente y 86 
y 260 del de 1882). 

En cuanto á las pruebas que se indicaron y cuya 
agregación se pidió por el tercerista en el mismo es- 
crito de expresión de agravios y que motivó la expre- 
sa oposición del ejecutante en su escrito de constes- 
tación, también resulta que fué consentida posterior- 
mente, no recurriendo del auto de foja treinta y seis 
vta., que ordenaba la agregación de dichas pruebas 
como medida de cpara mejor proveer (diligencias de 
foja 37), y que, inapelable, como todas las medidas 
judiciales de este carácter, era recurrible de reposi- 
ción. 

Por lo demás, y mediante el auto de foja setenta 
y una, el ejecutante ha podido solicitar la apertura 
de la causa á prueba, y desvirtuar así la agregada, 
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oportunidad que entendía rehuirse por el actor (foja 
34 vta.); por el contrario, se ha opuesto á dicha aper- 
tura (foja 75). De modo que ha consentido la agre- 
gación, posterior á su oposición, de las pruebas mo- 
tivo de la cuestión propuesta, y ha rechazado expre- 
samante la eportunidad de impugnarlas, desvirtuarlas 
ó desvanecerlas. 

Por último, la facultad conferida á los jueces por 
la ley de dictar medidas para mejor proveer del gé- 
nero de la dictada, es claro. Dice expresamente: «po- 
drán decretar que se traiga á la vista cualquier do- 
cumento que crean conveniente para esclarecer el 
derecho de los litigantes» (art° 69, inc^ 1®, Cód. vig.y 
71, inc^ l^ del de 1882). Bien entendido que no está 
encomendado á los jueces suplir la negligencia ú omi- 
sión de los litigantes remisos; pero sí les corresponde 
esclarecer en lo posible las dudas que puedan surgir 
de la complexidad ó insuficiencia de las pruebas pro- 
ducidas por las partes (Cám. Civ. de la Cap. Fed., 
ser. 4^, tom. XII, pág. 57). En el caso sitb-jtidice^ el 
tercerista, ya en el escrito de demanda, ya en el de 
expresión de agravios, hace referencias á anteceden- 
tes que menciona con precisión é individualidad, y 
que no presenta directamente por no tenerlos en su 
poder, pero cuya estimación pide se haga y que con- 
sidera como prueba completa de su acción; á su vez, 
el ejecutante protesta de esta conducta que cree ten- 
dente á impedir que su parte pueda probar el domi- 
nio posterior y exclusivo de la parte ejecutada, y pu- 
diendo pretenderlo, no lo hace. La medida dictada en 
calidad de «para mejor proveer» es, pues, perfecta- 
mente procedente. Y está consentida, como digo más 
arriba. 
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Por lo expuesto, mi voto es por la afirmativa en 
esta cuestión. 

Los demás señores Ministros adhirieron ál voto 
precedente. 

Respecto de la segunda, dijo el Dr. Sayanca: Mi 
voto es también por la afirmativa en esta cuestión. 

La sentencia de primera instancia es perfecta- 
mente ajustada á. derecho, y así debe declararse, sin 
perjuicio de que la presente disponga precisamente 
lo contrario, mediante los elementos de prueba pro- 
ducidos en esta instancia. 

Actor probat actionem; la parte demandante no 
probó ni intentó siquiera probar nada, y entcmces, el 
rechazo de la acción deducida y la condenación en 
las costas eran de estricto derecho. Es justo que así 
se declare en la sentencia. 

No sucede lo mismo en esta instancia, en la que, 
á mi juicio, el actor ha demostrado suficientemente 
el derecho en que fundó su demanda y la razón con 
que litiga. 

El dominio que tuvo sobre el bien embargado 
Doña Francisca Cardozo de Vigo, atribuídole por el 
tercerista, que se dice su heredero, no ha sido nega- 
do por el ejecutante, que á su vez pretende que dicho 
bien era, cuando se trabó el embargo, y es de la es- 
clusiva propiedad de la ejecutada. Doña Mercedes 
Vigo de Del Piano. De modo, pues, que se reconoce 
un dominio anterior. Y, en efecto, este dominio cons- 
ta de los títulos presentados por el señor Rosselli y 
corrientes de fojas treinta y nueve á cuarenta y siete. 

La calidad de hijo legítimo de Doña Francisca, 
invocada por Vigo al iniciar la demanda, tampoco 
se ha desconocido, limitándose á este respecto la con- 
testación á exigir la declaratoria de herederos. La 
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partida de bautismo de foja veinte y cinco, no im- 
pugnada, hace completa fé á aquel respecto, y en 
cuanto á la calidad de heredero, la partida de defun- 
ción de foja cincuenta y dos y lo dispuesto en los 
art^^ 3545 y 3565 del Cód. Civ. la establecen acaba- 
damente. 

Queda aún por dilucidar lo discutido respecto de 
la propiedad actual del tercerista sobre el bien recla- 
mado, negada por el ejecutante. Y bien, el actor no 
necesita probar mas de lo que ha probado, á saber: 
la propiedad de su causante y su título hereditario. 
El dominio es perpetuo, y sólo se pierde ó se 
adquiere por los medios permitidos por la ley, co- 
rrespondiendo, contra el que presenta un título de 
propiedad auténtico y reconocido, la prueba de su 
caducidad ó de la adquisición de uno nuevo exclu- 
yente al que pretenda la existencia de un nuevo de- 
recho, ya lo invoque en su defensa como propio ó 
ajeno. 

Y en cuanto al derecho del tercerista para hacer 
valer los que tenga á título hereditario sobre el bien 
embargado sin obtener previamente una declaratoria 
de herederos, es indiscutible, desde que los hijos en- 
tran en posesión de la herencia de sus padres desde 
la muerte de éstos, sin ninguna formalidad ó inter- 
vención de los jueces, aunque ignorasen la apertura 
déla sucesión y su llamamiento ala herencia (artículo 
3410 del Cód. Civ.). 

Voto, pues, por que se declare procedente la ter- 
cería intentada, en mérito de haberse probado el do- 
minio por el tercerista, sin que se haya opuesto título 
alguno al suyo. 

Los demás señores Ministros expresaron su con- 
formidad con este voto. 
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En cuanto á la tercera cuestión, el Dr. Sayanca 
expuso : 

Que siendo revocatoria esta sentencia, en sus efec- 
tos, de la de primera instancia, y habiendo el ejecutante 
tenido razón probable para litigar desde que nada se 
opuso en principio al embargo, ni se acompañaron 
con esta demanda, ni después en toda la primera ins- 
tancia, pruebas de convicción de los derechos que se 
pretendían, mi opinión es que no procede la conde- 
nación en costas, y que las partes deben pagar cada 
una las suyas en ambas instancias, y las comunes por 
mitad. Voto en este sentido. 

Igual conformidad manifestaron los demás seño- 
res Jueces con este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí. Secretario, de que doy fé. 

SENTENCIA 

N^ 28. Corrientes, Agosto 6 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los fun- 
damentos del acuerdo precedente, déjase sin efecto 
la parte dispositiva de la sentencia de foja quince, 
declarándose el dominio demandado por don Fran- 
cisco A. Vigo, en la porción que le corresponda. 
Las costas de ambas instancias deberán pagarse por 
cada parte en el orden causadas, y las comunes por 
mitad. Repuestas las fojas, devuélvanse. 

Lorenzo J. Aquino 

Félix Luna — J. Sayanca 

J. Alfredo Ferreira — José F. Soler 
Ante mí 

/osé F. Rivero 

Secretario 
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CXXÍ 
HABEAS'CORPUS 

Sumario: — Los tribunales de la provincia no tienen el de- 
ber de expedir el auto de habeas-corpus cuando 
la persona se halle detenida ó presa en virtud de 
actos hechos ó dejados de hacer sometidos exclu- 
sivamente á la jurisdicción de las autoridades na- 
cionales. 

N° 29 Corrientes, Agosto 9 de 1897. 

Y vistos: Este recurso áthabeas-corpiis á^áMCiáo 
en su favor por don Vicente Rivero ante el Juez del 
Crimen de esta capital y venido en apelación por 
habérsele denegado; 

Y considerando: 1^ Que Rivero expone á foja pri- 
mera que habiendo el quiíice de julio próximo pasa- 
do arribado con su esposa á esta ciudad, ha sido 
apresado algunos días después y arrestado en la Co- 
misaría de Policía de la Sección 4^, donde todavía se 
encuentra, y sometido á un interrogatorio sin que se 
le impute ningún delito y sin habérsele hecho saber 
la causa de su detención. Por el interrogatorio á que 
ha sido sometido, sospecha que se le quiere compli- 
car en algún suceso punible cometido á bordo del 
vapor «íxión», y del que parece víctima un señor 
inglés que viajaba conjuntamente con el recurrente, 
con dirección á la Asunción. El abuso de que se que- 
ja, se ha extendido también á su señora, habiendo la 
Policía ido á la casa donde ella vive y exigídole la 
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entrega de todas sus joyas y alhajas, consiguiendo 
sólo sacarle, bajo recibo, una cantidad de dinero, 
mediante la presión del miedo ó del arbitrario. Por 
todo lo cual pide su libertad y la devolución del di- 
nero, pues en todo caso el juzgamiento de la acción 
imputada no correspondería á los tribunales de la Pro- 
vincia; 2^ (Jue dictado el acto de habeas-corpiis^ el Co- 
misario Teisseire, primero, y el Gefe de Policía, des- 
pués, informan á fs. seis vta. y siete. Manifiesta el Gefe 
que á Don Vicente Rivero, así como á la señora y á 
otra persona de nombre H. Monzón, se les instruyó 
una sumaria información atendiendo una exposición 
hecha por el Ayudante de la Sub-Prefectura Maríti- 
ma respecto de un robo cometido á bordo del vapor 
clxión». Las circunstancias de viajar estas tres per- 
sonas con nombres supuestos, como se ha hecho 
constar en el sumario aludido, de no coincidir ningu- 
na de las declaraciones tomadas á las mismas y de 
haber dado un domicilio falso en Buenos Aires, todo 
lo cual también se ha comprobado, confirmaban las 
sospechas recaídas á bordo contra estas personas, 
con visos de seguridad, y autorizaron la prosecución 
del sumario de prevención, el que concluido, fué en- 
viado al Juzgado Federal, á cuya disposición se pu- 
sieron los detenidos; 3° Que traído ala presencia judi- 
cial el recurrente, y ratificada personalmente su pe- 
tición, se dictó el auto de foja diez por el que se de- 
clara la incompetencia del Juzgado para entender del 
recurso interpuesto, de cuya resolución se pide revo- 
catoria á foja doce y apelación en subsidio. Por el 
auto de foja diez y seis no se hace lugar á la reposi- 
ción y se concede la apelación. Llamados los autos, 
previa vista del Procurador General, que se expide á 
foja veinte, sustentando las resoluciones dictadas, se 
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manda agregar el escrito de foja veinte y dos; 4^ Que 
el auto de habeas-corpus tiene por objeto impedir 
toda prisión ilegal, y en consecuencia, sólo procede 
cuando se ha privado á una persona de su libertad 
sin estar investido de autoridad suficiente al respecto; 
5® Que en el caso siib-jiidice^ el Gefe de Policía, pre- 
via la denuncia de la Sub-Prefectura Marítima, ha 
procedido ejercitando las facultades que le confiere 
el art^ 6^ del Cód. de P.; 6^ Que si bien se ha alegado 
que se ha procedido á la detención sin que concurran 
los requisitos enumerados en la disposición legal ci- 
tada, de tal razón sólo podría hacerse mérito tenien- 
do á la vista el sumario levantado, que como se ha 
dicho ha sido remitido al Juez de Sección, de acuerdo 
con lo prescripto en dicha disposición y en el art® 3^, 
inc. 2*^, de la ley de jurisdicción y competencia de 
los tribunales nacionales de 14 de Septiembre de 
1863, por tratarse de un delito cometido á bordo de 
un vapor que navegaba en el río Paraná; 7^ Que los 
tribunales ó jueces de la provincia no tienen el deber 
de expedir el auto de habeas-corpus cuando la perso- 
na se halle detenida en virtud de actos hechos ó de- 
jados de hacer sometidos exclusivamente á la juris- 
dicción de las autoridades nacionales (art^ 644, inc. 
2^ del Cód. cit.); correspondiendo á la Suprema Corte 
ó á los jueces seccionales investigar, á instancia de 
parte, sobre el origen de la prisión cuando un individuo 
se halle detenido ó preso por una autoridad nacional 
ó á disposición de una autoridad nacional (art. 2^ ley 
nacional citada, del 63); 8^ Que no es, pues, exacto 
que la circunstancia de corresponder el delito á la 
jurisdicción nacional ó provincial sólo importe para 
dictaminar la competencia del juez que ha de enten- 
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der del conocimiento del delito y enjuiciamiento de 
sus actores ó cómplices, pues, que la ley nacional 
reserva como de su competencia el averiguamiento 
de la causa de las detenciones originadas por delitos 
cuyo juzgamiento cae bajo su jurisdicción; 9^ Que á 
foja ocho vuelta consta que el recurrente ha sido 
puesto á disposición del Juez Federal juntamente con 
el sumario que se levantó á causa del acto que se le 
imputa y que originó la detención. La distinción que 
quiere hacerse de que un procesado no se halla á 
disposición de una autoridad mientras ésta no se dé 
por recibida del preso, no bastando que se haya dis- 
puesto su remisión á aquélla por el apresador, resulta 
arbitraria en el presente caso, pues el Gefe de Policía 
ha remitido efectivamente el sumario de prevención, 
camo se ha hecho constar en autos, no importando 
tampoco nada la circunstancia de que el detenido 
permanezca en la Policía, como es de práctica, mien- 
tras la autoridad competente que se avoque el cono- 
cimiento de la causa disponga respecto del lugar 
donde debe soportar la detención. El argumento se 
ha podido hacer por el antecedente, que consta de 
autos, de hallarse ausente el Juez Federal sin que es- 
té un reemplazante en el despacho, pues el caso des- 
aparecería con la presencia de éste ó del Juez; pero 
tal circunstancia no puede fundar ni hacer surgir la 
competencia de los tribunales ordinarios. Ni puede 
decirse que la ley no haya previsto el caso de ausen- 
cia de los jueces; y no corresponde a los tribunales 
de la provincia proveer sólo por razón de lo excep- 
cional de los casos que puedan producirse. 

Por estos fundamentos, y con lo dictaminado por 
el Procurador General en su vista de foja veinte, se 
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confirma el auto apelado. Repuestas las fojas, devuél- 
vase. 

Ricardo Osuna 
Alberto Balbastro — Félix Luna 
J. Sayanca 
En disidencia: 

Lorenzo J. Aquino 



Ante mí 



José F, Kivcro 

Secretario. 



DISIDENCIA 

Sumario:— Kmanada la orden de arresto de una autoridad 
de la provincia, sus tribunales son competentes 
para entender del recurso de habcas-corpiis^ y 
deben decretar la libertad si sigue el interesado 
á disposición de autoridad incompetente. 

Vistos y considerando : 1^ Que el recurrente Vi- 
cente Rivero ha sido detenido y puesto en arresto 
por orden y autoridad del Gefe de Policía de esta ca- 
pital, en vista de la exposición hecha por el Ayudante 
de la wSub-Prefectura Marítima y por sospechas recaí- 
das de ser el sumariado Rivero autor ó cómplice de 
im robo realizado á bordo del vapor «Ixión»; 2" Oue 
el recurrente alega en apoyo de su libertad, que ha 
sido aprehendido y arrestado por orden exclusiva de 
la Policia de esta capital y sometido á un interroga- 
torio por la misma autoridad, sin que medien las cir- 
cunstancias previstas por el art^ O del Cód. de P., y 
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sin que su arresto haya sido ordenado por autoridad 
competente, habiendo permanecido privado de su H- 
bertad por muchos días sin saber la causa de su deten- 
ción y sin ser sometido ante su juez de derecho, con- 
trariando las disposiciones terminantes de la Cons- 
titución Nacional y la de la Provincia, y aún á las 
prescripciones del Cód. de P.; 3° Que tanto la Cons- 
titución de la Provincia, en su art° 16, como el Cód. 
de P. citado, art®^ 635 y 641, confieren tan preciosa 
facultad á los Jueces de la Provincia, con el laudable 
objeto de evitar las prisiones arbitrarias y el abuso 
de la fuerza púbhca, en detrimento y menoscabo de 
la libertad personal de los habitantes del país; tales 
leyes le acuerdan la facultad de dictar el auto de ha- 
beas-corpiis^ en virtud del cual una persona arresta- 
da puede pedir que se la haga comparecer ante un 
juez, quien puede ponerla en libertad, admitirle fian- 
za, notificarle la causa de su arresto, ó volverla á en- 
viar al mismo parage. Tal es el sentido de la ley in- 
glesa. (Véase Lieber, Libertad Civil, tom. 2°, y la 
obra del Dr. Alcorta, título del Habe as-Corpus; 4° Que 
consta del informe dado por el Gefe de Policía, que 
la detención de Vicente Rivero tiene por causa una 
sospecha de ser el autor de un robo verificado á bor- 
do del vapor «Ixión», y que con los antecedentes co- 
rrespondientes fué puesto por la misma autoridad á 
disposición del Juzgado de Sección, sin que hasta el 
presente se haya ejercitado dicha jurisdicción, ya no 
en el sentido de reconocerse competente para enten- 
der en esa causa, confirmando ó nó la prisión sufrida 
por el recurrente, ó sea para tomarle siquiera decla- 
ración y hacerle saber la causa de su detención ó 
arresto, como así lo exigen las leyes fundamentales 
del país y aún las de procedimientos ; 5"^ Que del 
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considerando anterior resulta que la orden de arresto 
ha sido emanada de la autoridad policial de la capi- 
tal, y que hasta la fecha dicho arresto no tiene otra 
causa que las sospechas recaídas contra el recurrente 
de ser el presunto autor de un delito, sin que, por 
consiguiente, estén justificados en el sumario que se 
le instruyó los extremos requeridos por el art° 14 de 
la Constitución de la Provincia, para ser mantenido 
preso, violcindose así las garantías acordadas por el 
art^ 15 de la misma Constitución, pues de estos ante- 
cedentes consta ([ue han transcurrido con exceso los 
términos acordados por dicho artículo, sin que hasta 
la fecha halle un juez competente que le haya hecho 
saber siquiera la causa de su arresto; 6^ Que es un 
error creer, como cree el Inferior, que por el hecho de 
haber sido puesto el preso a disposición del Juzgado 
Federal por el Gefe de Policía, sin que aquel Tribunal 
haya ejercitado su jurisdicción, se entiende que el de- 
tenido esté legal y verdaderamente ii disposición de su 
juez natural, pues una cosa es ponerlo a su disposición 
y otra tomarlo, declarándose competente para cono- 
cer de esa causa, y, mientras tales pruebas no existan 
en los autos, la detención y el arresto no tienen otro 
fundamento que la orden dada por la policía de la 
capital, que no es la autoridad competente; 7^ Que 
resultando del considerando anterior, que esta basa- 
do en el informe del Gefe de Policía, que la deten- 
ción del recurrente Rivero ha sido ordenada por una 
autoridad administrativa de la Provincia, cuya cir- 
cunstancia está prevista por el art. 643 del Cód. de 
P., y, en este caso, la citada ley dispone imperativa- 
mente que se dicte auto de habcas-corptis por los tri- 
bunales provinciales, y con mayor razón cuando la 
detención, como en el caso sub-judice^ ha sido dada 
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sin autorización legal y sin llenar los requisitos esta- 
blecidos en la ley para el arresto; 8^ Que siendo los 
principios del derecho el reconocimiento amplio del 
interés social y en presencia de la colisión posible 
con el individual, las leyes generales y los procedi- 
mientos establecen los medios de restricción de éste 
en bien y por el interés social. tLos derechos indivi- 
duales existen en todo su desenvolvimiento mientras 
el interés social no reclame su limitación, y la garan- 
tía de ambos debe buscarse, nó en la absorción de 
los unos por los otros, sino en las limitaciones res- 
pectivas en cuanto son necesarias para llenar los fi- 
nes que en la vida civil están llamados á llenar. Una 
excepción absoluta en todos los casos, dice Blacksto- 
ne, en el mismo libro que reivindica para todo hom- 
bre el derecho de la libertad individual, es una cosa 
incompatible con toda idea de derecho y de sociedad 
política; si esta excepción fuese admitida, sería impo- 
sible proteger el derecho y la sociedad, y toda liber- 
tad civil sería insensiblemente destruida ^. Obra del 
Dr. Alcorta sobre Garantías Constitucionales, pági- 
na 427. Las restricciones establecidas por las leyes 
de la Provincia á la libertad civil de las personas, son 
claras y terminantes, y las autoridades encargadas 
de aplicarlas y ejecutarlas están en el deber de exa- 
minar con la detención debida la letra y su espíritu, 
á fin de no menoscabar, en lo menor, las garantías 
acordadas por esas mismas leyes á todos los habi- 
tantes de este Estado Federal; 9^ Y considerando 
últimamente que el sospechoso no es el criminal, y 
que más peligro existe en mortificar á un inocente 
que en dejar en libertad al que puede ser culpable, y, en 
atención también á la facultad conferida por el art^ 
047 del Cód. de P. en materia criminal al Tribunal 
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ó Juez que tenga conocimiento de que una persona 
está ilegalmente detenida en su destrito jurisdiccio- 
nal, debe ordenar el auto de hah cas-cor pus, para, re- 
solver sobre su soltura, aún sin petición de parte, y 
constando así mismo del informe de la autoridad que 
ordenó y tiene bajo su guarda á la persona del recu- 
rrente todos los antecedentes necesarios que deben 
requerirse por el mencionado auto, el Tribunal se 
halla autorizado para resolver sobre el objeto del re- 
curso, es decir, sobre la libertad solicitada. 

Por estos fundamentos y los concordantes del es- 
crito del recurrente, y no obstante la vista del Procu- 
rador General, declárase: 

1^ Que el Juez del Crimen es competente para 
entender en el recurso de habeas-corpus promovido 
por el detenido Vicente Rivero, y, por consecuencia, 
se declara revocado en todas sus partes el auto de 
que se ha interpuesto apelación ; 

2^ Póngase en libertad al. mencionado recu- 
rrente, debiendo entregársele los objetos que le han 
sido secuestrados; 

3^ Diríjase al Gefe de Policía el oficio correspon- 
diente al objeto indicado; 

4^ Previa reposición de fojas, devuélvase al Juz- 
gado de su procedencia para su archivo. 

Lorenzo J. Aquino 
Ante mí 

José F. Rivero- 

Secretario. 
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CLXXII 

Sumario: — No tratándose de un hecho nuevo, ignorado an- 
tes ó posterior al término de prueba, no procede 
la apertura á prueba en segunda instancia. 

N° 60. Corrientes, Agosto 9 de 1897. 

Vistos y considerando : 1° Que la parte represen- 
tada por el procurador Goñalons alega haberse pro- 
ducido la prueba del certificado dado por el secreta- 
rio Riudíaz sin que de ella hubiese tenido conoci- 
miento para contradecirla ó justificar la falsedad de 
lo aseverado por dicho funcionario, presentándose 
en esta instancia la oportunidad de esos justificati- 
vos, en virtud de lo que dispone el art^ 273 del Cód. 
de P., para lo que pide se abra la causa á prueba ; 
2° Que la prueba ó hecho á que se hace referencia 
ha debido conocerlo necesariamente esta parte con 
motivo del decreto del Inferior, mandando agregar 
las pruebas producidas y poniendo el expediente á 
disposición de las partes para los alegatos, decreto 
que fué notificado, según consta á foja treinta y cinco 
vta., sin que la parte recurrente haya hecho mérito 
en su alegato sobre la falsedad del certificado del es- 
cribano, desprendiéndose, por el contrario, del texto 
de ese memorial las conclusiones de que todas las 
pruebas del contrario, entre las que se encuentra el 
certificado aludido, favorecían el derecho y preten- 
siones de su parte; 3^ Que fundado en el considerando 
precedente y en lo que dispone el art. 273 citado, 
puesto que no se trata de un hecho nuevo ignorado 
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antes, ó que fuese posterior al término de prueba, 
porque ese hecho se produjo dentro de dicho térmi- 
no y fué conocido por esta parte en esa instancia, no 
debe hacerse lugar á lo solicitado. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la re- 
vocatoria solicitada. 

Balbastro 

Aquino — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CLXXIII 

Sumario: — Las partes no pueden, cerrada la discusión de la 
causa, presentar escritos solicitando providen- 
cias en calidad de para mejor proveer. 

N^ 69. Corrientes, Agosto 18 de 1897. 

Y vistos: Siendo atribución exclusiva del Tribu- 
nal dictar las providencias para mejor proveer cuan- 
do lo juzgue conveniente, las partes no pueden soli- 
citar nada al respecto, y, por lo tanto, no debe ser to- 
mado en consideración lo solicitado en este memo- 
rial; y, teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 237 
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del Cód. de P,, devuélvase dejando constancia en au- 
tos. 

BaLB ASTRO 

Aqüino J. Sayanca 

Ante mí 

fosé F, Rivera 

Secretario 



CLXXIV 

Sumario: —Es procedente la excarcelación bajo fianza cuan- 
do, formalizada la acusación, no se solicita pena 
mayor de tres años de prisión. 

N^ 70. Corrientes, Agosto 18 de 1897. 

Y vistos: El presente incidente de excarcelación 
bajo fianza, en el juicio seguido a Jacinto y Eulogio 
Machuca por homicidio perpetrado en la persona de 
Venancio Castillo, y del cual resulta : Que elevada 
la causa á plenario, después de la apertura de ella á 
prueba el Agente Fiscal se expidió, á foja cincuenta 
y cinco vta ., entablando acusación contra los procesa- 
dos nombrados, acusando al primero de ellos como au- 
tor de la muerte de Venancio Castillo, y como cómplice 
al segundo, pidiendo la aplicaciún de la pena de tres 
años de prisión y la de arresto, respectivamente, de- 
biéndose dar por compurgada la pena del último con 
la prisión preventiva sufrida. En este estado, se pre- 
sentó el Dr. Fermín E. Alsina, en su carácter de de- 
fensor de los procesados, solicitando la excarcelación 
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bajo fianza de sus defendidos, teniendo en cuenta la 
procedencia de la solicitud por las penas que el 
Agente Fiscal pide sean aplicadas á los procesados. 
Pasada en vista á este funcionario, se expidió dicta- 
minando en favor de la solicitud, en mérito de las 
constancias de los autos, resolviéndose el incidente 
por el auto de foja dos del mismo, no haciéndose lu- 
gar á la excarcelación, auto que fué apelado, trami- 
tándose el expediente en forma por ante estaExma.Cá- 
mara de Apelaciones, con el llamamiento de autos de 
foja ocho vta. y el informe in-voce de que da cuenta 
el certificado del actuario de foja nueve vta. 

Y considerando: 1° Que estableciendo el art^ 17 
de la Constitución de la Provincia que toda persona 
detenida será puesta en libertad mediante fianza bas- 
tante, cuando la acusación no sea por delitos, cuya 
pena exceda de tres años de prisión, es. indudable 
cjue el art° 377 del Cód. de P. en lo Crim. no ha po- 
dido establecer otro principio que el sentado en aqué- 
lla, pues de lo contrario lo dispuesto en el citado 
Código sería inconstitucional, y por lo tanto corres- 
pondería á los jueces resolver su inaplicabilidad; 2^. 
Que entendiéndose por acusación la acción con que 
uno pide al juez que castigue el delito cometido por 
una ó más personas, ó como dice la ley I, tít. I, part. 
7^, «por fazamiento que un home face á otro ante el 
judgador afrontándole algunt yerro que dice que 
fizo el acusado, et pidiendo quel faga venganza deh 
(véase Escriche, verbo Acusación), es indudable que 
lo que se debe tener en cuenta para la procedencia 
de la libertad provisoria es la pena cuya aplicación 
se solicita en el escrito de acusación; 3° Que supo- 
niendo que haya duda acerca del alcance del artículo 
constitucional citado, según lo dispuesto en el art*^ 12, 
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segunda parte del Código de Procedimientos y prin- 
cipios consagrados por los maestros del derecho en 
materia penal, debe estarse siempre á lo que sea más 
favorable al acusado. En el presente caso, resolvién- 
dose en el sentido del considerando 2^, se favorece 
al procesado. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado 
de foja dos del incidente. Devuélvase. 

BaLB ASTRO 

Aquino — J. Sayanca 
Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CLXXV 



Sumario: — 1° Es nula la resolución de un incidente dictada 
sin pronunciamiento previo sobre la alegación 
de nulidad deducida en él respecto de la perso- 
nería del que se presenta como cesionario de los 
derechos de una de las partes, de lo que depen- 
de la legalidad de la substanciación misma del 
incidente. 

2° Las costas son á cargo del juez que produjo 
la nulidad. 

N^ 71 Corrientes, Agosto 18 de 1897. 

Vistos y considerando: 1® Que entablada deman- 
da de filiación contra la sucesión de don Manuel Ve- 
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doy a por el apoderado de doña Juana Ibarra, para 
que sean declarados hijos naturales de éste sus hijos 
menores Miguel Gerónimo, Fortunata y Juan Manuel 
Ibarra, se corrió traslado de ella á los hermanos del 
autor de la sucesión, señores Casto y Joaquín Vedoya 
y las señoras Matilde V. de Madruga y Josefa V. de 
Pujol, después de haberse subsanado los requisitos 
legales que se creía debía llenar la demanda. 

" 2^ Que los expresados señores Vedoya, don Casto 
y don Joaquín, sin contestar el traslado corrido de la 
demanda, y formando artículo de previo y especial 
pronunciamiento, obgetaron la personería de las de- 
mandadas doña Matilde V. de Madruga y doña Josefa 
V. de Pujol, por no haber justificado su título de he- 
rederas, manifestando que solamente ellos habían jus- 
tificado este título, que se hallaba reconocido por el 
Juez con intervención fiscal, y que mientras no se 
determine quiénes representan á la sucesión, hay falta 
de personería en el demandado, considerándose ellos 
los únicos representantes. 

3° Que de este artículo se dio traslado al apode- 
rado de la demandante, que no fué notificado por ha- 
berse cedido los derechos de los menores que repre- 
sentaba á don Emiliano Montiel, quién se presentó 
con todas las actuaciones judiciales relativas á la ce- 
sión, pidiendo se le dé la participación necesaria en 
el juicio de filiación, lo que fué aceptado por el juez 
en un auto de foja setenta vta., haciendo cesar tam- 
bién la intervención del Defensor de Menores y del 
Agente Fiscal, y el cual contestó el traslado como ce- 
sionario. 

4° Que después de esta tramitación se presentó 
el apoderado de los señores Vedoya, deduciendo un 
incidente de nulidad sobre la cesión, del cual se co- 
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rrió traslado y fué contestado por Montiel, llamándo- 
se autos en seguida, con fecha diez y siete de agosto 
de mil ochocientos noventa y cinco (foja 99). 

5^ Que como este incidente se seguía por cuerda 
separada y se trataba de saber en él si era la madre 
de los menores ó Montiel quien debía llevar la repre- 
sentación en el juicio de filiación natural, se presentó 
el apoderado de los Vedoya pidiendo se agreguen 
sus actuaciones á dicho juicio, como que versaba so- 
bre personería, y el juez mandó «como se pide» en su 
auto de foja 101. 

6*^ Que después de otro incidente sobre agrega- 
ción de unos documentos, que fué también tramitado 
y resuelto por el Inferior y Superior Tribunal, se pre- 
sentó Montiel pidiendo el pronto despacho de la cau- 
sa, y el Juez dio el auto de fecha diez y ocho de no- 
viembre de mil ochocientos noventa y seis (f- 178), 
en los términos siguientes: «autos para resolver el 
incidente, de fojas .... á fojas ...... 

7^ Que en virtud de este auto falló el artículo so- 
bre personería de los señores Vedoya, reconociéndo- 
les personería, absteniéndose de pronunciarse sobre 
la de las señoras Matilde V. de Madruga y Josefa V. 
de Pujol, y reconociendo la de Montiel como justifi- 
cada por el documento de foja ..., sin pronunciarse 
sobre la cesión, mandando, en consecuencia de esta 
resolución, que los señores Vedoya contesten la de- 
manda en el término de ley. 

8^ Que entablados los recursos de apelación y 
nulidad por los señores Vedoya, concedidos y trami- 
tados en forma, se llamaron los autos y se halla esta 
causa para resolverse. 

9^ Que habiéndose interpuesto los recursos de 
apelación y nulidad, la primera cuestión que hay que 
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resolver, es si hay nulidad en la sentencia recurrida. 

10. Que para resolver esta cuestión es necesario 
examinar si hay legalidad ó ilegalidad en el procedi- 
miento observado, y la sentencia del Inferior ha deci- 
dido las cuestiones previas que se presentaban, pues 
estos defectos no sólo constituirían violación en la 
forma y solemnidad de hi sentencia, que prescriben 
las leyes, sino que también habría sido dada en vir- 
tud de un procedimiento en el que se han omitido las 
formas subvStanciales del juicio. 

11. Que interpuesta la demanda de filiación por 
el representante de los hijos menores de doña Juana 
¡barra, los señores Vedoya, sin contestarla, deduje- 
ron artículo de personería, por considerarse ellos los 
únicos representantes de la sucesión de don Manuel 
D. Vedoya, en el escrito de foja 56, el cual no se no- 
tificó siquiera á dicho representante, entrando en es- 
tas circunstancias don Emiliano Montiel á hacerse 
parte en el juicio, como cesionario de los derechos 
de los menores, y á contestar el traslado que se dio 
al artículo de los señores Vedoya, en el mismo ca- 
rácter. 

12. Que el incidente de nuhdad sobre la cesión 
de Montiel, deducido por aquellos, tiende á descono- 
cer su personería, pues su objeto es saber con quié- 
nes deben entenderse en el juicio de filiación y, por 
lo tanto, este incidente debe considerarse de resolu- 
ción previa al artículo de personería de los mismos 
en dicho juicio. 

13. Que resuelto este incidente quedará esclare- 
cido el verdadero demandante ó representante en el 
juicio de filiación de los hijos menores, y podrá re- 
solverse el artículo de personería deducido en el mis- 
mo, sin temor alguno para los señores Vedoya de que 
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los hagan sostener un pleito con una persona que 
no represente á los demandantes. 

14. Que la resolución del Juez no ha tomado la 
cuestión en su verdadero punto de vista, y ha deci- 
dido primero el artículo de personería de los Vedoya, 
sin advertir que no estaba substanciado todavía, por- 
que aunque contestó el traslado el cesionario Mon- 
tiel, su personería para contestarlo estaba disputada 
por el incidente de nulidad de la cesión. 

15. Que el mismo llamamiento de autos está in- 
dicando el error con que procedía, pues llamaba los 
«autos para resolver el incidente de f. .... á f. ....» cla- 
sificando los incidentes, cuando todo era una sola 
cuestión, que ha debido preocupar al Juez tomando 
y decidiendo el punto en cuestión que resultaba del 
estudio de los diferentes incidentes. 

16. Que resuelto el artículo de personería de los 
señores Vedoya del modo que lo ha sido, no sólo apa- 
rece resuelto sin substanciarse ni llamarse autos, sino 
también sin dejarse constatada la personería deMon- 
tiel, que ha debido ser previa, pues si esta persone- 
ría fuera desconocida en la resolución que se diera, 
no quedaba con quiénes se entendieran los Vedoya, 
y si por el contrario fuera reconocida, sofocado el de- 
recho de defensa de éstos, por cuanto se los privaba 
de los recursos de apelación y nulidad para contes- 
tarla ante el Superior Tribunal, que se podían inter- 
poner si hubiera lugar á ellos. 

17. Que el Inferior al fallar la personería de los 
Vedoya da la razón de su proceder, diciendo: que 
«para resolver la personería de losdemandantes pro- 
cede dejar antes establecida la personería de los de- 
mandados, desde que no siendo partes en el juicio, 
no podrí¿m promover excepciones ni incidentes». Al 
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darse por razón de esta resolucióiT el fundamento in- 
dicado, no se ha tenido presente lo expuesto por los 
señores Vedoya en el escrito de foja cincuenta y seis 
sobre personería. Allí han alegado que ellos son los 
únicos representantes de la sucesión de don Manuel 
D. Vedoya, no siéndolo sus hermanas Matilde V. de 
Madruga y Josefa V. de Pujol, que no se han pre- 
sentado á acreditar su derecho sucesorio, formando 
el artículo para no contestar con motivo de ésto, en 
que mientras no se declare que son ellos los únicos 
representantes de la sucesión no pueden contestar 
la demanda. 

18. Que desde el momento en que los señores 
Vedoya alegaron el derecho de que ellos eran los 
únicos representantes de la sucesión, han podido de- 
ducir el incidente de nulidad de la cesión de Montiel 
para saber con quiénes se entenderían, si con el ce- 
sionario ó con los cedentes, sin que ésto influya en 
nada para haber desconocido ó perturbado la cues- 
tión á resolver que ha quedado indicada más antes. 

19. Que prevalece, sin duda, en el ánimo del juez 
al traer la consideración indicaxia, lo que se ha dicho 
por la parte de Montiel en el escrito de foja setenta 
y cinco, que mientras no tengan la posesión de la 
herencia no pueden deducir ninguna de las acciones 
que dependen de la sucesión, ni demandar á los deu- 
dores ni á los detentadores de los bienes hereditarios, 
negándoles la personería que invocan para contestar 
la demanda y deducir excepciones dilatorias; pero 
ésta es precisamente la cuestión principal que se dis- 
cute: si teniendo la representación de la sucesión 
como lo pretenden, pueden deducir estas excepcio- 
nes, cuestión en la que no se puede adelantar consi- 

Fallos del 8- T. de. Just. y Bzma. C. de Apel. — Tomo m 16 
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deración alguna, "mientras no sea fallada por el juez 
de la causa. 

20. Que en cuanto á la dificultad de saber si este 
incidente de nulidad está bien ó mal deducido, des- 
pués del auto de foja setenta vta., en que se da par- 
ticipación á Montiel como cesionario, si debe tomar- 
se como un recurso de reposición, como lo considera 
éste, ó simplemente como incidente de nulidad, como 
los Vedoya, es una cuestión que la estudiará y deci- 
dirá el juez al fallarla. 

2 1 . Que cualquiera que sea el efecto que dé el juez 
á los documentos de fojas ciento dos á ciento ocho, 
entre los cuales figura un poder otorgado por doña 
Juana Ibarra á don Arsenio Maidana para seguir el 
juicio de filiación contra la sucesión de don Manuel 
D. Vedoya, y sustituido á la vez por éste en la perso- 
na de Montiel con el mismo objeto, ese efecto será 
juzgado cuando se falle el incidente de nulidad sobre 
la cesión, deducido por los señores Vedoya y que es 
la cuestión previa sobre la cual está llamado á resol- 
ser. 

22. Que la sentencia del Inferior no sólo ha sido 
pronunciada con violación de la forma y solemnidad 
que prescriben las leyes, sino también en virtud de 
un procedimiento en que se han omitido las formas 
substanciales del juicio, pues se ha resuelto nó con 
arreglo á las acciones deducidas, según lo manifes- 
tado más antes, fallando el artículo de personería de 
los Vedoya, cuando éste quedó supenso por el inci- 
dente de nulidad de la cesión, — sino también sin 
habérsele dado la tramitación correspondiente, pues- 
to que ni se le notificó siquiera al representante de 
los hijos menores en el juicio de fihación, como lo 
exige el Cód. de P. al tratar de las excepciones dila- 
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torias (Sección IX, tít. II), y lo confirman los artícu- 
los 238 y 261 del mismo Código. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á los 
artículos citados del referido Código, se declara nula 
la sentencia del Inferior, de foja ciento ochenta y una 
vta., y devuélvase este expediente al otro Juzgado 
de lo Civil, con arreglo á lo dispuesto en el art° 265, 
para que resuelva previamente el incidente de nuli- 
dad de la cesión, y después el artículo de personería, 
dándole la tramitación correspondiente, con costas al 
juez, como lo prescribe dicho artículo. 

Ricardo Osuna 

Luna — Alsina 

En disidencia en cuanto á los fundamentos : 

Aquino — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 

DISIDENCIA 

Vistos y considerando: 1^ Que la cuestión á re- 
solver se relaciona con el incidente promovido por 
los señores Casto y Joaquín Vedoya, alegando de 
nulidad la cesión hecha por los hijos menores de do- 
ña Juana Ibarra á favor de don Emiliano Montiel, 
quien en ejercicio del derecho que representa evacup 
á foja setenta y cinco el traslado conferido á los pre- 
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suntos hijos naturales de don Manuel D. Vedoya, los 
cuales no fueron notificados de la excepción opuesta 
por los señores Vedoya; 2^ Los señores Vedoya ale- 
gan la nulidad de la cesión hecha de los derechos he- 
reditarios á favor de Montiel, y, por consiguiente, 
consideran que el incidente que promovieron sobre 
falta de personería de los demandados por los ceden- 
tes no ha sido substanciado en legal forma (art®^ 364 
y 102 del Cód. de P.), adoleciendo por esa razón to- 
do lo obrado del vicio de nulidad; 3° Que, efectiva- 
mente, el juez a-quo ha debido tomar en considera- 
ción antes que cualquier otro incidente el que se re- 
lacionaba con la personería de Montiel, pues de él de- 
pendía saber si estaba ó nó substanciado con arreglo 
á derecho el que se refiere á la falta de personería 
alegada por los señores Casto y Joaquín Vedoya, 
porque si resultaba nula la cesión aludida, viciaría 
también de nulidad el incidente sobre falta de perso- 
nería de los demandados, puesto que la excepción 
no habría sido contestada por los demandantes sino 
por un tercero extraño al juicio; siendo así, es evi- 
dente que la resolución del Inferior ha pospuesto lo 
que debió resolver previamente, es decir la legalidad 
ó ilegalidad de la cesión hecha á favor de Montiel. 
No habiéndose hecho en esa forma, de conformidad 
con lo que prescribe el art® 261 del Código citado, el 
auto de foja ciento ochenta y una vta. adolece de 
vicios de nulidad por falta de la observancia de las 
formalidades establecidas para la substanciación de 
los incidentes, y, por lo tanto, dicho auto es nulo. 

Por estos fundamentos, declárase nulo el auto de 
foja 181 vta., debiendo el juez que entienda en esta 
causa resolver previamente sobre la personería del 
cesionario Montiel, siendo las costas á cargo del 
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juez. Previa reposición de fojas, remítase al otro Juez 
en lo Civil. 

Aquino — J. Sayanca 

Ante mí. 

José F. Rivcro 

Secretario. 



CLXXVI 
OI'VIXj 



Sumario:— El tribunal que va á fallar debe hacer por sí mis- 
mo el cotejo de letras. 

N<> 72. Corrientes, Agosto 18 de 1897. 

Y vistos: Para mejor proveer, habiéndose desco- 
nocido en esta instancia el mérito de la diligencia de 
cotejo de letras hecho en primera instancia, y siendo 
el tribunal que va á fallar el que debe hacer por sí 
mismo el cotejo, procédase nuevamente á hacer la 
comparación de letras. Cítese á las partes para la au- 
diencia del primero de septiembre próximo, á las 
nueve a. m., á I03 efectos del art° 159 del Cód. de 
P. y bajo el apercibimiento de ley. 

J. Sayanca 

Osuna — Luna 

Ante mí 

José F. Rivero 
Secretario 
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Sumario: — P No fundándose el recurso de nulidad, y no 
resultando ésta de autos en los términos del artí- 
culo 261 del Cód. de P. en lo Civ. y Com., debe 
desechárselo, sin más fundamento. 

2^ La turbación en la posesión, autoriza la ac- 
ción de despojo. 

3° Los títulos de propiedad por sí solos, no bas- 
tan á autorizar la acción posesoria. 

4^ Rechazada la acción de despojo, las costas del 
juicio son á cargo del actor. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á diez y ocho de agosto 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en la 
Sala de Acuerdos el señor Presidente y los señores 
Vocales titulares de la Exma. Cámara de Apelacio- 
nes, tomaron en consideración la^ acción seguida por 
don Martín Núñez contra don Floro Delgado sobre 
interdicto de recobrar la posesión de un campo en la 
tercera sección del Departamento de Mercedes; ve- 
nida en apelación de la sentencia dictada por el Juz- 
gado de 1^ Instancia en lo Civ. y Com. de la circuns- 
cripción de Goya, fecha veinte y uno de diciembre 
del año próximo pasado, corriente de fojas ciento 
veinte y siete á ciento treinta y ocho de los autos, 

Practicado el sorteo establecido por la ley, resul- 
tó que los señores Jueces debían votar en el orden 
que sigue : Dres. Balbastro, Aquino, Sayanca. 

El Ministro Dr. Balbastro expuso : 

Hechos: Donjuán Bautista Aguirre Silva, apo- 
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derado de don Martín Núñez, se presentó ante el Juez 
de 1* Instancia en lo Civil de Goya, exponiendo : Que 
el año mil ochocientos ochenta y uno, don Juan Pío 
Núñez compró al Gobierno de la Provincia un cam- 
po ubicado en la tercera sección del Departamento 
de Mercedes, del que estuvo en posesión quieta, pú- 
blica y pacífica hasta el mes de Enero de mil ocho- 
cientos noventa y uno, en que lo trasmitió por venta 
á su instituyente, quien adquirió así el dominio y em- 
pezó á poseer la cosa en las mismas condiciones, co- 
mo sucesor particular del tradente. A contar desde 
el año mil ochocientos noventa y uno hasta pocos 
meses antes de que se presentara al Juzgado, su man- 
dante poseyó sin interrupción ninguna toda el área 
del campo, sin que nadie hubiese trabado esa pose- 
sión. En virtud de su derecho mandó construir en 
cierta parte de su campo un potrero de ramas que 
don Floro Delgado, á fines de diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y cinco ó principios de enero de mil 
ochocientos noventa y seis, hizo destruir de propia 
autoridad y sacar todo lo útil para postes de alam- 
brados. Su mandante formuló una protesta contra ese 
atropello el ocho de enero del año últimamente cita- 
do, ante escribano púbHco, que fué notificada á Del- 
gado el trece del mismo mes. Con protesta y todo, 
Delgado dio fin á la destrucción del potrero y co- 
mienzo á un alambrado en una fracción del mismo 
campo que Núñez ocupa á título de dueño pública y 
pacíficamente con haciendas de diversas especies, ha- 
ce varios años. El alambrado se concluyó, llevando 
el atropello el usurpador hasta esparcir en campo 
agen o haciendas de su mandante. Con esa obra nue- 
va y la destrucción del potrero de ramas, su institu- 
yente ha sido despojado de una parte del campo que 
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posee á título de dueño en las condiciones ya men- 
cionadas; es por ésto que, amparándose en la pres- 
cripción .de los artículos 2498 y 2490 del Cód. Civ., 
entabla el interdicto correspondiente á fin de que con- 
dene á don Floro Delgado á la restitución de la po- 
sesión de que ha despojado á su mandante, á la in- 
demnización de los daños y perjuicios causados, de- 
biendo retirar el alambrado construido y colocar nue- 
vamente el potrero de ramas dentro del plazo que el 
Juzgado señale, con costas. Citado en forma el de- 
mandado y convocadas las partes á juicio verbal, 
éste se llevo á cabo reproduciendo en todas sus par- 
tes el actor su escrito de demanda y añadiendo : Que 
Delgado se apoderó de unos quinientos ochenta pos- 
tes que su mandante tuvo apilados en el campo po- 
seído por él; los postes fueron llevados sin consenti- 
miento de su dueño y colocados en el alambrado que 
motivó el juicio instaurado. Aunque no tiene la obli- 
gación de exhibir el título de su posesión, presenta 
dos legajos que justifican el dominio de su instituyen- 
te, además de dos planos sueltos que sirven para 
proyectar luz en el litigio. El representante del de- 
mandado expuso : Que ni don Juan Pío ni don Mar- 
tín Núñez han sido jamás dueños ni poseedores de un 
palmo de campo á que se refiere la demanda; que si 
bien el Gobierno vendió al primero ese inmueble, 
vendió lo que no tenía, pues dentro de los límites de 
la propiedad de Gerardo Alegre, — que los compren- 
den. — no existían tierras fiscales, como se estableció 
por las dos mensuras cuyos antecedentes se encuen- 
tran en el expediente sobre mensura y división del 
campo de Gerardo Alegre, cuyo testimonio presenta, 
lo que fué confirmado por la sentencia recaída en ese 
juicio, en la que se declaró además que los herederos 
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y sucesores de dicho Alegre eran los poseedores del 
mencionado campo, cuyo fallo hace cosa juzgada 
para Núñez, que fué parte en el juicio y lo consintió. 
El Gobierno nunca hizo á los Núñez tradición de la 
cosa vendida, ni ellos adquirieron la posesión por un 
medio lícito. El potrero de ramas fué destruido por 
el padre de su instituyente en seguida de ser cons- 
truido, por el año mil ochocientos ochenta y dos, y 
n ó en la fecha en que se afirma, cuyo hecho importó 
precisamente un desconocimiento del derecho que se 
invoca. Aún suponiendo que hubiese habido despojo, 
la acción para repararlo estaría prescripta (art. 4038 
del Cód. Civ.j. Los Núñez no reclamaron de ese he- 
cho, y el alambrado que don Juan Pío intentó cons- 
truir en mil ochocientos ochenta y cuatro, no se llevó 
á cabo por habérselo impedido la autoridad local á 
pedido de los poseedores y sin que se insistiese en la 
tentativa ni se reclamase de la prohibición. Si algu- 
na vez las haciendas de Núñez pasaron al campo de 
que se trata, ésto no implica un acto posesorio, tra- 
tándose de campos abiertos. Enumera hechos tenden- 
tes á probar la posesión de su mandante y pide se re- 
chace la acción instaurada, con costas. Resueltos va- 
rios incidentes que se promovieron en la substancia- 
ción del juicio y recibida la prueba que cada parte 
ofreció, previo llamamiento de autos se pronunció la 
sentencia de foja ciento veinte y siete, no haciéndose 
lugar al interdicto, con costas, y sin perjuicio de me- 
jor derecho. Apelada y dicha de nulidad, fueron con- 
cedidos los recursos interpuestos, en relación, y tra- 
mitados en forma en esta instancia, con el llama- 
miento de autos y el informe in-voce quedó la causa 
en estado de resolución. 

Con la precedente exposición de los hechos mani- 
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festaron su conformidad los demás señores Cama- 
ristas. 

En*seguida, la Exma. Cámara planteó las cues- 
tiones siguientes: 

1^ ¿Es mila la sentencia apelada? 

2^ En caso negativo^ ¿es ella justa ó injusta^ v, 
por lo tanto, debe ser confirmada ó revocada^ con cos- 
tas ó sin ellas? 

A la primera cuestión, dijo el Dr. Balbastro: 

El apelante ha interpuesto el recurso de nulidad 
contra la sentencia del Inferior, de foja ciento veinte 
y siete. Ella ha sido dictada sin violación de la forma 
y solemnidad que la ley prescribe para el caso, pues 
reúne los requisitos enumerados en la sección X del 
Cód. de P. En la substanciación del juicio no se han 
omitido las formas substanciales, ni resulta de autos 
que se haya incurrido en algún defecto, de los que 
por expresa disposición de derecho anulan las actua- 
ciones. Por dos veces, durante la secuela del juicio, 
la parte apelante pretendió hacer declarar nulos los 
procedimientos seguidos, pretensiones que fueron de- 
sestimadas por esta Cámara en sus resoluciones de 
fojas ciento cinco y ciento diez y nueve. En virtud 
de lo expuesto, voto por la negativa en esta cuestión. 

Los demás señores Camaristas adhirieron al pre- 
cedente voto. 

En cuanto á la segunda cuestión, continuando el 
Dr. Balbastro, dijo : 

El demandante funda su acción en los siguientes 
hechos : El haber don Floro Delgado mandado des- 
hacer un potrero de ramas construido por el primero 
ó sus causantes en un campo de su propiedad, y en 
la construcción de un alambrado en una fracción del 
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mismo campo, de que él, — el demandante, — se 
hallaba en posesión pública y pacífica desde el año 
mil ochocientos noventa y uno. El interdicto, pues, 
está bien entablado, porque él se da siempre, como 
lo establece el art® 2498 del Cód. Civ., cuando la tur- 
bación en la posesión consiste en obra nueva que se 
comenzare á hacer en terrenos é inmuebles del po- 
seedor ó en destrucción de las obras existentes : en 
estos casos la acción posesoria que puede ejercitarse 
es juzgada como acción de despojo. Ella correspon- 
de á todo poseedor despojado, y á sus herederos, de la 
posesión de inmuebles, aunque su posesión sea vicio- 
sa, sin obligación de producir título alguno contra el 
despojante, sus herederos y cómplices, aunque sea el 
dueño del inmueble, art® 2490, Cód. cit. Dado lo ex- 
puesto y lo establecido en el art^ 570 del Cód. de P., 
es necesario, para que el interdicto tenga lugar, que 
se pruebe lo siguiente: 1° que el que lo intente ó su 
causante, haya estado en la posesión ó tenencia de la 
casa demandada, y 2° que hayan sido despojados con 
violación ó clandestinamente de esa posesión. Exa- 
minemos la prueba producida por la parte actora. 
Ella ha presentado, en primer lugar, los títulos en que 
funda su derecho de propiedad, pero como ésta, aún 
justificada, no forma prueba en el interdicto, desde 
que él se da aún contra el dueño mismo del inmueble, 
si es el despojante, lo que debe probarse es la pose- 
sión, (art^ 2430 del Cód. Civ. cit. y Cámaras de Ape- 
laciones de Buenos Aires, jurisdicción civil, ser. 4^, 
tom. 6^ pág. 402). Los títulos, por sí solos, pues, na- 
da prueban en el caso stib-jiidice . Lo mismo sucede 
respecto de los permisos para alambrados que se pre- 
sentan y no son sino una consecuencia de la venta 
del campo en litigio, hecha por el gobierno á favor 
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del actor. Desde que el primero reputó de propiedad 
fiscal el inmueble y lo vendió, lo lógico es que acor- 
dara el respectivo permiso para alambrarlo. Lo que 
vendría á constituir un hecho demostrativo de la po- 
sesión que se pretende sería si hubiese construido el 
alambrado en los límites cuestionados, lo que no re- 
sulta de autos, desde que lo único que se pretende por 
el actor es el haber construido un potrero de ramas, 
cuya destrucción por el demandado fué uno de los 
motivos que dio lugar á la interposición del inter- 
dicto. Quedan las declaraciones de los testigos don 
Miguel Ojeda (f. 29 vta.) y don Juan L. Gauna (f. 54 
vta). Ambos declaran de conformidad con el interro- 
gatorio de í. 43. El primero de esos testigos fué ta- 
chado por la parte contraria. Supongamos que no se 
haya probado la tacha. ¿Qué efecto produce ese tes- 
timonio ante la deposición de los otros testigos pre- 
sentados por la parte contraria, que también declaran 
de conformidad al interrogatorio de f. 65 y que prue- 
ban* lo contrario de lo que declara la parte actora? 
Dos de esos testigos, don José Ponce y don Pedro 
C. Piedrabuena (f. 60 vta. y 68 vta.) fueron tachados 
por la contraria. Supongamos probadas las tachas. 
Siempre quedarían los dichos de los testigos en opo- 
sición con los de tres de la parte contraria (don Vi- 
cente Alegre, f. 83; don Juan de Rosa Galarza, f. 86; 
don Pedro Cáceres f. 89). Apreciadas estas declara- 
ciones de acuerdo con las reglas de la sana crítica, 
según lo establece el art^ 226 del Cód. de P. y la ley 
40, tit. 16, part. 3^% tendríamos, cuando menos, des- 
truido el testimonio de las unas con el de las otras; 
ó en otros términos: como no presentada prueba de 
ese género por las partes. Quedaría el contrato de 
arrendamiento agregado á f . . . Examinada la fuerza 
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probatoria de ese documento sin tener en cuenta lo 
depuesto a su respecto por los testigos Piedrabuena 
y Galarza, que establecen que esa fracción de campo 
arrendado quedaba fuera de los límites, como á una 
legua del campo eti cuestión, sólo arrojaría en favor 
del actor una presunción, que por sí sola no puede 
constituir prueba plena. Dado todo lo expuesto, no 
resulta comprobado en autos sino que la posesión 
del campo se hallaba cuestionada, y que, por lo tanto, 
la parte actora no ha comprobado los extremos re- 
queridos por el art. 570 del Cód. de P., para que el 
interdicto tenga lugar. En virtud de estas considera- 
ciones voto por que la sentencia apelada es justa y 
que, por lo tanto, debe ser ella confirmada en todas 
sus partes, con costas al actor, de acuerdo con lo 
dispuesto en el art° 572 del Cód. de P. antes citado. 

Los demás señores Camaristas adhirieron igual- 
mente á este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mí Secretario, de que doy fé. 

SENTENCIA 

N° 30. Corrientes, Agosto 18 de 1 897. 

Y vistos: De conformidad al voto y por los funda- 
mentos del acuerdo precedente y los concordantes 
de la sentencia apelada, se confirma ésta, con costas; 
regulándose los honorarios del procurador Ygarzá- 
bal en veinte pesos moneda nacional. Repuestas las 
fojas, devuélvanse. 

Alberto Balbastro 

Lorenzo J. Aquino — J. Savanca 
Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 
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CLXXVIII 

Sumario: — 1° En el juicio ejecutivo es inapelable el auto 
que resuelve sobre la oposición fundada en el 
monto de la avaluación. 

2° Rechazado el recurso, las costas son á cargo 
del recurrente. 

N° 78. Corrientes, Agosto 23 de 1897. 

Autos y vistos: De conformidad con lo que pres- 
cribe el art^ 493 del Cód. de P., en el que se declara 
que sólo es apelable la sentencia de remate y los de- 
más expresamente determinados en el título del jui- 
cio ejecutivo, y no hallándose el auto recurrido entre 
los aludidos y tratándose de una oposición fundada 
en el importe de la avaluación, art° 499, no se hace 
lugar á la apelación de hecho deducida, con costas. 
Previa reposición, devuélvanse. 

Osuna 
• Aquino — Balbastro 

J. Sayanca — Luna 

Ante mí 

/osé F. Rivero 

Secretario 
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CLXXIX 



Sumario:— 1° Las cosas perecen 6 se deterioran para su 
dueño, no probándose que la pérdida ó deterioro 
sea imputable á otro. 

2^ Confirmada la sentencia, debe serlo con cos- 
tas. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á veintitrés de Agos- 
to de mil ochocientos noventa y siete, reunida en la 
Sala de acuerdos la Exma. Cámara de Apelaciones 
constituida con el señor Presidente y sus dos miem- 
bros titulares, tomaron en consideración el expedien- 
te que sobre entrega ó devolución de un piano y un 
taburete sigue doña Juana Dudgeon de Velázquez 
contra la sucesión de don Máximo Cáceres, venido 
en apelación de la resolución del Juzgado de 1* Ins- 
tancia en lo Civ. y Com. de la circunscripción de 
Goya, fecha veinte y siete de Abril del presente año, 
corriente de fojas doscientos ochenta y siete á dos- 
cientos ochenta y ocho de los autos. 

Practicado el sorteo de ley, resultó que los seño- 
res Camaristas debían votar en el orden siguiente: 
Dres. Aquino, Sayanca, Balbastro. 

El Dr. Aquino expuso. 

Hechos : Doña Juana Dudgeon de Velázquez se 
presentó á foja ciento cuarenta y dos, pidiendo la 
ejecución de la sentencia del Juez de 1*** Instancia de 
Goya, confirmada por el Superior en la que se dispo- 
ne: que el condenado don Máximo Cáceres entregue 
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á la demandante un piano Pleyel y un taburete, ó en 
su defecto su valor. La demandante pidió que se in- 
timara al apoderado de Cáceres aquella entrega, y 
cuando éste manifestó que dicho mueble no lo tenía 
en su poder, la misma demandante pidió que la inti- 
mación se hiciera al señor Cáceres, á lo que el Juez 
hizo lugar, comisionando al juez de paz de Curuzú- 
Cuatiá á este objeto. Recibida la orden, el señor Cá- 
ceres, depositó un piano Pleyel en el Juzgado á la 
orden del Juez de la causa, y habiendo nombrado un 
representante la señora de Velázquez para recibir 
aquellos muebles, éste informó que ellos estaban en 
mal estado, por cuya consideración rehusó recibirlos. 

Fué en presencia de este informe que dicha seño- 
ra se presentó al Juzgado alegando que el piano en- 
tregado no era de la marca del reclamado, y que es- 
tando en mal estado se negaba á recibirlos, pidiendo 
en cambio se le entregara su valor, que apreció en 
un mil ochocientos setenta y cinco pesos moneda 
nacional. 

Abierta la causa á prueba, se produjeron las que 
corren agregadas á estos autos, sobre las cuales se 
alegaron por las partes. Llamados los autos, la causa 
fué fallada, ordenando la entrega del piano y del ta- 
burete depositados en el Juzgado de Paz de Curuzú- 
Cuatiá, en el estado en que se encuentren, sin ningu- 
na responsabilidad para el demandado, sin costas. 
Apelada, fué concedido el recurso libremente. Expre- 
sados y contestados los agravios y llamado autos, la 
causa se halla en estado de resolución. 

Con la relación de los hechos manifestaron con- 
formidad los demás señores Camaristas. 

En seguida se plantea la siguiente cuestión. 
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¿Es justa la sentencia apelada? 

A esta cuestión dijo el mismo Dr. Aquino: 

La sentencia de primera instancia, la misma que 
fué confirmada por el Tribunal, resuelve, que Don 
Máximo Cáceres sea obligado á entregar á la señora 
de Velázquez el piano Pleyel con su taburete, ó en 
su defecto su valor. En vista de esta resolución, la 
parte vencedora pidió la ejecución de la sentencia y 
en defecto de los muebles reclamados le entregara 
el valor, que los justipreció en mil ochocientos se- 
tenta y cinco pesos moneda nacional. Los muebles 
reclamados fueron entregados á la orden del Juez de 
la causa; desde luego el mandato quedó ejecutado. 

La negativa de la señora de Velázquez para re- 
cibirlos estriba en que ellos se encuentran en mal 
estado y que los reclamados estaban nuevos, pero las 
pruebas no suministran otra certidumbre sino esta: 
que los muebles entregados por Cáceres son los mis- 
mos que dejó la señora de Velázquez cuando se re- 
tiró de ella, no habiendo justificado que Cáceres fuera 
responsable del deterioro. 

Por consiguiente, estando cumplida la sentencia 
del Inferior en todos sus términos, es de estricta apli- 
cación á este caso el art^ 584 del Cód. Civ., pues, 
tratándose de una obligación de dar una cosa cierta 
con el fin de restituirla á su dueño y la cosa se pierde 
ó se deteriora: (artículo 586), sin culpa del deudor, su j 

dueño sufre el menoscabo y debe recibirla, en el último ¡ 

caso, en el estado en que se halle, sin ninguna obli- 
gación para el deudor. Los términos de la ley, por 
otra parte, se ajustan á los principios de equidad: pues, 
un piano depositado por tanto tiempo, aún sin usarlo, 

FaUos del S- T. de Jast. y Ezma. C. de A]^l. — Tomo UI U 
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tiene que sufrir deterioro, y la culpa en ese caso no 
puede imputarse á otro, sino á la dueña que no dis- 
puso de él en tiempo oportuno, dejando transcurrir 
más de diez y seis años, y con mayor razón con el 
mal uso que se ha hecho de él. 

La actora concreta toda su argumentación, di- 
ciendo: que los muebles (jue reclama estaban en buen 
estado, que el piano era Pleyel y de gran formato y 
cuyo valor lo aprecia en $"^/nlS75, sin comprobar 
en los autos que los entregados no fueran los mismos 
y que el precio reclamado fuera el justo valor. 

La prueba de esta parte se reduce a justificar que 
el piano entregado está muy deteriorado, que sirvió 
para conciertos y para dar lecciones, sin desprender- 
se de todas ellas (las pruebas) que Cáceres fuera 
responsable de todo ésto. No habiendo probado los 
hechos que denunció en la demanda, el Tribunal no 
puede menos que desestimar sus pretensiones, apli- 
cando al caso el aforismo romano : actor non pro- 
bante actione rcus absolvitur. 

Por estas consideraciones mi voto es por la afir- 
mativa en esta cuestión. 

Los demás señores Camaristas expresaron su con- 
formidad con el precedente voto 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mi Secretario, de que doy fé. 

SENTENCIA 

N^ 3 1 . Corrientes, Agosto '23 de 1 897. 

Y vistos: Por los fundamentos de que instruye el 
precedente acuerdo y por los de la sentencia recurri- 
da, se confirma ésta, con costas. Regiilanse los hono- 
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rarios del abogado Lubary en ochenta pesos moneda 
nacional y en cincuenta los del procurador Delfino. 

Alberto Balbastro 

Lorenzo J. Aquino — J. Sayanca 
Ante mí 

José F, Rivero 

Secretario 



CLXXX 

Sumario: — 1^ En segunda instancia debe aplicarse también 
la disposición del art. 101 del Cód. de P. en lo 
Civ. y Com., sobre competencia. Como en dicha 
instancia no fija la ley una oportunidad deter- 
minada para el pronunciamiento declarando la 
competencia, debe entenderse que la primera 
providencia lleva implícita la declaración de 
competencia, de lo que pueden reclamar las 
partes dentro del término legal. 

2° La concesión indebida de un recurso, no vi- 
cia en modo alguno la substanciación del juicio. 

3*^ Es apelable el auto que no hace lugar á la 
oposición á la apertura á prueba, pero nó el auto 
de prueba. 

4^ Declarándose mal concedido el recurso, las 
costas deben ser á cargo del recurrente. 

N^' 74. Corrientes, Agosto 25 de 1897. 

Y vistos: En cuanto á la incompetencia de la Cá- 
mara para entender en el presente juicio, alegada 
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por la parte del apoderado Alsina en el informe in- 
voce á que se refiere el certificado del Secretario de 
foja ciento veinte y siete. Y considerando: 1^ Que si 
bien es de precepto que toda demanda debe de ser 
interpuesta ante Juez competente y siempre que de 
la exposición de los hechos resulte no ser de la com- 
petencia del Juez ante quien se deduce, deberá dicho 
Juez inhibirse de oficio, sin más actuaciones, man- 
dando que el interesado ocurra ante quien correspon- 
da (art^ 3^ del Cód. de P. en lo Civ. y Com.), esta dis- 
posición, de carácter general, no es absoluta y tiene 
sus limitaciones, como la establecida por el art*^ 101 
del Cód. de P. citado, por la que, una vez consentida, 
en virtud de lo cual el Juzgado se declara competente, 
no podrá en adelante deducirse incompetencia por 
las partes, ni de oficio por los jueces inferiores ó su- 
periores. 

2^ Que no habiendo razón alguna para que en 
segunda instancia no se apliquen los mismos princi- 
pios que en primera, la cuestión á resolverse es si 
este Tribunal se ha declarado competente para en- 
tender en la apelación sub-judice; 

3^ Que del examen de los autos resulta que ella 
debe dicidirse en sentido afirmativo. 

En efecto. Como en segunda instancia no establece 
la ley una oportunidad determinada para el pronun- 
ciamiento correspondiente, es indudable que la pri- 
mera providencia, substanciando los recursos inter- 
puestos, lleva implícita la declaración de competencia. 
Las partes han debido, por tanto, reclamar después 
de dictado el decreto de foja ciento diez y seis, y no 
sólo no lo han hecho, sino que ambas han seguido 
presentándose uniformemente ante esta Exma. Cáma- 
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ra, como resulta de lo3 escritos de fojas 120, 123 y 124, 
consintiendo así expresamente el tribunal formado. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la in- 
competencia deducida. 

Y considerando: En cuanto ala apelación, l^Que 
una vez dictado por el Inferior el auto de foja cien- 
to siete, se presentó la parte de doña Juana Espinoza, 
á foja ciento once, interponiendo el recurso de ape- 
lación de la segunda parte del auto mencionado, que, 
considerando la cuestión debatida de carácter mixto, 
abría la causa á prueba. 

2« Que del texto de los artículos 118, 119 y 102 
del Cód. de P., se deduce claramente que no ha de- 
bido deducirse el recurso de apelación del auto men- 
cionado, sino oponerse dentro del tercero día, como 
lo establece el art. 119, á fin de que el juez oiga á las 
partes sobre el recibimiento á prueba y resuelva, 
dentro de tres días, lo que crea justo. El auto apela- 
do es inapelable, porque no causa gravamen irrepa- 
rable, desde que éste puede aún repararse, según 
queda sentado. El auto apelable es aquel á que se 
refiere el art. 120^ que en nuestro caso no se ha dic- 
tado aún. Debe apelarse del auto que no hace lugar 
á la oposición al auto de prueba, y no interponerse la 
apelación al deducirse la oposición al auto de prue- 
ba (Cám. de Ap. de Bs. As., jur. civ., ser. 1% tom. 
VII, pág. 235, y tom. VIII, pág. 228); 

3^ Que de todo esto se desprende que no existe la 
nulidad en el procedimiento seguido, de que también 
ha hecho mérito la parte apelante en el informe m- 
voce^ invocando lo dispuesto en el art. 264 del Cód. 
de P. citado, pues el hecho de haber el Inferior con- 
cedido el recurso interpuesto de un auto inapelable, 
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no vicia en modo alguno la sustanciación del juicio. 
El Inferior ha podido no hacer lugar á la apelación 
deducida y convocar á las partes al juicio verbal á 
que alude el art. 119, demostrando su error al ape- 
lante, y tomando la interposición del recurso como 
una oposición al auto de prueba. Pero no estaba 
obligado á ello, desde que la parte de Espinoza cla- 
ramente deducía el recurso de apelación. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la de- 
claración de nulidad pedida, y se declara mal conce- 
dido el recurso interpuesto, con costas. Regúlanse 
los honorarios del abogado Lubary en setenta pesos 
nacionales y en veinte los del procurador Delfín o. 
Repuestas las fojas, devuélvanse. 

Balbastro 

J. Sayanca — Amadey 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario 



CLXXXI 



Sumario:— l<^ Las cuestiones de personería son de resolu- 
ción previa y preferente. 

2^ Confirmado el auto, debe serlo con costas, 
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N° 77. Corrientes, Agosto 27 de 1 897. 

Vistos y considerando : 1^ Que la parte de doña 
Josefa V. de Pujol se presenta alegando vicios de 
nulidad en la notificación que se le hizo en virtud del 
emplazamiento para que concurriera á estar á dere- 
cho en la demanda entablada contra la sucesión de 
don Manuel D. Vedoya por sus presuntos hijos natu- 
rales, y por consecuencia pide la nulidad de la rebel- 
día declarada: 

2^ Que los demandantes contestan oponiendo la 
excepción de falta de personería de la señora de Pu- 
jol por haber así declarádolo una sentencia con la auto- 
ridad de cosa juzgada; 

3^ Que tratándose de saber cuál de los incidentes 
mencionados es de preferente resolución, hay que 
tener en cuenta que lo primero que hay que hacer 
en los juicios es establecer con claridad quiénes son 
las partes litigantes, ó como dice Manresa comentan- 
do la ley de enjuiciamiento español, en el tom. 2^, 
pág. 111: «Cuando se alega falta de representación 
legal, no debe entrarse en el pleito sin que se subsa- 
ne previamente ese detecto que produciría la nulidad 
de las actuaciones». 

4° Que la ley al establecer la prioridad del inci- 
dente sobre personería, obedece indudablemente á un 
espíritu práctico, haciendo que las discusiones se tra- 
ben entre los verdaderos interesados, entre los pro- 
pietarios de las acciones ó sus representantes legales, 
evitando, en lo posible, trámites inútiles y dispen- 
diosos. 

Por estos fundamentos, y los concordantes del 
auto apelado, se confirma éste, con costas. Regúlanse 
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los honorarios del Dr. Valenzuela, por su informe in- 
voce^ en ochenta pesos nacionales, y en veinte los del 
procurador Pereira. Previa reposición de fojas, de- 
vuélvase. 

Osuna 

Aquino — Luna 

J. Sayanca — GoiTIA 

Ante mí 

Jíosé F. Rivero 

Secretario 



CLXXXII 



Sumario:—!*^ La admisión de una prueba no importa pro- 
nunciamiento alguno sobre su pertinencia. 

2° Confirmado el auto, debe serlo con costas. 

N° 78. Corrientes, Septiembre 1<^ de 1897. 

Vistos y considerando Tl^ Que la parte represen- 
tada por el procurador Miranda se opone á que sea 
obligada á proponer un perito, ó á manifestar su 
conformidad con el propuesto por la contraria, por 
cuanto estima que esa prueba es improcedente; 2<'Que 
la pertinencia ó impertinencia de una diligencia pro- 
batoria no puede ser apreciada dentro del término 
de prueba, sino el pronunciarse la sentencia sobre el 
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fondo de la causa, según así lo han establecido uni 
formemente este Tribunal y las Cámaras de lo Civil 
de Buenos Aires en sus fallos (1". ser., tomo 1®, págs. 
184 y 553; 2^ ser., tom. 1^, pág. 380, tom. 2^ págs. 
510 y 584, tom. 7^ pág. 164, tom. 9^ pág. 235; 4* 
ser., tom. 5^, pág. 393; 2* ser., tom. P, pág. 501); 
3*^ Que es de disposición expresa del Cód. de P., 
que los interesados podrán producir pruebas sobre 
todos los hechos que creyeren convenir á su derecho, 
hayan sido ó nó alegados (art° 122). Luego, propues- 
ta por una de las partes la prueba pericial, hay que 
seguir los trámites establecidos por el art^ 184 del 
Cód. cit., aún cuando esa clase de prueba resulte ser 
inútil para la contraria, pues el objeto que con este 
trámite se propone es que ella se realice con conoci- 
miento y fiscalización de los que intervienen en el 
juicio, sin que ello importe el que quede reconocida 
pertinente, cuestión que se debe dejar para diluci- 
darse al pronunciar la decisión sobre el fondo de la 
causa. 

Por estos fundamentos y los concordantes del auto 
apelado, se confirma éste, con costas. Previa reposi- 
ción de fojas, devuélvase. 

Balbastro 

Aquino — J. Sayanca 

Ante mí. 

José F. Rivero 

Secretario. 
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CLXXXIU 

Sumario: — 1^ El acreedor tiene derecho para pedir vista de 
los autos sucesorios de los causantes de su deu- 
dor. 
2^ Confirmado el auto, debe serlo con costas. 

N^ 79. Corrientes, Septiembre 1« de 1897. 

Vistos y considerando: 1° Que los herederos de 
don Juan José Fernández Blanco y doña Dolores 
Mantilla de Fernández Blanco se oponen á que se le 
dé participación al acreedor de don Juan José Fer- 
nández (hijo) en la sucesión de los causantes de éste, 
por considerarlo sin derecho para esa intervención; 
2° Que la participación solicitada tiene por único ob- 
jeto enterarse de los autos para ver lo que corres- 
pondiera hacer según el estado de la causa, y, por 
consiguiente, no hay razón para negarle esa vista, 
teniendo en cuenta lo que prescribe el art^ 3452 del 
Cód. Civ., que le acuerda el derecho de pedir la di- 
visión de la herencia en la sucesión del causante del 
deudor; 3° Que en el caso presente el acreedor se 
limita á pedir una vista del expediente, lo que no se 
le puede negar en virtud del derecho con que se le 
ampara por el artículo citado. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado. Previa reposición de fojas, devuélvase. 

Osuna 

AqüINO BaLB ASTRO 

Luna — J. Sayanca 
Ante mí 

Josr F, Rivero 

Secretario 
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CLXXXIV 

Sumario:— Probada la excepción de pago, debe rechazarse 
la ejecución, con costas, no obstante haya el eje- 
cutante alcanzado una sentencia favorable. 

ACUERDO 

En la ciudad de Corrientes, á tres de septiembre 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en la 
Sala de Acuerdos los señores Vocales titulares de la 
Exma. Cámara de Apelaciones, Dres. Don Lorenzo 
J. Aquino y Don Joaquín Sayanca y, como integrante, 
el señor Presidente del Superior Tribunal de Justicia, 
Dr. Don Ricardo Osuna, tomaron en consideración 
la excepción de pago opuesta por don Pantaleón Al- 
sina en el juicio ejecutivo que le sigue don Antonio 
Sánchez Negrete, venido en apelación de la resolu- 
ción del Juzgado de 1^ instancia en lo Civ. y Com. 
de esta capital, fecha treinta de marzo del presente 
año, corriente de fojas ciento diez y seis vta. á ciento 
diez y nueve de los autos. 

Verificado el sorteo de ley para establecer el or- 
den de votación, resultó que los señores Camaristas 
debían hacerlo en el siguiente: Dres. Usuna, Acjuino, 
Sayanca. 

El Ministro Dr. Osuna dijo: 

Hechos: Don Antonio Sánchez Negrete se pre- 
sentó el veinte y siete de enero de mil ochocientos 
noventa ante el Juez de Comercio, exponiendo: Que, 
como fiador de don Pantaleón Alsina, abonó la amor- 
tización de la letra que adjunta, con más los intereses 
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y los gastos de protesto, según se ve al dorso de la 
letra y según da cuenta la liquidación hecha por don 
José N. Alsina, en las fojas que presenta. Agrega 
que la liquidación está hecha hasta el treinta de no- 
viembre de mil ochocientos ochenta y nueve, en cuya 
fecha la deuda era de quinientos pesos con cuarenta 
y nueve centavos. Concluye pidiendo se libre man- 
damiento de ejecución y embargo por la cantidad 
expresada, intereses y costas del juicio. 

Librado el mandamiento y requerido el ejecutado 
para el pago, manifestó que no pagaba porque no 
era deudor de la cantidad que se le reclamaba, y que 
tenía en su poder los comprobantes para presentar- 
los oportunamente. 

Citado de remate, el deudor opuso la excepción 
de pago, acompañando para la justificación los docu- 
mentos que enumera. 

Después del incidente promovido por don Anto- 
nio Sánchez Negrete, oponiéndose á que se tuviera 
por presentado el escrito de excepciones, por no ha- 
berse acompañado las copias, se resolvió admitir di- 
cho escrito. 

Corrido traslado de la excepción, se produjo un 
nuevo incidente que fué resuelto en el sentido de man- 
tener el auto que ordenaba el traslado, evacuándolo 
el ejecutante, pidiendo no se hiciera lugar á la excep- 
ción deducida, acompañando varios documentos. 

Abierta la causa á prueba, se produjeron por am- 
bas partes las que corren agregadas á foja ochenta 
y una, y alegado de bien probado, se llamó autos^ 
pronunciándose la sentencia de fojas ciento diez y 
seis vta., á ciento diez y nueve vta., por la que no se 
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hace lugar á la excepción opuesta y se manda llevar 
adelante la ejecución, con costas al ejecutado. 

Apelada esta sentencia y elevado el expediente, 
se llamó aníos, habiendo tenido lugar el informe in- 
voce solicitado por las partes, quedando conclusa la 
causa para ser fallada. 

Con la relación de los hechos manifestaron su 
conformidad los demás señores Camaristas. 

Acto continuo, el Tribunal planteó las siguientes 
cuestiones : 

/* ¿Debe confirmarse ó revocarse la sentencia ape- 
lada ? 

2^ En uno ú otro caso ¿quién debe cargar con las 
costas ? 

A la primera cuestión propuesta, el Dr. Osuna 
dijo \ 

Opino que el Inferior no se ha dado exacta cuen- 
ta de la importancia de los hechos probados en jui- 
cio, ó que resultan comprobados por la correlación 
existente entre ellos. 

El actor ha fundado su acción en la letra que co- 
rre agregada á foja ochenta y nueve, por dos mil se- 
tecientos noventa pesos moneda nacional, que venció 
el veinte y dos de abril de mil ochocientos ochenta 
y seis, cuya amortización, descuento, intereses y pro- 
testo, que ascienden á trescientos sesenta y seis pe- 
sos con treinta y dos centavos, pagó el señor Sán- 
chez Negrete. 

Esa letra es renovación de la de tres mil cien pesos 
moneda nacional (foja 27), y, por consiguiente, la 
liquidación de foja 1* vta., que aparece hecha por el 
señor José N. Alsina, se refiere á otras obligaciones 
y no puede servir de base á la demanda. 
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Lo que parece evidente, es que el señor Sánchez 
Ncgrete pagó los trescientos sesenta y seis pesos con 
treinta y dos centavos, de suerte que se le debería 
esta cantidad con sus intereses, si el señor Alsína 
no probase el pago que alega. 

La liquidación ó cuenta de foja 24, reconocida 
por el señor Sánchez Negrete, demuestra que en 
mayo 1® de mil ochocientos ochenta y seis recibió la 
suma de doscientos veinte y ocho pesos para amor- 
tizar su letra. 

¿ Qué letra era ésta? 

Indudablemente, la de dos mil setecientos noven- 
ta pesos, pues, ella vencía el veinte y dos de abril de 
mil ochocientos ochenta y seis, de modo que el pago 
debía imputarse á esa letra y nó á otras anteriores, 
que no aparecen como impagas, sino, antes bien, co- 
mo amortizadas con las letras sucesivas. 

La misma cuenta del señor Sánchez Negrete de- 
muestra que le carga en cuenta, como recibido en 
mayo 1^, los doscientos veinte y ocho pesos para el 
pago de los trescientos sesenta y seis pesos con trein- 
ta y dos centavos de la letra de dos mil setecientos 
noventa pesos. 

De modo, pues, que el Inferior ha debido atribuir 
esa entrega al pago de la letra de dos mil setecientos 
noventa pesos, pues que no existían letras anteriores 
que no hubiesen sido amortizadas. 

La liquidación hace referencia á otra letra de qui- 
nientos noventa y nueve pesos que dice el señor 
Sánchez haber abonado por Alsma, y esa letra no 
puede ser otra que la de foja tres del expediente agre- 
gado, por igual valor y que aparece satisfecha pos- 
teriormente por el señor Alsina. Quedaría solamente 
el saldo entre los doscientos veinte y ocho pesos 
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entregados por Alsina á Sánchez Negrete y los tres- 
cientos sesenta y seis pesos con treinta y dos centa- 
vos pagados por este último, como deuda pendiente 
de Alsina, si es que la esquela de foja veinte y tres, 
reconocida por Sánchez Negrete, no tuviese la fuerza 
probatoria que le atribuye el ejecutado. 

La esquela de foja 23, si bien no tiene fecha, im- 
porta el reconocimiento de una obligación del señor 
Sánchez Negrete para con el señor Alsina, pues que 
le dice: «Vd. no debe apurarse por la devolución, 
puesto que yo le soy deudor del pico que quedó á 
favor de Vd. después de nuestro último arreglo, y 
así yo reintegraré esta suma en el Banco en todo el 
dos ó tres de mayo.» 

Relacionando esta esquela con la liquidación de 
foja tres reconocida por Sánchez Negrete, se ve que 
coinciden las fechas en que los hechos á que esos do- 
cumentos se refieren tuvieron lugar. 

En mayo 1^ del 86, según Sánchez Negrete, Al- 
sina le entregó para amortizar su letra, que no puede 
ser otra que la de foja ochenta y nueve, cuya amor- 
tización era de trescientos sesenta y seis pesos con 
treinta y dos centavos, la suma de doscientos veinte 
y ocho pesos, ycomo según la esquela la integración 
de la suma debida por Sánchez á Alsina debía hacer- 
se el dos ó el tres de mayo, aparece, si no evidente, 
verosímil, que fué aplicado al saldo debido por Sán- 
chez á Alsina para el pago de la amortización de la 
letra de foja ochenta y nueve, el hecho de que en 
agosto de mil ochocientos ochenta y nueve, al de- 
mandar Sánchez á Alsina por el cobro de la letra . 
de quinientos noventa y nueve pesos (foja 3 del expe- 
diente agregado) y que Alsina pagó á Sánchez Ne- 
grete, no se hizo mención de otras cantidades debi- 
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das por Alsina á Sánchez con motivo de la amorti- 
zación de la letra de foja ochenta y nueve. 

El señor Sánchez, por otra parte, se aseguró del 
señor Alsina haciéndole reconocer la deuda contenida 
en el documento de foja tres, haciéndole poner al 
dorso el reconocimiento, precaución que no la ha te- 
nido cuando la amortización de la letra de foja ochen- 
ta y nueve, circunstancia que robustece mi opinión 
de que el señor Alsina nada debe por razón de esta 
última letra, es decir, por la de foja ochenta y nueve. 
Por estas consideraciones, opino que debe revo- 
carse la sentencia apelada. 

Los demás señores Camaristas adhirieron al pre- 
sente voto. 

En cuanto á la segunda cuestión, el mismo Dr. 
Osuna expuso : 

Que aún cuando por el art® 495 del Cód. de P. en 
materia Civ. y Com., se establece que las costas del 
juicio ejecutivo serán á cargo de la parte que sea 
vencida en último grado, opino que debe interpretar- 
se esta disposición como más conforme á los princi- 
pios de la equidad, que habiendo el ejecutante en 
primera instancia obtenido una sentencia favorable, 
circunstancia que aleja toda presunción de mala fé, 
sólo es justo que pague todas las costas de segunda 
instancia, y que las de la primera sean á cargo de las 
partes en el orden que las han causado. 

El Dr. Aquino votó por la condenación en las cos- 
tas al vencido (art. 495 del Cód. de P.). 

El Dr. Sayanca adhirió á este voto. 

Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firmado 
por ante mi, Secretario, de que doy fé. 
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SENTENCIA 

N** 32. Corrientes, Septiembre 3 de 1897. 

y vistos : Por los fundamentos de que instruye el 
acuerdo precedente, se revoca la sentencia apelada 
de foja ciento diez y seis vta., con costas á la parte 
vencida en esta última instancia, regulándose los ho- 
norarios del Dr. Pedro T. Sánchez en cincuenta pe- 
sos moneda nacional, y en quince pesos de la misma 
moneda los del procurador Alsina. Repuestas las fo- 
jas, devuélvase. 

Lorenzo J. Aquino 

J. Sayanca — Ricardo Osuna 
Ante mí 

fosé F. Rivero 

Secretario 



CLXXXV 



Sumario:— 1^ No fundándose el recurso de nulidad, y no 
resultando ésta de autos, debe desechárselo, sin 
más fundamentos. 

2° Los herederos que no entran en posesión de 
la herencia por ministerio de laley, no pueden to- 
marla de hecho. 

3° En materia de evicción, la responsabilidad 
del cedente es juzgada como la del vendedor. 

4«> Siendo revocatoria la sentencia, cabe la exone- 
ración de las costas al vencido. 

FaUos del 8- T. de Jast. y Bxma. C. de Apel. - Tomo IH la 
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ACUERDO 

9 

En la ciudad de Comentes, á diez de septiembre 
de mil ochocientos noventa y siete, reunidos en la 
Sala de Acuerdos el señor Presidente y los señores 
Vocales titulares del Superior Tribunal de Justicia, 
tomaron en consideración el juicio seguido por los 
señores Conrado Romero y Esteban Acchinelli (cesio- 
narios de los derechos de don Emilio Díaz de Vivar) 
contra don Manuel Bustinduy y Damiana y Clara 
González (cesionario y herederas respectivamente de 
don Gerónimo y doña María Andrea González), so- 
bre daños y perjuicios procedentes de la venta de 
una propiedad hecha á Vivar, venida en apelación 
de la resolución del Juzgado de 1^ instancia en lo 
Civil y Comercial de esta capital, fecha veinte y dos 
de octubre del año próximo pasado, corriente de foja 
noventa y cuatro á noventa y ocho vta. de los autos. 

Practicado el sorteo marcado por la ley para fi- 
jar el orden de votación, resultó que los señores Mi- 
nistros debían votar en el siguiente orden: 

Dres. Aquino, Balbastro, Osuna, Sayanca, Luna. 

El Dr. Aquino expuso: 

Hechos: Los señores Conrado Romero y Esteban 
V. Acchinelli, en el carácter de cesionarios de los de- 
rechos y acciones de los herederos de don Emilio D. 
de Vivar, se presentaron contra los herederos de 
don Gerónimo González, entablando acción de da- 
ños y perjuicios ])or haber vendido al señor Vivar 
una casa que no era propiedad de ellos, por cu3'0 mo- 
tivo eran responsables de los reclamos hechos. Cita- 
dos los demandantes, por una parte se presentaron 
las stas. Damiana y Clara González, y por otra el se- 
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ñor Manuel Bustinduy, alegando las primeras que 
estaban exoneradas de toda obligación, por cuanto 
en la demanda de tercería que entablaron los hijos 
naturales reconocidos de don Manuel de los Reyes 
González no fueron citados de evicción, teniendo co- 
mo tenían que oponer la excepción legítima de la le- 
galidad de la venta hecha por sus causantes, por ha- 
ber estado en posesión de la herencia y haber proce- 
dido a la venta en su carácter de heredero del 
citado Manuel de los Reyes González, y que, por con- 
siguiente, los herederos reconocidos en fecha poste- 
rior estaban obligados á reconocer los actos celebra- 
dos por los otros herederos que habían entrado en 
posesión de la herencia por inacción de los hijos 
naturales. La parte de Bustinduy contestó que era 
sucesor singular de uno de los herederos de los ven- 
dedores, por compra que hizo de los derechos á una 
finca, y que en tal carácter no estaba en la condición 
de los sucesores universales, y que en tal caso sólo 
sería responsable de las obligaciones que pesasen 
sobre el bien raíz enagenado, y hasta abarcar su va- 
lor. Abierta la causa á prueba, se produjeron las que 
corren agregadas á los autos, sobre el mérito de las 
cuales se alegó. Llamado aiitos^ fué fallada la 
causa no haciendo lugar á la indemnización reclama- 
da, en razón de no haber sido citados de evicción, 
teniendo, como tenían, como herederos en posesión 
de la herencia, que oponer la excepción de la validez 
de la venta hecha por sus causantes, fundados en la 
prescripción del art^ 3430 del Cód. Civ. Apelada y 
dicha de nulidad, fueron expresados y contestados 
los agravios, y llamado auíoSy la causa se halla en 
estado de resolución. 

18 
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Con la relación de los hechos manifestaron con- 
formidad los demás señores Ministros. 

Acto seguido el Tribunal planteó las cuestiones 
siguientes. 

1^ ¿Es nula la sentencia apelada de foja noventa 
y cuatro? 

2^ ¿Están exentos de toda responsabilidad los 
herederos de Gerónimo y Andrea Gonaále^:;^ por la 
circunstancia de no haber sido citados de evicción en 
el juicio ordinario de tercería^ producido por los hijos 
naturales de don Manuel de los Reyes Gonsdles? 

3^ Debe confirmarse ó revocarse la sentencia ape- 
lada^ con costas ó sin ellas? 

Respecto de la primera cuestión dijo el Dr. Aquino: 

El apelante interpuso en primera instancia el re- 
curso de nulidad, pero no ha dicho nada a este res- 
pecto, en segunda. Dado este antecedente y teniendo 
en cuenta que la sentencia ha sido dictada sin viola- 
ción de la forma y solemnidad que prescriben las le- 
yes, ni en virtud de un procedimiento en que se hayan 
omitido las formas substanciales del juicio, ó incurri- 
do en algún defecto de los que por expresa disposi- 
ción de derecho anulen las actuaciones (art^ 261 del 
Cód. de P.), mi voto es por la negativa en esta cues- 
tión. 

Los demás señores Camaristas adhirieron á este 
voto. 

A la segunda cuestión, dijo el mismo Dr. Aquino: 

La citación de evicción es un derecho y una obli- 
gación á la vez, en virtud de la cual el enagenante 
debe sahr á la defensa del adquirente, citado por éste 
en el término que designe la ley de procedimientos, 



Digitized by 



Google 



— 287 — 

en el caso que un tercero le demande la propiedad ó 
posesión de la cosa, el ejercicio de una servidumbre 
ó cualquiera otro derecho comprendido en la adqui- 
sición, ó lo turbase en el uso de la propiedad,goce ó 
posesión de la cosa (art. 2108 del Cód. Civ.). La evic- 
ción es de la esencia del contrato de compra-venta, de 
tal modo que no es necesario, á fín de que ella 
tenga lugar, estipulación expresa al respecto, siendo 
nula toda convención que libre al enagenante de 
responder de la evicción siempre que hubiera 
mala fe de parte suya (art. 2099 del Cód. citado). 
Pero el art. 2110 establece que la obligación que 
resulta de la evicción cesa si el vencido en juicio no 
hubiese hecho citar de saneamiento al enagenante, 
ó si hubiese hecho la citación pasado el tiempo 
señalado por la ley de procedimientos. Y el artículo 
siguiente modifica aquella prescripción en el senti- 
do de que, aún cuando se hubiese omitido la citación 
de evicción, será siempre responsable el vendedor si 
el vencido en juicio probare que era inútil citarlo por 
no haber oposición justa que hacer al derecho del 
vencedor, ó reconociese la justicia de la demanda 
y fuese por ésto privado del derecho adquirido. La 
modificación al art. 2110 es substancial, pues esta- 
blece una excepción en favor del comprador para el 
caso que la citación de evicción fuera inútil. 

¿Cómo saber, pudiera preguntarse, que el vende- 
dor de la cosa objeto del litigio tuviera tales ó cua- 
les defensas que oponer á la demanda? — Estimo 
que el legislador ha querido dejar al criterio del 
comprador esa apreciación y no quede ser de otro 
modo. Pero esa apreciación, no es arbitraria, debe 
ser fundada en ley, porque las defensas emanan de 
ella, y no pueden, por otra parte, surgir del capricho 
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ó previsión del' vendedor. Esto sentado, si el com- 
prador, examinando losfundamentos de la demanda, 
comprende que ellos son irrefutables y sus conclu- 
siones ajustadas á los preceptos legales, verá que 
la citación de evicción sería un paso inútil, y, por lo 
tanto, con esta demostración quedarían sus dere- 
chos al amparo del art. 2111 citado. El comprador 
enumera las defensas posibles y las justifica. Si el 
vendedor tiene alguna más, debe concretarla y 
demostrar su procedencia. Si no lo hace, debe estar- 
se á lo que aquél diga y demuestre. Es esta la inte- 
ligencia de la frase: si el vencido en juicio probare 
que era inútil citarlo, etc. 

— Ahora bien, los demandados concretan el 
punto de la defensa que han podido alegar para 
eneivar la acción instaurada por los hijos naturales; 
pero esa oposición no ha podido prosperar en pre- 
sencia de los principios y de las disposiciones de 
nuestro Cód. Civ. En efecto, sólo los descendientes y 
ascendientes entran en posesión legítima de la he- 
rencia desde el momento de la muerte del autor de 
la sucesión (art. 3410). Los otros parientes no pue- 
den tomar posesión de la herencia sin pedirla á los 
jueces, previa justificación de sus títulos hereditarios 
(art. 3412). Entonces, pues, los hermanos de don 
Manuel de los Reyes González, que no iniciaron 
el juicio sucesorio, ni solicitaron la posesión heredi- 
taria, no estaban en posesión legítima de la heren- 
cia, porque ellos no cumplieron con la disposición 
de la le}^ La posesión que Gerónima y María An- 
drea GonzcUez invocaron en la escritura de traspaso 
á favor de Vivar, no pasaba de una mera tenencia, 
de una posesión precaria. En tal sentido, no han 
podido ejercitar actos de enagenación, pues ellos 
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sólo se conceden, según el art. 3430 á los parientes 
en grado sucesible que hubieren tomado la pose- 
sión de la herencia por ministerio de la ley, pero 
no á los que titulándose tales sin demostrarlo, han 
tomado una posesión, porque entonces ésta es clan- 
destina y precaria. 

Como corroboración de la doctrina que antecede, 
citaré la opinión de Llerena, quien en el comentario 
al artículo 3428, tomo ó'', página 233, al fin, dice: 
¿será necesario que el poseedor de la herencia haya 
pedido la posesión judicial, para que pueda conside- 
rársele de buena fe? Según Chabot, el heredero irre- 
gular que necesita la posesión judicial de la herencia, 
será reputado de ma^a fe si no ha llenado los requi- 
sitos legales para entrar en posesión. Por nuestras 
leyes, los herederos que no son descendientes ó as- 
cendientes deben pedir al Juez la posesión de la heren- 
cia (art° 3411 á 3413). Parece, pues, que por nuestro 
derecho debe considerarse también de mala fe al he- 
redero que siendo de grado inferior ha entrado en 
posesión de la herencia sin pedirla al juez competen- 
te* etc. El mismo autor, comentando el artículo en 
cuestión, el 3430, y preguntcindose si queda en la 
misma condición que la venta del inmueble la cons- 
titución de la hipoteca, y respondiendo que sí, agrega: 
cEl que ha prestado dinero, lo mismo que el que ha 
vendido, al examinar los títulos de propiedad de su 
vendedor ó de su deudor, no ha podido menos que 
encontrarlos buenos, desde que existiese una declara- 
toria del jucB en que los declarase herederos; si otros^ 
con más derecho que éstos, han permanecido octdtos 
hasta esa fecha ^ culpa será de ellos que no han recla- 
mado en tiempo*. De aquí se deduce, como lo afirma 
la parte demandante en su expresión de agravios, que 
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la publicidad del procedimiento sucesorio es requi- 
sito sine qua non para la aplicación del artículo 3430, 
tratándose de herederos que tienen que pedir á los 
jueces la posesión de la herencia. La oposición con- 
cretada, pues, habría sido ineficaz, y en este caso, los 
demandantes, que por las consideraciones legales 
aducidas demostraron la inutilidad de tal oposición 
y expresaron la ausencia de otra que oponer, han 
probado, con arreglo al artículo 2111, que la citación 
de evicción habría sido un trámite inútil, porque, pa- 
ra que así no fuera, es necesario, como ya se ha es- 
tablecido, que el vendedor demuestre que había otras 
razones en qué apoyarse que las previstas por el com- 
prador, lo que no se ha hecho. Se comprende que el 
acto celebrado por el heredero en virtud de la de- 
claración judicial y la posesión legítima, tenga su va- 
lor legal con relación á los demás herederos que en 
fecha posterior hubiesen entrado en posesión de la 
herencia, porque aquéllos tendrían á su favor el am- 
paro del acto judicial y la prescripción legal (nota 
32, § 616, Aubry y Rau); pero tal prerrogativa no 
puede atribuirse al que sigilosamente y sin juicio pre- 
vio ha tomado esa posesión de hecho. Proceder se- 
mejante no está amparado por la ley, y debe ser con- 
siderado como acto de tercero, extraño completamente 
al derecho del heredero. Se sostiene, sin embargo, 
por la parte demandada, que los herederos no debie- 
ran pedir la posesión de la herencia para poder invo- 
car la disposición del art^ 3430 del Cód. Civ. 

Veamos si ésto es exacto. El Dr. Llerena, en 
otra parte del mismo comentario citado por el reo, 
dice: «Se puede tomar de hecho la posesión de los 
objetos particulares que componen la herencia, pero 
nunca se puede tomar de hecho la posesión de la 
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herencia. De aquí que aquel que no ha sido puesto 
en posesión judicial, bajo cierto punto de vista no 
es heredero, y no siendo heredero no puede ejercer 
los derechos de tal». Comentarios al art. 3414, tomo 
6^, pág. 147). No pudiéndose tomar de hecho la po- 
sesión de la herencia^ y refiriéndose el art. 3430 á 
actos de enagenación hechos por el poseedor de la 
herencia^ es indudable que para que el heredero de 
que nos habla ese artículo sea considerado como 
tal, debe ser puesto en esa posesión judicialmente. 
No siendo, pues, considerados en este carácter los 
vendedores Gerónimo y María Andrea González, 
cualquier oposición contra el reclamo de los hijos 
naturales del causante, basado en lo dispuesto en 
el art. 3430, habría sido ineficaz. Habiendo cumplido 
los demandantes con lo dispuesto en el art. 2111 del 
Cód. Civ., les queda á salvo el derecho de reclamar 
por la nulidad de la venta hecha á favor del cedente, 
don Emilio Díaz de Vivar. Pero ¿cuál es la respon- 
sabilidad en que han incurrido los vendedores Geró- 
nimo y María Andrea González? 

La parte demandada, Clara y Damiana Gonzá- 
lez, alegan que la venta fué de los derechos 
hereditarios que respecto de la propiedad menciona- 
da podía corresponderás, y que, por lo tanto, la 
venta, siendo aleatoria, hacía pesar naturalmente 
sobre los intereses del comprador todas las contigen- 
cias inherentes al negocio. 

Esto no es exacto en cuanto al carácter de herede- 
ro, porque los vendedores no enagenaron los dere- 
chos hereditarios que podían tener ^ sino los que les 
corresponde como herederos etc. (véase escritura de 
foja 17). No sólo no enagenaron derechos dudosos, 
ni mencionaron siquiera la posibilidad de que pudie- 



Digitized by 



Google 



292 



ran serlo, sino que se obligaron d la evicción con 
arreglo á derecho (escritura citada). El caso se halla 
legislado por. el art. 2160, en virtud del cual el 
cedente sólo responde por la evicción que excluyó 
su calidad de heredero. Se ha probado que los ven- 
dedores no eran herederos en la acepción jurídica de 
la palabra, luego, deben responder por la evicción 
á este respecto. El mismo artículo citado dispone 
que la responsabilidad del cedente será juzgada 
como la del vendedor. El art. 1329 dice, que el que 
hubiese vendido cosas agenas, aunque fuese de bue- 
na fe, debe satisfacer al comprador las pérdidas é 
intereses que le resultaren de la anulación del con- 
trato, si éste hubiese ignorado que la cosa era 
agena. Como de los autos no resulta comprobada 
la mala fe del comprador Díaz de Vivar, los here- 
deros de los vendedores quedan siempre obligados 
á aquella indemnización. — En cuanto á la respon- 
sabilidad del comprador Bustinduy, es evidente que 
éste es cesionario de derechos hereditarios que son 
indeterminados: esa indeterminación cesa por la 
liquidación de la testamentaría de Gerónimo y María 
Andrea González: debe, por lo tanto, pagarse pre- 
viamente las deudas y distribuirse el saldo entre los 
herederos ó sus cesionarios. Bustinduy es cesiona- 
rio de los derechos hereditarios de don Rafael Eva- 
risto González, como hermano natural de don 
Raimundo González, hijos ambos de don Gregorio 
González, uno de los que dieron motivo á la forma- 
ción de este juicio por la venta hecha á Vivar. Debe 
responder, por lo tanto, con la cosa cuyos derechos 
sobre ella compró y á que se refiere la escritura de 
foja seis. 
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En virtud de estas consideraciones, voto por la 
negativa en esta cuestión. 

Los Dres. Osuna, Balbastro y Sayanca adhirie- 
ron á este voto. 

El Dr. Luna, á esta cuestión dijo: Que ella es ne- 
cesario estudiarla bajo la disposición de los arts. 2110, 
2 1 1 1 y 2 1 60 del Cód. Ci v., para saber si los cedentes 
ó herederos Gerónimo y María Andrea González, ó 
sus sucesores, están obligados á la evicción de los 
derechos cedidos. Por la escritura de foja diez y siete 
consta que vendieron á don Emilio Díaz de Vivar los 
derechos hereditarios que pertenecieron á don Ma- 
nuel de los Reyes González, hermano de ellos, de la 
casa y terreno que indica la referida escritura, obli- 
gándose á la evicción conforme á derecho, los que 
fueron hipotecados á los señores Conrado Romero y 
Esteban Acchinelli por el señor Vivar, por la cantidad 
de dos mil ochocientos treinta y seis pesos naciona- 
les de que les era deudor, según la escritura de foja 
veintiuna. Habiendo éstos tratado de hacer efectivo 
este crédito, salieron en tercería los hijos naturales 
de don Manuel de los Reyes González debidamente 
reconocidos, Florentino, Mercedes y Manuela Gonzá- 
lez, manifestando que dicha propiedad correspondía 
á su padre natural, la que después de muerto les 
pertenecía como herederos del finado. Los señores 
Acchinelli y Romero reconocieron de plano la justicia 
de la demanda, así como los sucesores de Vivar, en 
sus exposiciones respectivas de fojas 63 y 64, sin que 
hubieran exigido la citación de evicción por parte de 
los hermanos Gonziilez, vendedores, ó sus sucesores, 
después de la muerte de éstos. 

Para ver si están obligados los vendedores ó sus 
sucesores, á la responsabilidad que se les exige, es 
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necesario saber la intelig:encia que se da á los dos 
primeros artículos del Cód. Civ. citados, y para con- 
seguir ésto, debemos hacer notar que la responsabili- 
dad que trae la evicción tiene lugar aunque en los actos 
en que se trasmiten los derechos no hubiere conven- 
ción alguna sobre ello, según el 2907, y esta respon- 
sabilidad pueden las partes, sin embargo, aumentar, 
disminuir ó suprimir, como dice el 2908, y llega el 
2099 hasta anular la convención que libre al enage- 
nante de responder de la evicción, siempre que hu- 
biere mala fe de parte suya. 

Todas estas disposiciones manifiestan que la res- 
ponsabilidad de la evicción es inherente al contrato, 
y subsiste aunque no se haya convenido nada sobre 
ella. 

Teniendo presente estas prescripciones, veamos 
cómo deben entenderse los artículos 2110y2111 del 
Código Civil. El primero de ellos consigna el princi- 
pio general de que cesa la evicción si el vencido en 
juicio no hubiera hecho citar de saneamiento al ena- 
genante, ó si hubiera hecho la citación pasado el tiem- 
po fijado por la ley de procedimientos, y el segundo 
señala dos excepciones á este principio: licuando el 
vencido en juicio probara que era inútil citar al ena- 
genante, por no haber oposición justa que hacer al 
derecho del vencedor, y 2% cuando reconociese la jus- 
ticia de la demanda sin citar de saneamiento al ena- 
genante. En estos casos, revive ó subsiste la respon- 
sabilidad de la evicción que existía desde antes, pues 
es una circunstancia inherente al contrato, como se 
ha dicho. 

Aplicando ahora al caso en cuestión, resulta que 
los hermanos González, vendedores ó enagenantes de 
los derechos de don Manuel de los Reyes González, 
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aunque no se haya citado de evicción por los venci- 
dos en el juicio de tercería, que son los sucesores de 
Vivar, por haber reconocido de plano la justicia de 
la demanda, están sin embargo obligados á ella como 
una obligación inherente al contrato de enagenación 
y consignada además expresamente en la escritura de 
foja diez y siete. 

Los representantes de los hermanos González, ó 
sus sucesores, parece dieran distinta inteligencia á 
estas excepciones del art^ 2111 del Código Civil, por- 
que dicen: c Renunciaron, pues, á un derecho renun- 
ciable, que hoy no pueden hacer servir con perjuicio 
de tercero, por muy arrepentidos que se sientan de 
lo que han hecho anteriormente» (Escrito de foja 13). 

Estas palabras: renunciaron á iin derecho renun- 
ciablej así como el contexto de las demás que com- 
pletan su pensamiento, están indicando que creen que 
una vez que han sucedido las cosas como se expre- 
saron, no tiene lugar la evicción, cuando es todo lo 
contrario. La demostración que se ha hecho de cómo 
existe la evicción, aún sin convenirla, indica bastan- 
temente la inteligencia que se ha dado á los dos ar- 
tículos citados del Código Civil. 

Renunciaron al juicio de tercería los sucesores 
de Vivar, así como los señores Romero y Acchinelli 
sucesores de éstos, porque no tenían razón para 
seguirlo, y ésto no significa haber renunciado el 
derecho de evicción, que existe como una cosa inhe- 
rente al contrato. 

Pero acentúan más su argumentación en el 
escrito de bien probado, cuando después de citar los 
dos artículos indicado del Cód. Civ., dicen: «Según 
estos artículos, en el caso sub-judice^ el enagenante 
no tiene obligación alguna por resultas de la evic- 
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ción, puesto que no ha sido citado para defender 
al comprador y puesto que el adquirente no ha pro- 
bado que era imítil citarlo por no haber oposición 
justa que hacer al derecho del vendedor. 

Antes de pasar adelante debemos explicarlo que 
quiere decir el art. 2111 con las palabras: probare 
ser inútil citarlo etc., para que el vencido en juicio 
pueda tener el derecho de evicción, y que indican los 
demandados como que no ha habido esta prueba. 
Con las palabras subrayadas no quieren decir que 
pruebe por medio de testigos ó por los otros medios 
materiales de prueba que reconoce el derecho, sino 
que justifique jurídicamente que es inútil citarlo, 
por no haber oposición justa que hacer al derecho 
del vencedor. La palabra prueba se toma también 
como una justificación, y en el derecho no sólo 
comprende las pruebas materiales sino también la 
justificación jurídica de lo que se pretende, y esta 
es la acepción en que la toma el Código en el artí- 
culo citado. 

Contestando ahora al argumento de los deman- 
dados, que no han probado que era inútil citarlo por- 
que no había oposición justa que hacer al derecho 
del vencedor, creo que con la explicación que se ha 
dado del modo cómo deben entenderse las palabras 
indicadas del Código, queda contestado este argu- 
mento. No ha habido pruebas materiales, es cierto, pe- 
ro si la justificación necesaria en el derecho, que ha 
hecho inútil la citación del vencedor. Recuérdese 
que la tercería de dominio fue deducida por los 
hijos naturales de don Manuel de los Reyes Gonzá- 
lez, debidamente reconocidos, y el dominio heredi- 
tario que pretendían es á todas luces preferente á los 
derechos de los hermanos colaterales de su her- 
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mano muerto. Esta consideración decidió el recono- 
cimiento de plano de los sucesores de Vivar y á la 
vez de los señores Romero y Acchinelli, sucesores de 
éstos. Estaba, pues, justificado en el derecho que 
no tenían oposición justa que hacer al dominio de 
los terceristas. 

Esto por lo que hace á la prueba que exigen los 
demandados en el primer caso. Respecto al recono- 
cimiento hso y llano de la demanda de tercería, sin 
haber citado de evicción al adquirente, cae bajo 
la misma disposición, pues dice: «Lo mismo se 
observará cuando el adquirente, sin citar de sa- 
neamiento al enagenante, reconociese la justicia 
de la demanda y fuese por ésto privado del dere- 
cho adquirido». Una disposición tan terminante 
no puede dársele mayor exphcación, y la justifi- 
cación por parte del vencido en juicio que se ha in- 
dicado para el primer caso, rige también para éste, 
sin que sea necesario que pruebe por testigos ó por 
los otros medios naturales de prueba que antes se 
ha indicado. 

Sin embargo, los demandados se apoyan en la 
disposición del art. 3430 del Cód. Civ., para hacer 
ver que, ni el comprador ni sus acreedores hipote- 
carios, tienen acción alguna contra ellos, por cuanto 
dicho artículo establece que la venta hecha por don 
Gerónimo y doña Andrea González era válida res- 
pecto de los herederos que vinieron después de ellos 
á la sucesión, y que el adquirente señor Vivar, así 
como sus acreedores hipotecarios, han podido y debi- 
do alegar esa prescripción, sosteniendo y demostrando 
que la enagenación de la propiedad raíz en cuestión, 
era válida respecto á los hijos naturales de don 
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Manuel de los Reyes González, que entraron más 
tarde en posesión de la herencia. 

Pero los demandantes han contestado muy bien 
que la disposición en que se apoyan no tiene aplica- 
ción alguna, por cuanto no han sido puestos en la 
posesión de los bienes de la herencia; que los herma- 
nos de don Manuel de los Reyes son herederos cola- 
terales, y <{ue éstos para ser puestos en posesión de 
los bienes de la herencia, es necesario que la pidan al 
juez, según lo establece el art® 3412 del Cód. Civ., 
en contraposición de los ascendientes ó descendientes, 
que la toman tpso jure desde la muerte del autor de 
la sucesión, sin ninguna formalidad ó intervención de 
los jueces, según el 3410. 

Basta el hecho en que se fundan estas dos dispo- 
siciones para que tengan una aplicación y concordan- 
cia perfectas. Las dos hablan de la posesión legítima, 
aquella que debe ser protegida por la ley, y no de la 
ilegítima ó detentatoria, que queda sometida á las res- 
ponsabilidades del derecho. Tomándola bajo este ca- 
rácter, se comprenden muy bien estas dos disposi- 
ciones y se concuerdan perfectamente. Los actos de 
enagenación que se hicieron por el poseedor de la 
herencia, se tendrán por válidos cuando es pariente 
del autor de la sucesión y hubiere tomado aquélla 
por ausencia ó inacción de los parientes más próxi- 
mos. En este caso, la justicia de la disposición es 
palmaria, por cuanto son actos verificados como po- 
seedor de buena fe en virtud de una posesión pú- 
blica autorizada por el Juez, después de haber llena- 
do todos los requisitos que la ley exige para tales 
actos. Mientras que en el caso contrario de haber to- 
mado la posesión de hecho, sin que autoridad alguna 
le haya dado, la posesión es detentatoria y no puede 
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nunca tener la protección de la ley, y esta es la razón 
porqué en el primer caso el acto es válido y no puede 
traducirse en responsabilidad alguna para el vende- 
dor, y en el segundo, queda sujeto á las responsabi- 
lidades que tiene por el derecho. 

Esto por lo que hace á la venta de una cosa cierta, 
singular ó determinada. Veamos por lo que respecta 
á un derecho hereditario, ó una venta aleatoria, como 
la clasifican los demandados, pues principian en su 
escrito de foja doce por rectificar la clase de venta 
que hicieron los hermanos González al señor Vivar, 
diciendo que no vendieron una casa con su terreno^ 
sino los derechos hereditarios que respecto á ella po- 
dían tener, expresándose: «Que la venta, aleatoria 
como lo era, hacía pesar naturalmente sobre los in- 
tereses del comprador todas las contingencias inhe- 
rentes al negocio, de modo que los riesgos estaban á 
cargo del Sr. Vivar y deben estar hoy á cargo de los 
cesionarios de sus acciones, puesto que nadie puede, 
trasmitir á otro un derecho más extenso que aquel 
que por sí mismo posee». Sacando por consecuencia 
el apoderado de los demandados que si la cosa se 
perdía legal ó judicialmente, sus instituy entes no tie- 
nen porqué soportar el gravamen de la pérdida. 

Considerada bajo este aspecto la cuestión, cae 
directamente bajo la disposición del art^ 2160 del 
Cód. Civ., que habla sobre la cesión de herencia, y 
para aplicar su disposición es necesario recordar la 
confesión categórica que tienen hecha los sucesores 
de Vivar y á su vez los señores Romero y Achinelli 
como sucesores de éstos, en el juicio de tercería ini- 
ciado por los hijos naturales debidamente reconoci- 
dos de don Manuel de los Reyes González, cuyas con- 
fesiones se hallan en los escritos de fojas 62 y 64. 

Failoa del S- T. do Jast y Bxma. C. de Apel. — Tomo IH 10 
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En esas confesiones reconocen paladinamente el de- 
recho de los terceristas á la propiedad vendida como 
perteneciente á don Manuel de los Reyes González, 
del cual eran herederos como hijos naturales suyos. 

Ante esta confesión queda, pues, comprobado ó 
justificado que los hermanos González (don Ambro- 
sio y doña Andrea) no tenían derecho hereditario al- 
guno qué vender, y por lo tanto se hallan bajo la 
disposición de dicho artículo, para hacerse responsa- 
ble de la evicción por la falta de su calidad de here- 
deros, aunque no lo estén de los bienes de que la 
herencia se componía. 

La venta de una herencia tiene el carácter de 
aleatoria, por cuanto se venden los derechos que 
pueden corresponder en ella, que serán más ó menos 
cuantiosos según la liquidación que se verifique, y, 
bajo este punto de vista, se dice que el comprador 
corre con las contingencias del negocio; pero cuan- 
do no existe ni la calidad de heredero por parte del 
vendedor, falta la base sobre la cual se verifica el 
contrato, y por ésto, dicho artículo hace responsa- 
ble al acreedor de su calidad de heredero. 

No es el caso dé consideiar la venta hecha como 
de una cosa determinada de la herencia ó un de- 
recho hereditario á una cosa particular de ella, 
porque falta la calidad de heredero, indispensable, 
sobre la cual se ha celebrado el contrato. La 
venta hecha en las condiciones que consta de la 
escritura de foja diez y siete sólo indica la bue- 
na fe con que procedieron los hermanos Gonzá- 
lez, por cuanto no se habían presentado otros 
herederos con mejor título que ellos á la heren- 
cia, y esta circunstancia establece que su respon- 
sabilidad caiga bajo la disposición del art. 2118 
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del Cód. Civ., que los obliga á devolver el precio 
recibido, sin intereses por los derechos heredita- 
rios vendidos, responsabilidad que está de acuerdo 
con la que fija el 2163, que lo exime, además, de 
satisfacer indemnizaciones y perjuicios. 

Pero como ellos han muerto, esta responsabi- 
lidad pasa á sus sucesores legítimos, que son, por 
parte de doña Andrea González, sus hijas Clara y 
Damiana González, y por parte de don Gerónimo, 
sus hijos naturales Rafael y Raimundo González, 
quienes murieron también sin sucesión, pero pasando 
antes por cesión los derechos que tenían en las 
sucesión de su padre don Gerónimo, á don Manuel 
Bustinduy. 

Esta obligación es la que se trata de hacer efec- 
tiva por parte de ^Bustinduy en la cosa objeto de esta 
demanda, que ha llegado á su poder con las res- 
ponsabilidades con que estaba afectada desde la 
venta hecha por las hermanas González, y esta 
responsabilidad no se pide se haga efectiva en otros 
bienes que en la propiedad afectada, de modo que 
no se sale de la disposición del art. 3266 del Cód. 
Civ., que le impone esta responsabilidad como su- 
cesor particular de la cosa transmitida. 

Estas consideraciones deciden mi voto por la 
negativa igualmente en esta cuestión. 

En cuanto á la tercera, el Dr, Aquino dijo: 
Resuelta como queda la cuestión anterior, la sen- 
tencia apelada debe revocarse, sin costas — de acuer- 
do con la jurisprudencia constante de este Tribunal 
en casos análogos. 

Los demás señores Ministros expresaron su con- 
formidad en este voto. 
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Con lo que terminó el acuerdo, pasado y firma- 
do por ante mi Secretario, de que doy fe. 

SENTENCIA 

N^ 33. Corrientes, Septiembre 10 de 1897. 

Y vistos: De conformidad al voto, y por los fun- 
damentos de que instruye el acuerdo precedente, se 
revoca la sentencia apelada de foja noventa y cua- 
tro, haciéndose lugar á la acción entablada — Re- 
puestas las fojas, devuélvase. 

Ricardo Osuna 
LoRENXo J. Aquino — Alberto Balbastro 

Félix Luna — J. Sayanca 

Ante mí 

José F. Rivero 

Secretario. 
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CAUSAS pÁa>. 

CXXXT— lo Cuando las presunciones légrales están en contra de la modifi- 
cación introducida por el confesante calificando su confesión, éste 
debe probar aquélla; pero cuando le sean favorables, la prueba de 
la falsedad de la modificación corresponde á la contraparte. 
2» Procede la exoneración de las costas cuando se ha tenido razón 
para resistirse & hacer lo que se demanda y que después se ordena. 
Y la exoneración de las de segunda instancia procede también 
cuando resulta modificada en parte la sentencia recurrida 5 

CXXXn— 1» Debe considerarse como autor principal á aquel cuya acción 
ha sido directa é inmediata en la comisión del delito y parti- 
cipación de sus resultados. 
2» Confirmada la sentencia, debe serlo con costas 16 

CXXXin— I* Los que pretenden derechos hereditarios no son parte en los 
juicios sucesorios mientras no justifiquen su carácter; y, por lo 
mismo, la declaratoria de herederos que ahí se haga no les puede 
traer perjuicio irreparable, pudiendo hacer uso de sus acciones en 
juicio contradictorio. 
2o Confirmado el auto, debe serlo con costas 22 

CXXXrV^— lo No debe hacerse lugar á la prueba pericial pedida después de 
vencido el término. Ofrecida en tiempo una prueba dada, si se im- 
prime para su diligenciamiento el procedimiento preceptuado para 
otra clase de prueba, al interesado corresponde pedir el encauza- 
miento, y no le es permitido hacerlo sino dentro del término de 
prueba. 

2o Confirmado el auto, debe serlo con costas 25 

CXXXV— 1» Es suplicable la sentencia definitiva dictada en una cuestión 
sobre interpretación de la ley que reglamenta las atribuciones de 
los funcionarios de la administración de justicia. 
2o Bl Reglamento de administración de justicia de la Provincia 
de 1862, modificó las anteriores leyes en lo que se refiere á las fa- 
cultades y obligaciones del Ministerio Pupilar, en el sentido de 
descartarlo, expresamente, de la de defender á los pobres en cau- 
sas civiles; pero la Ley Orgánica vigente restableció para el De- 
fensor de Pobres y Menores la obligación de patrocinar á los 
pobres en todas las causas y siempre que sean declarados tales 
para litigar 28 
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CXXXVI— El desistimiento hecho por el que representa la misma acción que 
el recurrente de la sentencia absolutoria, equivaliendo á la no in- 
terposición del recurso, hace que deba entenderse consentida la 
• sentencia 37 

CXXXVn— -lo Comprobada legalmente enjuicio la existencia de un crédito ó 
de un perjuicio sufrido y reclamado, si no se alcanza á justificar el 
importe del crédito ó perjuicio, debe deferirse al juramento estima- 
torio del acreedor la fijación del monto, con sugeción al procedi- 
miento prescrito por la ley de la materia. 

2<» La disposición del art. 1193 del Cód. Civ. se refiere á los contra- 
tos propiamente dichos, y no ¿ los quasi-contratos. En los juicios 
sobre prestación de servicios profesionales médicos deben admitir- 
se todos los medios de prueba que permiten las leyes, siendo la 
testimonial una de las más indicadas por la naturaleza de la obli- 
gación y el modo cómo se contrae. 

3<» Opuesta la excepción de prescripción, aún cuando se trate de 
una sola y misma enfermedad, no puede pretenderse que los servi- 
cios han sido continuos cuando lo han sido en tres períodos, con 
intervalo de un año, y más, cada uno. La prescripción debe correr 
desde la última asistencia médica, y no desde ca4a visita. 
4° Fijada la cantidad de asistencia y no habiendo conformidad 
sobre la cantidad cobrada, corresponde disponer que el Consejo de 
Higiene haga la estimación de los honorarios devengados. 
5» Revocada la sentencia en favor del recurrente, cabe la exone- 
ración de las costas de la instancia al vencido, cuando se desesti- 
man en parte las pretensiones del vencedor - 39 

CXXXVIÜ— 1<» Deben rechazarse por inoportunas las observaciones ¿ la 
cuenta particionaria de la sucesión, cuando se presentan fuera del 
término de vista. 

2® La creencia errónea del juez sobre que un día sea festivo, no 
puede ''cambiar el alcance de la disposición legal que fija los días 
feriados 55 

CXXXIX— 1» Siendo imputable al interesado las deficiencias en el diligencia- 
miento de su prueba, no puede pedir, ni puede acordársele amplia- 
ción de término para subsanarlas, y en ningún caso cuando la 
prórroga ha sido solicitada después de vencido el término. 
2o Las peticiones contra expreso derecho llevan aparejadas la es- 
pecial condenación en las costas 58 

CXL— lo Una demanda totalmente rechazada, debe serlo con costas. 

2o Para la fijación de honorarios debe tenerse en cuenta, entre 

otras consideraciones, el trabajo hecho 61 

CXLI— lo Las causas de recusación, excepto la de parentesco, deben refe- 
rirse á las partes, y nó á su representante ó abogado. 
2o La recusación puede considerarse maliciosa é inconsiderada 
cuando no se funda en ninguna de las causales enumeradas taxati- 
vamente por la ley, y debe rechazársela con especial condenación 

en las costas ; 64 

CXLII— La sustitución de fojas del registro de un escribano, aún cuando sea 
hecha antes de firmada la escritura y se pruebe que sólo se trató 
de salvar un error ú omisión, importa una grave falta por parte del 
escribano, que descuidó su registro, y por parte de su colega que 
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hizo la sustitución, que debía, como aquél, saber lo que correspon- 
día hacer y darse cuenta de la falta que se cometía. Dicha falta 
debe castigarse con multa, por la primera vez, debiendo la reposi- 
ción de sellos del sumario instruido ser á costa de dichos funcio- 
narios 

CXLin— lo La responsabilidad del socio industrial se limita siempre al va- 
lor de su industria, incorporado á los demás valores sociales, y no 
responde ni con lo recibido á título de ganancias; y la responsabili- 
dad por el mal resultado del negocio, no puede provenir sino del 
contrato ó de la ley. 
2o Confirmada la sentencia, debe serlo con costas 71 

CXLIV— 1» No concurriendo todos los requisitos legales de la legítima de- 
fensa, el homicidio debe considerarse doloso. 
2» Debe considerarse como provocado por la víctima el homicidio 
cometido en la persona de un dueño de casa que, pretendiendo so- 
focar una riña y hacer respetar su autoridad, ataca sable en mano 
y derriba de un golpe al hermano del que motivó la riña,cuyo au- 
tor acto continuo saca un puñal y en lucha le mata 78 

CXLV— 1«> Deben admitirse todas las pruebas ofrecidas oportunamente y 
no prohibidas, parezcan ó nó pertinentes. 
2* Confirmado el auto, debe serlo con costas 100 

CXLVI— Debe cargar con las costas del incidente el que lo promueve por 

error ó descuido 101 

CXLVU— 1« No fundándose el recurso de nulidad, y no resultando ésta de 
autos, debe desestimarse, sin más fundamentos. 
2o Lo que hay obligación de probar son los hechos contestados, y 
nó los no controvertidos. 

3o Para la procedencia de la acción reivindicatoría, en lo que se 
refiere al dominio que debe invocar el actor, basta que el dominio 
lo hayan tenido sus antecesores ó causahabientes, y aún cuando el 
mismo de quien hubo el derecho no haya estado tampoco en mejo- 
res condiciones: el dominio es perpetuo y exclusivo, y no se pierde 
ni se puede adquirir sino por los medios establecidos y enumerados 
por la ley. 

4o El título de heredero universal de una persona hace presumir 
á su favor que ha heredado el dominio y que tiene el derecho de 
ejercerlo ó recuperarlo, ó reivindicarlo, sobre todos los bienes 
que han pertenecido al causante. En materia de reivindicación de 
dominio heredado, y aún tratándose entonces de bienes determina- 
dos, no es necesario probar que el bien que se pretende no ha sali- 
do de la masa de los bienes hereditarios, bastando probar el domi- 
nio que tuvo el causante y la calidad de sucesor en el reivindicante, 
siendo el nuevo poseedor el que debe probar el título á que posee. 
5o Acreditada la prescripción treintenaria, debe rechazarse la 
acción reivindicatoría. 
6o Confirmándose la senté «icir por haberse alegado la prescripción, 

no cabe condenación en costas al vencido 102 

CXLVm— Toda petición ó incidente promovido sobre suspensión del término 
probatorio, suspende aquél de hecho, y sólo vuelve á correr me- 
diante declaración expresa. 
2o Todo pedimento, tenga ó nó fundamento legal, debe proveerse 
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indispensablemente, para que el litigante sepa en todo tiempo á 

qué atenerse 120 

CXLIX— 1® La excepción de incompetencia raiione maieriae, sólo es proce- 
dente cuando existe otro Juez que tenga jurisdicción exclusiva 
para conocer en asuntos déla naturaleza del que se trata. 

2» Confirmado ei auto, debe serlo con costas 123 

CL— Considerados como una sola parte los que defiendan un solo y único 
derecho, no pueden usar separadamente del derecho de recusación 
sin causa. 
2« Bste derecho sólo puede usarse una sola vez en cada causa, y 

no en cada incidente 124 

CLI--La designación del inventariador judicial recalda en el escribano se- 
cretario, no lo autoriza & cobrar honorarios, como tampoco autori- 
zarla á hacerlo á los Jueces de Paz cuando á ellos se les somete 
la diligencia. Pero cuando el encargo importe verdaderamente un 
trabajo extraordinario, cabe justipreciar el servicio, teniendo en 

cuenta el trabajo y el monto de los bienes inventariados 128 

CLII— lo La disposición del tnc. 4o del art. 114 del Cód. de P. en lo Civ. 
y Com. no autoriza una excepción de incontestación, y sólo auto- 
riza, en su caso y previos los trámites legales, la presentación de 
dscumentos después de la oportunidad allí indicada, ó sea la de la 
contestación de la demanda. 

2» Cuando se ha nedido prórroga no puede el demandado alegar 
excepciones, siendo perentorio el término para deducirlas, 
do Confirmado el auto, debe serlo con costas 128 

CLlll— lo Sólo es procedente el embargo preventivo, en el caso de una 
sentencia condenatoria, cuando ella resuelve el pago, ó el cumpli- 
miento de una obligación de dar, y se ordena en ella el pago de una 
cantidad liquida; pero nó cuando condena á una obligación de hacer. 
2o El que solicita el embargo preventivo de los bienes de una suce- 
sión invocando título hereditario, debe justificarlo previamente, 
en virtud de sentencia irrevocable ó de un reconocimiento, expreso 
de su causante 130 

CLIV— Presentado el poder en forma, termina el incidente sobre falta de 

personería. Sin perjuicio de lo que se disponga sobre las costas. . . 135 
CLV— lo La alegación de nulidad, dedudida oponiéndose á la ejecución, 
no puede fundarse en la inhabilidad del titulo; y para que prospere 
debe demostrarse cuáles hayan sido los procedimientos violados. 
2o La regulación ejecutoriada de honorarios, importa un título 
ejecutivo; pero no lo importan los gastos producidos en el juicio 
que no estén reconocidos en forma legal. 

3o La excepción de litis pendentia es improcedente^si ella se funda 
en la existencia de un litigio entre otras partes y con distinto 
objeto. 

4o En caso de plus-petitio, las costas son á cargo del ejecutante, 
aunque el ejecutado haya sido vencido en lo demás. En cnanto á 
las de 2» instancia, debe pagarlas el vencido en último grado 135 

CLVI- lo El homicidio por precio, es una sola calificación de la ley penal, 
y siendo autores principales el mandante y el mandatario, no po- 
dría verse en el hecho del uno un delito formalmente distinto del 
delito del otro. 
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2o El engaño y la doslealtad, ó la falta de peligro y la aegnridad 
para el actor, califican de alevoso el homicidio. 
8* El hecho solo de ser tres contra uno, qae además va engañado 
y confiado, creyéndose entre amigos y compañeros de fiesta, basta 
para considerar qne se procedió sin peligro; tanto más cuando se 
sabia qne la víctima iba desarmada, de modo que, aún cuando ñola 
hubieran atacado de improviso, como se confirma haberlo hecho, 
no habría aquélla tenido qué oponer á las armas de sus victimarios. 
4» Tratándose de un delito castigado con la pena capital, es im- 
procedente, por inútil, el pronunciamiento, ó impropio el estudio 
de cualesquiera circunstancias agravantes que puedan concurrir 
en el caso en sentencia. 

5» La atenuante de provocación se refiere á la dignidad ó al pruri- 
to de amor propio; y para que pueda estimársela es necesario que 
el antecedente invocado importe tal provocación, y que subsistien- 
do en el ánimo del agente, se haya éste creído y sentido bajo la 

depresión de la actitud de su víctima 141 

€LVn— 1® Es procedente el recurso de súplica de una sentencia definitiva 
revocatoria de la de 1» instancia y dictada en un asunto cuyo mon- 
to exceda de mil pesos. 

2» El Tribunal de la quiebra tiene una jurisdicción especial y ex- 
traordinaria, ante la cual deben llevarse, sin distinción, todas las 
acciones civiles, activas y pasivas, del fallido, en que éste obre 
como demandante ó demandado. Ceden las reglas ordinarias de la 
competencia. 

3o Siendo confirmatoria la sentencia, debe serlo con costas 158 

CLVm— lo La falta de consideración de algún argumento traído al debate, 
ó el silencio acerca de algunas de las pruebas, no son causas bas- 
tantes para anular la sentencia dictada con las formalidades subs- 
tanciales. 

2o La prueba del dolo corresponde al que lo Invoca. 
3o Siendo revocatoria la sentencia, cabe la exoneración de las 
costas, si no hay mérito para imponerlas 177 

CUX— lo Es nula la resolución de un incidente dictada sin previo el lla- 
mamiento de autos, ó sin fundarse legalmente. 

2o Las costas son á cargo del juez que produjo la nulidad 184 

CLX— lo El pedimento interpuesto invocando un hecho falso, debe recha- 
zarse con costas. 

2o Siendo deficiente el auto recurrido, cabe la exoneración de las 
costas de la instancia al vencido, resultando que hubo razón para 
apelar y que la resolución le es favorable 186 

CLXI— lo La contestación á la demanda debe enunciar los hechos en que 
se funda; y la prueba producida sobre hechos no articulados, no 
debe tomarse en consideración. 

2o Probado por el actor el único extremo en que se fundaba en 
contra la contestación, debe obtener lo que pidió, de acuerdo con 
su derecho. 

3o Siendo revocatoria la sentencia, cabe la exoneración de las 
costas de la instancia al vencido 187 

Fallos del B- T. de Jast. y Bxma. C. de Apel. — Tomo m 20 
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CLXII— No habiéndose emplazado á las partes para la mejora del recurso, 
no cabe acusación de rebeldía, y deben devolverse los autos &1 In- 
ferior, á los efectos del emplazamiento de ley 199 

BLXm— 1» De acuerdo con la Constitución y el Cód. de P. en lo Crlm., no 
procede la excarcelación cuando la pena á aplicar en caso de con- 
denación tenga un máximun que exceda de tres años de prisión. 
2» Debe considerarse el delito ó hecho imputado en abstracto y 
con absoluta prescindencia de las circunstancias que lo hayan 
rodeado. 
3» Confirmado el auto, debe serlo con costas 2C0 

CLXIV— 1» De acuerdo con la Constitución y el Cód. de'P. en lo Crim., no 
procede la excarcelación cuando la pena á aplicar en caso de con- 
denación tenga un máximun que exceda de tres años de prisión. 
2° Debe considerarse el delito ó hecho imputado en abstracto y 
con absoluta prescindencia de las circunstancias que lo hayan 
rodeado. 

3o Confirmado el auto, debe serlo con costas 2i 1 

CLXV— Los jueces no pueden ejercitar la facultad de conceder licencias á 
los empleados de su dependencia y designar los reemplazantes, 
por ser aquélla de la exclusiva competencia del Superior Tribunal 203 

CLX VI— Aunque el art. 420 del Cód. de P. en lo Crim. no fija el término den- 
tro del cual debe dictaminar el Fiscal especial sobre la proceden- 
cia ó improcedencia de la elevación de la causa á plenario, se en- 
tiende que el término es el que el art. 416 fija al mismo efecto al 
Fiscal titular 20* 

CLXVn— lo Para que proceda la excepción de cosa juzgada, es necesaria 
la identidad de causa, de objeto y de personas. 
2o No hacer lugar á la prueba en un juicio de calumnia, y conde- 
nar al demandado sin permitirle defenderse, es todo uno 

CLXVni— No siendo imputable á las partes las causas de suspensión de una 

audiencia, debe designarse otra 210 

CLXIX— lo No fundándose el recurso de nulidad en algunas de las causales 
del art. 261 del Cód. de P. en lo Civ. y Com., debe rechazárselo, sin 
más fundamentos. 

2o Para la admisibilidad de los libros como prueba en las contro- 
versias judiciales, es condición esencial que éstas se ventilen entre 
comerciantes, y que el acto que dé origen á la cuestión sea mer- 
cantil. En los demás casos, puede servir como antecedente, cons- 
tituyendo un principio de prueba. 

3o La facultad concedida á los jueces de decretar que se traiga á 
la vista cualquier documento para mejor proveer, si bien es am- 
plia, no debe interpretarse en el sentido de que deban suplir la ne- 
gligencia ú omisión de los litigantes, sino en el de esclarecer las 
dudas que puedan surgir de la complexidad ó insuficiencia de la 
prueba producida por las partes. Los jueces no pueden, sin violar 
el art. 132 del Cód. de P., ordenar el diligenciamiento de una medi- 
da probatoria que debió pedir la parte interesada dentro del térmi- 
no señalado al efecto. 

4o No probándose en forma la constitución de la hipoteca, que 
tiene forma determinada, no puede xeconocerse la existencia de 
tal derecho real. 
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5o Constando do autos la falta de temeridad, la razón probable 
para litigar, debe exonerarse de las costas al vencido. 
6o No siendo confirmatoria en todas sns partes la sentencia, desde 
que modifica, favorablemente al recurrente, la de 1» instancia, ab- 
solviéndolo de las costas, corresponde también exonerarlo de las 

del recurso 211 

CLXX— lo Es procedente la medida dictada para mejor proveer que no 
viene á suplir la negligencia ú omisión de las partes, sino á subsa- 
nar la deficiencia no imputable de la prueba producida. 
2o Probado por el actor los extremos exigidos por el demandado, 
aquél debe obtener lo que demanda, de acuerdo con su derecho. 
3o El dominio es perpetuo, y sólo se adquiere ó se pierde por los 
medios indicados por la ley. Presentado nn titulo de propiedad 
auténtico y reconocido, la prueba de su caducidad, ó de la existen- 
cia de uno nuevo exclnyente, corresponde al que pretenda la exis- 
tencia del nuevo dereclio, ya lo invoque en su defensa como propio 
ó ajeno. 

4o Siendo revocatoria la sentencia y constando de autos que el 
vencido tuvo razón probable para litigar, debe exonerárselo de las 

costas del juicio 222 

CLXXI— Los tribunales de la provincia no tienen el deber de expedir el auto 
de habe(u-c6rpus cuando la persona se halle detenida ó presa en 
virtud de actos hechos ó dejados de hacer sometidos exclusiva- 
mente & la jurisdicción de las autoridades nacionales 233 

Oifí'o.— Emanada la orden de arresto de una autoridad de la provin- 
cia, sus tribunales son competentes para entender del recurso de 
habeas-corpusy y deben decretar la libertad si sigue el interesado á 
disposición de autoridad incompetente 237 

CLXXII— No tratándose de un hecho nuevo, ignorado antes, ó posterior al 
término de prueba, no procede la apertura á prueba en segunda 
instancia 242 

CLXXIII— Las partes no pueden, cerrada la discusión de la causa, presentar 

escritos solicitando providencias en calidad de para mejor proveer 243 

CLXXrV— Es procedente la excarcelación bajo fianza cuando, formalizada la 

acusación, no se solicita pena mayor de tres años de prisión 244 

CLXXV— lo Es nula la resolución de un incidente dictada sin pronuncia- 
miento previo sobre la alegación de nulidad deducida en él respec- 
to de la personería del que se presenta como cesionario de los 
derechos de una de las partes, de lo que depende la legalidad de la 
substanciación misma del incidente. 
2o Las costas son á cargo del juez que produjo la nulidad 246 

CLXXVI— El tribunal que va á fallar debe hacer por sí mismo el cotejo de 

letras 255 

CLXXVn— lo No fundándose el recurso de nulidad, y no resultando ésta de 
autos en los términos del art. 261 del Cód. de P. en lo Clv. y Com., 
debe desechárselo, sin más fundamentos. 
2o La turbación en la posesión, autoriza la acción posesoria. 
3o Los títulos de propiedad por sí solos, no bastan á autorizar la 
acción posesoria. 

4o Rechazada la acción de despojo, las costas del juicio son á car- 
go del actor 266 
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CLXXVIII— lo En el Juicio ejecutivo es inapelable el auto que resuelve sobre 
la oposición fundada en el monto de la araluación. 

2o Rechazado el recurso, las costas son á cargo del recurrente 264 

CLXXIX— 1«> Las cosas perecen ó se deterioran para su dueño, no probándose 
que la pérdida ó deterioro sea imputable á otro. 

2» Confirmada la sentencia, debe serlo con costas 265 

CLXXX— I» En segunda instancia debe aplicarse también la disposición del 
art. 101 del Cód. de P. en la Civ. y Com., sobre competencia. Como 
en dicha instancia no fija la ley una oportunidad determinada para 
el pronunciamiento declarando la competencia, debe entenderse 
que la primera providencia lleva implícita la declaración de com- 
petencia, de lo que pueden reclamar las partes dentro del término 
legal. 

2» La concesión indebida de un recurso, no vicia en modo alguno la 
substanciación del juicio. 

3» Es apelable el auto que no hace lugar ¿ la oposición á la aper- 
tura á prueba, pero nó el auto de prueba. 

49 Declarándose mal concedido el recurso, las costas deben ser 
á cargo del recurrente 269 

CLXXXI— lo Las cuestiones de personería son de resolución previa y preíe- 
rente. 
2o Confirmado el auto, debe serlo con costas 272 

CLXXXn— lo La admisión de una prueba no importa pronunciamiento alguno 
sobre su pertinencia. 

2o Confirmado el auto, debe serlo con costas 274 

CLXXXIU— lo El acreedor tiene derecho para pedir vista de los autos suceso- 
rios de los causantes de su deudor. 
2o Confirmado el auto, debe serlo con costas 276 

CLXXXIV— Probada la excepción de pago, debe rechazarse la ejecución, con 
costas, no obstante haya el ejecutado alcanzado una sentencia fa- 
vorable 277 

CLXXXV— lo No fundándose el recurso de nulidad, y no resultando ésta de 
autos, debe rechazárselo, sin más fundamentos. 
2* Los herederos que no entran en posesión de la herencia por 
ministerio de la ley, no pueden tomarla de hecho, 
3o En materia de evicción, la responsabilidad del cedente es jujs- 
gada como la del vendedor. 

4o Siendo revocatoria la sentencia, cabe la exoneración de las 
costas al vencido 283 
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